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			15 DE JUNIO DE 1977
«Existe la conciencia clara de haberse consumado 
una etapa»


			Ya está. La primera frase siempre es la más difícil. Sobre todo si es la última vez que hay una primera frase.

			«Existe la conciencia clara de haberse consumado una etapa».

			La máquina de escribir de rimbombante nombre extranjero martillea las palabras. Una a una. Hoy cuesta algo más de lo habitual, y no será porque quien teclea al otro lado —el jefe de los espías, para más señas— no esté acostumbrado a respirar hondo, a acomodar una silla y una mesa, a apartar unos periódicos, a mirar al techo en busca de inspiración y a sentarse a escribir un jugoso informe confidencial que a más de uno —y a más de dos— le gustaría leer.

			Él y sus hombres llevan años haciéndolo. Cada miércoles de cada semana. Cuando vivía el Generalísimo y después de muerto. Con Franco y con el rey. Siempre el mismo ritual. Un despacho situado en el edificio donde nace el Paseo de la Castellana de Madrid. A la sombra del descubridor de América y del presidente del Gobierno. Hoy, Adolfo Suárez González. No hace tanto tiempo, Carlos Arias Navarro.

			El primer presidente de la democracia española. Y el último de la dictadura franquista. 

			La primera frase del último informe confidencial de los espías del Gobierno debe ser, por tanto, un resumen de todo este tiempo: «Se ha consumado una etapa», ha dejado escrito el agente. Una etapa única en la historia de España.

			La que entierra el franquismo.

			La que abre la puerta a la democracia.

			Esta vez, la ocasión justifica ponerse trascendental, porque este miércoles hay en España, por fin, elecciones generales libres. Por primera vez en cuarenta y un años. Sobre la mesa del jefe de los espías, junto a la máquina de escribir de nombre extranjero, una pila de periódicos. También como siempre. Los titulares no son muy originales y la prensa se la juega todo en una competición por ver quién muestra la fotografía más llamativa. En la portada de ABC, dos hacendosas mujeres de la limpieza se afanan en pasar la fregona en un colegio electoral a la sombra de dos lustrosas urnas vacías. «Todo a punto», reza el diario. Una buena metáfora, sin duda, de esta España que barre, limpia y saca brillo a todos los rincones. «Operación limpieza», apunta Pueblo en un pie de foto con segundas para una imagen de unos «sufridos barrenderos», como les llama el también vespertino Informaciones, que limpian de pasquines las calles. El titular de su editorial es de lo más elocuente: «15 de junio: una gran esperanza». A falta de uno, el diario Ya lleva dos editoriales a su portada, acompañados de seis nombres llamados a ser los protagonistas de la jornada electoral. De izquierda a derecha y de arriba a abajo: Suárez, Fraga, González, Ruiz-Giménez, Tierno Galván y Carrillo. Uno quedará fuera en el reparto electoral.

			Seis fotos, seis, hay también en una portada de La Vanguardia de lo más vintage, por donde desfilan Macià, Companys, Alcalá Zamora, Gil-Robles o Cambó, protagonistas de las últimas elecciones democráticas en Cataluña, las de los lejanos años treinta. «El pueblo español decide hoy su futuro», resume con austeridad El País. Arriba, mientras tanto, opta por un dibujo de trazo grueso, una silueta de España entrando en una urna con la palabra «Democracia». «El pueblo, soberano», titula.  

			Y todos, sin excepción, recogen el mensaje a la nación del vicepresidente primero del Gobierno, teniente general Manuel Gutiérrez Mellado, setecientas palabras leídas en Televisión Española el día anterior: 

			

            Me atrevo a pedirles en nombre del Gobierno que no duden en cumplir el deber de ciudadanía que supone el acudir a las urnas para depositar su voto. El abstenerse significa inhibición y España necesita de todos los españoles. El Gobierno solicita también de ustedes un comportamiento ejemplar, decidido, pero respetuoso con los demás. Los resultados de las elecciones deben permitir conocer de verdad lo que piensan y quieren los españoles en estos momentos cruciales de su historia. La serenidad, coraje, paciencia, y valor cívicos mostrados sobre todo en estos últimos tiempos por una inmensa mayoría de ustedes, estamos seguros de que no han de faltar en esta singular fecha que supone el 15 de junio de 1977.

			
Las palabras del número dos del Gobierno van dirigidas, ni más ni menos, que a treinta y seis millones de españoles. Las que rumia en su mente el jefe de los espías tienen precisamente la vocación contraria: la de llegar a un número reducido de destinatarios. Pocos, pero escogidos: el rey, el presidente del Gobierno, sus ministros, las autoridades militares y algún que otro privilegiado.

			Porque lo que el militar que está sentado al otro lado de la máquina —de nombre Andrés, de apellido Cassinello— se dispone a redactar es el último número de eso que han venido en llamar «Boletines de Situación», unos confidenciales de circulación restringida en los que los espías del Servicio Central de Documentación (SECED) del Gobierno volcaban toda la información que le transmitían sus fuentes. Información privilegiada —privilegiada y confidencial— dirigida a los encargados de gobernar España. Por sus páginas han desfilado, durante años, comunistas, marxistas, anarquistas, terroristas de ETA, del FRAP y del GRAPO, opositores de cualquier pelaje y condición; pero también políticos muy de derechas. Y curas que reniegan de la «cruzada», y revoltosos universitarios, y líderes sindicales y piquetes obreros empeñados en traer a hombros la democracia.

			Esto es precisamente —la democracia— lo que se decide en España este miércoles de buen tiempo, cielos despejados, vientos flojos y temperaturas en torno a los veinte grados, según el Instituto Nacional de Meteorología. De Guerra Fría y pulso entre la Casa Blanca y el Kremlin, de rumores de apertura en Yugoslavia. De un implorante comunicado de los once hijos del industrial Javier de Ybarra, secuestrado por ETA, en el que anuncian que les es imposible conseguir los mil millones de pesetas exigidos para su liberación. El primer miércoles en casa, en mucho tiempo, para el último de los presos vascos acogido a la amnistía, y el último miércoles, que ya no llegará, para los dos ocupantes de una avioneta cargada de propaganda electoral de Unión de Centro Democrático (UCD) que se ha estrellado en Pontevedra. Un día con unas secciones de deportes con poco que contar, de resaca aún por una Liga ganada por el Atlético y con un Madrid en media tabla, y en la que, dicen, han brillado poco las estrellas extranjeras. Un miércoles con el esperado concierto de Julio Iglesias en la sala Florida Park de Madrid. Y con una plantilla de actores americanos de postín que triunfan en las salas de cine (Robert de Niro con Taxi Driver, Paul Newman con Buffalo Bill, Sidney Poitier, Katharine Hepburn y Spencer Tracy por Adivina quién viene esta noche), pero también con los ecos de la Viridiana de Buñuel —una conquista tardía de la Transición— o la Asignatura pendiente de Garci. Y con Mi primer pecado, de Summers o el Cambio de sexo, con Victoria Abril y Bibí Andersen y, por qué no, un corto sobre la vida de un travesti. ¡Si el caudillo levantara la cabeza!

			Ajeno a la letra pequeña de esos periódicos que aún no ha tenido tiempo de devorar está el jefe de los espías, sentado frente a su máquina de escribir, con su informe confidencial ya casi terminado. Esta vez son solo veinte páginas a las que únicamente le falta la primera hoja, que lleva por nombre «Panorámica General», pero a la que los agentes de inteligencia llaman «editorial» o, más coloquialmente aún, «hoja verde», porque es la única que está escrita en un folio de este color.

			Ya ha escrito el encabezado habitual:

			

            Boletín de Situación.— Núm. 216

			(Período del 9 al 15 de junio de 1977)

			PANORÁMICA GENERAL

			
Y queda escribir el resto. Cuesta, pero al futuro teniente general Andrés Cassinello le llega por fin la inspiración. La última «hoja verde» de los boletines se despacha en seis párrafos que resumen un incierto pero esperanzador cruce de caminos para España:


			Existe la conciencia clara de haberse consumado una etapa. A posteriori, es fácil determinar aciertos y errores, aplaudir y recusar. Son innegables las dificultades encontradas y las posibilidades dejadas en el camino. Ahora se inician opciones distintas, nuevas resistencias y nuevos peligros.

			Hemos asistido a una moderación formal de las actitudes. Desde el marxismo, las contradicciones entre la militancia radical y la clientela electoral moderada se han decantado a favor de la segunda, porque pesa más el futuro que el pasado, por muchas emociones que éste entraña.

			Hay una esperanza incontenible en ese futuro y van a producirse inevitables frustraciones. Ni las revoluciones ni las reformas comienzan con milagros y el esfuerzo se hace tan necesario como la imaginación.

			Persisten el terrorismo y los riesgos separatistas. Hay motivos políticos conciliables y otros que no pueden aceptarse de ninguna forma. La política puede favorecer el clima más apropiado para una acción policial, pero ni una ni otra, aisladas, pueden resolver un problema que será largo, desgraciadamente cruento y muy ­difícil.

			Alrededor del tema de las pretendidas autonomías regionales puede generarse otra situación conflictiva. Es difícil la síntesis, ante planteamientos encontrados, de lo mínimo y lo máximo admisible, entre la posible impaciencia de unos y el deseo de aplazar decisiones de otros.

			También seguirá siendo difícil la síntesis entre un generoso deseo de clemencia y la exigencia del necesario mantenimiento de la autoridad.

			
Terminado. El último Boletín de Situación de la España posfranquista está listo para ser enviado a unos pocos destinatarios. Serán tan restringidos, tan secretos y tan privados que tardarán casi cuarenta años en salir a la luz. Lo harán en el presente libro. Ante un ordenador de nombre extranjero, sí, pero nada rimbombante. Qué distinto es sentarse a escribir ante un Toshiba que puede plegarse bajo el brazo que hacerlo ante una imponente Olivetti, una Underwood, una Remington, una Olympia de Luxe.

			Y, sin embargo, ahora, como entonces, la primera frase es siempre la más difícil.

		

	


		
			1
LA TRANSICIÓN, SEGÚN LOS ESPÍAS


			
EL COLOR DE LOS CALZONCILLOS DE FELIPE GONZÁLEZ


			La Transición española de la dictadura franquista a la democracia es uno de los períodos de la historia de este país más profundamente estudiados, gracias a la abundante documentación que se conserva, al trabajo de los investigadores y a los testimonios de sus protagonistas.

			Archivos, legajos, periódicos y papeles varios.

			Ensayos históricos.

			Memorias, biografías y entrevistas.

			Tres miradas imprescindibles a un mismo período histórico. Tres patas para un banco al que, no obstante, le faltaba una cuarta: la información que manejaron los servicios secretos.

			O, dicho de otra manera, el relato de la Transición según los espías del Gobierno.

			Espías al servicio de Franco. Espías, sin solución de continuidad, al servicio de una democracia. Espías, agentes de información o de inteligencia, como queramos llamarlos, que siguen la pista a políticos de izquierdas y de derechas, a jóvenes revolucionarios, a curas rojos, a terroristas, a líderes sindicales y piquetes obreros, a abogados y a profesores contestatarios. A universitarios que hacen y deshacen protestas, que montan y desmontan huelgas. Que son capaces de torcer el curso universitario. ¿Cómo ven estos testigos privilegiados, desde primerísima línea de playa, la historia que pasa ante sus ojos? ¿Cómo describen, en informes confidenciales que no deben salir a la luz, esa sucesión vertiginosa de cambios? ¿Cómo explican a las autoridades, tan perdidas como el resto de la sociedad, tan desbordadas por el vértigo de los acontecimientos, lo que está ocurriendo? La respuesta está en unos informes internos, que han permanecido ocultos hasta la fecha, llamados Boletines de Situación, que conforman el eje central del presente libro. Unos confidenciales redactados a partir de la información que recababan las «antenas», confidentes y colaboradores que la agencia de inteligencia tenía en toda España y que solo algunos conocían, pocos recordaban y muchos menos aún tuvieron entre sus manos. Y que tienen un valor fundamental: influían, y mucho, en las decisiones que tomaba el Gobierno; en cómo debía conducir la incierta Transición.

			Estos confidenciales eran elaborados por la cúpula del Servicio Central de Documentación (SECED), la principal agencia de inteligencia española de la época, creada en 1972 por el entonces vicepresidente, Luis Carrero Blanco, sobre los cimientos de una agencia anterior, la Organización Contrasubversiva Nacional (OCN). El SECED dejará de existir en julio de 1977, cuando pasará a llamarse Centro Superior de Información de la Defensa (CESID) y más tarde Centro Nacional de Inteligencia (CNI). OCN, SECED, CESID, CNI. Cuatro nombres, por tanto, para una misma agencia. Temida por unos, respetada por otros, desconocida, en el fondo, por la mayoría.  

			La elaboración de los boletines dependía de la Secretaría General y de la División de Información (DINF), y en ellos se plasma la división en sectores que caracterizó a la agencia de inteligencia. En el Educativo, la prioridad era combatir la propaganda hostil, denunciar las lagunas de la política educativa y —todo un homenaje a la terminología al uso— hacer frente a los «deformadores de la juventud estudiantil». A sus hombres se les daban cursos para reclutar grupos adeptos entre tanto «rojerío» y se les exprimía al máximo para que sacaran información a los confidentes. La misma red de informadores se implantó en el Sector Laboral, que llegó a montar despachos jurídico-laborales como antídoto a los del Partido Comunista (PCE). El tercer ámbito, dividido en dos en los boletines, era el Sector Religioso-Intelectual, orientado a la Iglesia y a los colegios profesionales, que montó también, con desigual fortuna, sus propios «grupos favorables» y repartió informes y documentos para extender la versión «oficial». El último en crearse, el Sector Político-Económico (1974), será el más importante de todos. Su función consistirá en reunirse con todos los protagonistas de la Transición en sus despachos, pero también en los mejores restaurantes de Madrid en una suerte de «red gastronómica» que tanto han criticado sus detractores. Por último, en el SECED había un Gabinete de Acción Psicológica (GAP), el centro de doctrina del Servicio, que analizaba la propaganda opositora y llevaba la «Operación Criterio» de formación permanente, por la cual se ponía como tarea a los agentes leer y analizar una colección de unos treinta libros técnicos, de filosofía o de política[1].

			Asesorar, coordinar e informar. Denunciar los fallos de la clase política. Luchar contra los «deformadores de la juventud». Recoger propaganda enemiga, reorientar la propia e intentar «colocar» el mensaje oficial donde sea posible… Una agencia de inteligencia en toda su extensión.

			En estos boletines se recogía la actividad social y política del país y se hacía un seguimiento exhaustivo a las que se consideraban «amenazas», primero para la dictadura y después para la monarquía. A raíz de lo que le contaban sus colaboradores, los responsables del SECED pergeñaban un retrato de la actualidad de aquella semana, y lo hacían con tal grado de detalle que en sus páginas se recogían desde el número de manifestaciones (y los asistentes y los eslóganes y las consecuencias) hasta la relación de homilías «conflictivas» que se habían producido, pasando por las asambleas en las fábricas o la propaganda que se había esparcido por los pasillos de las universidades.

			Su contenido, por tanto, es especialmente significativo. Era, desde todos los puntos de vista, información privilegiada. Y como tal era tratada.

			El SECED elaboró 216 Boletines de Situación. La presente investigación abarca desde el 105 (21-27 de noviembre de 1974), coincidiendo exactamente con el último año del franquismo, hasta el 216, el último que se escribió, justo el día en el que España acudía a las urnas. Dos años y medio, por tanto, en los que el país puso fin a la dictadura y levantó los cimientos de un nuevo régimen. El juego de confidenciales, hasta ahora sin catalogar, procede de una donación que el general Armando Marchante Gil, primer responsable del Sector Religioso del SECED, hizo a la Fundación Nacional Francisco Franco (FNFF). De los 104 primeros ejemplares no hay, por el momento, rastro alguno. Borrados, simple y llanamente, del mapa. O escondidos a buen recaudo. Ninguno de sus redactores con los que ha hablado este autor asegura poseer un juego de estos confidenciales, bien porque realmente no lo tiene, bien porque no quiere hacerlo público, lo que da más relevancia a esta documentación.

			En ellos está el «diario de a bordo» de la Transición, las «historias mínimas», la letra pequeña de este período con la particular visión que tiene un agente de inteligencia. La lectura entre líneas de los boletines pone sobre la mesa por primera vez una pregunta: ¿cómo es posible que los mismos espías que han servido a una dictadura defiendan una monarquía parlamentaria? ¿Qué ha ocurrido en solo tres años? ¿Esos espías se cayeron del caballo, les empujaron o se dejaron caer? Para elaborar este libro y contrastar la información de los confidenciales, este autor ha hablado con los máximos responsables del SECED que quedan con vida, desde su director, Cassinelllo, hasta los encargados de las entrevistas políticas (Juan Peñaranda, Emilio Atienza o José Faura), pasando, entre otros, por el mencionado Marchante (fallecido en 2015) o el primer espía que negoció con ETA, Ángel Ugarte. Todos coinciden en que en la cúpula del SECED, y especialmente el Sector Político, se estableció una generación de militares (todos en el Servicio lo eran) mucho más aperturista que la de sus antecesores. Con el convencimiento íntimo de que el franquismo termina con Franco y a través de una serie de documentos doctrinales, fueron reorientando el Servicio hacia posiciones más abiertas. Con la misma naturalidad con la que obedecieron al franquismo cumplirán después con la democracia, gracias, entre otras cosas, a que la Transición se hizo con la premisa del presidente de las Cortes, Torcuato Fernández-Miranda, de ir de la ley a la ley. De hecho, y dentro de las limitaciones propias de un órgano de comunicación que recibían las máximas autoridades del país, en los Boletines de Situación se hizo una apuesta por el aperturismo. Es cierto que en los confidenciales hay un juicio muy severo al terrorismo, al separatismo o a cualquier intento de subvertir el orden, pero también lo es que en sus páginas se elogia cualquier síntoma de moderación de la oposición por entonces clandestina y se anima al Gobierno a que vaya cambiando alguna de las actitudes, aunque sea con iniciativas como las asociaciones políticas de Arias Navarro, que demostraron ser superadas por los acontecimientos y barridas por la velocidad de una vertiginosa Transición. El ejemplo más palmario de este cambio en las actitudes es el de la postura ante el PCE, del que durante años se han criticado —sin ambages— sus tácticas, sus fines y sus estrategias, y para el que, al final del recorrido de los confidenciales, se acepta su legalización como un paso necesario e imprescindible para la consolidación de la democracia.

			Pero no adelantemos acontecimientos.

			Además de dar pistas sobre cómo fue esa transición personal de los agentes, hay en este juego de confidenciales dos matices importantes. Uno demuestra en qué consiste la labor de un servicio de «inteligencia». Los agentes no se limitan a recabar datos. Interpretan. Analizan. Valoran. Explican a las autoridades lo que está ocurriendo. El otro enfoque prueba hasta qué punto un Gobierno —autoritario primero, con vocación democrática después— tiene un conocimiento certero del «pulso de la calle» gracias a una legión de colaboradores que, sin embargo, en muchas ocasiones solo son capaces de constatar dónde se ha producido el incendio para después apagarlo. Nunca de prevenirlo. 


			El SECED se infiltra en todos los incipientes partidos políticos. Ávidos de militantes registrados, admiten a cuantas personas pretenden apuntarse y resulta sencillo, dicen fuentes de los servicios de la época, entrar en ellos. Con habilidad y ganas de trabajar, incluso se podían escalar cargos de responsabilidad. Por ello, el SECED estaba al tanto de cuanto se cocía en las organizaciones y partidos, y, así, el presidente Suárez tenía una información de primera mano. Cuando los líderes de algunas asociaciones visitaban al presidente y daban cuenta a sus consejos directivos de lo hablado, el SECED comparaba con Suárez las versiones y si estas eran correctas, interesadas o engañosas. Todos los partidos, incipientes o consolidados, estaban infiltrados en mayor o menor medida. Debieron considerar que la delicadeza del momento lo requería[2].

			
Aún con Franco al frente del Estado, la situación parecía ser similar. Aunque su experiencia sea solo aplicable hasta 1974, cuando es cesado como director general de Seguridad tras doce años en el cargo, el testimonio de Eduardo Blanco a este respecto puede extenderse a los años siguientes: «Teníamos al PCE infiltrado y al PSOE superinfiltrado… Sabíamos cuándo iban a actuar»[3]. El propio Marchante corrobora esta información en entrevista con este autor, unos meses antes de su muerte, en abril de 2015, y aporta un dato esclarecedor: 


			Del PCE al principio no sabíamos nada, pero conseguí meter un infiltrado en el Comité Central que nos funcionó muy bien —y no era Ramón Tamames, como alguien ha dicho—, de tal manera que cuarenta y ocho horas después de cada reunión teníamos sobre la mesa el acta completa de lo que se había hablado. El confidente no lo hacía por dinero, sino porque se desengañó y los traicionó. Y del PSOE lo sabíamos todo. De Felipe González sabíamos hasta el color del calzoncillo que llevaba, porque los del grupo de Sevilla eran cuatro y estaban rodeados de agentes nuestros[4].

			
EL «INVENTOR» Y EL FALANGISTA


			El «inventor» de todo este aparato de espionaje fue el primer director del SECED, José Ignacio San Martín, cuya acusada personalidad influyó en los inicios de este Servicio[5] y del que se decía que «ponía y quitaba ministros». Realmente, tenía mucho predicamento en el entonces vicepresidente Luis Carrero Blanco y despachaba habitualmente con él, una medalla que muy pocos en esa época podían exhibir. Él fue el encargado de configurar la primera plantilla a partir de los mejores militares del Alto Estado Mayor (AEM), que trabajarían en calidad de comisión de servicio y sobre los que el «Alto» no tendría el menor control. Tras el asesinato del almirante, el nuevo presidente, Carlos Arias Navarro, le destituyó y nombró director a Juan Valverde, que suplió su desconocimiento en inteligencia con un trato cordial que convenció a los colaboradores de San Martín para que siguieran en el Servicio. Era, sostiene Marchante Gil, «una excelente persona», de ideología «muy falangista», pero que «no dirigió bien el Servicio»[6]. Pero ser amigo de Arias fue una suerte para los agentes del SECED, ya que la plantilla pasó de 226 a 425 miembros, según Peñaranda, aunque la verdadera fuerza del SECED estaba en los cerca de cinco mil colaboradores, esporádicos o habituales, repartidos por todo el país[7].

			Siguiendo la tradición, el nuevo jefe del Gobierno, Adolfo Suárez, destituyó a Valverde al llegar al cargo y designó para el puesto a Andrés Cassinello, que lo ocupó hasta 1977, poco después de que el SECED dejara de existir como tal. Su labor será fundamental para reorientar a esta oficina de inteligencia, en una travesía que se fue sustanciando a través de tres documentos doctri­nales redactados por el propio Cassinello: «Ante el cambio» (junio de 1974), «El Servicio ante el momento» (diciembre de 1975) y «El Servicio ante el momento actual» (septiembre de 1976). El más importante de los tres fue el primero, toda una declaración de principios que Cassinello, por aquel entonces apartado del Servicio por discrepancias con San Martín, puso como condición sine qua non para reintegrarse en el SECED. Era un documento de doce folios en el que defendía un «replanteamiento serio» ante la apertura, con un toque de atención severo a las estructuras del régimen: «La degradación de la guía carismática del caudillo […], la corrupción moral, la desafección de sectores cada vez más amplios […], la crisis de la unidad nacional […] son detalles externos de la degradación del mecanismo político». Frente a ello, según Cassinello, había que «abrir las compuertas de un pantano para regar el valle sin que se inunde» mediante un «programa de reversión» con el que fijaba once tareas para el SECED, entre ellas dotar al Gobierno de «órganos propios de acción psicológica» (prensa, radio, televisión, editoras) compatibles con la liberalización de la prensa; «llevar a cabo un estudio profundo y completo de los grupos políticos, incluso de los más o menos clandestinos, para que los riesgos que se acepten sean precisamente los calculados»; «sanear la imagen del Régimen» mediante la persecución del fraude fiscal y la evasión de capitales; acabar con los enfrentamientos con la Iglesia, y rechazar, sin medias tintas, la pena de muerte. Y un último punto muy sorprendente: «Es preciso sentar radicalmente que el comunismo no puede autorizarse en España, como tampoco se autoriza el nazismo en Alemania. Aquí el límite es claro». La realidad demostró que, claro o no en 1974, aquel límite quedaría pisoteado por los acontecimientos. El documento debían devolverlo firmado todos los directivos como prueba de su aceptación, lo que, según Peñaranda, provocó un «constante goteo de bajas» entre aquellos que ni siquiera en ese momento estaban dispuestos a colgar en el armario, sin más, la camisa azul. Marchante corrobora que una veintena de oficiales pidió la baja al ver el cambio de orientación que se estaba dando, así como «la deriva de ataques al régimen y la búsqueda de acuerdos con los socialistas y democristianos, todo ello en continuas reuniones por todos los restaurantes caros de Madrid». 

			Ya tenemos, por tanto, encuadrada ideológicamente a la cúpula del SECED en el momento en el que arranca esta investigación, embarcada en una labor de punta de lanza entre los sectores inmovilistas del régimen y los aperturistas. Dentro de este maremágnum de servicios de inteligencia de la dictadura, a los que Fernando Rueda atribuye una cualidad común («coincidían en su fidelidad al franquismo y en estar dirigidos por hombres que se habían caracterizado por su participación en la represión política») había, según este autor, una «honrosa excepción» en un sector del SECED que «colaboró abiertamente en hacer más fácil la transición democrática»[8]. La avanzadilla de este cambio de rumbo correspondió al Sector Político del Servicio, creado por una serie de oficiales que tuvieron un gran predicamento en los sucesivos directores. «En el SECED comenzaron a aparecer algunos oficiales que vieron que el régimen se moría y que en la nueva situación era más interesante pactar con la oposición, y que estaban capitaneados por Andrés Cassinello y Leandro Peñas Varela», acusa Marchante.

			
UN CONFIDENCIAL ÚNICO Y MUY COTIZADO


			Una de las herramientas por las que se podía, y debía, reorientar el SECED, eran los Boletines de Situación, que constituían una de las tres vías de análisis y comunicación que tenía el Servicio, junto a las notas al presidente —que redactaba el director— y la «valoración mensual». Pero, por su volumen de información y su contenido, los boletines eran únicos en su especie. Se redactaban semanalmente (salvo en vacaciones, cuando abarcaban entre dos semanas y mes y medio) a partir de lo que le proporcionaban «varios miles de informadores más o menos conscientes de su aportación al SECED», según Peñaranda, y su contenido se cerraba los miércoles en la sede de la agencia, en Castellana, 5 (junto a la sede del Gobierno, Castellana, 3, hasta el traslado a La Moncloa). De extensión variable, estaban compuestos generalmente por entre treinta y cincuenta páginas y podían ir acompañados de anexos con documentos internos originales, propaganda o folletos requisados a organizaciones opositoras. Su proceso de elaboración era el siguiente: durante siete días se recababa la información de cada delegación territorial y de cada ámbito en que estaba dividido. Los responsables de estos sectores cribaban la información más importante, la redactaban y la enviaban a la sede central. Allí, el equipo directivo le daba el último visto bueno y escribía la «portada» o el «editorial» correspondiente a esa semana, conocido popularmente como la «hoja verde», en alusión al color del folio. Según explica Cassinello, el equipo directivo estaba formado, en la época de Arias, por él mismo como director de Operaciones del SECED (número dos del Servicio), por el director, Juan Valverde, y por el secretario general, José Peñas Pérez. Con la llegada de Suárez a la Presidencia, la responsabilidad directa correspondió a Cassinello. En la redacción también participaba, de forma habitual, José Faura como director del Departamento de Información. Ellos eran los que daban el visto bueno al conjunto del documento y redactaban la «hoja verde». Dado su carácter confidencial, el boletín (del que apenas hay rastro documental ni referencias en las investigaciones en torno al SECED) tenía una difusión restringida, aunque los receptores no siempre eran los mismos. Peñaranda afirma que «oficialmente» el destinatario único era el presidente del Gobierno, aunque también los recibían algunos ministros, especialmente los militares, el príncipe y «en alguna ocasión se derivaba a otros estamentos, con copia, para que se pusiesen a trabajar en algún tema en concreto que les afectaba». «Desde luego, era el vehículo principal de información del SECED», agrega. Cassinello añade a los gobernadores civiles como receptores, aunque sea de forma ocasional. Faura ratifica esta apreciación con anécdota incluida, que recuerda con sorna cuarenta años después: 

			

            Los boletines se enviaban al Gobierno Civil y Militar, a algunos gobernadores y a una parte de los ministros, pero no a todos. Pero era difícil controlar cuántos había, porque de ellos se hacían fotocopias. Recuerdo que una vez, cuando iba montado en un autobús por la Castellana, vi que un pasajero estaba leyendo la «hoja verde». Me sorprendió mucho, dije: «¡Pero si eso es el boletín!». 

			
Marchante Gil, que estuvo en la génesis de estos boletines, asegura que eran necesarios «para que se tuviera una idea clara de lo que estaba ocurriendo, porque había muchos confidenciales dispersos y muy malos». En la nómina de receptores sitúa, además de El Pardo, La Zarzuela y Presidencia del Gobierno, todos los ministros y subsecretarios, los gobernadores civiles, los capitanes generales y los Estados Mayores de cada uno de los tres ejércitos.

			Más importante aún que la identidad de quienes los recibían era la estima que se tenía de su contenido. Y aquí no es necesario recurrir a valoraciones ni opiniones subjetivas. En febrero de 1976, el SECED envió a los receptores de los boletines una encuesta de «satisfacción», que publicó tres meses después, en el resumen 168 (6-12 de mayo)[9], y que es sumamente esclarecedora: más del 70 % considera la información que se incluye «suficiente» y «completa», aunque algo más de la mitad pide más páginas. En cuanto al interés de los temas, para el 75 % la «Panorámica general» y las actividades de los grupos clandestinos son los preferidos, seguidos por el de la conflictividad laboral (que interesa al 55 % de los lectores), los ámbitos educativo, política de carácter abierto y religioso. Por último, el que menos atención concita, aunque por encima el 40 %, es el profesional, mientras que los anexos son leídos con interés por uno de cada tres lectores. Asimismo, nueve de cada diez encuestados piden que se sigan difundiendo los boletines y, sobre todo, el 92 % los considera «objetivos», que era el mayor anhelo de sus autores y también de lo que más presumen. Peñaranda lo resume así en su tesis doctoral: 


			La total independencia de criterio con que se redactaban aquellos informes periódicos producían pinceladas o tonos no siempre concordantes con los criterios gubernamentales, circunstancia que solía originar mayor avidez entre los habituales lectores y un enorme deseo entre los políticos por acceder a tan reservadas publicaciones. En una etapa en que proliferaban los boletines off the record en entidades públicas y privadas, el del SECED, por razón de sus excepcionales fuentes, se convertía en el número uno de su especie. 

			
Y lo amplía en entrevista mantenida con este autor: 


			Eran de una sinceridad dolorosa. En más de una ocasión se enfadó Arias Navarro por lo que se decía allí y porque le habían dejado mal, pero era lo que pensábamos sobre las decisiones que había que tomar, o lo que opinaba la gente, o bien lo que estaba ocurriendo porque no se tomaban determinadas decisiones, y así se lo hacíamos saber. También en alguna ocasión Cassinello hizo enfadar a Suárez, al que no le gustaba que le cuestionasen así sus subordinados. 

			
El comandante Emilio Atienza, compañero habitual de Peñaranda en las entrevistas políticas, ratifica a este autor este punto de vista: 


			Cassinello le puso a veces a Suárez las cartas boca arriba. Se contaban las cosas con crudeza, y se exponían las ventajas y las desventajas de cada acción, como se hizo con la legalización del PCE. Se presentaban las críticas descarnadas, tal como nos las contaban a nosotros, porque si no aquello no serviría para nada. 

			
Faura, por su parte, sostiene que los boletines «eran muy valorados» entre sus receptores, y recuerda que en alguna ocasión llamaron al SECED para preguntar si el último número había salido ya y por qué no lo tenía su jefe. Con razón, como recuerda Peñaranda, sus autores tenían la sensación de tener entre manos un oscuro objeto del deseo: 


			Había «tiros» por tenerlos y por decidir a quién se daba y a quién no. Nosotros lo llamábamos «repartir caramelos». ¿A quién hay que repartirlo esta semana? A veces, el presidente de turno daba la orden de llevarlo a tal o cual autoridad en función del contenido. Otras veces se enfadaba por lo que ahí se decía, porque les dejaba mal, y se quejaban de que eso lo habían visto otras personas.

			
¿Para quiénes eran útiles? Desde luego, para las Fuerzas de Seguridad, a quienes marcaban por dónde actuar. También para los responsables políticos, que podían hacerse cada semana una composición de lugar. Además, los boletines iban fijando el calendario, adelantando fechas conflictivas y aventurando cuál sería el comportamiento de aquellos sobre los que se informaba. La propia urgencia de estos pronósticos hará, como veremos, que muchas veces sean equivocados. Al fin y al cabo, no eran más que el reflejo de lo que pensaban (o decían que pensaban, o querían pensar) las fuentes informantes.

			Además de la política, el otro gran campo en el que los agentes de inteligencia volcaron sus esfuerzos fue el del terrorismo. De ello puede dar fe Ángel Ugarte, alias Ubieta, jefe del SECED del norte y el primer hombre que negoció con ETA (Suiza, septiembre de 1976), y el encargado de poner en marcha el Plan Udaberri («Primavera» en euskera), orientado a conocer, primero, y a combatir, después, el terrorismo separatista. El retrato que hace de aquellos agentes con los que trabajó es útil también para darnos una idea de cómo eran esos hombres que inspiraron la información de los Boletines de Situación, aquellos que estaban al otro lado, detrás de una máquina de escribir, asomados a un periódico, recogiendo la información de los confidentes o apostándose a las puertas de un bar o una iglesia porque sospechaban que allí se iban a reunir los simpatizantes de ETA. Así lo explica el propio Ángel Ugarte:


			Nos tocaba hacer de todo (entrevistas, universidad, panfletos, seguimiento de la prensa). Mientras, yo me recorría las tres provincias y Navarra para reunirme con los jefes y darles ánimos. Lo hacía en mi coche hasta que lo quemaba de tantos kilómetros. El nuestro era un trabajo vocacional. Teníamos el compromiso de no estar más de tres años en ese destino tan sacrificado, pero casi nunca se cumplía. Algunos estuvieron siete años[10].

			
Junto a ellos, el primer eslabón de esta cadena de información está en la arriesgada labor de los confidentes o «infiltrados» de los servicios secretos. El agente Selas o Cancel, reclutado en 1971 cuando era un oficial de la Armada destinado en el Servicio de Inteligencia Naval de la flota en Rota, fue el encargado de poner en marcha, en 1974, una de estas redes de colaboradores, que llegó a estar formada por quince personas, la mayoría de ellas en Francia, según su propio testimonio. Su misión era obtener información de los «liberados» de ETA, acceder a sus fuentes de financiación y, en última instancia, captar alguno de sus boletines internos[11]. Tarea harto complicada. Así lo explica este agente:


			Llegamos a la conclusión de que el éxito de los atentados era gracias a los liberados. A uno le cogimos en la calle de la Madera de Madrid. Llevaba cinco años en la capital. Se apostaba junto al quiosco de la Puerta de Alcalá y apuntaba la matrícula de los coches oficiales que pasaban y si tenían banderín o no. Trabajaba como auxiliar administrativo de una empresa.

			
El perfil de los confidentes era de lo más variado, y sus retribuciones económicas, también. Respecto a las motivaciones que llevaban a estos ciudadanos a convertirse en informantes, este agente sostiene que «unos decían que lo hacían porque eran vascos pero se sentían muy españoles y no estaban de acuerdo con lo que estaba pasando. Otros porque necesitaban el dinero, para qué nos vamos a engañar, y los había que necesitaban que ayudáramos a sus familias con cualquier cosa». En cuanto al dinero que se pagaba por estos servicios al Estado, Selas asegura que a alguno especialmente valioso se le llegaron a pagar cien mil pesetas al mes, aunque aclara que nunca se les retribuía después del primer servicio que prestaban: 


			Primero se les evaluaba y se comprobaba si eran sinceros o no, y a partir de la segunda o tercera información se les empezaba a pagar, cuando se comprobaba que su información era buena. Les pagaba yo mismo con un sobre que escondía en un periódico, en plena calle, en un parque o en un bar. Algunos fueron muy eficaces y estuvieron muchos años con nosotros.

			
LA «DIPLOMACIA EN ZAPATILLAS» Y LOS CABLES DEL MICRÓFONO


			Además de esta red de confidentes repartida por toda España, la otra fuente de información fueron las miles de entrevistas que llevaron a cabo los agentes con los dirigentes políticos, empresariales y periodísticos del país. Los discretos encuentros, bautizados por el agente Peñaranda como «diplomacia en zapatillas» —porque estaban desprovistos de cualquier oficialidad y boato, y aspiraban a ser reuniones casi de «andar por casa»—, llegaban hasta los socialistas, pero nunca traspasaron la frontera en la que estaba el PCE. ¿Cuántas entrevistas «en zapatillas»? ¿Con quiénes? El jefe del Sector Político asegura haber anotado referencias de más de mil cuatrocientas con más de trescientas personalidades. Comidas y cenas, reuniones más o menos informales con Leopoldo Calvo-Sotelo o Felipe González, con Alfonso Escámez o José María Ruiz-Mateos, con Manuel Díez-Alegría, Gutiérrez Mellado, Luis María Anson, Jesús de Polanco o José Mario Armero. La lista es enorme. «Otros como yo también hicieron muchas entrevistas. A lo mejor en esta etapa se llegó a las diez mil —calcula Peñaranda— con la cantidad de información que eso conlleva». Junto a este agente, el gran protagonista de estos encuentros fue Atienza, procedente del regimiento de la guardia de Franco, que calcula que en total llegaría a realizar cerca de un millar, a un ritmo de, al menos, una a la semana. 

			Las reuniones eran informales, pero ellos sabían quiénes éramos y qué queríamos. Aunque se guardaran cosas, con lo que nos contaban nos hacíamos un mosaico. En el trabajo del Sector Político del SECED no cabe el engaño sino la inteligencia. Había que sacar lo que interesaba a costa de dar algo, y eso se transformaba en una nota informativa, se clasificaba y valoraba con arreglo a quién era la fuente, si tenía o no credibilidad. Un día se daba en el clavo y otro no. 

			
La segunda parte de su trabajo comenzaba, precisamente, con el apretón de manos que ponía fin a la entrevista: 


			Cuando se terminaba, íbamos a casa a transcribir lo que nos habían dicho, a la hora que fuera, en la cama incluso, lo que me valió más de un enfado con mi mujer. Después se contrastaba lo que Juan [Peñaranda] y yo habíamos escrito por separado y hacíamos un informe que se remitía a continuación para ser utilizado en los Boletines de Situación. 

			
A partir de cierto momento, revela Atienza, la tecnología echó un oportuno cable al difícil trabajo de la memoria: «Empezamos a utilizar micrófonos ocultos. Los cables eran muy incómodos, había que meterlos bajo la camisa y asegurarse de que funcionaban. Eran rudimentarios, pero eficaces». Pero también jugaron malas pasadas, como cuando a Peñaranda le advirtió su interlocutor, un importante empresario con quien comía en el restaurante Jockey, que le parpadeaba una luz roja del bolsillo de la camisa: «Salí como pude diciéndole que le estaba grabando porque del tema del que hablábamos, algo sobre el patrón oro, no entendía nada y tendría que volverlo a escuchar luego para hacer un informe correcto. No le hizo mucha gracia que le grabara sin consentimiento». Con todo, la principal arma de estos agentes era su preparación. «Como oficiales de inteligencia que éramos, hacíamos muchos cursos de formación, y eran duros y rigurosos, no se trataba simplemente de preguntar. Los equipos eran buenos», recuerda Atienza.

			La del mencionado José Faura es la otra pluma que está detrás de la redacción de los Boletines de Situación. Era el encargado, junto a Cassinello y José Peñas Pérez, de redactar la «hoja verde», pero también de mantener muchas de las reuniones que alimentaron los renglones de estos confidenciales. Se encargaba de las entrevistas con los responsables de los medios de comunicación, «desde Luis María Anson hasta el director de Pueblo», además de las de contenido político. «Íbamos a muchas reuniones, pero la otra parte sabía que estábamos ahí, no estábamos de infiltrados ni nada de eso», aclara. El interlocutor más trascendental con el que compartió mesa fue, sin duda, Felipe González, con quien mantuvo dos reuniones, aunque con otros el contacto era más frecuente: «Una vez a la semana desayunaba con Garrigues Walker en un hotel de la Castellana. Nos tanteaba para adentrarnos en la vía democrática, pero nos decía: “Por lo que más queráis, no legalicéis el PCE”». De estas entrevistas, cada sector del SECED hacía un resumen a partir de las transcripciones que les pasaban los agentes; lo ponía en contexto, evaluaba y relacionaba entre sí. «Un servicio de inteligencia se distingue por esta labor valorativa», concluye Peñaranda.

			Con zapatillas o sin ellas, gracias al soplo de un confidente o con la experiencia que da leer la prensa entre líneas, los agentes de información pudieron hacerse una composición de lugar que pocos tenían. Su crónica se elaboraba «en directo», para lo malo y para lo bueno. Carece de la perspectiva que da el tiempo, de la distancia que aportan unas memorias, un ensayo histórico, un estudio sociológico. Pero aporta testimonios de primera mano, una visión que ningún otro cronista puede proporcionar. Y más en un terreno tan brumoso como el de los servicios de inteligencia en España y, especialmente, durante la Transición, donde la ausencia de archivos[12] es consecuencia de la propia idiosincrasia de esta actividad —en las antípodas de la transparencia—, pero también de la política de «tierra quemada» que se ha llevado a cabo. Peñaranda, que tilda de «vergüenza» el material que «se ha tirado», denuncia que Suárez «apenas encontró historia escrita al hacerse cargo del poder ejecutivo en el verano de 1976». Y concluye:


			Podríamos achacar a las mudanzas la pérdida o el expurgo de los viejos archivos de la Tercera Sección del AEM, del SECED y del CESID; también la falta de espacio pudo aconsejar adelgazar drásticamente los fondos acumulados a lo largo de un tercio de siglo. Pero sobre todo pudo influir en ello la política archivística aplicada por la media docena de directores que se sucedieron y los criterios que ordenaron para la conservación de viejas historias de la «Casa», quizás comprometedoras[13].
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¿QUIÉNES QUITABAN EL SUEÑO A LOS AGENTES DE INTELIGENCIA?


			
OBSESIONADOS CON SANTIAGO CARRILLO


			Con semejante desierto documental, cobra mayor significación el retrato que pintan los agentes del SECED en los Boletines de Situación, ya sea para dejar una pista de cuáles eran sus demonios particulares o para desvelar en quiénes fiaban toda su apuesta —par e impar, rojo y negro— ante el nuevo escenario. Un recuento de aquellos que tienen más menciones servirá para medir «al peso» a los enemigos de la dictadura o a los futuros actores de la democracia, utilizando para ello la división en tres períodos que sigo en esta investigación: el último año del franquismo (43 confidenciales), el primer año de la Monarquía, hasta la votación de la Ley para la Reforma Política (otros 43) y el primer período netamente democrático, hasta las elecciones de junio de 1977 (26 números). Desde este punto de vista, aparecer más o menos en los boletines puede entenderse como un aval de que efectivamente se luchó para derribar al franquismo o de que realmente se pisaba el césped donde se disputaba la democracia. O, dicho de otra manera, servirá para comprobar quiénes quitaban el sueño a los espías del Gobierno. A quiénes seguían la pista. De quiénes hablaban. Con quiénes hablaban. De quiénes consideraban oportuno informar a las autoridades. Primero, en una dictadura. Después, en una democracia. Resultará llamativo comparar la presencia que realmente tenían entonces algunos opositores y demás «versos sueltos» del régimen a los ojos de los espías del Gobierno, y la que más tarde, con el paso de los años y a golpe de biografía, parecerían haber tenido otros.

			Historiadores como Preston reconocen que es muy difícil distinguir la oposición «autoproclamada» de la que realmente actuó como tal[14]. Esta especie de «cuaderno de bitácora» que confeccionan los agentes del SECED puede aportar su grano de arena para hacer esta distinción. Como primera providencia, estaban obsesionados con el PCE y su líder, Santiago Carrillo, al que, por cierto, se le da por muerto políticamente hasta en una docena de ocasiones. Su sombra es alargada. El comunismo y el marxismo están detrás de casi todo lo que ocurre. Una exposición de los arquitectos, unos vecinos pidiendo mejoras en sus casas o, si se tercia, las protestas por la construcción del centro comercial La Vaguada, en Madrid, con un cierre patronal organizado por unos pequeños comerciantes que no son más que marionetas… de los marxistas. Si hacemos un recuento de las menciones a organizaciones «clandestinas», comprobamos que el PCE está citado en la sección política de 107 de los 112 boletines, frente a las 98 del PSOE, aunque también parecían tener su espía de cabecera el Frente Revolucionario Antifascista y Patriota (FRAP), con 68 citas, el Partido del Trabajo de España (PTE) y su rama juvenil, la Joven Guardia Roja (JGR), con 67, y la Organización Revolucionaria de Trabajadores/Movimiento Comunista de España (ORT/MCE), con 60. Tras ellos, la Junta Democrática (JD), Comisiones Obreras (CC.OO.), ETA y el Partido Socialista Popular (PSP), con más de 50 presencias. También hay menciones más esporádicas al Partido Carlista o a los falangistas, y alusiones semanales al separatismo vasco, el catalán, el gallego e incluso el «separatismo andaluz», el regionalismo aragonés o el extremeño. Como le dirá en 1978 Luis María Anson a Peñaranda, a la muerte de Franco «había separatismo hasta en Extremadura»[15]. Al igual que la batalla de las siglas, el PCE gana la de los nombres. Carrillo (citado en 84 de los 112 boletines de la serie) concita más atención que los otros dos representantes más visibles de aquella oposición, el líder del PSOE, Felipe González (73), y el del PSP, Enrique Tierno Galván (42). Los dos dirigentes socialistas acaparan en los meses más próximos a las elecciones similar atención en los informes que Cassinello remitía a Adolfo Suárez, una prueba más de aquel supuesto pulso entre el pujante Isidoro y el viejo profesor asumido por casi todos, un pulso que las elecciones y el tiempo, como en tantos otros ejemplos —sin ir más lejos, el del propio Partido Comunista— demostraron que no era más que un fútil espejismo.

			Carrillo, González, Tierno. ¿Y no hay nadie más detrás? ¿Dónde están todos aquellos políticos de izquierdas que, años después, a golpe de memorias y biografías, han reivindicado su papel en esta obra de la Transición? El número dos del PSP, Raúl Morodo, mencionado en una veintena de informes, comparte cierto protagonismo con su líder. En el PCE, otros dirigentes activos durante aquellos años, como Manuel Azcárate, Ramón Tamames o Santiago Álvarez, apenas alcanzan la decena de apariciones, y ni siquiera Dolores Ibárruri, Pasionaria, aparece citada con continuidad, con la excepción de las últimas semanas. Y algo similar ocurre con el PSOE. ¿Alguien rivalizaba con González? Según lo que nos muestran los confidenciales, los más activos eran el responsable de la política internacional, Luis Yáñez; el futuro vicepresidente, Alfonso Guerra (que no aparece mencionado hasta el boletín 133, bajo la alusión de «el destacado militante socialista»); Enrique Múgica, Nicolás Redondo, Pablo Castellano o Gregorio Peces-Barba, pero ninguno de ellos supera con holgura la decena de alusiones. Muchos de estos futuros cargos políticos han dejado en memorias y biografías sus recuerdos en la clandestinidad. Para los espías de Presidencia no merecieron, sin embargo, grandes atenciones que justificaran después un activo antifranquismo, o, al menos, no lo reflejaron así en sus informes a las autoridades. En cuanto al resto de opositores, el análisis de los boletines permite comprobar cómo unos y otros fueron ganando y perdiendo protagonismo en función de las circunstancias políticas. En el último año del franquismo, por ejemplo, dos de las caras más conocidas de la Junta, Rafael Calvo Serer y José Vidal Beneyto, son invitados habituales en los Boletines de Situación (14 números). Sin embargo, tras la muerte de Franco su presencia irá descendiendo hasta prácticamente desaparecer. El proceso contrario siguieron, por diferentes motivos, el dirigente sindical Marcelino Camacho (encarcelado hasta la llegada de la monarquía, al que prácticamente no se cita en la primera etapa y que en el segundo período es mencionado en casi la mitad de los confidenciales), o José María Gil-Robles y Antonio García-López, que se convirtieron en impulsores de algunas de las nuevas formaciones políticas. También será habitual el exministro Joaquín Ruiz-Giménez, que en el primer año de la monarquía aparecerá en la mitad de los boletines y se convertirá en el tercer político al que más siguió el SECED, solo por detrás de Carrillo y González. La relación la completan antifranquistas como Antonio García-Trevijano, muy activo en el primer año del postfranquismo, o Nicolás Sartorius.

			
DE LA OMNIPRESENCIA DE TARANCÓN
AL INCENDIO DE LAS FÁBRICAS VASCAS


			Que la Transición no fue solo política, política y más política queda reflejado en estos confidenciales. Es más, estos nos sirven para hacer un interesante dibujo —que difícilmente se podría hacer con lo que nos han dejado otras fuentes— de los otros cuatro frentes en los que se libraba batalla (los púlpitos de las iglesias, las aulas de la universidad, las asambleas de las fábricas y los colegios profesionales). Especialmente llamativo es el caso del Sector Religioso. Su presencia en los boletines fue menguando con el paso de los meses, prueba inequívoca de que la obsesión que el muy católico régimen franquista tuvo por los hombres de Iglesia no continuó con la proclamación de la monarquía. La atención se centrará sobre todo en las dos máximas autoridades religiosas, el presidente de la Conferencia Episcopal Española (CEE) y el papa (para quien, por cierto, los espías aún de Franco tienen reservadas ácidas críticas que no desmerecen en nada a las que regalaron a algunos ilustres opositores). Del primero, cardenal monseñor Tarancón, hay 166 citas en las distintas secciones de los boletines, muchas de ellas críticas. Al segundo, Pablo VI, se le menciona en 119 ocasiones, en una relación en la que hay también unos cuantos «curas rojos» y obispos no precisamente dóciles que dieron y darán mucho que hablar, como Alberto Iniesta (obispo auxiliar de Madrid), José María Setién (San Sebastián) o Antonio Añoveros (Bilbao). Hasta diciembre de 1975, el nombre de todos ellos se teclea con fruición en las máquinas de escribir del SECED. A partir de ese momento, paz y después gloria. En cuanto a la distribución geográfica, los ojos estaban puestos en Madrid (citada en la mitad de los informes), ya sea por una homilía excesivamente contestataria, un encierro o unas declaraciones de obispos y sacerdotes que el Gobierno debería conocer y entender para, a partir de ahí, actuar en consecuencia. Después, por este orden, Barcelona, Navarra, Vizcaya y Guipúzcoa, lo que demuestra que las demandas identitarias, regionalistas o abiertamente separatistas tuvieron en los púlpitos un importante altavoz.

			Y mientras un fuego se apaga —el de la acusación mutua de arder en el infierno—, otro se expande. La atención creciente que los boletines fueron dedicando a los incidentes en las fábricas (de seis páginas de media en 1975 a diez tras la aprobación de la Ley para la Reforma Política) son la prueba de lo que los historiadores ya han recogido: la conflictividad laboral, alentada por una inmisericorde crisis económica, se convirtió en la primera amenaza del nuevo régimen. Aunque en este caso las estadísticas no pueden leerse al pie de la letra, porque no todos los delegados territoriales del SECED informaban con la misma minuciosidad, fábrica a fábrica, conflicto a conflicto, el recuento de incidentes sitúa sin ningún género de dudas el foco del conflicto en las tres provincias vascas (especialmente, Guipúzcoa) y Navarra. Sus menciones son casi continuas, con conflictos salariales enquistados, continuas llamadas a una «jornada de lucha» con desigual seguimiento y muestras permanentes de solidaridad con los «compañeros» despedidos, en una acción perfectamente programada de los sindicatos de la que los boletines ofrecen un retrato muy certero. Tras ellos, aunque a cierta distancia, se sitúan Barcelona y Madrid[16].

			Junto a la oposición de sotana y la de mono azul había una tercera, de toga y bata blanca, que ha quedado más arrinconada en los libros de historia, pero que en los boletines tiene su importancia, dentro de su Sección Profesional. Los agentes del SECED eran todo oídos en los colegios de médicos y abogados, bien porque lo que hicieran sus miembros les obsesionaba especialmente, bien porque realmente fueran estos profesionales el estandarte de las protestas o, posiblemente, por ambas cosas. Entre los colegios de médicos, abogados, doctores y licenciados y periodistas se llevaban más de la mitad de los menciones ante Presidencia del Gobierno. En el otro colectivo con notable presencia, el que abarca el epígrafe «Otros/Varios», gobiernan los artistas, para dar cuenta de las huelgas de actores, el encierro de pintores y artistas plásticos en el Museo del Prado o los actos y manifiestos de intelectuales varios para reclamar mayor libertad. Pero también hay menciones ocasionales a colectivos con demandas puntuales, desde los marinos mercantes de Málaga a los químicos de Oviedo, pasando por los funcionarios de prisiones. Que de todo hubo.

			Cerramos este recorrido por los cuatro jinetes que turbaron el sueño del Gobierno —de los distintos Gobiernos— con el ámbito educativo. La primera conclusión que salta a la vista es que la relación de colectivos de los que el SECED da cuenta no está encabezada por una formación política o sindical, ni tan siquiera por una organización educativa como tal, sino por el colectivo de los profesores no numerarios (PNN). El papel reivindicativo de estos docentes en el final del franquismo y los primeros años de la Transición posiblemente no ha sido lo suficientemente ponderado, ocultado quizá por la acción mucho más vistosa de las organizaciones de extrema izquierda, de sus discursos y de sus métodos. El análisis de estos boletines sirve para comprobar que las continuas demandas de los PNN, cual martillo pilón, ocuparon y preocuparon sobremanera a los ministros de Educación de Carlos Arias y de Adolfo Suárez. La intensidad de sus reivindicaciones, la constancia en sus protestas y la frecuencia con la que se asomaban a los confidenciales (casi tantas como la suma de las otras nueve organizaciones que la suceden en la lista) hacen que no sea posible excluirlos de la relación de aludidos, so pena de desvirtuar el análisis de las preocupaciones de las autoridades educativas de la época. Después de este colectivo de profesores (543 alusiones en total), la segunda organización más citada por los informantes que el SECED tenía en colegios, institutos y, sobre todo, universidades, es, como no podía ser de otra forma, el PCE, que acapara 217 referencias, siete veces las que acumula el Partido Socialista de Felipe González, reproduciendo de esta forma la proporción (o desproporción, si nos atenemos al resultado electoral de 1977) que existía en la atención que el Gobierno prestaba a una y otra formación en el ámbito estrictamente político. Y, tras ellos, la popular «sopa de letras» de aquellos años, que tenía su traslación en el ámbito educativo. Pero, ¿dónde estaba más arraigado el «problema» universitario? ¿Cuáles eran los distritos más conflictivos? Los boletines son testigos de cómo vivió sus años universitarios la generación de estudiantes que ahora, cuarenta años después, ocupa puestos de relevancia en las empresas o en la administración, o que imparte docencia en las mismas aulas en las que cerca de cuatro décadas atrás protestaba. Como era de esperar, Madrid es la ciudad más mencionada (105 boletines), seguida de Barcelona (82), Valladolid (79) y Santiago de Compostela (74). Solo en dos de las 105 semanas en las que es citado el distrito madrileño (el resto son vacaciones) se da cuenta de una situación de normalidad. Solo dos semanas de paz, de clases, de apuntes y de estudio en dos años y medio. Mientras, en Córdoba y Extremadura apenas se recogen veinte semanas de incidentes. Buenas noticias para empollones, apolíticos o franquistas de pro. Una desgracia, sin embargo, para tantos alumnos que en aquellos años sintieron que eran los protagonistas directos de una historia que solo se viviría una vez.
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PRIMERA ETAPA: 365 DÍAS CON FRANCO


			
EL SECED DESTRIPA LA EXCLUSIVA A SU PRESIDENTE


			Boletín de Situación.— Núm. 105

			(Período del 21 al 27 de noviembre de 1974)

			PANORÁMICA GENERAL

			La crisis económica continúa presionando fuertemente la vida española; no se estabilizan los precios, ni se logran soluciones satisfactorias en los conflictos laborales.

			
Con esta sentencia tan poco complaciente hacia el recién estrenado ministro de Hacienda del Gobierno de España, Rafael Cabello de Alba[17], con este juicio directo hacia la política, al fin y al cabo, del presidente Carlos Arias Navarro, arranca en los boletines del SECED el último año del caudillo. Crisis económica. Conflictos laborales. Y no solo eso. Pese a la subida puntual de la Bolsa esa semana, en la calle hay numerosas críticas a las medidas de austeridad del Gobierno, porque se consideran tardías y hay «censuras, también, a la política informativa del Ministerio de Asuntos Exteriores, precisamente, cuando hay temas que interesan a la opinión nacional». Y toda esta «Panorámica general» —utilizando la terminología de los boletines— está aderezada con los ingredientes habituales: otra «jornada de lucha» en el horizonte —¡otra más!— que pone en guardia a las fuerzas del orden, una huelga de hambre en nueve cárceles promovida por ETA y, cómo no, el debate que entretuvo durante meses y meses a la clase política del último franquismo: «Continúa el interés de semanas anteriores —cita el documento— en torno al tema de las asociaciones».

			A continuación, encontramos una frase aparentemente trivial que no deja de tener su gracia: «Ha trascendido que al jefe del Estado le fue presentado por el presidente del Gobierno el ya citado proyecto» (de asociaciones políticas). ¿Ha trascendido? Lo que no revela el redactor del boletín es que fue ni más ni menos el SECED el responsable de la filtración periodística, ante la que ahora pasa de perfil. Lo revela José Apezarena en su tesis doctoral[18], en la que asegura que el SECED desveló a la agencia Europa Press que Arias había acudido al Palacio de El Pardo con el texto de las asociaciones bajo el brazo, lo que «provocó una airada reacción oficial» en el Gobierno tras su publicación, a modo de exclusiva, en la prensa. Apezarena lo cita como prueba de que «algunas de las informaciones que fue transmitiendo la agencia sobre la puesta en marcha de las asociaciones políticas y la aprobación de muchas de ellas procedían de material suministrado por el SECED», un juego a dos bandas rentable para ambas partes. Curioso el doble lenguaje del SECED, que primero «destripa» la gran exclusiva al presidente con una decisión tan osada como la de filtrar su entrevista con el Generalísimo, y después le informa de lo ocurrido, como si tal cosa, en el confidencial que le remite para su lectura.

			
TODO UN PAÍS PENDIENTE DE FRAGA


			El régimen había fiado el éxito de sus asociaciones políticas en que alguno de los primeros espadas, y de manera significativa el embajador en Londres, Manuel Fraga, se acogieran al Estatuto liderando alguna formación. Su figura se irá agigantando conforme transcurran los boletines, que irá «colonizando» semana a semana. Él es el tema central de conversación en los periódicos y en todos los desayunos, comidas y cenas «en zapatillas» que aquellas fechas tienen los agentes Juan de Peñaranda y Emilio Atienza, y cuyas conclusiones vuelcan en los boletines cumpliendo con su papel de intérpretes de la realidad. Él y algún otro líder, ante quienes se hace un esfuerzo de «leer» el pensamiento. Un ejemplo:

			Boletín de Situación.— Núm. 108

			ACTIVIDADES DE CARÁCTER ABIERTO.— IMPRESIÓN DE CONJUNTO

			TÁCITO

			Constituye uno de los grupos más interesantes, ya que su actuación no está definida. Según algunas fuentes podría escindirse en tres corrientes […].

			Fraga Iribame: A pesar de su insistente teoría sobre el centrismo, después del homenaje de Barcelona y aun contando con gran número de partidarios, no se sabe cómo piensa estructurar la asociación que pudiera presidir.

			Conde de Motrico: Se le señala un gran interés por encabezar un grupo de «derecha civilizada», subrayándose su desvinculación de Fraga y de Garrigues.

			Joaquín Garrigues: de quien se ha aventurado que tiene formado ya un «gabinete fantasma» (Antonio Fontán, Herrero Miñón, Rafael Márquez Cano, Luis Marañón y otros).

			
El Decreto-Ley de Asociaciones Políticas se publicará en el BOE el 24 de diciembre, pero, a la vuelta de las vacaciones, el turrón navideño ha tornado en pesimismo lo que antes era un optimismo exagerado por parte de los agentes de inteligencia. En el boletín 109 (8 de enero de 1975) se advierte de que el asociacionismo no cala en la opinión pública, ya que «el pueblo continúa sin ilusión por el tema» y que incluso la iniciativa gubernativa está derivando, para sorpresa de muchos, en una «multiplicación y diseminación» de ideologías (la «desunificación», en palabras de algunos políticos) que amenaza con echar al traste el trabajo realizado. La culpa, creen en Castellana, 5, es de «la frivolidad manifiesta de una parte de la clase política». Frivolidad, por un lado, y falta de liderazgo político —lo que hoy llamaríamos «falta de carisma»— por el otro. Porque uno de los problemas con los que se encontró el régimen para potenciar las asociaciones, como le reclama el SECED, fue la ausencia de figuras capaces de encabezar un proyecto que ilusionara, entre otras cosas porque el personalismo de Franco había acabado por ensombrecer a todos los altos cargos que le rodeaban, un fenómeno que ha definido muy bien el sociólogo Amando de Miguel[19] al afirmar que 


			[…] los ministros de Franco han basado su poder en que eran muy poco conocidos del público. Incluso los más «populares» como Fraga o Girón no se puede decir que tuvieran tras de sí grandes masas de adictos ni que las gentes les conocieran por la calle […]. Lo que se llama popularidad política en la España después de Franco no la ha conocido nadie más que Franco […]. No hay que demostrar una manifiesta y decidida vocación política, so pena de quedarse uno eternamente en «ministrable».

			
Sea como fuere, en todos esos análisis políticos que hacen los agentes de inteligencia figura Manuel Fraga, ante quien se hace el mayor de los esfuerzos por desentrañar, casi «adivinar», los planes que esconde en su cabeza. Lo que haga, lo que diga, lo que piense, lo que calle o lo que maquine se ha convertido en máxima prioridad para los agentes del Servicio de Documentación. Por ejemplo, en el primer boletín de 1975 se tira de toda la información disponible («rumores que han circulado entre los observadores políticos», «círculos habitualmente bien informados») para ofrecer a los destinatarios un análisis lo más detallado posible. Así, se da cuenta de los rumores que sitúan a Fraga en Madrid en próximas fechas para presentar su dimisión como embajador y dedicarse de lleno a organizar su asociación política «con las bendiciones de la superioridad». Pero ¿con qué programa? ¿Cuál es su ideología? Otro reto para los analistas:


			Boletín de Situación.— Núm. 109

			ACTIVIDADES DE CARÁCTER ABIERTO.— RESUMEN DE NOTICIAS

			Su ideología puede considerarse de centro, entre el mero continuismo conservador y la aventura revisionista; frente a la reacción y la revolución optaría por la reforma sin traumas, en el seno de un Estado fuerte. Su zona de influencia sería la clase media en sus sectores funcional, universitario y laboral. Algunos creen saber que, entre las líneas maestras de su programa político, figuran la reorganización de las Cámaras, la separación Iglesia-Estado, el sufragio universal, la nacionalización de algunas industrias y servicios básicos, etc.

			
El embajador en Londres es consciente, porque así se lo dicen, de que «en Madrid se cree que todo depende de mí»[20], y con ese ánimo aterriza en la capital. Relata Silva en su libro de memorias[21] que en los primeros días de diciembre leyó en la prensa que se estaba fraguando una «triple alianza» en la que estaban presentes él, Areilza y Fraga para organizar una asociación política. Según su testimonio, su inclusión en el proyecto es el resultado de una operación montada por sus amigos con el argumento de que, si salía adelante, «barrerá literalmente en el país». «Haced lo que queráis», les dijo con escepticismo. Días después, Alfonso Osorio le convenció para que cenara en casa de Areilza, quien le pidió que hiciera él las gestiones porque con Fraga solo había hablado una vez por teléfono y le «echó una bronca por un artículo publicado». Parecía evidente que la coalición no partía de unas bases de confianza mutua. El 14 de enero de 1975 (dos días después de que se abriera la ventanilla de las asociaciones), Silva es recibido en el despacho de Arias, quien le dice que, si ellos tres formaban la asociación, les «entregaría el poder» en seis meses o tras las elecciones para la renovación de la legislatura de las Cortes (acierta el boletín del SECED, por tanto, cuando desvela que la asociación liderada por Fraga cuenta «con las bendiciones de la superioridad»). Pero el encuentro más importante lo mantendrá con el propio Fraga. La conversación duró cincuenta minutos, porque el político gallego «tenía mucha prisa». Hizo tres llamadas, se bebió tres tazas de té y le comunicó que había puesto tres condiciones al Gobierno: que no se inmiscuyera en su asociación, que le dieran oportunidades en la prensa del Movimiento y que acatara el régimen de incompatibilidades. Y comparó al jefe del Ejecutivo con «una señorita que te concede todo hasta que te engancha, pero después de que te engancha ya no te concede nada»[22]. Un día después, Areilza y Fraga se reunieron en casa del primero. «Ha entrado con un sombrero negro, un abrigo, una bufanda, un paraguas y una maleta, y ha dicho: “José María, vamos a hablar rápidamente, que no puedo ni quitarme el abrigo pues tengo mucha prisa”», explicó el conde de Motrico a Silva. Y les pidió que lanzaran el siguiente mensaje a la prensa: que habían hablado, que seguían hablando pero que no tenían nada que decir. 

			El 22 de enero es, según Fraga, el «día decisivo». Mantiene con Arias Navarro, los tres vicepresidentes (García Hernández, Cabello de Alba y De la Fuente), el ministro del Movimiento, Utrera Molina, y el de Presidencia, Carro Martínez, «una de las reuniones más interesantes» de su vida pública. Les entregó el borrador «de mínimos», que incluía una serie de derechos civiles básicos y el Parlamento por sufragio universal. Recibió comentarios «corteses y comprensivos», hasta que Carro, en el papel de «abogado del diablo», le dijo que había que «podarlo» mientras Franco viviera. Es curioso comprobar que frente al «día decisivo», como lo bautiza el político gallego, los boletines hablan de la «semana de Fraga», y la resumen así: «La “fiebre asociacionista” ha dominado la actualidad política de la semana. La máxima estrella de ella ha sido el embajador en Londres, Fraga Iribarne, con su intensa actividad encaminada a lograr constituir una gran asociación»[23]. Sea como fuere, la «vía Fraga» no tuvo la más mínima opción después de que Franco respondiera con un «¿Y para qué país es esto?» a su borrador de estatutos[24], que el almirante Nieto Antúnez había mostrado al Generalísimo esa misma ­semana. 

			Las ejecuciones de terroristas del mes de septiembre, la crisis del Sahara y la muerte del caudillo acabarán por diluir el debate del Estatuto de Asociaciones, pese a los esfuerzos gubernamentales, también en las páginas de los Boletines de Situación. El plan B del Gobierno, y de los redactores de los confidenciales, era que se incorporaran los «Tácitos», algo que tampoco llegará a ocurrir. Diez meses después de aprobarse el Estatuto, apenas hay una docena de asociaciones políticas, de las que seis eran falangistas, cinco continuistas y solo una, la poco representativa Reforma Social Española (RSE) de Manuel Cantarero del Castillo, era reformista. Al frente de todas ellas, y la única que superaba los veinticinco mil afiliados, estaba la Unión del Pueblo Español (UDPE), presidida por Adolfo Suárez, pero, paradójicamente teniendo en cuenta quién la lideraba, representaba el continuismo. La apertura de Arias estaba fracasada. El acta de defunción se firmó el 11 de julio, cuando se constituye en Madrid una sociedad anónima al margen del Estatuto, FEDISA, con Fraga, Pío Cabanillas y otros setenta y dos integrantes. Este adelantamiento por la izquierda de aperturistas a los que tanto había mimado el Gobierno no sienta bien en los impulsores de las asociaciones. Entre ellos, ya sin tapujos, el SECED, que, tras los pertinentes contactos políticos y la lectura reposada de la prensa, redacta un duro análisis en el que desnuda la falta de rumbo y liderazgo del proyecto («no parece existir ni cabeza ni idea directriz») y duda de su viabilidad. El naufragio del plan es un fracaso para el presidente Arias. Lo es también para los hombres del SECED, que ven cómo se cierra una puerta por la que debía entrar cierto aire (más brisa que vendaval) de apertura.

			
LAS REUNIONES SECRETAS DE ARIAS CON LOS SOCIALISTAS
(CUATROCIENTAS MIL PESETAS PARA TIERNO GALVÁN)


			La reforma «desde dentro» que propone Arias Navarro no seduce a los «Tácitos» y decepciona a Fraga. Pero, ¿qué hacía mientras tanto la oposición clandestina? ¿Fue realmente una amenaza o la dictadura estaba condenada a morir en la cama? «La oposición nunca, nunca, fue capaz de derribar al régimen», admite Carrillo, entre otras cosas porque la oposición burguesa «tenía tanto miedo a los comunistas» que no se planteó derribar a Franco. ¿Cómo manejó el régimen este frente «clandestino»? Se han hecho infinidad de estudios sobre el tema. Ahora haremos el recorrido del último año del franquismo desde el privilegiado balcón (con vistas a uno y otro lado de la acera) de los Boletines de Situación del SECED. En ellos, y para que no hubiese dudas, se abordaban por separado las «Actividades de carácter abierto» y las «Actividades clandestinas de orden general». A partir del confidencial 138 (25 de septiembre de 1975), este orden se alterará. Un detalle muy sintomático del estado del «paciente» y de la virulencia de la «enfermedad».

			Durante años, se ha intentado desentrañar a qué jugaba realmente el Gobierno de Carlos Arias con una parte de esta oposición, en concreto los socialistas, bajo la evidencia de que, en la práctica, muchos de sus actos estaban tolerados. Powell habla abiertamente de una «complicidad de los servicios secretos para poder cruzar la frontera sin excesivas dificultades», y recuerda una frase de Felipe González en la que reconoce que, tras el congreso de Suresnes, le sorprendió descubrir que «había agentes de servicio de inteligencia inteligentes»[25]. Se refiere González, sin remover los trastos del cuarto oscuro de aquel congreso, al apoyo que el SECED prestó a los socialistas sevillanos, un «grupo de amigos» que, admite Guerra, estaban controlados por la Policía. En cualquier caso, una semana antes de que ese trascendental congreso se celebrara (11-13 de octubre), encontramos una pista de las maniobras gubernamentales con los socialistas. Con tal de que su mimado Estatuto de Asociaciones saliera adelante, Arias autorizó incluso contactos con el clandestino PSOE para intentar atraerlo a la causa moderada, como lo sugieren dos interesantes informes secretos que llegaron al Palacio de El Pardo y que se encuentran en el Archivo de la Fundación Nacional Francisco Franco (FNFF). El primero, que lleva por título «Encuentro con la “oposición democrática” en la Presidencia del Gobierno»[26], da cuenta de una reunión celebrada el 7 de octubre en Castellana, 3 «entre uno de los más directos colaboradores del ministro de la Presidencia, parece ser que el señor Jaudenes[27], y tres representantes de la llamada “oposición democrática”: los señores Castellanos, Álvarez de Miranda y Baeza»[28]. Según el informe, la entrevista, que «estaba autorizada por el presidente del Gobierno», a quien se remitió un informe posterior, es el resultado de las gestiones llevabas a cabo por Joaquín Garrigues Walker, y se enmarca «en el conjunto del plan de democratización del sistema político español confeccionado por los señores Carro y Cavanillas [sic] y sus colaboradores más íntimos». El segundo documento, igualmente sin firma ni identificación, es una «nota informativa» remitida al Generalísimo en la que se recogen las declaraciones de un «hombre de mucha significación en el Partido Socialista», que aseguró que «se da ya como seguro que el Partido Socialista Español y el Gobierno Arias han mantenido contactos estrechos en Ginebra». Y se añade que el ministro de Presidencia, Antonio Carro, de plena confianza para el presidente, «ha mantenido contactos con diversas figuras del socialismo para que participen en el estudio sociológico de cara a saber el cómo y las respuestas en unas elecciones más o menos democráticas. Concretamente —añadió ese dirigente socialista— se asegura que a Tierno le ha entregado más de cuatrocientas mil pesetas para su participación. Se habla de que a los demás también puede haberles pagado. Pero no es eso solo, sino los contactos y el contar con estos políticos socialistas»[29]. Las fuentes, en este caso, provienen de la oposición.

			El historiador Luis Suárez asegura que Franco se enteró después de estos contactos, y lo interpreta como un intento de Carro por «liquidar ideológicamente» el Movimiento y sustituirlo por tres asociaciones que, al incluir en una de ellas al PSOE, serían en la práctica partidos políticos. «Según los informes, los contactos con los socialistas habían comenzado a producirse en Ginebra, pero culminaron el 7 de octubre en el despacho de Arias en el palacete de la Castellana, donde fueron recibidos los representantes de Convergencia Democrática»[30]. El documento está fechado el 10 de octubre de 1974. Un día después comenzaba el congreso de Suresnes. Felipe González y Alfonso Guerra están ya en esta localidad francesa. Han cruzado la frontera gracias a la ayuda del SECED. Cuatro días antes, sus colaboradores se han reunido con el presidente de Franco en la Presidencia del Gobierno.

			De lo que se pergeñó en torno a Suresnes puede dar fe Ángel Ugarte, jefe en 1974 del SECED en las provincias del norte (y dos años después, el primer enviado del Gobierno que negoció con ETA)[31]. Los contactos arrancan a principios de los setenta, entre otros con Nicolás Redondo y Enrique Múgica, a quienes los agentes iban dando «chivatazos» para que no pasaran por casa ante una inminente visita de la Policía. En la primavera de 1974 se produce ya en Madrid el primer encuentro a este nivel con Redondo, Felipe González y Pablo Castellano. Después de unas cuantas reuniones más, los socialistas piden un favor: necesitan pasaportes para acudir al congreso de octubre en Suresnes. Para el SECED es la oportunidad de ganarse su confianza y, de paso, tener la ficha completa de toda la cúpula. Así lo describe Ugarte: 


			Nos costó mucho. Los hombres del Servicio en Madrid tuvieron que emplearse a fondo para hacer entender a la gente del ministro Carro y de Arias la conveniencia de entregar aquellos pasaportes, pero al final lo lograron. Tan solo nos pusieron una condición: no querían que los líderes socialistas pudieran entrar y salir del país a su antojo; querían que les devolvieran los pasaportes a la vuelta del congreso. Pasamos la exigencia, que fue aceptada… y cumplida. Con una excepción. Felipe González se negó a devolver aquel pasaporte: él, nos dijo, tenía derecho, como cualquier otro español, a tener un pasaporte. 

			
El agente José Faura, responsable del departamento de Información del SECED, confirma estos encuentros en la entrevista con este autor: 


			Cassinello y yo mantuvimos dos reuniones con Felipe González. Le arreglamos los papeles para Suresnes a él, a Nicolás Redondo y a otro dirigente de Asturias, un pájaro que movía mucho la cola. Ya años antes Carrero tenía más fe en Felipe que en Rodolfo Llopis, el líder del PSOE en el exterior. Creía que Felipe se había hecho en la universidad de aquí y conocía mejor la realidad de España. 

			
Mucho más directo aún es Manuel Fernández-Monzón, del Sector Político del SECED, que participó directamente en los contactos: «En Suresnes había más miembros de los servicios de información y de la Policía que socialistas»[32].

			A lo largo de las semanas siguientes, las menciones al líder socialista se centran sobre todo en sus encuentros con líderes europeos. González entra y sale de España, y el SECED reseña todos sus viajes y sus declaraciones públicas. En sus confidenciales no encontraremos las críticas mordaces que mereció, por ejemplo, Santiago Carrillo. Pero la definitiva visibilidad le llegará al PSOE el 11 de junio de 1975 con la creación oficial de la Plataforma de Convergencia Democrática (PCD), que el partido de Felipe González lidera en abierto desafío a la Junta Democrática del PCE. En el confidencial que remiten al presidente del Gobierno los agentes del SECED vaticinan que tarde o temprano la Plataforma se fusionará con la Junta, y aportan tres claves, la última de ellas poco alentadora para el Ejecutivo: la coalición es demasiado «heterogénea» en sus integrantes como para augurarle una ideología unitaria; el PCE ha salido muy «tocado» («es un duro revés») y el nuevo organismo es un traspiés para la política de apertura del Gobierno.

			
DIARIO DE CARRILLO (ESCRITO POR LOS ESPÍAS DE FRANCO)


			Mucho más complicado será comprender el recorrido lleno de curvas, cruces, carreteras secundarias y caminos sin salida que dibujaban, con trazo fino, la oposición comunista y la extrema izquierda. Todo lo que asomaba la cabeza más allá del PCE era objeto preferente de análisis, casi obsesivo, de los informadores del SECED, que cada cierto tiempo dedicaban un anexo para aclarar la condición de los grupos opositores y su actitud. Aquellos beligerantes jóvenes marxistas, leninistas, trotskistas, prochinos o anarquistas estaban incendiando la universidad, las fábricas y las calles, y los boletines son un intento continuo —y desesperado— por informar de cualquier movimiento. La misión, desde luego, es ardua. Detrás de ella está la paciencia de muchos «topos» que se han pasado horas y horas pegando la oreja, escudriñando movimientos y recogiendo pasquines. También la de ávidos lectores de prensa entrenados para bucear entre líneas. Y el trabajo de esos miles de confidentes a los que el SECED ha impartido doctrina. Veamos un ejemplo del boletín que se cierra el 20 de marzo, en el que se aprecia esa combinación de información y análisis:

			Boletín de Situación.— Núm. 119

			ACTIVIDADES CLANDESTINAS DE ORDEN GENERAL.— RESUMEN DE NOTICIAS

			PCE

			Entre las tareas que se fija hoy como objetivos el PCE destacan como fundamentales:

			— Política de unidad, expresada en el Pacto para la Libertad y materializada hoy en las Juntas Democráticas, cuya creación y desarrollo es, actualmente, la tarea primordial del PCE.

			— Difusión del Mundo Obrero semanal. El Mundo Obrero semanal se publicará los lunes, a fin de que su difusión en los lugares más apartados pueda tener lugar en el fin de semana siguiente.

			— Detención en Bilbao del pintor Agustín Ibarrola, que, en una conferencia en la Universidad, se definió como miembro del PCE y terminó pidiendo la libertad artística, para lo que era imprescindible la modificación de las estructuras políticas. Ha sido sancionado por el Ministerio de la Gobernación con una multa de 500.000 pesetas.

			— El PCE en el exterior quiere volcar sus esfuerzos sobre los emigrantes españoles, ya que considera que la actividad en España es responsabilidad de los militantes del interior, «que cada vez necesitan menos apoyo». Actualmente prepara un «Congreso por la libertad», en el que quiere reunir unos 5.000 delegados de la emigración. Esta noticia confirma la creciente importancia de la dirección del interior en la actividad del PCE dentro de España. 

			OPI

			En Madrid ha sido descubierto un aparato de propaganda de la «Oposición de Izquierda del PCE», grupo disidente comunista escindido del PCE en 1973 como reacción ante la falta de actitud revolucionaria de la dirección del partido y los acuerdos del VIII Congreso del mismo. En una vivienda se encontró una habitación acolchada provista de una multicopista eléctrica, una máquina de escribir, útiles de impresión y gran cantidad de propaganda ya confeccionada.

			MARXISTAS-LENINISTAS — PCE (m-l) [marxista-leninista]/FRAP

			Al igual que otros grupos clandestinos (PCE, PSOE, etc.) intenta potenciar su órgano de expresión Vanguardia Obrera, de actual aparición quincenal. El Comité Ejecutivo del partido ha decidido incrementar la difusión de «V. O.» y su aparición semanal en el plazo de un año, a cuyo fin ha lanzado una campaña de ayuda económica con el objetivo de recaudación de cinco millones de pesetas antes de octubre.

			PCE (i) [internacional]

			Aparición en Barcelona y Éibar de propaganda suscrita por el «Partido del Trabajo de España» (PTE). Al parecer, se trata de una denominación adoptada por elementos del PCE (i), no pudiendo precisarse por el momento si se trata de un cambio de nombre del grupo o, más probablemente, de una escisión, fruto de las tensiones internas que la vacilante política del PCE (i) ha venido produciendo en su seno.

			El Comité Nacional de Cataluña del PCE (i) ha redactado un informe sobre las huelgas de SEAT y el fracaso de la proyectada huelga general para el día 15 de enero último. Destaca en él el análisis de las actitudes de los distintos grupos clandestinos ante esta convocatoria, cuya síntesis es la siguiente:

			PSUC: Freno, falta de apoyo y boicot donde pudo, a fin de demostrar que es un partido civilizado y que controla todas las luchas políticas.

			Coordinadora Nacional de Cataluña, dirigida por el PSUC: No movió ni un dedo para promover y coordinar acciones.

			MCE: Totalmente al lado del PSUC.

			OCE (BR): Tras vacilaciones iniciales, apoyo a la postura del PCE (i) y dura crítica al PSUC.

			PSAN Provincial (Partit Socialista d’Alliberament Nacional): Llamamiento al pueblo para levantarse en apoyo de las demandas políticas de los obreros de SEAT y otras empresas.

			Este informe pone de manifiesto la identidad de posiciones entre el PCE (i) y la OCE (Bandera Roja), resaltando en cambio la extremada crítica a la actuación del PSUC, que contrasta con el marcado acercamiento existente entre parte del PCE (i) y el PCE/PSUC

			Gran actividad propagandística de Joven Guardia Roja, rama juvenil del PCE (i), en la Universidad Complutense.

			TROTSKISTAS

			Como consecuencia de la detención en El Ferrol del Caudillo, el pasado día 8, de dos estudiantes y un obrero, pertenecientes a la LCR-ETA VI, mientras distribuían propaganda llamando a una «jornada de lucha» el 10 de marzo, aniversario de los sucesos de 1972, fueron detenidos el día 11 otros dos estudiantes universitarios de Santiago en cuyo piso se encontró una multicopista tipo «vietnamita» y otro material de impresión y propaganda.

			En Barcelona, el día 14, se manifestaron unos 80 jóvenes con gritos, pancartas del Partido Obrero Revolucionario de España (PORE) y lanzamiento de propaganda de la LCR-ETA VI, todo ello en solidaridad con los obreros de Portugal.

			Separatismo vasco-navarro.

			Continúa en las provincias vascongadas la campaña propagandística llamando a la celebración de la fiesta «Aberri Eguna» el próximo día 30 en Guernica. Al mismo tiempo se incita a una «jornada de lucha» el 14 de abril. A los grupos firmantes iniciales (PNV, PSOE, PCE) se han unido en los últimos días el Movimiento Comunista de España (MCE), Organización Revolucionaria de Trabajadores (ORT), la Organización Socialista de Estudiantes Patriotas (IASE) y últimamente la organización terrorista ETA.

			Al parecer, ETA V está desarrollando gran actividad en las empresas cooperativas de la región vasco-navarra a fin de hacer fracasar en ellas todo intento de conflicto y que aparezcan así como modelo. ETA V considera que la organización cooperativista, por cuanto tiene de socialización de los bienes de producción, está en su línea.

			JAVIERISTAS

			En Santander, Barcelona y Valencia, con gritos de «amnistía», «libertades políticas» y «abajo la dictadura».

			En Barcelona, el día 17, unas 1.000 personas en favor de la enseñanza del catalán.

			
Y esto es solo un extracto. Pensemos ahora en ese lector apresurado que acaba de recibir el boletín. El ministro de turno o el gobernador. O su secretario, o aquel a quien se ha encomendado, cada semana, desmenuzar el confidencial. Ojeando el juego de cincuenta páginas, grapa arriba a la izquierda, verde la primera, blancas el resto, amarillos los anexos, en el despacho o camino al trabajo, entre reunión y reunión. Absorto, mareado ante semejante vendaval de siglas.

			Los frentes se multiplican. El enemigo tiene mil caras. El edificio se hunde.

			Con nosotros dentro.

			Aún así, durante toda esta primavera pocos acontecimientos han logrado desbancar a Carrillo y a su PCE de la atención preferente del sector clandestino de los boletines, en contraposición a la atención prestada a los socialistas o a los separatistas. Como si de un diario se tratara, los agentes de inteligencia van dejando reseña de lo que Carrillo hace, dice y oculta, pero, sobre todo, intentan comprender por qué habla, por qué calla, por qué negocia, en un empeño por adelantar sus movimientos. Sin necesidad de leer los periódicos o sentarse a hablar con los comensales del SECED, el lector de los Boletines de Situación sabe que a Carrillo le han operado en París, pero que está bien (boletín 113), que ha reaparecido un mes después en Belgrado para entrevistarse con el mariscal Tito (boletín 117) o que ha presentado en un hotel de París su «Manifiesto de reconciliación» con personalidades de la Junta Democrática (boletín 122). Un tema recurrente es la obsesión por ponerle fecha de caducidad. Cualquier rumor de que al viejo líder le están moviendo la silla es interpretado por los autores de los resúmenes semanales. Cualquier gesto de Dolores Ibárruri, de sus subalternos, de las facciones rivales, es analizado en clave de órdago. Hasta que se escribe el último confidencial, al líder del PCE se le dará por muerto en numerosas ocasiones en los confidenciales. Pero será la democracia, curiosamente, quien le entierre. 

			
EL CURA, EL SEMÁFORO, LA CALEFACCIÓN Y
LOS MUERTOS «DE SEGUNDA»


			El gran problema, para unos y otros, era distinguir el grano de la paja, el opositor vociferante del que tiene poder de convocatoria. Para aparentar más de lo que se era, un instrumento muy eficaz era sembrar de propaganda las universidades y las fábricas. En los boletines son continuas las reseñas sobre requisas de multicopistas dedicadas a este menester o los eslóganes de las protestas, y se exhibe en distintos anexos el despliegue de papelería recuperada (ver algunos ejemplos en páginas centrales). De cada «jornada de lucha» convocada, y hubo unas cuantas (11 de diciembre de 1974, 20 de febrero y 5 de marzo de 1975), se previene —aviso para navegantes—, se informa con todo detalle y se valora si ha tenido éxito o no, y si lo tendrán las siguientes, con la esperanza de que los receptores de los confidenciales aprendan de los errores. Pero no todo es tan emocionante. Al final de cada «Resumen de noticias» clandestinas hay un curioso recopilatorio bajo el epígrafe «Otras noticias de orden público», que es un ejemplo más de que ser agente de inteligencia, «espía» para el hombre de la calle, no es solo (casi nunca lo es) jugarse la vida en arriesgadas misiones, sino también un trabajo de oficina dedicado a recopilar datos y datos, nombres, cifras, direcciones y siglas.

			Así, por ejemplo, sabemos que el 4 de diciembre de 1974, sesenta vecinos del barrio de Zarzaquemada de Madrid han protestado porque no tienen calefacción en sus viviendas, con el frío que hace, y que cuatro días después, cincuenta mujeres se han encerrado en una escuela por la falta de material. O que el 20 de febrero mil mujeres y niños, liderados por un sacerdote, se han manifestado en la Avenida del Generalísimo de Madrid para reclamar la instalación de un semáforo y, tres días después, mil ochocientos excursionistas han tomado la plaza del monasterio de Montserrat indignados contra el decreto regulador del excursionismo. También que, en abril, al gobernador civil de Las Palmas le han impedido inaugurar un teleclub en San Juan el Grande al grito de «¡fuera, fuera!», o que el 18 de mayo un centenar de jóvenes de un barrio de Barcelona ha pedido que limpien la basura[33].

			Es letra pequeña; no son grandes titulares. También así se escribe la Transición.

			Pero estas noticias están mezcladas, sin orden ni concierto, con otras de verdadero interés, muertos incluidos. La misma semana en la que un cura vociferante y su coro de mujeres y niños pedían un semáforo en la Avenida del Generalísimo (con qué vehemencia lo harían que en la protesta resultaron heridos un guardia civil y un policía) se producen otras manifestaciones en once ciudades, dieciocho llamadas con falsas bombas y la amenaza del rapto de un alumno en una residencia de estudiantes. Además, al director de una empresa le incendiaron el coche, en una vía de tren en Guipúzcoa se colocaron chapas y en un hotel de Pamplona explotó un pequeño artefacto sin mayor importancia. Junto a esto, los amigos de lo ajeno han atracado una joyería en Barcelona, un club deportivo, una gasolinera y una tienda en Madrid, varios bazares en Las Palmas, una fábrica en Alicante, un bar en Tarrasa y una sala de fiestas en Bilbao.

			Y después de todo ello —del semáforo, de los bazares y de la sala de fiestas— esto otro: 


			Muertos por FOP [Fuerzas de Orden Público]:

			El día 19, en Mollet (Barcelona) cinco individuos intentaron robar una armería; descubiertos por la Guardia Civil, resultó muerto uno de ellos, gitano, de un disparo.

			El día 20, en Las Palmas, cuatro traficantes de drogas forcejean con un inspector del Cuerpo General de Policía, resultando muerto de un disparo uno de ellos. Los otros se entregaron.

			El día 21, en Bilbao, al dar la Guardia Civil el alto a un coche, que no se detuvo, dispararon sobre él. Resultó muerto el conductor, gitano, y el coche se precipitó en un río, pereciendo ahogados cuatro niños.

			
Resumen de víctimas mortales: un traficante de drogas; un atracador de joyerías (gitano); cuatro niños (gitanos) al caer al río el coche en el que viajaban; el conductor (gitano) tras saltarse un control, muerto por los disparos de la Guardia Civil. Los niños tenían entre tres y siete años. Viajaban en una furgoneta cuyo conductor se dedicaba a vender ganado robado. Su muerte no pudo ser más dramática: perseguidos por la Guardia Civil, fueron los únicos ocupantes del vehículo que no escaparon antes de que se precipitara al río tras ser disparado en las ruedas[34]. El suceso mereció amplio eco en la prensa del día siguiente. Dos meses después, la muerte de otro sospechoso que no atendió al alto de un control en Murcia[35], causada por los disparos de un soldado, será citada, igualmente, en último lugar, tras las heridas causadas en Don Benito (Badajoz) a un sacerdote que tampoco paró su coche.

			
LOS ESPÍAS MINUSVALORAN A ETA Y CRITICAN EL «TERRORISMO BLANCO»


			A este escenario de grandes y pequeños, de titulares y de letra pequeña, le falta un actor principal: ETA. Aunque visto con los ojos del siglo xxi pueda parecer sorprendente, a los agentes de aquellos 1974 y 1975 les costó ver el monstruo que se les venía encima. Un ejemplo: el 17 de diciembre, la banda terrorista asesina en Mondragón (Guipúzcoa) a dos guardias civiles. La noticia es el último párrafo de la «Actividad clandestina» y la «Panorámica general». El año se cerrará con seis víctimas mortales, pero solo entre marzo y agosto de 1975 habrá catorce, casi uno cada diez días. Aún así, en Castellana, 5 se tardará en advertir aquel particular descenso a los infiernos. «Alevoso asesinato del inspector de Policía D. José Ramón Morán González en Guecho (Vizcaya) el día 22 [de abril]. Dos jóvenes le dispararon a bocajarro con una escopeta de cañones recortados, produciéndole la muerte en el acto»[36], reseña el confidencial de turno. Tres semanas antes ha habido otro crimen similar en San Sebastián. Dos días después, el miembro liberado de ETA Miguel Gardoqui Azpiroz muere en un tiroteo con la Policía tras el que resulta detenido Miguel Goiburu Mendizábal, Goyerri, uno de los cabecillas de la banda. La espiral acción-reacción-acción ya está disparada, y el 25 de abril el Gobierno acuerda decretar un estado de excepción en las provincias de Vizcaya y Guipúzcoa de tres meses de duración. El efecto es el contrario del que se busca. El 6 de mayo, los españoles asisten a otro atentado mortal descrito en toda su crudeza en la prensa, esta vez con un guardia civil, Andrés Segovia Peralta, como víctima[37]. Al día siguiente muere un agente de Policía, y una semana después un teniente de la Benemérita. El primero de los atentados se solventa en el último párrafo del «editorial» del boletín correspondiente, y se utiliza para reafirmar que el estado de excepción «está justificado» pese a las críticas recibidas[38]. El segundo fallecido, un inspector de Policía de Bilbao, encabeza el resumen de las «Actividades clandestinas», sin más comentarios, pero no está en la portada del confidencial. Mucho más llamativo es el enfoque que se da al tercero de los atentados. La muerte del teniente de la Guardia Civil ocupa menos relevancia que la reacción de grupos incontrolados de ultraderechistas, que sembraron el caos durante cuatro días, en lo que bautiza como «terrorismo blanco»: 


			La criminal actividad de ETA ha provocado como reacción un «terrorismo blanco», con más de 20 atentados a lo largo de la semana, dirigido contra familiares y simpatizantes de la organización separatista. Este terrorismo puede tener consecuencias muy negativas, ya que las más elementales normas de convivencia exigen a todos el respeto y el mantenimiento de la ley con todas sus consecuencias[39].

			
Respeto, ley, convivencia y la advertencia de que es peor el remedio que la enfermedad. Aquel 1975 los espías del Gobierno se posicionan, de forma clara, en frente de la «guerra sucia» contra el terrorismo. Unos años después, con unos cuantos muertos de por medio, Cassinello, el muñidor de estos boletines, el artífice de la doctrina que los impulsa, será acusado de todo lo contrario, imputado por el juez Garzón y posteriormente exculpado de crear un grupo de la Guardia Civil que formó parte de la «guerra sucia» contra ETA.

			Y si los meses de abril, mayo y junio de 1975 fueron convulsos, lo peor estará por llegar en verano. Nueve días después de que ETA mate a un conductor de autobús en Deva, el FRAP asesina en Madrid a un policía. El boletín del 16 de julio dedica ya al tema una página completa, y en su impresión de conjunto hace esta valoración cargada de malos augurios: 


			El frío asesinato de un policía armado en Madrid es una muestra más de terrorismo dirigido sobre miembros de las Fuerzas de Seguridad en forma indiscriminada. Las circunstancias del crimen parecen señalar al FRAP como autor, tal como lo afirman varias notificaciones recibidas en algunos medios informativos. Sería esta la culminación de una continua escalada de acciones violentas realizadas por esta organización en Madrid, Barcelona y Valencia durante el pasado semestre.

			
Pese a que el estado de excepción propicia alguna que otra buena noticia, como la desarticulación de la cúpula de la banda y la detención del terrorista más buscado, Ignacio Pérez Beotegui, alias Wilson (gracias, entre otras cosas, al trabajo del agente del SECED Mikel Lejarza, Lobo), el Gobierno aprueba el 26 de agosto un severo Decreto-Ley Antiterrorista que impone la pena de muerte para los atentados con sangre. Las consecuencias —las ejecuciones de cinco terroristas— son por todos conocidas. Comienza con ellas, también, la agonía y muerte del franquismo.

			
LIDIAR CON LA PRENSA DESPUÉS DE PÍO CABANILLAS


			Si los frentes que el Gobierno tenía abiertos —de par en par— en el ámbito político eran preocupantes, no lo era menos la batalla sorda, constante y pertinaz que libraba con la prensa. El punto de partida no podía ser peor. La dictadura doblaba la esquina de su último año de existencia con una prensa (salvo la del Movimiento) de uñas y en pie de guerra, enardecida porque el cuestionado aperturismo de Arias Navarro y las presiones del «búnker» se hubieran llevado por delante, en octubre de 1974, a Pío Cabanillas. Nunca el cese de un ministro de Franco había creado entre la prensa tanta irritación[40], quizá porque con él España conoció un grado de libertad de prensa sin precedentes durante el franquismo[41]. El éxito de publicaciones como Cambio 16, que llegó a vender medio millón de ejemplares a la semana, es una prueba de aquella efervescencia de la que disfrutaba la prensa española, que tan bien resumió, con su lengua afilada característica, el director de Pueblo, Emilio Romero, cuando escribió que sus colegas de los periódicos «estaban como en fumaderos de hachís con la apertura y la liberalización».

			El mano a mano entre la prensa y el Gobierno —entre el periodista y el censor— tendrá su reflejo cada semana en los boletines del SECED. Bajo el epígrafe «Prensa», dentro de las «Actividades de carácter abierto», se resumen los artículos de opinión más destacados, tanto favorables como críticos al régimen, una información útil para que cada Ministerio sepa dónde tiene que poner sus ojos y evitar así que se le abran nuevos frentes. Además, se da cuenta de los secuestros de publicaciones, aunque, salvo excepciones, se pasa de puntillas por ellos. Se informa, pero no se valora. Es, quizá, un asunto demasiado sensible. Criticarlo sería osado. Defenderlo, improductivo. Y eso se nota cuando se traspasa la lectura meramente superficial del boletín. Ya sea por atentado contra la moral, por ir demasiado lejos en las críticas o, simplemente, por haber pisado una herida que no debían, los medios fueron sufriendo sanciones, secuestros o cierres temporales. En septiembre de 1975 la revista Triunfo será suspendida cuatro meses. Otras cabeceras muy populares, como Destino, Posible, Cambio 16 o Por Favor, serán secuestradas en varios momentos por la autoridad. El órgano de comunicación interno del SECED es una buena herramienta para compilar el rosario de actuaciones legales contra la prensa y los continuos desafíos de este gremio para salirse del carril impuesto. En el boletín 110, por ejemplo, se reportan varios secuestros (revistas Play-Lady —por atentado contra la moral—, Fotogramas, El Correo de Andalucía, Granada Semanal y Contrastes —por su línea editorial tendenciosa—). Los atentados contra la moral motivaron también los secuestros de Flashmen o expedientes contra directores, como el de El Papus, mencionado con relativa frecuencia en la sección de prensa de los boletines. En ocasiones, el contenido de estas publicaciones es considerado ofensivo por el Gobierno. El dibujo de la portada de la revista Hermano Lobo del 15 de febrero de 1975 mereció por este motivo una sanción de ciento cincuenta mil pesetas, y la historieta «El espíritu del 12 de bastos», de la publicación Muchas gracias, la apertura esa misma semana de un expediente administrativo[42]. 

			Además, un tercer elemento en el apartado de prensa de los Boletines de Situación, aquí con más sustancia que en el recuento de los secuestros y sanciones, es el de desvelar los movimientos internos que hay dentro de los medios de comunicación, ya sea por disensiones internas, luchas de poder o búsqueda de alianzas. Una información que, posiblemente, tiene su fuente en las reuniones informales, «en zapatillas», que mantenían los agentes del SECED con los miembros más destacados de la prensa. Veamos un ejemplo:


			Boletín de Situación.— Núm. 119

			ACTIVIDADES DE CARÁCTER ABIERTO.— RESUMEN DE NOTICIAS

			Rumores aún sin confirmar señalan que en fecha próxima, la Organización Sindical puede ser propietaria del 70 % de las acciones de El Noticiero Universal. Por otra parte, Tele-Exprés, por venta de la participación de Jaime Castell, queda totalmente en manos del grupo Godó. Igual suerte ha tenido El Mundo Deportivo, con lo que dicho grupo catalán ostenta la propiedad de cuatro diarios barceloneses. Finalmente, las mismas fuentes aseguran que el semanario Destino puede pasar a ser propiedad del banquero Jordi Pujol.

			
«SALUDAMOS A LOS ESPÍAS QUE NOS ESTÁN ESCUCHANDO»


			Quizá el ejemplo más sintomático de esta colaboración espía-periodista era la agencia de noticias Europa Press, cuyo presidente, José Mario Armero, y su director, Antonio Herrero Losada, fueron interlocutores habituales del SECED. Dos periodistas de este medio, José Apezarena y Jesús Frías, han dejado constancia de la presión que ejercía la censura sobre los teletipos que no gustaban al régimen[43] (las llamadas, a cualquier hora, eran vehementes, y el lenguaje, no siempre diplomático, con amenazas tan explícitas al director como que iba a «comerse» el teletipo que acababa de emitir). También recuerdan ese íntimo convencimiento de que los teléfonos de la redacción estaban «pinchados». Tal y como declara Frías a este autor, «en ocasiones se oía un click-clack muy raro. A veces, cuando hablábamos, decíamos: “Saludamos a los espías que nos están escuchando”. Herrero nos dijo en alguna ocasión que tuviéramos cuidado con lo que decíamos por teléfono»[44].

			Pero también desvelan, y esto es lo más importante para esta investigación, el intercambio que había entre ambas partes. Por un lado, Europa Press como fuente de información para los espías, con buenos contactos entre los monárquicos «juanistas» y la oposición laboral y educativa, cuyos líderes se acercaban a la agencia a contar noticias que otros no se atreverían a dar. Por el otro, la agencia de inteligencia como fuente informativa. En el archivo de Antonio Herrero, al que ha accedido Apezarena, figura que algunas de las filtraciones de posibles ministros venían de Peñaranda y, de hecho, en él se guardan envíos desde Presidencia, la mayoría sin membrete. Además, el director «recurrió en ocasiones al “servicio” para conocer el perfil de alguno de los futuros redactores de Europa Press, y, en concreto, saber si tenían algún tipo de antecedente»[45]. Un ejemplo de este intercambio de información es la mencionada presentación ante Franco del Estatuto de Asociaciones desvelado por Europa Press. Otro está fechado en noviembre de 1974, cuando arranca esta serie de Boletines de Situación. Peñaranda remitió a Herrero un tarjetón escrito a mano en el que adjuntaba una encuesta hecha a 377 alumnos de la Universidad Complutense. En la nota decía: «Esta casa cree que esto debe divulgarse. No sé si entra dentro de vuestros temas; si no fuera así, dímelo para tratar de buscar otro camino por donde extender alguno de los conceptos que han obtenido los entrevistados». Los contactos de Herrero con los agentes de inteligencia eran una sospecha generalizada en la redacción y, de hecho, se les llamaba «los espías». Relata Frías: 


			Quienes llevaban la relación eran Antonio Herrero o Armero, no los redactores. El director nos decía qué temas hay que seguir, «atención a esto otro», «me han informado», y nosotros sabíamos que podía venir de sus fuentes. Había muchos bulos lanzados por la oposición, y supongo que los del SECED querían orientarnos para que no hiciéramos caso. En ocasiones, también nos ponían sobre la pista, pero no llamaban para darnos una noticia.

			
Su compañero de redacción, Mariano González, añade: 


			A veces llegaba información de fuentes de la izquierda que era muy difícil conseguir y algunas noticias las daba directamente Herrero. Sospecho que podían venir de los espías. Eran frecuentes en el ámbito religioso. Pasaban a Europa Press información de clérigos que tenían tratos con la izquierda y que estaban metidos en todos los saraos, y a los que se espiaba mucho. En alguna ocasión mi jefe en la sección de Religión me pasó alguna información que me dijo provenía de los espías[46].

			
De esos contactos se encargaban, por tanto, los «jefes». El tándem Armero-Herrero funcionó a la perfección (el primero se movía como pez en el agua en la oposición; el segundo en las fuentes gubernamentales) y fue muy útil para los agentes de inteligencia. Las reuniones con Herrero eran fundamentalmente comidas, aunque también cafés más improvisados o incluso reuniones en la propia agencia. A ellas acudía Peñaranda acompañado de algunos de sus colaboradores, como Faura o Fernández-Monzón, y solían durar entre una y dos horas. Hubo al menos siete encuentros en 1972, cuatro en 1973, seis en 1974, nueve en 1975, cinco en 1976, cinco en 1977, tres en 1978 y tres en 1979, justo antes de que dejara el Servicio. Así resume Apezarena la importancia de estos encuentros:


			Antonio Herrero mantuvo durante años una relación fluida con distintos responsables del Servicio. Era un dato bien sabido en la redacción de la agencia, donde eran denominados «los de Presidencia». Las reglas del juego, por así decirlo, fueron que cada una de las partes buscaba su interés (el de Europa Press era lograr información directa y cualificada), pero practicando siempre el juego limpio. Por ejemplo, el Servicio nunca diría mentiras, cosa que se cumplió. A su vez, facilitaría información y datos por pura iniciativa, pero la agencia era libre de utilizarlos o no, con el compromiso, por su parte, de no revelar la procedencia de esas noticias […]. De esta forma, Antonio Herrero fue recibiendo informaciones, dosieres, adelantos o resúmenes, y a la vez pudo llamar por teléfono cuando un dato necesitaba ser contrastado.

			
La otra parte interlocutora del SECED era José Mario Armero, un gran relaciones públicas con mucho poder de convocatoria. «En su casa, donde organizaba comidas o cenas, se congregaban las personas más interesantes que se podía uno imaginar», escribe Frías en su historia de Europa Press. No tenía sueldo de la agencia ni pasó jamás gasto alguno, ya que «con el prestigio que le daba ser presidente se consideraba suficientemente pagado». Alguna vez le propusieron ser ministro, pero no aceptó. Su labor de mediación abarca desde sus gestiones para la vuelta del Guernica de Picasso a España hasta la decisiva entrevista en su casa entre Suárez y Carrillo. Cuando dejó la agencia en 1989, Cassinello, entonces capitán general de la Quinta Región Militar Pirenaica Occidental, le envió un tarjetón con un mensaje que lo dice todo: «Creo que fue un ejemplo de colaboración leal; nunca he vuelto a sentirme tan a gusto entre los de vuestra profesión. Tu mérito, que supiste dirigirnos pese a nuestras evidentes diferencias»[47].

			
¿UN CONFIDENTE DEL SECED EN CADA TEMPLO?


			Quizá, el frente de batalla que más perturbó el ánimo del caudillo, por todo lo que representaba, fue el que tuvo a una parte de la Iglesia como rival. El franquismo afronta su último año de vida con una Conferencia Episcopal cada vez más recelosa, unas cuantas diócesis en permanente rebelión y un buen puñado de parroquias sobre las que hacer seguimiento constante. El cambio de actitud del clero puede entenderse en parte como una consecuencia del propio cambio sociocultural, que a su vez no es más que el ejemplo, retardado, de lo que había ocurrido en otros países. El estado de la cuestión lo encontramos en el Boletín de Situación 111 (enero de 1975), que recoge una encuesta de la revista Posible, según la cual el 18,9 % de los religiosos españoles se declaraba socialista, frente al 17,9 % partidario de la monarquía, el 17 % que decía no tener opinión y solo un 14,5% que prefería la actual situación política. Con el Episcopado, el distanciamiento comenzó a hacerse irreversible en 1968, cuando el papa Pablo VI pidió a Franco que renunciara a sus privilegios en la designación de obispos, a lo que el caudillo se negó. El Vaticano se acostumbró a sortear el obstáculo designando obispos auxiliares, que no necesitaban la aprobación del Gobierno, pero abrió más la herida con la ultraderecha, que, a través de Fuerza Nueva o Guerrilleros de Cristo Rey, protagonizó denuncias y ataques contra los «curas rojos». 

			Este escenario permite comprender la minuciosidad con la que el Sector Religioso del SECED hacía sus informes, dentro de un apartado denominado de forma gráfica «Homilías y actividades conflictivas». En él se citan una a una decenas de parroquias (el informe llega a las tres páginas), se dan nombres de párrocos y frailes, se reproducen octavillas, se recogen y citan homilías y hasta se husmea en los tablones de anuncios de los templos. La información procede, una vez más, de dos fuentes: por un lado, las reseñas que de estos incidentes ha dejado la prensa, que se lee hasta la última línea del último breve. Por el otro, los «soplos» que han proporcionado los confidentes ocasionales que hacían su trabajo, en muchas ocasiones por una cuestión de conciencia. A esta labor fiscalizadora no escapa, por ejemplo, la venta de unas tarjetas de Navidad en Barcelona decoradas con la bandera catalana y los lemas «Visca Catalunya lliure» y «Amnistía» (boletín 107), o las homilías de muchos sacerdotes sospechosos (a los que se cita con nombre y apellidos), ante las que, al parecer, siempre había un confidente de los servicios secretos para tomar nota: «Manifestaciones injuriosas contra el jefe del Estado y de censura a las actuaciones del Gobierno y Fuerzas de Orden Público, a cargo de los sacerdotes D. Ramón Landera Martín y D. José Goñi Alzueta en las homilías de las misas celebradas en la parroquia de Santa María de Portugalete», recoge por ejemplo el boletín 120 del 3 de abril de 1975. 

			En unas ocasiones las amenazas están claras, ya sea por su contenido o por quién las formula. En otras el riesgo no es tan evidente, pero en estos casos el SECED, en otro alarde de información, cumple con su labor de alertar a las autoridades para que se mantengan en guardia. Así sabemos, por ejemplo (boletín 106), que en el tablón de anuncios de la parroquia de San Vicente de Paúl, en Zaragoza, se convoca a unas jornadas culturales para hablar sobre «la problemática laboral», «la administración de los barrios» y la «sociedad de consumo y subida de precios», o que los sacerdotes encarcelados en la prisión concordataria de Zamora han hecho una huelga de hambre en el aniversario del asesinato de Puig Antich. «Les fue llevada la comida y, después de pensarlo durante diez minutos, la tomaron con normalidad», tranquiliza el resumen 119. 

			Un viejo conocido de los servicios secretos es el padre José María Díez-Alegría, hermano del que fuera jefe del Alto Estado Mayor, Manuel Díez-Alegría, que hace gala siempre que puede de su doctrina marxista. En el boletín 107, por ejemplo, se recoge su intervención en unas jornadas sobre «Cristianismo y Marxismo», en las que dijo que de todas las dictaduras posibles se quedaba con el comunismo. Pero nadie entre los «curas rojos» adquiere en los boletines tanto protagonismo como el padre Mariano Gamo, que, a tenor de la cantidad de ocasiones en las que es citado, debía de tener un fiel confidente del SECED apostado en cada eucaristía entre los bancos de su iglesia. De lo que contó su contacto en el Servicio es resultado este texto al comienzo de 1975: «Homilía demagógica a cargo del párroco de Nuestra Señora de la Montaña de Moratalaz en la que atacó a los capitalistas, de los que dijo que “cuando acuden a los actos religiosos no lo hacen de forma sincera y cristiana”». Dos semanas después, el 19 de enero, el sacerdote lee al término de la misa una carta de los trabajadores de dos empresas en defensa de sus derechos, y a mediados de febrero pide a los fieles que abandonen la misa y acudan en su lugar a la asamblea de vecinos del barrio que se está celebrando  y que había sido prohibida por la Dirección General de Seguridad (DGS). Y, ya en verano, el SECED advierte de que «las homilías de esta parroquia se vienen haciendo con la participación activa de los asistentes», la última de ellas para emitir duras críticas contra los obispos y su alejamiento del pueblo. Para muchos historiadores, el padre Gamo es el «símbolo de la resistencia al régimen» entre los «curas rojos», junto con el mencionado Díez-Alegría, Julio Pérez Pinillos y, sobre todo, el jesuita padre Llanos.

			¿Disponía el SECED de confidentes entre los bancos de las iglesias? De ser así, serían una auténtica legión. El general Marchante explica que, al menos durante la época en la que él estuvo al frente del Sector Religioso, la red no costó dinero alguno, porque no fue necesario poner en marcha un dispositivo especial de vigilancia, salvo en el caso concreto de algunos curas. Ni falta que hacía. «Nuestro contacto solían ser las Hermandades, que eran quienes recibían las quejas y la indignación de los fieles ante lo que había dicho o hecho un cura. Ellas nos lo contaban a nosotros. Había muchos fieles a los que no les gustaba lo que estaba ocurriendo», señala. Sea como fuere, la labor de los informantes sirve para arrojar luz sobre las disensiones dentro de las diócesis, con el fin de averiguar dónde tiene el régimen a los clérigos menos proclives. Un ejemplo:


			Boletín de Situación.— Núm. 107

			ÁMBITO RELIGIOSO.— RESUMEN DE NOTICIAS

			De medios eclesiásticos se ha sabido que el clero de Tarragona se encuentra dividido en dos bloques, uno encabezado por Mons. Pont y Gol, obispo de la diócesis formado por el sector progresista del mismo, y otro los pertenecientes a la Asociación de Sacerdotes y Religiosos de San Antonio María Claret, en línea con la Hermandad Sacerdotal Española.

			
O para desenmascarar marxistas escondidos tras las sotanas: 


			Boletín de Situación.— Núm. 109

			ÁMBITO RELIGIOSO.— RESUMEN DE NOTICIAS

			De fuentes bien informadas se tiene conocimiento de que el Centro Nacional de la Iglesia para la Educación Cristiana (CENIEC), que depende de la Comisión Episcopal de Educación Religiosa, proyecta celebrar asamblea general en los primeros días de febrero en Madrid, al objeto de reflexionar sobre la problemática de los seminarios de catequética. Integran el grupo en gran número sacerdotes considerados como progresistas y filomarxistas.

			
De esta forma, los confidenciales se convierten en notarios de la actividad de la Conferencia Episcopal y de todo lo que subyace bajo la cúpula de la Iglesia. En sus páginas se da cuenta de lo que hace o dice el beligerante padre Xirinach, y los redactores son muy severos con las organizaciones próximas al PCE, como la JOC o la HOAC. La crítica más dura a esta última la encontramos el 4 de junio, a cuenta de sus devaneos con el marxismo más extremo. Es un «editorial» en toda regla: 


			Boletín de Situación.— Núm. 129

			ÁMBITO RELIGIOSO.— RESUMEN DE NOTICIAS

			Una vez más, en el registro de los locales de la HOAC en San Sebastián, Rentería y Beasaín han aparecido importantes cantidades de propaganda de tres grupos comunistas, Movimiento Comunista de España (m-l), Organización de Izquierda Comunistas (trotskistas) y Partido Revolucionario de Trabajadores (escisión de Frente Obrero de ETA V), junto a las multicopistas y clichés correspondientes. La reiteración innegable con que se hace uso de locales eclesiásticos acogidos al vigente Concordato para apoyar reuniones y acciones de grupos revolucionarios marxistas, es una realidad con la que de un modo u otro deberán enfrentarse alguna vez los círculos responsables de la Iglesia. En principio, esta desbocada caricatura del compromiso temporal cristiano, radicalmente alejada de planteamientos evangélicos, desvirtúa y pone en tela de juicio la legítima acción de testimonio en el mundo laboral, que es natural que realice, incluso corriendo el riesgo de ser mal interpretada. Desde este punto de vista, debiera ser la misma Iglesia la primera interesada en no desdibujar sus límites.

			
DE LA ASAMBLEA DE VALLECAS A LA «OPERACIÓN PUENTE»


			Con la Conferencia Episcopal la relación no es mucho mejor, y cualquier excusa sirve para airear diferencias y tensar cuerdas. El peor incendio se desatará en marzo de 1975 a cuenta la I Asamblea Cristiana de Vallecas, organizada por la Vicaría IV de la diócesis de Madrid-Alcalá para estudiar la problemática de este barrio, pero que muy pronto traspasó esta frontera local. «Se quería ver en dicha asamblea una toma de postura de la Iglesia de Madrid —y aun de la Iglesia española— en las circunstancias actuales de la Iglesia y de España y hasta en un intento de imponer esa postura —que muchos consideraban como peligrosa, al menos, como excesivamente avanzada— a todos los cristianos», se lamenta Tarancón en sus Confesiones. En una escalada fulgurante de tensiones, malentendidos y declaraciones cruzadas, el Gobierno fue endureciendo su postura ante el temor de que el acto se convirtiese en una apología contra el régimen. Así lo resume Tarancón: «Tanto el presidente como el ministro de la Presidencia y el ministro de la Gobernación estaban como fuera de sí creyendo que se trataba de una conjura contra el Gobierno». Monseñor Iniesta, encargado de la vicaría de Vallecas, recibió a las 14:30 horas (la asamblea iba a comenzar a las 17:00 horas) la prohibición por «peligro de alteración del orden público». «La Policía Armada y miembros de la Brigada de Investigación Social (BIS) impidieron a los asambleístas acercarse al lugar de la reunión. Al parecer, no hubo detenciones, aunque a algunas personas se les retiró el documento nacional de identidad, que más tarde fue devuelto a instancias de monseñor Iniesta», resume el diario Informaciones. 

			La postura del SECED está resumida en la extensa descripción de los hechos que encabeza el boletín de esa semana, del que ofrecemos un extracto. El texto es importante porque ratifica que estamos ante el momento de mayor tensión Iglesia-Estado del período, como sostiene Tarancón, y porque introduce tres matices muy llamativos: acusa veladamente a la Iglesia de aprovechar la coyuntura para introducir los principios de la «revolución marxista» (¡nada menos!), traspasa la frontera de los recelos hacia el cardenal para entrar en las descalificaciones, presentando a un prelado «blando», dubitativo, contradictorio e irrespetuoso con los límites del poder civil, y, por último, sugiere que la intervención de la Policía ha sido un error:


			Boletín de Situación.— Núm. 119

			ÁMBITO RELIGIOSO.— IMPRESIÓN DE CONJUNTO

			Esta blandura del cardenal en el cambio de impresiones con las autoridades civiles no se corresponde con la dureza del juicio con que después las fustiga. Puesto que su consentimiento era decisorio para la suspensión, según el Concordato vigente, hubiera sido más acorde con su homilía el mantenimiento de una clara negativa.

			Dada la actitud de la Iglesia de ampliar a lo social su función evangélica (con límites muy poco claros, puesto que son objeto de profunda división en su seno), debe esperarse y exigirse que en el futuro las posturas de su jerarquía sean diáfanas, en uno u otro sentido, para evitar que la opinión pública quede confundida ante informaciones contradictorias que dejan en mal lugar a ambas autoridades.

			Cuando el problema parecía resuelto, la aparición de la durísima homilía suscrita por el cardenal, leída obligatoriamente en toda la diócesis, supone un grave enfrentamiento con la autoridad civil, en contradicción con el año de la reconciliación.

			En dicha homilía se afirma que los conflictos existen y que la Iglesia tiene derecho a escucharlos e iluminarlos. La aceptación teórica de esta manifestación llena de perplejidad al que conoce el cariz de las encuestas de la Asamblea dirigidas a que los feligreses, que coincide con la primera acción a realizar por quienes tienen por fin preparar la revolución marxista. Solo la Iglesia es competente para juzgar si ello es acción evangélica o no, pero si lo es, no debiera luego disfrazar su acción concienciadora con manifestaciones poco claras y menos ignorar que penetra en zonas propias del poder civil. 

			En algunos medios eclesiásticos y civiles se tiene la impresión, por otra parte, de que la suspensión gubernativa ha sido desafortunada dadas las múltiples reacciones posteriores y la especial sensibilidad de la sociedad ante este tipo de decisiones.

			
La homilía a la que se refiere la nota fue leída en la festividad del 19 de marzo en el 99 % de las parroquias de Madrid. Y fue el pistoletazo para una campaña gubernativa de persecución a sacerdotes «como si fueran delincuentes», denuncia el cardenal.

			Así las cosas, el 23 de mayo de 1975 el SECED pide a las delegaciones territoriales del Servicio, en una nota interior denominada «Operación Puente», que establezca contactos directos con el Obispado («menos con el vasco-navarro por las peculiares características de su clero») para acercar posturas, y se impone, un replanteamiento serio del tratamiento a dar a los delicadísimos problemas del Sector Religioso-Intelectual […]. Marginar la figura de los obispos a la hora de adoptar normas de actuación en las relaciones Iglesia-Estado, denota, en el mejor de los casos, una imperdonable falta de perspectiva y de voluntad realista de buscar soluciones eficaces». Y según recoge Peñaranda en su tesis doctoral, se añadía: «El sistema de multas es revisable, hay que proponer un método alternativo: abandonar el juicio gubernamental sobre la ortodoxia de las homilías […], dar cuenta al obispo […], buscar el diálogo con la jerarquía». Los hechos llevan a pensar que la sugerencia cayó en saco roto. Con la llegada de las vacaciones estivales se interrumpe el relato del SECED, pero, en sus memorias, monseñor Tarancón describe un verano «malísimo», con noticias a diario de multas a sacerdotes, ingresos en prisión por no pagarlas e incidentes en las parroquias, hasta el punto de que llegaron a coincidir en la cárcel de Carabanchel más de diez curas de la diócesis de Madrid y otros tantos de otras. «La Casa» pasa de puntillas sobre el tema con una lacónica frase que encabeza el primer resumen de septiembre: «Ningún cambio significativo en el estado crónico de tensión en las relaciones entre la Iglesia y la administración» (boletín 136). A partir de ese momento, y como ocurre en todos los órdenes del país, las ejecuciones de terroristas en septiembre marcarán el paso de la Iglesia, de sus dirigentes y de sus organizaciones de base. A los más adeptos al régimen les quedará un resquemor que no se ha suavizado con el paso de los años y que resume mejor que nadie el exministro Utrera Molina cuando escribe en su libro de memorias, titulado Sin cambiar de bandera, que «resultaba escandaloso en algunos ver cómo se aprestaban a apuñalar al régimen que en ocasiones habían servido sin vacilación y sin desmayo. […] El régimen no se benefició de la Iglesia, ocurrió exactamente lo con­­trario».

			
LOS ARTISTAS TAMBIÉN HACEN HUELGA


			De los cuatro apartados en los que, al margen de la política, se dividen los Boletines de Situación, el menos numeroso es el Profesional. En él se da cita una veintena de gremios, aunque solo unos pocos de forma habitual. Su análisis demuestra que los espías del franquismo hicieron un seguimiento especial a una serie de colegios especialmente delicados, y desvela, por ejemplo, que el Gobierno tenía abierta una herida con los paros de los MIR en varias provincias, o que tenía inoculado el virus de la subversión en el Colegio de Doctores y Licenciados —citado siempre con el añadido de «fuertemente politizado»—, en la Junta de Arquitectos de Madrid, «controlada por elementos hostiles», o en las sucesivas elecciones en los Colegios de Abogados, donde se comprueba de forma más nítida cómo la batalla por el control de unos profesionales se pierde y se gana metro a metro. De hecho, cada vez que un abogado o un determinado colegio regional es nombrado en los boletines, suele ir acompañado de una etiqueta —a modo de aclaración— para saber si es adepto o no al Movimiento. 

			Pero en ninguna profesión resuenan con tal furia los tambores de guerra como sobre las tablas de los escenarios. A finales de enero de 1975 estalla un conflicto que traerá por la calle de la amargura a las autoridades franquistas, a quienes lo último que les faltaba era ver el cartel de huelga en los teatros madrileños. La chispa salta cuando los actores se unen para exigir que una comisión de once artistas elegidos por ellos negocie el convenio colectivo y acabe con los abusos de los empresarios, entre otras cosas para garantizarles un día de descanso y una jubilación. Pero esto supone «puentear» al Sindicato Vertical, y el Gobierno se niega. Resultado: las caras más conocidas del espectáculo (Juan Diego, Concha Velasco, Adolfo Marsillach, Irene Gutiérrez Caba, Rocío Dúrcal o Sara Montiel) inician un paro indefinido al que se unirán después otros actores, técnicos y realizadores de televisión. La prensa se lanza en tromba ante tan suculento asunto. «Huelga superstar», titula Cambio 16 su portada del 17 de febrero sobre una fotografía de Rocío Dúrcal. El Gobierno responde con un órdago: el 8 de febrero detiene a siete actores, Rocío Dúrcal y Tina Sainz entre ellos. Según la nota que emite la DGS, les acusa de pertenecer a la Unión Popular de Actores, una filial del FRAP. La acusación empuja a la huelga a más artistas, Lola Flores y Manolo Escobar entre ellos, y el paro es ya total. Una vez que pagan las millonarias multas impuestas, vuelven a los escenarios. Así lo relata Victoria Prego:


			Tina Sainz sale de la cárcel a las 4.30 de la tarde y a las 7 está en el teatro Eslava. Se representa El día después de la feria, de Frank Harvey. Primera actriz, Irene Gutiérrez Caba. Tina Sainz entra en escena. Es Ana, una criada victoriana, y dice su primera frase: «Ya estoy aquí, señora. Ya he vuelto». Una cerrada ovación remata sus palabras[48].

			
Los Boletines de Situación pasan de puntillas sobre el tema en las dos primeras semanas (hablan de conflictos generados en uno de los estamentos «hasta ahora no afectados por la subversión», junto al de los comerciantes de alimentación o los funcionarios públicos) y zanjan la polémica en el resumen del 12 de febrero bajo la premisa de que el Gobierno ha recuperado su autoridad, pese a que —y aquí viene una crítica— en un principio se mostró poco firme ante otro ejemplo más de «subversión» política (ni una sola alusión a la justicia o no de sus demandas laborales). Tres meses después, en la madrugada del 8 de mayo, los actores de Madrid suscribirán un convenio colectivo que recoge una revisión salarial en el segundo año con arreglo al coste de la vida, y regula ensayos, dietas, vacaciones, pagas extraordinarias, bajas por enfermedad y duración de las jornadas laborales. En el camino ha quedado otro conflicto que, bajo el prisma del SECED, no es más que una de las muchas caras de la subversión contra el sistema.

			
UNA CRÍTICA A LOS MÉTODOS DE LOS «GRISES»


			Y si los gremios profesionales alteran el sueño al Gobierno, lo que ocurre en las universidades directamente no deja dormir al ministro de Educación, Cruz Martínez Esteruelas, consciente de que las facultades eran la cantera de la militancia política o laboral, como queda demostrado en los boletines. Con independencia de los PNN, los más citados por el SECED son en este período, por este orden, el PCE, la Joven Guardia Roja, la Junta Democrática y la ORT. La minuciosidad con la que informan los agentes a sueldo del Gobierno alcanza aquí las cotas más elevadas. Cada semana se repasan, una a una, las facultades en conflicto, el tipo de incidentes y la propaganda que se ha repartido. El enemigo está claro, y por eso se señala a una serie de líderes que tienen más de agitadores que de estudiantes. «Hay que destacar las intransigentes y descaradas posturas adoptadas por ciertos estudiantes, conocidos activistas, que, elegidos representantes de centro o distrito, intentan provocar la dimisión de ciertas autoridades académicas, como el decano de la Facultad de Económicas de Málaga y el rector de la Universidad de Murcia, ante la total pasividad de catedráticos y profesores y con el consiguiente deterioro de la autoridad y disciplina académicas», se lamentan los agentes de inteligencia el 22 de enero[49]. Pero, realmente, ¿cuántos estudiantes «subversivos» había en las aulas españolas? Según el Libro Blanco de Orden Púbico Nacional, de noviembre de 1975, que citan Sartorius y Sabio, la Policía tenía fichados en toda España a dos mil quinientos «estudiantes plenamente subversivos», el 1 % del total de matriculados. A ellos se une el grupo más peligroso, el de los alumnos fuertemente ideologizados que secundan las consignas lanzadas, y que representan entre el 5 y el 30 % del alumnado de las facultades[50]. Con todos ellos tendrán que lidiar las fuerzas del orden, especialmente, y como ocurre en otros ámbitos, cuando un hecho concreto dispara la tensión. En este caso, la mecha se enciende por el juicio el 20 de enero de 1975 contra un estudiante de la Universidad de Valladolid, José Luis Cancho Beltrán, militante de la JGR, que mientras estaba detenido cayó por la ventana de la comisaría. Los estudiantes vallisoletanos y, por extensión, los de otras muchas ciudades españolas, tienen ya a su nuevo símbolo de la represión franquista. El juicio (y posterior condena de Cancho a cuatro años de prisión por asociación ilícita y propaganda ilegal) crea una escalada de solidaridad con asambleas, suspensión de conciertos y detenciones que culminan en el cierre de la universidad. Las universidades madrileñas son las primeras en recoger el guante, con el reparto de abundante propaganda para invitar a los alumnos a desalojar las aulas el día 20 y organizar una marcha hasta la Plaza de las Salesas, donde había de celebrarse el juicio contra Beltrán. La semana siguiente, los boletines muestran la imposible normalidad de las facultades de Madrid, con cierres intermitentes y protestas continuas, y la de Valladolid, donde hay encierros de alumnos exigiendo al rector la reapertura de la universidad, con las consiguientes cargas y detenciones por parte de la Policía. A ellos se une Murcia, afectada por un paro total para reclamar al Ministerio el cese de su máximo representante. La desazón comienza a cundir entre los dirigentes del SECED, que levantan la voz ante la que consideran estrategia equivocada de Martínez Esteruelas. Tenemos aquí otro ejemplo —no siempre palpable— de la versión crítica del servicio de información:

			Boletín de Situación.— Núm. 113

			ÁMBITO EDUCATIVO.— IMPRESIÓN DE CONJUNTO

			En Madrid y Barcelona, la «idea-fuerza» que los grupos más extremistas buscaban para caldear los ánimos y lograr el posterior enfrentamiento con las FOP la han encontrado: dichas fuerzas penetraron en los centros docentes para retirar carteles de matiz claramente subversivo en horas de clases. Si bien son ciertas la impotencia, muchas veces, e inhibición, otras, de las autoridades académicas para evitar la colocación y permanencia de los carteles en aulas y pasillos, no es menos cierto que la entrada indiscriminada de las FOP para retirarlos crea malestar y tensión en profesores y alumnos, al tiempo que desgasta a dichas fuerzas que, a la larga, serán provocadas por profesionales de la agitación. Todo ello para retirar unos carteles a los que el alumnado presta escasa atención[51].

			
En contra de opiniones más intransigentes de miembros del Gobierno, los agentes de inteligencia piden, por tanto, que cese el espectáculo cotidiano de un grupo de policías entrando en las facultades, como elefante en cacharrería, para retirar carteles subversivos, y que en su lugar se haga la vista gorda. De hecho, una semana después, los universitarios convocan una jornada de repulsa «hábilmente explotada por la prensa», para protestar por esta presencia policial. Como resultado, 


			[…] un paro casi total en la Universidad Complutense, excepto Farmacia y Medicina y parte de Ciencias de la Información. A las 11 horas hubo un desalojo masivo, concentrándose por grupos en los alrededores de la Moncloa. Hacia las 12 saltó un grupo de unos 500 en el Corte Inglés de la calle Princesa, esquina Alberto Aguilera, dando gritos contra la represión y cortando la circulación. A las 12.20 horas unos 300 se concentraron en la esquina de Menéndez Valdés-Hilarión Eslava, siendo disueltos por las FOP[52].

			
Y no es más que el aperitivo de lo que va a ocurrir el 8 de febrero. Ese día, y después de que se haya llegado «a la total y absoluta vejación de la autoridad académica, con agresión a su más representativa figura, el rector, sin que esta situación conllevara una enérgica repulsa de la sociedad y una llamada al orden a los universitarios» (boletín 114), el ministro ordena el cierre de cuatro facultades hasta el curso 1975-1976, lo que supone la pérdida de la matrícula para ocho mil alumnos. Después vendrán cierres indefinidos en Sevilla, Málaga o Salamanca. «La Universidad está ya perdida para el régimen», zanja Prego. 

			
UN DÍA EN LA UNIVERSIDAD (O LA ODISEA DE IR A CLASE)


			En las semanas siguientes, los boletines irán desgranando los detalles de lo que denominan «anormalidad académica» a golpe de «jornadas de lucha» (20 y 26 de febrero, 5 de marzo), que son «un claro intento de mantener el estado de agitación continuo y encaminado a la consecución de una huelga general en la enseñanza»[53]. Una de las muchas virtudes que tienen estos confidenciales es la de hacer una foto fija de lo que ocurría en el país, en este caso en las universidades. Tomemos como ejemplo una reseña del distrito de Madrid, e intentemos, de paso, trasladarnos a sus pasillos alfombrados de octavillas, las aulas violentadas por la Policía y los campus recorridos al galope de los «grises». Así transcurrió la semana del 13 al 19 de febrero: 

			Boletín de Situación.— Núm. 116

			ÁMBITO EDUCATIVO.— IMPRESIÓN DE CONJUNTO

			El cierre de las facultades de Valladolid ha creado una situación de solidaridad, aprovechada por los agitadores para hacerla desembocar en una huelga general, programada para la próxima semana, aprovechando la poca asistencia a clase con motivo de los exámenes de febrero. Como primera actitud y ante la realización de asambleas, en la mayoría de los casos minoritarias, se ha votado, en casi todas las facultades, huelga indefinida y boicot a los exámenes, en tanto no se proceda a la reapertura de Valladolid.

			Los hechos más relevantes de la semana han sido los siguientes:

			— Concentración en las Salesas el día 11 en solidaridad con los detenidos por el Proceso 1.001, al celebrarse la revisión por el Tribunal Supremo. Debido al gran despliegue policial, en los alrededores de la zona no hubo grandes novedades, salvo dos comandos en la calle de Barceló y en la calle Conde de Peñalver; a lo largo de la mañana se practicaron algunas detenciones. El desalojo de las facultades fue escaso.

			— Manifestación ante el rectorado de la Complutense el viernes por la tarde de un grupo de unos 200 procedentes de Medicina, que disolvieron las FOP.

			— Asamblea en facultad en Económicas el viernes por la mañana, masiva y violenta, desalojada por la Policía y posterior concentración y atasco de coches en los alrededores.

			— Situación de paro total y boicot a todos los exámenes en la facultad de Políticas. Es importante señalar que dicho boicot ha contado con colaboraciones activas y pasivas de gran número de profesores. Asamblea de facultad el día 17 por la mañana y posterior desalojo total por parte de las FOP. Un grupo procedente de esta facultad se manifestó posteriormente en la calle Rodríguez San Pedro dando gritos de «Unidad, unidad».

			— Situación de paro casi total en la Autónoma, excepto en la facultad de Derecho y en la de Medicina, que se mantienen equilibradas en los resultados de las votaciones. Se llevan a cabo replanteos diarios sobre huelga, debido a la igualdad de las votaciones y a la poca asistencia a las asambleas, para tratar de desembocar en una huelga general en la anunciada jornada del día 20.

			— En numerosos centros de Enseñanza Media de la capital ha habido piquetes de activistas para impedir la realización de exámenes y la asistencia a clases, efectuándose algunas detenciones de dichos activistas[54].

			
LAS «JUSTAS» REIVINDICACIONES DE LOS PNN


			Por último, y más allá de siglas e ideologías, solo una alusión para volver a una de las ideas apuntadas: estos boletines reivindican el papel que tuvieron en este maremágnum de protestas los profesores no numerarios (los populares penenes, profesores interinos y contratados que en aquel 1975 representaban ya al 80 % de la plantilla de la Universidad), y que no siempre se ha trasladado a los libros de historia. Precisamente porque es distinto al resto, porque detrás del acrónimo PNN no encontramos agazapados a los habituales PCE, PTE o FRAP, el tratamiento que se le da en los boletines es también diferente. Aquí no hay, al menos por el momento, riesgo alguno de subversión marxista, y los agentes del SECED se cambian a la acera de enfrente del Gobierno para darle un toque de atención: «No se ha dado solución alguna al problema de los PNN de Enseñanza Media: existe la posibilidad de un paro a nivel nacional, problema grave, si además se considera que muchas de sus reivindicaciones parecen ser justas», recoge la «Panorámica general» del 15 de enero. «Es urgente la solución de aquellas peticiones justas de dicho estamento —se abunda en páginas interiores—, para evitar el colapso que produciría en este nivel de la enseñanza un posible paro a nivel nacional»[55]. Tras las vacaciones de Semana Santa, la situación de los PNN —advierte el SECED— «se ha hecho crónica» y los temidos exámenes de junio llegan para unos y otros con la «casa sin barrer». El boletín del 28 de mayo refleja con precisión la situación de desconcierto reinante: «Algunos PNN han comenzado los exámenes, otros los han aplazado, tomándose un compás de espera hasta saber la decisión del MEC respecto a sus reivindicaciones en los primeros días de junio».

			Analizado desde el punto de vista de los alumnos, por tanto, el final a un duro año de estudios (y huelgas), de trabajos (y huelgas), de apuntes (y huelgas) se jugará a la ruleta de las reivindicaciones del profesorado, que puede llevarle al aprobado general o al indeseable aplazamiento del examen. A lo largo del mes de junio, no obstante, los Boletines de Situación describen un mapa universitario en el que cada vez son más las facultades que realizan los exámenes con normalidad. Las aguas volverán finalmente a su cauce en todas las facultades menos en la catalana de Bellaterra. A la vuelta del verano, sin embargo, quedará claro que el problema se había cerrado en falso. Para unos y otros —experimentados catedráticos o meritorios PNN en busca de plaza, aplicados alumnos o agitadores aventajados, estudiantes comprometidos con la política o ligados solo a su carrera profesional—, el reinicio del curso vendrá marcado por la espiral que provoca la condena a muerte de los terroristas en septiembre. 

			
¿QUÉ ES UN NIVEL «TOLERABLE» DE CONFLICTIVIDAD?


			El año exacto que transcurre entre noviembre de 1974 y noviembre de 1975, entre el aniversario del asesinato de Carrero Blanco y la muerte de Franco, es especialmente convulso en las fábricas, tal y como lo ha atestiguado un buen puñado de estudios históricos. Veamos ahora cómo se gestiona este polvorín desde «La Casa». El punto de partida lo marca una frase que encontramos en el primer boletín de esta serie, que resume que la conflictividad se ha mantenido esa semana en unos «límites tolerables». ¿Qué es, para el SECED, un nivel «tolerable»? ¿Qué ración de huelgas, encierros y protestas había llegado ya a considerar el régimen, por esas fechas, como asumible? Esa semana, el confidencial da cuenta de protestas en una treintena de empresas. Se ha cerrado, momentáneamente, el conflicto en SEAT, pero la multinacional CASA de Getafe (Madrid) está revolucionada por la detención de varios enlaces sindicales; hay varias minas y astilleros asturianos en paro, trabajadores del metal a punto de abrir un conflicto y sindicalistas de Comisiones Obreras en esta provincia en plena movilización por el juicio a dieciséis de ellos. En total, dos páginas y media de resumen de noticias. Efectivamente, una semana de lo más tranquila. Veremos lo que puede llegar a ser una semana «caliente». En su conjunto, y según datos de Maravall, en los dos últimos años del franquismo se producen tantos conflictos como en el período 1966-1973. 1974 se cierra con 2.290 (13.989.557 horas perdidas), mientras que 1975 llega a los 3.156 conflictos con 14.521.901 horas perdidas[56]. La campaña de huelgas se acelera o se frena en función de conflictos concretos, y en estas primeras semanas el motor es una empresa minera llamada Potasas de Navarra, que encadena un cierre tras otro y actúa como «onda expansiva»[57], arrastrando a un buen puñado de empresas de la provincia, lo que más teme el régimen. Eso y las campañas que un día sí y otro también monta ETA (V), que hace apología entre los obreros con una eficacia demoledora, mucho mayor que la encontrada en los campus universitarios. Esto no obedece a ninguna casualidad, como lo demuestra el curioso dato aportado por Reinares: en el período 1970-1977, la mitad de los militantes que capta la banda son obreros especializados de la industria y los servicios (un porcentaje que se desploma hasta el 16,2 % en el tramo 1983-1995), a los que hay que añadir otro 11,1 % que trabajaban como obreros no especializados en estas mismas industrias (13,5 % en 1983-1995). El siguiente segmento laboral que más nutrió en los setenta la plantilla de ETA fue el de profesionales, personal administrativo, comercial y técnico (20,6 %)[58].

			Los redactores de los boletines admiten que el régimen es víctima de una conspiración que va mucho más allá de demandas económicas y, siguiendo su papel de «inteligencia», aportan datos, buscan culpables y proponen soluciones. Un ejemplo es el resumen del 12 de febrero, que recopila los frentes abiertos («cierres de mercados, paros en distintas instituciones sanitarias, mujeres y niños cortando el tráfico en las carreteras de Barcelona y Andalucía, el conflicto promovido por los actores de teatro y las protestas de los funcionarios civiles de la Administración»), señala al enemigo («una orquestación preconcebida por grupos políticos de oposición y, más concretamente, por la Junta Democrática, con el impulso suave, pero constante y creciente, del PCE, que trata de medir sus fuerzas y posibilidades de cara a una situación revolucionaria que posiblemente hará coincidir con un acontecimiento importante en un futuro más o menos inmediato») y, lo que es más importante, da un toque de atención a las autoridades: «En los ambientes laborales se espera con impaciencia que la Administración adopte medidas conducentes a recuperar la confianza de la gran mayoría del pueblo español»[59].

			Que nadie se engañe: la solución está en la aperturista ley de huelga que el «búnker» retiene en un cajón. Dos semanas después, el SECED vuelve a la carga. Se hace eco con preocupación de los rumores periodísticos, según los cuales el último Consejo de Ministros no aprobó la Ley Básica del Trabajo porque se opuso el sector más duro (la prensa dio en la diana). Y pone más presión aún al presidente del Gobierno: «Es de esperar que tales discrepancias, de existir, puedan ser solucionadas de modo que la necesaria regulación de la huelga sea un hecho en fecha próxima»[60]. Pero no habrá suerte; la ley es vetada por el presidente, y el titular de Trabajo, Licinio de la Fuente, presenta su dimisión. El servicio de información esconde como puede su disgusto: la marcha del ministro «no ha sido bien acogida en el mundo del trabajo, donde el exministro contaba con indiscutibles simpatías», y advierte de que se puede «extender la preocupación de los trabajadores ante una supuesta regresión en la política social». Por eso el SECED, cual martillo percutor, seguirá insistiendo al presidente Arias —lo hará hasta en cinco ocasiones— de que una ley de huelga como la nonata tiene que salir adelante. El lavado de conciencia, esta vez, dará resultado: en mayo, el Gobierno, ya con Fernando Suárez al frente de la cartera de Empleo, aprueba la Ley del Trabajo con parte del espíritu que inspiró el primer texto. El SECED califica de «acertada» la decisión y argumenta su postura: «La necesidad de una regulación venía sintiéndose desde hacía ya largo tiempo, pues era evidente que, al menos en la última década, pocas huelgas habían podido evitarse con una legislación desfasada y carente de realismo. En el mundo laboral no hay mejor política contrasubversiva que una política social avanzada»[61]. 

			«No hay mejor política contrasubversiva que una política social avanzada». Ni más ni menos. Los hombres de Cassinello no han conseguido salvar la cabeza de Licinio de la Fuente, pero sí el espíritu de la ley.

			
ELECCIONES SINDICALES Y TAMBORES DE GUERRA EN LAS EMPRESAS


			Uno de los toros que deberá lidiar el recién estrenado ministro Fernando Suárez será el de las elecciones sindicales, previstas para junio. Desde finales de enero, los confidentes del SECED recopilan todo tipo de documentos sindicales sobre el tema para facilitar la actuación de un Ministerio que no sabe qué camino tomar. Resumen, además, las posturas de cada uno en distintos anexos e intentan desentrañar tácticas y estrategias en una prueba de la importancia que dan al asunto. El sindicalismo vertical es uno de los pilares del régimen; tiene un tercio de la representación en las Cortes, dos representantes en el Consejo del Reino y está en muchos organismos públicos. Sus cargos directivos están controlados por los franquistas con pedigrí, pero en las bases se han ido colando los «rojos» con el desembarco de los candidatos de Comisiones Obreras (CC.OO.). El Boletín de Situación 131 (18-06-1975) adelanta ya un primer balance, con «revolcón» incluido a la Unión General de Trabajadores (UGT): la participación en las elecciones es masiva, la fórmula de «candidaturas unitarias» está triunfando y los grupos de oposición sindical que preconizaban el boicot (UGT, OMLE, LCR, CNT…) han de­mostrado su escaso poder de convocatoria, lo que —vaticinan— «se traducirá en tensiones y radicalización de posturas». Con este escenario, el servicio de información cumple con su papel de orientar a las autoridades: «La Organización Sindical debería, desde este momento, poner todo su esfuerzo en la formación de los nuevos representantes sindicales, para darles a conocer las posibilidades reales del sindicalismo español y conseguir su separación de los grupos de oposición sindical». Dicho de otra manera: al «enemigo» se le combate desde dentro, no desde la grada. El 2 de julio, por fin, ya pueden darse por definitivos los resultados, que arrojan una renovación del 76 % de los enlaces sindicales. De ellos, la inmensa mayoría pertenece a las candidaturas unitarias patrocinadas por CC.OO. Aunque no todos sus miembros sean comunistas, la apuesta le ha salido bien al PCE. El confidencial encarga a las autoridades identificar a los líderes «positivos o independientes», evaluar su capacidad de arrastre y enfrentarlos a los de la oposición, y hace su balance, lo más optimista posible, que gira en torno a las siguientes ideas:[62]

			— Destaca el elevado índice de participación, prueba del «interés de la población laboral de elegir a los hombres que mejor les representen».

			— Con un porcentaje de reelección del 24 %, el Sindicato Vertical «se desprende del lastre de muchos líderes gastados, totalmente desprestigiados, que eran identificados por la base como la propia Organización Sindical y que eran puestos por los grupos de oposición como ejemplo para provocar la reacción». Por el contrario, los reelegidos «han demostrado que es posible después de muchos años en un cargo seguir gozando de la confianza de sus compañeros».

			— La oposición sindical que ha salido elegida «es la real, la que hay y no hay más, salvo un escaso número de elementos ya conocidos que se encontraran despedidos o que se hayan quedado en la sombra».

			Más deberes para el Gobierno, al que le resulta complicado prestar atención a otros menesteres cuando los tambores de guerra retumban con fuerza en las fábricas. ¿Cuántas estaban levantadas en armas? ¿Por qué? Para aquel que quiera aislarse del resto del relato de la Transición y hacer un recorrido por la conflictividad de las fábricas, los boletines son una sugerente fuente de información, otra más de la lectura «sectorial» de este período. En Barcelona, por ejemplo, la palma se la lleva SEAT, tanto por el volumen de su plantilla (28.000 trabajadores) como por la duración de su conflicto, que, como un Guadiana, aparece y desaparece. Junto a la marca de coches, son continuas las protestas en Hispano Olivetti (que el SECED achaca a una estrategia a nivel internacional orquestada desde la casa matriz por el Partido Comunista Italiano)[63], Gallina Blanca (850 empleados) o FECSA (3.150). En Madrid dieron de qué hablar las empresas del metal Citesa (980 empleados) o Robert Bosch (860), así como las instalaciones de CASA en Getafe, Hauser y Menet, de artes gráficas (1.050) o Iberia (personal de tierra). Guipúzcoa fue de largo, como hemos dicho, la provincia más rebelde, con infinidad de empresas pequeñas, con la excepción de algunas grandes, como CAF. En Vizcaya, por su parte, desfilan con frecuencia por los boletines los Altos Hornos (8.000 trabajadores), Firestone Hispania (4.000) o las distintas plantas de astilleros. En Navarra, además de la minera Potasas, hubo protestas en el Hospital Provincial o El Pamplonica. En el resto del norte de España la atención se centró en el ya por entonces castigado (y siempre beligerante) sector del carbón, con paros en las minas asturianas y leonesas, y en los astilleros (Duro Felguera y Hunosa en Asturias). Valencia vivió agitaciones constantes por el convenio del metal. En Valladolid, las miradas estuvieron centradas en la planta de FASA Renault (13.000 trabajadores), en Cádiz en los astilleros (5.000) o los empleados de la vendimia, y en La Coruña con los Astilleros Astano (4.500). El boletín también reserva un apartado para conflictos nacionales como los de la banca o la construcción. Y, sin embargo, la oposición no logró extender a Álava el grado de agitación constante de las otras dos provincias vascas o Navarra. En semanas especialmente calientes solo se informa de dos empresas con alteraciones. Todo cambiará con los sucesos de Vitoria de 1976. 

			



		
			4
ENFERMEDAD Y MUERTE DE UN RÉGIMEN


			
«SU EXCELENCIA ES PADRE Y SABE LO QUE SE SIENTE» 
(EL PRINCIPIO DEL FIN)


			Hay acontecimientos en la Historia, en cualquier historia, que tienen la virtud de condicionar todo lo que ocurre a su alrededor. En el caso del final del franquismo, ese elemento aglutinador serán los Consejos de Guerra del mes de septiembre. A partir de ese momento, las condenas a muerte estarán en el espíritu de cada homilía crítica, en boca de jerarcas de la Iglesia, líderes sindicales y políticos; serán la apostilla para reivindicaciones laborales y argumento de presión en las cancillerías extranjeras. En la frente de los cinco terroristas —tres del FRAP y dos de ETA— a punto de ser fusilados convergerán todas las miradas, por lo que la realidad que reflejan los Boletines de Situación no puede ser sino analizada en su conjunto, y sirve de antesala para el punto central de este capítulo que ahora arranca: la enfermedad y muerte del Generalísimo.

			Septiembre. Octubre. Noviembre. Agonía del régimen. Enfermedad del caudillo. Muerte del dictador. El franquismo afronta su último trimestre de vida con muchas preocupaciones y, quizá, la sospecha de que, en materia de terrorismo, lo peor está por venir. Cuando se redacta el confidencial que resume el último verano de Franco, ya se ha celebrado en Burgos el primero de los Consejos de Guerra (28 de agosto, a los dos días de vigencia de la ley antiterrorista), y en él se condenó a muerte a los terroristas de ETA Ángel Otaegui y José Antonio Garmendia por asesinar al cabo de la Guardia Civil Gregorio Posada en 1974. Mientras los destinatarios reciben el boletín, el segundo Consejo, esta vez en Madrid, ha impuesto la misma condena a tres de los cinco integrantes del FRAP juzgados por matar en julio al policía Lucio Rodríguez. Seis días después, el 17, se imponen otras cinco sentencias de muerte a cinco de los seis miembros del FRAP encausados esta vez por la muerte, un mes antes, del guardia civil Antonio Pose. La actuación se cierra el 19 de septiembre, en Barcelona, con la condena a muerte del etarra Juan Paredes Manot, Txiki, por el asesinato en julio del policía armada Ovidio García. Los juicios se celebran sin las más mínimas garantías procesales. La ley se aplica con carácter retroactivo; a uno de los etarras, Garmendia, se le extrae la declaración pese a que sufre notorias lesiones cerebrales causadas en el tiroteo posterior al asesinato del guardia civil; algunos de estos Consejos son «sumarísimos», pese a que no hay estado de guerra; a los abogados defensores les dan apenas unas horas para leer la documentación, que contiene errores, según denunciarán después; a algunos de ellos se les expulsa de la sala… El Consejo de Ministros del 26 de septiembre confirmará cinco de estas condenas a muerte, las de los etarras Otaegui y Txiki, y las de los terroristas del FRAP José Humberto Francisco Baena, Ramón García Sanz y José Luis Sánchez-Bravo. Habrá otras seis medidas de gracia (conmutación de la pena por cadena perpetua), entre ellas las de dos mujeres terroristas del FRAP, Concepción Tristán y María Jesús Dasca, que estaban embarazadas. Sus familias habían escrito desconsoladas cartas a Franco pidiendo el indulto. La primera, la de Tristán, la escriben su padre y su hermana, ya que la madre de la terrorista había fallecido recientemente: 


			[…] mi hija con una corta edad de 21 años y estado de gestación y considerando que el peso de esta condena podía repercutir a que el nacimiento del hijo que espera pudiera nacer con defectos físicos o mentales, además de que en el futuro podría afectar al niño al criarse a falta de amor y el cariño de la madre (ese amor que solo una madre puede dar). Apelamos a su conciencia para que comprenda el dolor que nos aflije [sic] y esperamos de su bondad infinita, ya que en las manos de su excelencia está el poder conceder la gracia de lo que le quedamos atentamente agradecidos. Dios guarde a su Excelencia muchos años para el bien de España y los españoles[64].

			
En la segunda, el padre de María Jesús Dasca hace profesión de fe cristiana y en la obra de Franco, apelando incluso a sus sentimientos como padre, a quien recuerda que solo Dios puede decidir por la vida de una persona: 


			Excelencia, yo no sé la forma de expresarme mejor, somos una familia trabajadora, siempre adictos a todas sus leyes y mandatos trabajando y criando a nuestros hijos. Yo tengo 5 hijos y ya 5 nietos, si un día se llevaron a mi hija pequeña sin saber quiénes ni porque y le inculcaron otras ideas siendo aún una niña de 16 años le metieron en otras ideas yo creo que ni mi hija sabía lo que hacía […]. Su Excelencia es padre y sabe lo que se siente cuando se está pendiente de que un hijo salga de una gravedad o de un peligro, póngase en nuestro lugar para comprender este inmenso dolor que nos acongoja de que nuestras propias autoridades le quiten la vida a esta hija que nos costó criar y que lo hicimos como Dios nos dio a entender.

			
AL GOBIERNO LE FALTA «GALLARDÍA» (SEGÚN EL SECED)


			En los informes que reparte a las autoridades, el SECED recomienda «firmeza» ante la decisión tomada por el Consejo de Guerra, quizá por una cuestión de coherencia, pero de momento no entra a valorar o censurar las ejecuciones[65]. Lo que sí hace es un profuso diario de a bordo de lo que va ocurriendo, que arranca en el resumen veraniego con manifestaciones «en todas las regiones» y con un despliegue sin precedentes en el que, sorprendentemente, el protagonismo no corresponde a ETA: «Se han superado todas las marcas de propaganda lanzada en anteriores campañas, tanto en cantidad como en variedad. Destacan por el volumen distribuido, con gran diferencia de los siguientes, la ORT y el MCE. Entre las organizaciones que han distribuido menor volumen de propaganda figura la ETA». En paralelo, una campaña en el exterior —relata el boletín— en Alemania, Austria, Bélgica, Dinamarca, Francia, Holanda, Inglaterra, Italia, Malta, Portugal, Suecia y Suiza. A continuación, la lista de las personalidades que han solicitado el indulto, encabezada por el primer ministro sueco, Olof Palme, que «ha pronunciado declaraciones extraordinariamente virulentas», y siguiendo por los líderes socialistas europeos reunidos en Londres. «La única manifestación de solidaridad contra el terrorismo se ha producido en lengua francesa ante la televisión belga el 30 de agosto, recogida dos días después en la publicación La Lanterne», recoge con cierta amargura el boletín[66]. En el terreno político, el Decreto-Ley Antiterrorista y las condenas a muerte han conseguido conciliar lo irreconciliable. La Junta y la Plataforma se sientan en una mesa para emitir un comunicado conjunto, recogido por el Boletín de Situación, en el que se dice que la nueva normativa antiterrorista no va dirigida contra los terroristas, sino «contra las masas populares, ciudadanos, fuerzas organizadas de la oposición y movimiento de las nacionalidades», y es la prueba del algodón para concluir que hay que descartar «toda ilusión aperturista, centrista o reformista» del estado franquista. «No queda otro camino que la ruptura con el régimen», remata la nota. Pero el boletín (18-24 de septiembre) guarda para el final la crítica más atrevida. Va dirigida contra el Gobierno en general y contra su presidente —sin citarle— en particular. Es el resultado de lo que los «observadores» han contado a los hombres del Sector Político del SECED: ¿pero dónde está el Gobierno? Sostiene el Servicio que, ante los ataques a España en el extranjero, el Ejecutivo no está siendo «gallardo» (o, lo que es lo mismo, está siendo cobarde), por lo que es imprescindible que se den explicaciones (Arias Navarro tardará aún seis días más en hacerlo, con los terroristas ya muertos):

			Boletín de Situación.— Núm. 138

			ACTIVIDADES DE CARÁCTER ABIERTO.— IMPRESIÓN DE CONJUNTO

			El pueblo español ve con sorpresa y malestar creciente cómo se ataca a España en el extranjero y cómo se violan nuestras embajadas, consulados, bancos, agencias comerciales y de viajes, etc., echando en falta una gallarda reacción del Gobierno ante tales intromisiones y las correspondientes medidas de réplica. Para algunos observadores, esa, al menos aparente, falta de sensibilidad y pasividad oficial significa un profundo temor de que su actuación pueda acarrear peores consecuencias internas y externas.

			En algunos ambientes politizados corrió el rumor de disensiones internas en el seno del Gobierno, precisamente sobre los aspectos citados, en un momento en que tanto importa la unidad del Gabinete. En cualquier caso, en amplios círculos se estima que el país necesita una explicación a alto nivel de la actuación del Gobierno en relación con aquella campaña.

			
En el Consejo de Ministros del 26 de septiembre, y entre rumores de que una parte de sus miembros ha pedido a Franco clemencia, se reparte la justicia, casi a partes iguales, entre las condenas a muerte (dos etarras y tres miembros del FRAP) y la cadena perpetua (un terrorista de ETA y cinco del FRAP). Los cinco terroristas son ajusticiados a primera hora del día siguiente. Los etarras Otaegui, en Burgos y, cinco minutos después, Paredes Manot, en Barcelona. En Madrid, en el campo de tiro de Hoyo de Manzanares, José Humberto Baena Alonso, Ramón García Sanz y José Luis Sánchez-Bravo Sollas.

			
EL PARTIDISMO DE UN PAPA QUE CALLÓ ANTE UN MAGNICIDIO


			Las ejecuciones sumarísimas provocan una ola de indignación y violencia en todo el mundo, con asaltos a sedes diplomáticas y comerciales españolas, quemas de banderas, ataques a delegaciones de Iberia y llamadas al boicot de productos españoles. En Roma, por ejemplo, se incendiaron autobuses de peregrinos españoles que habían acudido a una ceremonia de beatificación. Algunos comerciantes europeos vieron saqueadas sus tiendas por manifestantes enfurecidos[67]. Los principales Gobiernos, de una manera más o menos oficial, hacen declaraciones a cada cual más dura, tanto antes como después de las ejecuciones. En las horas previas, el secretario general de la ONU, Kurt Waldheim, ha intentado que Arias le coja el teléfono para conseguir algo que el presidente español quizá quiera, pero dudosamente pueda: convencer a Franco para que no haya una sola ejecución. Y más significativo aún: en medio de la noche, el papa ha llamado a El Pardo para pedir lo mismo al Generalísimo, pero el caudillo ha dado la orden de que no se le importune[68]. Horas después, en la audiencia pública de la mañana, el pontífice declara su «dolor» por las ejecuciones, recuerda que ha pedido por tres veces clemencia «a quien corresponde, en nombre de Dios» y, aunque insiste en que condena los actos terroristas cometidos, proclama que «la vida es sagrada y nadie la puede quitar». Este mensaje sorprende a Tarancón, que no esperaba «que las palabras fuesen tan fuertes», y escuece al Gobierno español. Los Boletines de Situación son sensibles a esta irritación. Encontramos aquí la censura más descarnada al pontífice de toda esta serie de confidenciales:

			Boletín de Situación.— Núm. 139

			ÁMBITO RELIGIOSO. RESUMEN DE NOTICIAS

			De desafortunada y partidista podría calificarse la conducta de Pablo VI en sus recientes manifestaciones a los católicos concentrados en la Plaza de San Pedro. Su condena del terrorismo, aún del realizado con fines políticos, se ha visto desmerecida por su enjuiciamiento —contrario— a la decisión del Gobierno español de ejecutar a cinco de los condenados a muerte. Esta actitud del papa contrasta con su negativa de antaño a condenar públicamente el asesinato de Carrero Blanco, repetidamente solicitado por el Gobierno español […]. En algunos sectores romanos y españoles la retirada del embajador español ante la Santa Sede se interpreta como una tácita ruptura de relaciones entre ambos Estados, pese a no haberse publicado ninguna nota en tal sentido[69].

			
A nivel diplomático, la protesta es incuestionable. Diecisiete embajadores y representantes consulares en Madrid son llamados a consultas en sus países[70], pese a lo cual en «la Casa» se intenta ver el lado positivo contraponiendo una campaña exterior que «ha superado todas las previsiones, llegando a extremos de verdadera histeria»[71], frente a una respuesta interior «menor» de lo esperada que nos sirve para hacernos una idea precisa de lo que ocurrió. El 26 de septiembre hubo manifestaciones en San Sebastián, Eibar, Getxo, Madrid y Sabadell. El 27, en cinco ciudades de Vizcaya —Bilbao (cuatro marchas de protesta), Getxo (dos), Sestao, Portugalete y Baracaldo—, en tres guipuzcoanas —San Sebastián, Eibar y Rentería—, en las catalanas Barcelona (tres manifestaciones), Hospitalet de Llobregat, Sabadell y Santa Coloma de Gramanet, y en Madrid (dos), Mieres, Oviedo y Valladolid. El 28, en Barcelona (tres), Tarrasa, Madrid (tres), Pamplona, Salamanca, Zaragoza y, dentro del territorio vasco, en Bilbao (dos), Baracaldo, Erandio (cuatro), Getxo, Las Arenas, Portugalete, San Sebastián (tres), Eibar, Inchaurrondo, Rentería, Villarreal y Zumárraga. Y el 29, «pequeñas manifestaciones» en Bilbao, Madrid, Pamplona, Valencia, Vitoria, San Sebastián (dos) y Zumárraga. Detrás de cada protesta, confidentes del SECED se dedicaban a recoger propaganda y pancartas esparcidas por el suelo, que llevan la firma predominantemente del MCE y del Partido Comunista de Euskadi. Curiosamente, no hay mención alguna a ETA. El reverso de estas protestas, abordado con menos detalle en los estudios históricos, tuvo como protagonistas las reacciones frente a la campaña antiespañola en Ciudadela (Baleares), donde se quemó una bandera francesa frente a la delegación de este país; Cartagena, donde se impidió la salida de un buque italiano; y La Línea de la Concepción, que «reaccionó ante una manifestación de gibraltareños que proferían frases injuriosas junto a la verja fronteriza, apagando sus gritos con los cláxones de vehículo y dando vítores a Franco y al Gobierno»[72].

			La previsible ola de protestas ha puesto en guardia al ejército de informantes del SECED. Mientras en el ámbito profesional hay una inusitada tranquilidad con la sola excepción de numerosas reuniones en el Colegio de Abogados, de las que se deja constancia, en el religioso los agentes alardean de nuevo de saber lo que pasa en cada parroquia. En San Sebastián se han abierto diligencias contra tres sacerdotes por censurar la pena de muerte, como también han hecho curas de las diócesis de Sevilla, Murcia, Cádiz, Bilbao y Barcelona. En Oviedo se ha detectado la reunión de cincuenta párrocos que pretenden hacer una campaña de sensibilización contra la ley antiterrorista, mientras en la catedral de San Isidro de Madrid tuvieron que entrar las Fuerzas de Orden Público para impedir un acto de solidaridad con los terroristas, y en la iglesia de La Luz del barrio de Santamarca, también de la capital, un grupo de feligreses increpó al cura por criticar las ejecuciones, a lo que el religioso respondió que es su forma de entender el Evangelio y que no pensaba rectificar. La situación más delicada se produjo en el Centro Pignatelli de Zaragoza, dependiente de los padres jesuitas, a quienes se ha impuesto una multa de cien mil pesetas. «La policía había irrumpido en el Centro para poner fin a una reunión ilegal. A raíz de las detenciones practicadas quedó desarticulado el Partido del Trabajo de España en Zaragoza y el Comité Local de la Joven Guardia Roja», recuerda el confidencial[73].

			El papa, el secretario general de la ONU, los jesuitas en Zaragoza, un cura «progre» en un barrio conservador de Madrid, turbas incontroladas en Lisboa, abogados defensores indignados, manifestantes enardecidos en Portugalete, Getxo o Eibar… Las protestas tienen toda la variedad de escenarios y protagonistas imaginables. ¿Y qué hace el presidente del Gobierno para combatirlas? La semana anterior, el SECED le había acusado de «falta de gallardía». En este número recibe con agrado la comparecencia del 30 de septiembre en TVE, en la que Arias se presenta como un ciudadano más, indignado con «tanta hipocresía, falsedad e injusticia» ante España. Critica al papa —aunque sin citarle— por sus consejos «revestidos de paternal preocupación», reitera que España es la única dueña de su destino, sin pagar por ello el precio de perder la dignidad, y tiene un emotivo recuerdo hacia los policías asesinados, hacia quienes nadie ha tenido la deferencia de ofrecer «una súplica, una voz piadosa o una oración». El Boletín de Situación tilda su comparecencia de «prudente, enérgica y serena», y sostiene que «ha calmado los ánimos y restablecido la confianza». Pero reclama más:


			Boletín de Situación.— Núm. 139

			ACTIVIDADES DE CARÁCTER ABIERTO. RESUMEN DE NOTICIAS

			La situación exige ahora una acción política decidida. No puede satisfacer la postura de «desprecio» y «seguimos cabalgando» expresada por alguna autoridad. No se puede despreciar la capacidad de convocatoria del PC, al que es necesario combatir ideológicamente a nivel internacional, arbitrando los medios necesarios.

			Es urgente, sin detener la acción policial preventiva y represiva contra el terrorismo, iniciar las acciones políticas que se consideren precisas para evitar que algunos sectores y figuras destacadas dejen de prestar su colaboración con el régimen.

			Es necesario prestigiar nuestro sistema en el exterior, preocupándose de las relaciones públicas con tanta mayor intensidad cuanto más prolongado haya sido el abandono por parte de nuestras representaciones diplomáticas. Asimismo debe realizarse una intensa campaña ideológica entre la masa de emigrantes españoles en Europa, que si hoy son una «mayoría silenciosa», hábilmente manejados, pueden transformarse en una masa politizada que nos cree problemas en el exterior, y en el interior, a su regreso. No debe olvidarse que forzosamente se van a repetir situaciones como la que ha desencadenado esta ola de violencia antiespañola; y que al estar previstos nuevos juicios y nuevas sentencias de muerte, pueden preverse nuevas campañas.

			
Por si fuera poco, la crisis irrumpe en medio de las gestiones sobre el Sahara y en la recta final de las conversaciones sobre los Acuerdos de Cooperación hispano-norteamericanos, que solo el pragmatismo de Washington (el más tibio de todos los Gobiernos en sus reacciones) logrará salvar. El 26 de septiembre, fecha en la que vencía el plazo sobre los pactos bilaterales, ambos Gobiernos llegan al acuerdo de renovar los convenios de amistad, un pacto que no será anunciado hasta el 4 de octubre.

			
LEJOS DEL «BÚNKER», CERCA DEL REY


			Arias ha aprovechado su comparecencia para animar a los españoles a acudir al que será el último acto de exaltación patriótica en la Plaza de Oriente, el 1 de octubre. Las imágenes de la plaza a rebosar son utilizadas por el Gobierno como la prueba de que el pueblo está con su caudillo frente a la injerencia externa. No se dice nada en el boletín, por supuesto, de la evidente ancianidad de Franco, ni de que su voz prácticamente inaudible hizo difícil escuchar aquel célebre «todo lo que en España y en Europa se ha armado obedece a una conspiración masónica-izquierdista en la clase política, en contubernio con la subversión comunista-terrorista en lo social que, si a nosotros nos honra, a ellos les envilece». Según relata su médico, Vicente Pozuelo, la emoción no solo ha alcanzado a sus seguidores, sino también al propio caudillo, que tras terminar su discurso se echa a llorar ante el cardenal primado de Toledo, monseñor González Martín, quien le felicita y le bendice[74]. Los «comentaristas políticos» con los que hablan Peñaranda y Atienza interpretan el acto patriótico como «una transitoria confianza en el Gobierno», lo que se traduce en otro toque para que se abra al aperturismo: 

			Boletín de Situación.— Núm. 140

			ACTIVIDADES DE CARÁCTER ABIERTO. IMPRESIÓN DE CONJUNTO

			Parece que se le brinda la posibilidad de aprovechar ese clima para que se lance a un programa de amplia participación de reformas imprescindibles en los sectores político y social, sin que los problemas terroristas lleguen a absorber la total atención del Gobierno, con menoscabo de la dedicación que otros importantes problemas merecen […].

			Algunos comentaristas recuerdan la conveniencia de que el Gobierno defina nuevamente su programa político y sus objetivos inmediatos dentro de aquel.

			
Tomemos esta cita con un poco de perspectiva. Cada vez que los terroristas se han llenado las manos de sangre, los hombres de Valverde y Cassinello se han puesto firmes al lado del presidente, incluso para defender la tan zarandeada Ley Antiterrorista. Pero esto no quiere decir, ni mucho menos, que el Gobierno deba dar un paso atrás en sus reformas. Ni que triunfen los del «búnker». Más bien todo lo contrario. Debe ser —viene a decir el SECED— un puñetazo en la mesa no para atrincherarse tras ella, sino para abrir la puerta de las «reformas imprescindibles» en lo político y en lo social, e incluso «reinventarse». En la valoración de la agencia de información se resalta además un matiz que, como veremos, analizado en contexto no es anecdótico: el hecho de que el príncipe «fuera aclamado con tanto calor popular en presencia de Franco». «Las muestras reiteradas de adhesión a Su Alteza Real se estiman en amplios ambientes como esperanzador de cara al futuro», deja caer el documento, que insinúa que el protagonista del acto no ha sido solo Franco sino también don Juan Carlos.

			Pero, como es sabido, otro acontecimiento se encargará de hacer sangrienta contrapropaganda. Poco antes de que se inicie el acto, cuatro agentes de Policía caen asesinados a tiros en varios puntos de Madrid. El boletín es un claro reflejo del desconcierto que el atentado genera en el Gobierno y en la sociedad, con una valoración muy llamativa: «No ha sido reivindicado por grupo alguno, ni probablemente lo será, dada su evidente impopularidad, al igual que ocurrió con el policía asesinado en Barcelona» (reivindicado posteriormente por el FRAP). Sorprende la candidez de los agentes del SECED, que sostienen por segunda vez que un grupo terrorista no tiene intención de reivindicar el asesinato de un policía porque es «impopular», cuando es precisamente lo contrario —propaganda, indignación, acción-represión— lo que se busca.

			La semana de la exaltación patriótica, del misterioso tiroteo a cuatro policías en Madrid y del nuevo peldaño en la escalera de la crueldad de ETA (que volverá a matar ese mes de octubre) coincide con una Universidad a medio gas que inicia estos días el curso escolar, con un sector profesional que, para sorpresa de los agentes del SECED, está especialmente silencioso y con un ambiente laboral que vuelve a su cauce con la expectativa de la segunda fase de las elecciones sindicales, salvo en Guipúzcoa a cuenta de un paro general. Pero una nueva e inesperada batalla tendrá de nuevo al Gobierno y a la Iglesia como oponentes. Sin el consentimiento de su superior, el obispo auxiliar de Madrid, Alberto Iniesta, pronuncia (y reparte entre los sacerdotes de su vicaría) una homilía en la que cuestiona las ejecuciones y, en palabras del propio Tarancón, «va más allá de donde había llegado el papa», poniendo «en un brete» a toda la Conferencia Episcopal. El boletín tilda de «inoportuna» la homilía, y dice que «ha truncado la actitud positiva que había adoptado la generalidad de la Iglesia española, consciente de la gravedad del momento». Para intentar calmar al Gobierno, Tarancón envía a Iniesta a Roma para que informe de lo ocurrido. Su incidente, como tantas otras cosas, quedará eclipsado por la enfermedad del Generalísimo. Entramos en el principio del fin, un ritmo vertiginoso de noticias que los españoles de uno y otro bando vivirán con el aliento contenido. Pero, como siempre, el pulso ha dejado huella, y los confidenciales plasman, una vez más, la «letra pequeña» de la Transición:


			Boletín de Situación.— Núm. 140

			ÁMBITO RELIGIOSO. RESUMEN DE NOTICIAS

			SACERDOTES, ORGANIZACIONES Y FIELES

			El sacerdote escolapio D. Luis María Xirinachs fue puesto en libertad tras haber cumplido condena por propaganda ilegal en favor de los acusados del proceso de Burgos en 1970.

			El cabildo catedralicio de Pamplona negó su autorización para celebrar en la catedral el funeral por los cinco terroristas ejecutados.

			El sacerdote encargado de oficiar el suspendido funeral por el terrorista Paredes Manot fue agredido en Barcelona por tres desconocidos que le causaron heridas en rostro y cabeza.

			El gobernador civil de Palma de Mallorca sancionó a un párroco de la provincia por una homilía pronunciada el pasado 30 de agosto. La multa, contra la que el sacerdote piensa recurrir, asciende a 300.000 pesetas.

			Otro sacerdote vasco fue sancionado por el mismo motivo con 200.000 pesetas.

			Un sacerdote de San Sebastián ingresó en prisión acusado del delito de insulto grave a las Fuerzas de Orden Público.

			Detención de dos sacerdotes en Sestao por encontrarse participando en una manifestación con alteración del orden público.

			Sacerdote puesto a disposición del juzgado por conceptos vertidos en una homilía en La Coruña.

			HOMILÍAS Y ACTIVIDADES CONFLICTIVAS

			Considerable aumento de las homilías conflictivas con manifestaciones de censura al Gobierno por causa de las cinco ejecuciones.

			Destacaron por su agresividad los sacerdotes de las diócesis de Guipúzcoa, Barcelona, Cádiz, Sevilla, Santander, Zamora, Valencia, Pontevedra y Madrid. En numerosas iglesias se produjeron incidentes al no estar de acuerdo con los sacerdotes la mayoría de los asistentes.

			Se detectó en Murcia la utilización por varias organizaciones subversivas de locales parroquiales para reuniones ilegales. Destacan grupos de COAR, FRAP, UCE, etc.

			Se difundió en Madrid un panfleto que con el título «comunicado de las comunidades cristianas de Madrid» intenta influir en contra de la Ley Antiterrorismo y exige la amnistía para todos los presos políticos. Asimismo acusa a la jerarquía eclesiástica de cómplice de lo que califica como sistema político opresor. Al parecer, el texto ha sido elaborado por un grupo de 300 cristianos pertenecientes a diversas comunidades de la archidiócesis. 

			Bajo el título «once penas de muerte» fue ampliamente difundido en Sevilla y su provincia un panfleto-denuncia de la Ley Antiterrorismo en el que se señala además el «fariseismo y juego sucio de la jerarquía eclesiástica» y la «continua represión», efectuándose un llamamiento a la lucha y a la protesta activa contra la pena de muerte. La octavilla tiene la firma de «cristianos de Sevilla».

			
EL SECED CRITICA A ARIAS Y SABE QUE FRANCO SE MUERE


			Durante décadas, los españoles no solo no habían visto enfermo a Franco, sino que, en las ocasiones en las que había tenido algún problema de salud, el régimen se había encargado de airear todo lo contrario. En toda su vida había sufrido tres percances: la herida en El Biutz, en la guerra de Marruecos, en 1916; un accidente de coche en Salamanca, en 1935, y el accidente de caza de 1961. Entre 1939 y 1974 apenas guardó cama una docena de veces por fiebres, intoxicaciones o alguna infección. «La única enfermedad que tengo son mis 73 años», le dijo a su primo Franco Salgado en 1966[75]. Pero, como sostiene Fusi, probablemente aquello ya no era cierto, ya que, lo supiese o no el propio paciente, y pese a que no se hiciera oficial hasta 1974, el caudillo sufría ya párkinson, que se manifestó en todos sus síntomas externos: inexpresividad facial, voz débil y monótona, temblor de manos, fijeza en la mirada, rigidez corporal…[76]. El «hecho biológico», la defunción de Franco, comienza a escribirse el 12 de octubre de 1975, fiesta de la Hispanidad. Ese día acude a un acto al Instituto de Cultura Hispánica y por la tarde coge la gripe. Será la última vez que se le vea en público. Tres días después, y ante la llamada urgente a las tres de la madrugada de que el jefe del Estado siente una fuerte opresión en el pecho, el doctor Pozuelo se empeña en hacerle un electrocardiograma, que pide al hospital La Paz. El jefe del servicio de Cardiología, doctor Vital Aza, comprobará espantado al día siguiente que Franco ha sufrido un infarto agudo de miocardio, por lo que le ruega que guarde cama, algo que solo aceptará después de la celebración del Consejo de Ministros del día 17. «Tengo cosas importantes que hacer», fue la respuesta del paciente. «Y, sin hacernos caso, se levantó, se vistió y se fue andando al despacho», recuerda el doctor Pozuelo[77]. Un día antes de que se celebre ese Consejo de Ministros, Arias y el ministro de Asuntos Exteriores, Pedro Cortina Mauri, acuden a El Pardo con una noticia buena y otra mala, mas los médicos les piden que le den a Franco la primera pero le oculten la segunda. La primera es que el Tribunal Internacional de Arbitraje de La Haya ha respaldado la tesis española sobre el Sahara al dictaminar que Marruecos no puede reclamar relación de soberanía sobre el territorio, por lo que el referéndum de autodeterminación puede seguir adelante. Pero Rabat se agarra a que el dictamen reconoce lazos de «vasallaje» entre algunas tribus saharauis y el sultán de Marruecos, por lo que el rey Hassan II anuncia una «Marcha verde» de ciudadanos desarmados para tomar, por las buenas, el Sahara, actuación que se pondrá en marcha cinco días después, el 21 de octubre. El Consejo de Ministros del día 17 es dramático. Franco no ha aceptado celebrar en su dormitorio o en silla de ruedas la reunión, pero sí que le monitoricen para seguir al segundo la evolución de su corazón. Cuando los ministros llegan a la sala, el caudillo les espera sentado. La reunión es muy breve, por petición expresa de los médicos a Arias. Y dura no solo para Franco, sino también para los doctores Pozuelo y Mínguez, que aguardan en una habitación contigua. «En más de una ocasión, hicimos ademán de levantarnos para pasar a aquella sala […]. Una vez el pulso le subió hasta 120»[78]. Cuando terminó el Consejo, Franco aceptó, esta vez sí, guardar cama. Aquel día, el dictador «supo que había llegado su fin», sentencia Luis Suárez. Por eso, al día siguiente, sin decírselo a nadie, se encierra en su despacho para redactar el testamento que un mes después leerá Arias Navarro ante las cámaras[79].

			A modo de presentación, el Boletín de Situación 142 (15 al 22 de octubre) avanza los dos «problemas candentes y próximos»: el ingreso hospitalario de Franco y la crisis del Sahara, expuestos ambos, sobre todo el primero, con bastante crudeza, y con una andanada sin paños calientes a la política de información del Gobierno, especialmente en lo referente a la enfermedad de Franco. «La opinión pública ha lamentado profundamente la inexplicable demora de la difusión de alguna nota oficial que reflejase con la necesaria claridad cuanto venía aconteciendo», escriben los agentes, que llegan incluso a acusar al atribulado Gobierno Arias de «falta de consideración hacia el pueblo español». Y añaden:


			La ansiedad del país, apreciada en la calle, en los círculos políticos o incluso en las altas instituciones del Estado, era patente. Los rumores crecían, sin posibilidad de confirmación o réplica de fuentes oficiales, hasta configurar las más peregrinas especulaciones difundidas incluso por medios de comunicación social extranjeros de la mayor solvencia. 

			
El día más crítico fue el 20 de octubre, cuando a las 21.00 horas se emitió por TVE y el resto de medios un «lacónico comunicado emitido por la Casa Civil de S. E.», en el que se daba cuenta de la superación por parte del dictador de la crisis cardíaca que había sufrido en la madrugada del martes. Quedaba despejado en parte el gran «interrogante», reza el boletín, «que tuvo sumido al país —y puede decirse que al mundo entero—, en la más grande de las confusiones, casi por espacio de 24 horas». A juicio de los responsables del SECED, el Gobierno ha actuado tarde y mal, ha perdido crédito y ha causado un inquietante vacío de poder:


			Boletín de Situación.— Núm. 142

			ACTIVIDADES DE CARÁCTER ABIERTO. RESUMEN DE NOTICIAS

			La opinión pública se pregunta cómo ha sido posible este mutismo oficioso y oficial, que ha dado pábulo a todo tipo de rumores, bulos y noticias; no entendiendo cómo, dadas las circunstancias de edad y salud que rodean la figura del jefe del Estado, y el carisma de que goza en todo el pueblo español, no ha sido informada de forma puntual y veraz, con la máxima claridad posible sobre el desarrollo de los acontecimientos […]. 

			La proliferación del rumor —no desmentido oportunamente— ha hecho que el pueblo recibiera con escepticismo la comunicación oficial, no dando suficiente crédito a la misma por encontrarse desorientado, confuso y zozobrante. Todo lo anterior puede entrañar un peligroso y nada conveniente descrédito del Ejecutivo, tan necesitado de credibilidad en la base, ante un futuro próximo. Con su situación se creó una sensación de vacío de poder, muy grave en la situación en la que vivimos.

			
En esta indignación contenida del SECED con el Gobierno y su política informativa, y la que vendrá después, tiene mucho que ver este testimonio de Andrés Cassinello manifestado cuatro décadas después: «Unos días antes nosotros sabíamos que Franco se moría, y pusimos un telegrama a nuestro delegado que decía algo así como “Situación irreversible, plazo imprevisible”, cuando todo el Gobierno decía que mejoraba».

			
ENTRE EL TODO Y LA NADA ESTÁ EL PRÍNCIPE (PERO NO SU PADRE)


			«La afección de S. E. hace pensar, en los círculos políticos, en la posibilidad de que tal circunstancia obligue al jefe del Estado a poner en marcha en las próximas fechas el proceso sucesorio, decisión que en muchos sectores sería bien acogida», recoge el resumen semanal. Una vez más, el comentario no es casual, aunque esta vez llega ya tarde. En los últimos meses, cada vez que han tenido ocasión los agentes han dejado caer su apuesta por lo que se llamó «Operación Tránsito», la proclamación del rey con Franco aún vivo. Hasta las ejecuciones de septiembre, la presencia del jefe del Estado en los boletines ha sido escasa, en ocasiones casi anecdótica, con apenas una decena de menciones en total a su agenda, prueba de que su presencia en la vida pública era cada vez menor. Por el contrario, las alusiones al príncipe dan cuenta de sus actos públicos y destacan las muestras de cariño del pueblo con un tono que no encontramos en los párrafos dedicados al caudillo. Un ejemplo, la impresión que el 20 de marzo recogen los analistas políticos tanto en la prensa como en las reuniones secretas: 

			Boletín de Situación.— Núm. 119

			ACTIVIDADES DE CARÁCTER ABIERTO. RESUMEN DE NOTICIAS

			S.A.R. el Príncipe D. Juan Carlos presidió en la Academia General Militar de Zaragoza la entrega de despachos a los Tenientes de la XXX Promoción. El eco extraordinario con que la prensa, radio y televisión recogieron el acto indica un mayor interés y expectación, si cabe, del pueblo español ante la figura del sucesor a la Jefatura del Estado, a título de rey. Los observadores coinciden en destacar que D. Juan Carlos reflejaba un acusado estilo de mando y majestad en la revista a los oficiales y cadetes, así como en su alocución, de la que toda la prensa resaltó la frase: «Tened la mente clara y no dejaos engañar con turbias o falsas ideas».

			
Don Juan Carlos es ya, a estas alturas, para los espías del SECED, la apuesta de futuro, una significación que posiblemente no entusiasmaba al presidente del Gobierno y que resumen muy bien el 5 de noviembre, cuando vaticinan que el órdago del «todo o nada» de la oposición fracasará y que en el punto medio está don Juan Carlos: «Ante el futuro, ni la España de todos puede ser la que se niegue a cualquier tipo de evolución, ni la que parte exclusivamente de la revancha». Pero, ¿qué ocurre con el otro aspirante al trono, su padre don Juan? Para él, las alusiones son, en el mejor de los casos, una simple reseña de sus actos. Cuando entra a valorar, el SECED lo hace con la crítica afilada, un gesto —como algunos otros— que no está exento de cierta valentía si se tiene en cuenta que los informes llegaban al propio don Juan Carlos («uno de los ayudantes del príncipe me dijo que sí los recibía. Quizá le llegaban ya subrayados en lo importante, pero le llegaban», confiesa Peñaranda a este autor). La crítica más severa se produce con motivo de la declaración que don Juan hace en su residencia en Estoril, el 14 de junio, en la que proclama que es el titular legítimo de los «derechos y deberes» de la monarquía, a los que no va a renunciar, y —aunque no le cita— niega la legitimidad de su hijo, impuesto por Franco. La reacción en Castellana, 5 al conocer los manejos de don Juan fue virulenta: 


			Boletín de Situación.— Núm. 131

			ACTIVIDADES DE CARÁCTER ABIERTO. RESUMEN DE NOTICIAS

			Sorprendentes y lamentables han sido, una vez más, las declaraciones de D. Juan de Borbón, basadas en unos deberes perdidos en 1931, que anulan cualquier clase de derechos que no sean la voluntad de los españoles, ya manifestada a través de dos referéndums, que plasmaron la instauración de una monarquía, personificada en el príncipe de España. Toda la prensa y la opinión pública en general deploran las declaraciones del conde de Barcelona, que, lejos de apoyar la institución monárquica, solo ofrecen confusión y obstáculos en el camino de la transición política del país; considerándose que la réplica más eficaz será la aceleración del proceso de institucionalización y la evolución política a todos los niveles, y el afianzamiento de la figura del príncipe. Desde distintos ámbitos del país se pide una respuesta contundente por parte de las autoridades a las manifestaciones del conde de Barcelona, el cual no merece ser acreedor, según un extenso sentir popular, a las facilidades ni a las atenciones que se le han venido dispensando en nuestro país en los últimos años.

			
HASSAN II SE RETIRA Y EN «LA CASA» SE QUEJAN DEL GOBIERNO


			En cualquier caso, en los últimos estertores del franquismo el debate está ya superado en el SECED. El boletín que se cierra solo quince días antes de la muerte de Franco arranca con más elogios al príncipe de España en un mensaje de aliento tras haber asumido, de nuevo interinamente, por segunda vez en año y medio, la jefatura del Estado. De él se dice que es una «figura indiscutible» que garantiza «la continuidad en la vida del país, amenazada, en días anteriores, por una sensación de vacío de poder que determinaba peligrosas vulnerabilidades». Los elogios al futuro rey de España se reproducen a cuenta de su repentino viaje a El Aaiún, el domingo 2 de noviembre, para respaldar a unas tropas españolas confundidas y angustiadas por el imparable avance de la «Marcha verde». En el Sahara pasará cuatro horas, suficientes para reunirse con los mandos militares y con la tropa, a quienes promete, con trescientos periodistas como testigos, que «se hará cuanto sea necesario para que nuestro ejército conserve intacto su prestigio y honor». El confidencial del SECED resume la acogida que la visita ha tenido en la prensa, especialmente por lo que supone para la moral de las tropas destacadas en el Sahara, y concluye que el gesto «ha potenciado el arraigo que la personalidad del príncipe tiene ya en una mayoría considerable del país». Pero detrás de esta fachada de optimismo se adivinan elementos de preocupación: «Las próximas horas y días estarán llenos de incertidumbre […]. La posición española parece firme; el monarca marroquí sabe lo que arriesga. No obstante, los observadores políticos entienden que sería deseable que aquella marcha fuera interrumpida sin necesidad de intervención de las tropas»[80].

			Sin embargo, la salud de Franco vuelve a interferir en la batalla diplomática. La prensa lleva días agotando todos los titulares posibles —«Franco se muere», abre, por ejemplo, a toda página Nuevo Diario el 29 de octubre—. El lunes 3 de noviembre será crítico para el caudillo. Cuatro días antes, los médicos le habían comunicado que había sufrido un infarto de miocardio y una complicación intestinal grave que derivó en peritonitis. Los acontecimientos se aceleran el día 2, cuando los doctores tienen que operarle de urgencia en el botiquín del regimiento de la Guardia del Palacio del Pardo ante la imposibilidad de llevarle a un hospital. Tres días después volverá a ser operado en La Paz. Los militares del servicio de inteligencia son, en estas críticas horas, casi más franquistas que Franco: «Buena parte de los españoles pasaron la noche del lunes y la madrugada del martes pendientes de la televisión y de la radio, y son muchos los madrileños que testimonian su cariño y respeto por la figura histórica de S. E., acudiendo a las proximidades del Palacio de El Pardo».

			El 12 de noviembre de 1975, los hombres de Juan Valverde y Andrés Cassinello se sientan en su despacho de Castellana, 5, a redactar el que será el penúltimo Boletín de Situación del SECED, el número 145, con Franco en vida. Son treinta y una páginas que nacen cargadas de optimismo entre tanto tiempo turbulento: 


			El país recibe con naturalidad las noticias de la enfermedad del caudillo y las previsiones de su normal desenlace han dejado de suscitar los temores catastróficos de unos y las esperanzas desbordadas de otros. Con ello, hay una extensión creciente de la estabilidad y una simultánea convergencia de actitudes hacia la moderación, que los esfuerzos de los extremos no logran romper.

			
Pero, a ojos del SECED, este clima de optimismo, forzado o no, no es precisamente un mérito atribuible al Gobierno, sino más bien lo contrario. Las críticas vertidas a su política informativa con el inicio de la enfermedad de Franco vuelven a aparecer un mes después. El «nuevo e incomprensible vacío informativo» merece un lugar destacado en la «Panorámica general» del resumen 145 (5-12 de noviembre), esta vez a cuenta de las negociaciones con Rabat. «De nuevo se hace necesaria una información veraz y total, que permita a los españoles asumir los posibles riesgos de confrontación con serenidad y que haga ganar al Gobierno esa confianza total que puede merecerse por su tesón y habilidad, pero que pierde por el desconocimiento en que mantiene a nuestro pueblo», sentencia el documento. El domingo 9, Hassan II convoca a los periodistas para anunciar que la marcha retrocede hasta los campamentos de Tarfaya. La prensa especula sobre si es un paso atrás táctico o real, una duda que se resuelve dos días después: España, Marruecos y Mauritania han alcanzado el llamado Acuerdo de Madrid sobre el Sahara, que supone el fin de la presencia española en su antigua colonia, y que debe formalizarse antes de que termine febrero de 1976.

			Y al Generalísimo le quedan nueve días de vida.

			
LOS SUBVERSIVOS «ABSORBIDOS» POR EL MOMENTO 
Y OTROS MOVIMIENTOS POLÍTICOS


			19 de noviembre de 1975. Franco morirá mañana. Los hombres de Valverde ofrecen un resumen de la situación que muestra bien, como en casos anteriores, esa faceta de análisis (no solo de información) que tiene un servicio de inteligencia:

			Boletín de Situación.— Núm. 146

			ACTIVIDADES CLANDESTINAS DE ORDEN GENERAL. IMPRESIÓN DE CONJUNTO

			En general, se mantiene el compás de espera provocado en la actividad de los grupos subversivos, por la prolongada enfermedad del jefe del Estado y su probable desenlace. No obstante, si se quisiera presentar en forma esquemática la actitud de dichos grupos ante el hecho de la sucesión, podrían definirse tres posturas.

			En primer lugar, los grupos que aceptan la instauración monárquica como un hecho consumado y se preparan a aprovechar la posible evolución aperturista para integrarse en la legalidad, con más o menos reservas mentales, para, una vez introducidos en el juego político, tratar de llevar a la práctica su ideario. Dentro de esta postura podrían encajarse los grupos clandestinos democristianos y socialistas, sometidos, por otra parte, a presiones de sus correligionarios de Europa Occidental.

			En segundo lugar, aparece el PCE y sus Juntas Democráticas, contrarios a la instauración, que difunden consignas, sin demasiada fe, para provocar las acciones «pacíficas» ya conocidas. En el fondo, si se les dejara, aceptarían también una instauración sometida a un referéndum que les permitiese guardar las formas. Las recientes detenciones de destacados miembros del Comité Central del PCE hacen todavía más improbable la realización de las acciones inmediatas convocadas.

			En tercer lugar, la extrema izquierda (maoístas y trotskistas, fundamentalmente) rechaza en absoluto la monarquía y puede provocar algunas acciones violentas aisladas. De hecho, en la campaña de agitación ya iniciada y que probablemente crecerá en días sucesivos, la propaganda difundida se debe, en su casi totalidad, a la Organización Revolucionaria de Trabajadores (ORT), al Movimiento Comunista de España (MCE), al Partido del Trabajo de España (PTE) y a las dos Ligas trotskistas, con notorio predominio de la ORT[81].

			
Y en el resto de apartados analizados por el SECED, la misma tónica que en semanas anteriores: la de unos universitarios, obreros o religiosos que contienen el aliento ante el descarnado parte diario de la salud de Franco. Los protagonistas del Sector Religioso están «absorbidos por la trascendencia del momento político», las movilizaciones de los abogados se han desinflado por «discrepancias internas» y, en las aulas, el confidencial reseña solo «pequeños paros y desalojos». Sin embargo, el mayor movimiento se librará entre los bastidores del Consejo de Ministros del día 14, después de que don Juan Carlos cometiera el desliz de citar a los ministros militares para hablar del Sahara sin advertir de ello a Arias Navarro, que aprovecha la ocasión ni más ni menos que para dimitir. En lugar de presidir la reunión ministerial, el presidente, que percibe la debilidad del futuro monarca y aprieta todo lo que puede, acude a su despacho a recoger papeles. Solo tras las disculpas implorantes de don Juan Carlos aceptará retomar sus funciones. Pero la de Arias no era la única carta que se va a jugar tras la muerte de Franco, pues había otra de enorme importancia para el franquismo. El mandato del leal Rodríguez de Valcárcel como presidente del Consejo del Reino expiraba el 25 de noviembre, y si Franco vivía para esa fecha y lo prorrogaba, el «búnker» se aseguraría un mayor control sobre la futura terna de candidatos a jefe del Gobierno que con un nombre colocado por el rey. Los Boletines de Situación se hacen eco de las numerosas «quinielas» sobre quién será el próximo presidente de las Cortes (el propio Valcárcel incluido), y recuerdan al príncipe todo lo que está en juego: «Según la persona elegida, tal designación podía interpretarse como la iniciación de una nueva marcha política o como expresión de un deseo de continuidad»[82]. Y lo hacen después de digerir todo lo que en esos días le han ido contando sus fuentes políticas. La entrevista más reveladora es la que el 7 de noviembre mantienen José Faura y Peñaranda con Joaquín Garrigues Walker y Antonio Fontán. En ella, los agentes proponen a Rodolfo Martín Villa, un candidato sobre el papel más aperturista que todos los que se habían ido barajando. El elegido, como sabemos, fue Torcuato Fernández-Miranda, que figuraba solo en algunas de las quinielas que manejaban Peñaranda y sus hombres del Sector Político. 

			Mientras tanto, en una cama de hospital, el jefe del Estado ha entrado de nuevo en el quirófano y ha salido con vida casi de milagro. El empeño de su yerno y miembro del equipo médico, Cristóbal Martínez Bordiú, por mantenerlo vivo ha desatado todo tipo de especulaciones. Pero el cuerpo de Franco no podrá aguantar mucho más.

			
FRANCO HA MUERTO. «NO TE MUEVAS DE CASA»


			Suena el teléfono a las cinco y media de la mañana. Descuelga Torcuato Fernández-Miranda. Al otro lado está el príncipe de España: «Ha muerto. No te muevas de casa».

			A Adolfo Suárez le confirman la noticia también por teléfono de una forma aún más escueta. Basta una palabra de dos letras: «Ya».

			A Gabriel Cisneros el mensaje es solo un poco más preciso: «Ya, ha sido ahora mismo», suficiente para que salte de la cama y se vaya a su despacho de Presidencia del Gobierno, contiguo a la sede del SECED. 

			Franco ha muerto. El teléfono es a esas intempestivas horas, minutos después de que el dictador fallezca, el vehículo por el cual franquistas y antifranquistas, dirigentes y aspirantes a serlo, se dan unos a otros la noticia. Luis Solana marca el número de José Pedro Pérez Llorca, a quien le había vencido el cansancio y se había ido a dormir; a Miguel Boyer le avisa su compañero socialista Luis Gómez Llorente, y ambos deciden irse a desayunar café con tostadas para tragar la noticia. A Ramón Tamames la llamada le sorprende en Berlín, a donde había acudido para participar en unas conferencias. Según admitirá más tarde, tras escucharla de boca de su mujer, que había descolgado el teléfono, volvió a quedarse dormido. El timbre de un teléfono de madrugada sí saca a Felipe González de la cama de su apartamento con vistas a la Gran Vía madrileña. Está recién llegado de París tras participar en un congreso del SPD y de reunirse después con Carrillo. Al líder del PCE, por cierto, no hizo falta avisarle: escuchó la noticia por la radio, pero le pareció demasiado pronto para descorchar la botella de champán que tenía en la nevera[83]. 

			Como tantos españoles, lo primero que han hecho cientos de políticos nada más abrir un ojo es encender el aparato de radio. Y así se enteran de la noticia. El locutor es el encargado de comunicar la muerte de Franco en los domicilios de Txiki Benegas, Gregorio Peces-Barba, Luis Yáñez o Jordi Solé Tura. También al abogado y nacionalista catalán Miquel Roca, a quien le acaban de llamar por teléfono para decirle simplemente que encienda el transistor. La misma noticia la escucha por la radio en su casa Marta Ferrusola, que inmediatamente después despierta a su marido, Jordi Pujol. A esa misma hora, otro aparato confirma lo ocurrido a Manuel Fraga en su casa de Madrid. Eran las seis de la mañana.

			En su despacho, en vela toda la noche, estaba a esas horas el gobernador civil de Barcelona, Rodolfo Martín Villa, a quien ha avisado por teléfono el presidente de la Diputación, Juan Antonio Samaranch. Pero para pocos supuso tanta emoción contenida como para Marcelino Camacho o Nicolás Sartorius. «¡Franco ha muerto!», gritó a las cinco de la mañana uno de los presos, que acababa de escuchar la noticia en un transistor clandestino que durante el día escondían bajo una loseta. «A las siete y media de la mañana, cuando abrieron las puertas de las celdas, salimos todos fumando un puro —relata Sartorius—. Los teníamos reservados para la ocasión».

			Por un aparato de radio acomodado en la mesilla o acurrucado bajo un azulejo, por una llamada de teléfono o por el aviso de un familiar, lo cierto es que la muerte de Franco era conocida desde las 4.58 horas de la madrugada, cuando un teletipo de Europa Press la lanzó al mundo. Los responsables de dar la noticia, antes incluso de que se hiciera oficial, fueron dos periodistas de la agencia y, sobre todo, un agente de inteligencia del SECED, de guardia en la misma sede donde se redactan los Boletines de Situación.

			
PALABRA DE ESPÍA: LA «GARGANTA PROFUNDA» ESTABA EN EL SECED


			Boletín de Situación.— Núm. 147

			(Período del 20 al 26 de noviembre de 1975)

			PANORÁMICA GENERAL

			Ha sido un período de intensas emociones, a caballo entre la dramática lectura por el presidente Arias del testamento de Francisco Franco y el firme talante del mensaje del rey ante las Cortes.

			Se cierra una etapa con la desaparición de una figura excepcional y se abre otra con un rey surgido de la confluencia de la tradición histórica, la aplicación de las Leyes Fundamentales y el mandato legítimo de los españoles […].

			Posiblemente se esté abriendo un período de acomodación y de adaptación, pero se han quebrado las posibilidades de la ruptura propugnada por la oposición, a la vez que resulta inviable la congelación del sistema heredado.

			El rey se afirma, por su talante y por el tono valiente, y a la vez prudente, de su mensaje, así como por su aceptación general a nivel internacional. Con él, Arias se ha ganado un respeto popular creciente: expresó con acierto el dolor general y dio un sentido de prudencia y previsión en el tránsito, que ha sorprendido a muchos.

			
Franco ha muerto. Antes de sentarse a escribir su equilibrado epitafio, los hombres de Valverde y Cassinello han vivido una semana frenética, con demasiadas noches en duermevela en la sede de «la Casa», sobreviviendo a base de cafés y apresuradas cenas en la cafetería de Río Frío, en Colón, el sitio preferido en el que Peñaranda sonsaca la información en sus entrevistas. Aquella noche del 19 al 20 de noviembre, el teléfono trajo por fin la noticia que todos temían/esperaban. Hubo varias llamadas importantes. Una fue la de Antonio Herrero Losada, director de Europa Press, antes de las cinco de la mañana: «Me dijo: “Juan, tenemos noticias de que ya ha ocurrido, y lo vamos a dar”: “Me parece muy bien, adelante”, o algo así, le dije. Fue una conversación fugaz en las que no se pronunciaron en ningún momento ni la palabra muerto ni la palabra Franco», rememora Peñaranda ante este autor. Atienza, sin embargo, matiza cuál fue la respuesta de Peñaranda: 


			Estábamos en la sede del SECED los cuatro jinetes: el comandante de Artillería González Soler, el de ingenieros Peñaranda, yo de Infantería, y Juan Hernández Rovira, también de Infantería, que después sería asesinado por ETA. Dormíamos en sofás como podíamos desde hacía unos días. Estábamos en la sala de reuniones, en torno a una mesa alargada, cuando llamaron preguntando por Peñaranda. Era Antonio Herrero, que quería confirmar la noticia. Juan le dijo: «Por ahí van los tiros». No se lo confirmó del todo, pero Antonio se echó para adelante y dio la noticia. Nosotros nos habíamos enterado poco antes por los conductos oficiales, pero no recuerdo cuándo.

			
¿Cómo y cuándo se había enterado el SECED? Peñaranda sostiene que le transmitieron la noticia «solamente cinco o seis minutos antes» de que llamaran de Europa Press[84], «a lo mejor alguien que estaba en La Paz, porque teníamos a gente en el hospital», reconoce con una sonrisa. Y recuerda que la confirmación por los conductos oficiales llegó media hora después. Es decir, el SECED sabía lo que había ocurrido más de media hora antes de que se anunciara oficialmente. Casi cuatro décadas después, Cassinello no recuerda quién le dio la noticia: «Supongo que Arias se la comunicaría a Valverde y Valverde a mí», explica. También por el conducto interno se lo confirmaron a José Faura, que se la transmitió a algunos directores de periódicos. Sea como fuere, los redactores de los Boletines de Situación han jugado un papel importante en la confirmación de la exclusiva. El origen está en la cadena de llamadas que ha puesto en marcha el periodista de Europa PressMariano González, uno de los muchos que hace guardia en el recibidor de La Paz esa noche, que, al ver movimientos sospechosos en el hospital, ha llamado al redactor de guardia de la agencia, Marcelino Martín. Siguiendo el protocolo establecido, Martín llama a los números de teléfono que debían confirmar la exclusiva. Así lo relata el propio Mariano González:


			La muerte de Franco podía ocurrir en cualquier momento desde el 18 o el 19 de noviembre. Yo me dediqué a trabajar y, en lugar de ponerme a jugar a las cartas con el resto de compañeros y a criticar a Arias Navarro, lo que era habitual, yo estaba a lo que estaba. Me puse a pasear por el hall del hospital de La Paz. A las 4.15 vi un coche con los faros muy destellantes, y le dije al periodista de Pyresa, que venía conmigo, que ese coche no era normal, y que me había llamado la atención. No era ni una ambulancia ni un turismo, y entró por una rampa que estaba junto al hall y que llevaba a unas urgencias que no eran las generales. Por ahí pasaban los coches oficiales de los militares y a veces alguna ambulancia. Desde ahí se podía subir en ascensor a las plantas sin pasar por el hall de los periodistas, y, por tanto, llegar a la habitación donde estaba Franco. «Será alguna ambulancia», me dijo el de Pyresa, pero yo sabía que no era así. Empezó a darme conversación y como veía que no le respondía, debió de interpretar que yo lo que quería era quedarme solo, como así fue. Cuando me lo quité de encima, bajé y vi al teniente general jefe de la Casa Civil, Fernando Fuertes de Villavicencio. Conocía el coche, un Dart Dodge, por la matrícula, y sabía que era el suyo. «Esto no tiene lógica», pensé, «porque se ha marchado a las dos de la madrugada y regresa dos horas después». Llamé a Marcelino Martín. «Estate atento», me dijo. Me pongo a pasear, quizá para buscar algún cómplice conmigo. Entro en la sala de prensa y digo que ha entrado el teniente general jefe de la Casa Civil, pero nadie se dio por aludido. Con eso hice la buena obra del día. Salí de nuevo al hall de La Paz y a los diez minutos vuelvo a ver otro coche con una luz potente. Era el del teniente general jefe de la Casa Militar. Me fui de nuevo al autobús que Telefónica había puesto con teléfonos «punta a punta»[85] y le dije a Marcelino Martín: «Me parece que esto es un detalle definitivo. Hay que preguntar al espía». Marcelino llamó a uno de los teléfonos que teníamos, que era de Nicolás Franco Pascual del Pobil, sobrino de Franco, aunque no está claro si quien se puso fue otra persona (nosotros no sabíamos de quién era ese teléfono). Le confirmó escuetamente que ya se había producido el fallecimiento. Después llamó al «militar», a Peñaranda, y se arriesgó porque le dijo: «Creo que Franco ha muerto». Peñaranda se mostró algo remiso, y Marcelino le preguntó: «Pero si decimos que Franco ha muerto, ¿metemos la pata?». Le dijo que no y con eso llamó a ­Herrero.

			
Peñaranda, sin embargo, asegura que no recuerda la llamada de ningún redactor de la agencia, ya que «el interlocutor era Herrero», y sostiene que el único con quien habló fue con el director de Europa Press. En cualquiera de los casos, la llamada de Antonio Herrero al SECED fue la confirmación definitiva que necesitaba el director de la agencia para dar la orden de que se publicara la noticia. Sin ella, es probable que no se hubiese lanzado. La exclusiva, por cierto, puso a prueba los nervios de acero de Mariano González cuando se le acercó para pedirle cuentas el periodista Manuel Alcalá, a quien le habían llamado de su periódico Informaciones para recriminarle que Europa Press había «matado» a Franco, y él, que estaba también en La Paz, no se había enterado. González llamó alarmado a la redacción: «Le pregunté a Marcelino Martín: “¿Estás seguro de que Franco ha muerto? Porque yo no te he dicho eso”. Y él me respondió: “Es que he hablado con el espía”. “Ah, si lo ha dicho el espía”, pensé… Y me quedé más tranquilo».

			Por lo que se ve, era este un argumento suficiente como para no dudar en un asunto tan trascendental. Palabra de espía.

			En cuanto a la hora exacta de la muerte, ha sido objeto de una fuerte discusión. Lo único cierto es que minutos después del teletipo, las Casas Civil y Militar de Franco comunican que a las 4.30 horas el jefe del Estado «ha entrado en el período final», un eufemismo que aclaraba bien poco y que, según el periodista de Europa Press Jesús Frías, formaba parte de una serie de noticias que El Pardo había planificado ir dando para «dosificar» la noticia a los españoles[86]. De hecho, el propio ministro León Herrera escribirá después una carta a Antonio Herrero en la que le reconocerá que le había «pisado» la noticia. Según Apezarena, el doctor Vital Aza fija la muerte a las 3.20 horas, pero en el certificado de defunción se puso las 5.25 porque se había acordado dar estas dos horas de margen dentro del marco de la Operación Lucero[87]. El periodista José Oneto dice que es a las 4.20 horas cuando se produce la parada cardiaca[88]. Bardavío, por su parte, adelanta el óbito a la medianoche, porque se quería hacerlo coincidir con el fusilamiento de José Antonio en 1936 y dar tiempo a poner en marcha la citada Operación Lucero,y sostiene que a la hora marcada como oficial el cadáver estaba ya embalsamado[89]. Mucho más preciso es el testimonio que recoge en su diario Antonio Galbis, ayudante militar del jefe del Estado, y que reproduce Pilar Cernuda[90]:


			Miro el reloj, son las 3.40 (las cuatro menos veinte minutos) de la madrugada. Me calzo y pongo la guerrera, entro en el hall y tropiezo con Pozuelo, que sale de la UVI, y me dice: «Ha muerto». No he reaccionado cuando sale Vital Aza, sudoroso, me dice: «El masaje cardiaco no ha servido para nada […]». Llamo a Sánchez Galiano, a Gavilán y a Fuertes. A todos les digo lo mismo: «Mi general, ¡ya!». Luego llamo a Leus, miro el reloj y le digo: «Fernando, a las 5.15», que es el final del plazo convenido de hora y cuarto de ­margen.

			
El anuncio al país se produce a las 6.05 horas (a esa hora está ya terminado el certificado de defunción, que el equipo médico redactó en el mismo hospital), cuando el ministro de Información y Turismo, León Herrera Esteban, informa que Franco ha fallecido «por paro cardiaco, como final del curso de su shock tóxico por peritonitis». Pero lo importante en lo tocante a esta investigación es el predicamento que tenían como «fuente», para los medios de comunicación y para los que se movían en las elites, los miembros de los servicios secretos, esos «espías» que demostraron, también en la noche clave, manejar información de primera mano. Y es la palabra de ellos, en este caso Peñaranda y Atienza, aval suficiente para lanzarse a dar la noticia de Franco. Como hemos visto, el director de Europa Press tenía dos fuentes de primera mano. Una era, ni más ni menos, un sobrino del Generalísimo, Nicolás Franco Pascual del Pobil. La otra, el jefe del Sector Político del SECED. Con ellos había llegado a tres acuerdos: los redactores no llamarían para consultar temas menores de la enfermedad. La fuente no descolgaría el teléfono para dar noticia alguna. Pero si un redactor de la agencia llamaba para confirmar si Franco había muerto o no, la duda sería resuelta sin rodeos. En el caso del SECED la cosa está clara. «Teníamos solo los teléfonos, pero no sabíamos quién estaba detrás. Solo un tiempo después me dijo Antonio Herrero quién era ese “militar” al que debíamos llamar», recuerda Mariano González. La suya era palabra de espía. Con eso bastaba. 

			Tan solo unas horas después de confirmarse el fallecimiento, en la sala principal del SECED, con forma de anfiteatro, se reúne a los representantes de todos los Ministerios y se les dice qué tiene que hacer cada uno siguiendo las directrices de la Operación Lucero, el plan secreto que solo seis personas conocían y que recogía todos los pasos que debían darse en las primeras horas tras la muerte de Franco. El mayor temor era la seguridad de las máximas autoridades. Para justificar aún más sus miedos, días antes la Policía detectó la presencia de un comando de ETA liderado por el terrorista Isidro Garalde Bedialuneta, alias Mamarru, y se descubrió en una habitación del Hotel Plaza de España un fusil con mira telescópica con el que se supone dispararían al príncipe al paso del cortejo fúnebre. Como no daba tiempo para cambiar la marcha, se decidió sembrar el recorrido de Bailén y Ferraz de mástiles altos con banderolas de gran tamaño que impedirían que le alcanzasen. Pero como semejante prevención podía no ser suficiente, se introdujo otra variante: cambiar el cortejo a pie por uno motorizado, una alternativa que se disfrazó bajo el nombre de «variante en caso de lluvia» para no sembrar intranquilidad. El cambio, que incluía sustituir el armón tirado por caballos por un camión militar y el paso a pie por un coche descubierto con escolta a caballo, se envió a todos los que habían recibido la Operación Lucero, y dio lugar a una anécdota que sirvió para aliviar tensiones y que todos los implicados recuerdan décadas después con una sonrisa. El día antes del entierro, el secretario de Tarancón, José María Martín Patino, llamó al SECED preguntando si se sabía si finalmente al día siguiente habría o no lluvia. «La persona que le cogió el teléfono le respondió que aquello no era el servicio de Meteorología. Cuando vino a la sala en la que estábamos a contárnoslo, nos dimos cuenta de lo absurdo de la situación», recuerda Emilio Atienza.

			
«NO ES VERDAD QUE TODO ESTUVIERA ATADO Y BIEN ATADO»


			«Ha sido un período de intensas emociones…», han dejado escrito los agentes del SECED. De intensas emociones y mucho trabajo, entre otras cosas porque, mientras ponen en marcha la Operación Lucero,pergeñan la redacción de ese Boletín de Situación, el número 147, que será histórico. Son en total veintisiete páginas, de las cuales diez están dedicadas a las reacciones «políticas» al fin del dictador. En ellas se habla de lo que ha ocurrido y de lo que queda por hacer, empezando por el reconocimiento de que persisten dos problemas graves: el del Sahara, que demanda «una solución rápida», y el terrorismo, que necesita de «una doble acción política y policial audaz y generosa», la primera para aislar a los radicales del conjunto de la sociedad y la segunda para detener a los terroristas. La exigencia, una vez más, se hace en caliente: el día 24 ETA se ha estrenado en la nueva etapa política con su primer asesinato tras el franquismo, el del alcalde de Oyarzun (Guipúzcoa), Antonio Echeverría. «No se conocen las motivaciones concretas, que pudieran oscilar entre una simple venganza o represalia de carácter más o menos personal, hasta el comienzo de una campaña de intimidación de las autoridades locales de la región», reza el boletín. La realidad apuntará a esto último, ya que poco después la banda reiterará su amenaza a todos los cargos públicos que no dimitiesen de sus puestos ocupados en el franquismo.

			A lo largo del confidencial, los agentes dan cuenta de asuntos como las manifestaciones callejeras en demanda de amnistía, las acciones de propaganda —«en niveles algo superiores a lo normal, con tendencia a aumentar»—, la «primera campaña contra el rey», organizada por el PTE en Madrid o diversos ultrajes a la bandera nacional, con la aparición de varias banderas republicanas. También de las declaraciones de la Junta y de la Plataforma, así como de los dos partidos de la oposición con más renombre, PCE y PSOE, reclamando la liberación de los presos políticos, la apertura de un proceso constituyente y la «construcción de una sociedad democrática», lo que da una idea de los movimientos que estas organizaciones hicieron en los días posteriores a la muerte de Franco. Y todo ello, por supuesto, aderezado con la dosis habitual de robos e incidentes varios. Pese a la trascendencia del momento, el Boletín de Situación dedica apenas dos párrafos al mensaje a la nación del nuevo rey tras su juramento ante las Cortes, del que destaca la buena acogida que ha tenido «entre la mayoría de los observadores políticos».

			Con emoción contenida y algo de miedo por lo que pueda ocurrir, analizaron los boletines estos días trascendentales para la historia de España. ¿Y cómo lo vivieron aquellos agentes que están al otro lado de la máquina de escribir? ¿Qué sintieron esos militares que redactaron, inspiraron o propiciaron la letra de estos boletines? A Peñaranda, el primer pensamiento que le vino a la cabeza fue mucho más práctico: ¡Hay que poner en marcha la Operación Lucero! «¿Qué sentí? Desde luego no pavor, porque teníamos todo bastante trabajado», apostilla Manuel Atienza. «Había miedo, no era verdad eso que decía Franco de que todo estaba atado y bien atado. No había nada organizado y el Ejército era capaz de echar a la calle al Gobierno. Alguna vez tuvimos que sacar los jeeps para unas maniobras y la gente, al vernos, pensaba que era un golpe de Estado», aporta José Faura. Y Andrés Cassinello explica: «Lo viví sereno y consciente de que se cerraba una etapa de mi vida. No puedo decir que me alegrara, porque había vivido la Guerra Civil. Cuando se muere Franco hay tres actitudes distintas: los que brindan con champán, los que se entristecen y los que dicen «la que se va a armar». Es un grupo muy importante de los españoles». Y reconoce: «A mí me apenaba mucho, para qué voy a decir lo contrario, pero era consciente de que se cerraba una etapa. Hay que distinguir entre mi actitud profesional y mi actitud humana. Desde esa actitud humana tenía que sentirlo, pensara o no que hubiera que haber entregado antes el poder y que ya no tenía futuro, porque tenía los recuerdos de mi niñez». Como tantos otros, por cierto, de los que en esas horas se disponían en el SECED, cada uno desde su cometido, con mayor o menor convicción íntima, a pasar esta página de la Historia.

			



		
			5
SEGUNDA ETAPA: EL CAMINO HACIA LA REFORMA


			
ARIAS NAVARRO, PALMAS; FERNÁNDEZ-MIRANDA, SILENCIO


			«Franco ha muerto. ¡Viva Franco!», titula a toda página la revista Fuerza Nueva. «Franco ha muerto. ¡Viva el Rey!», abre su edición Actualidad Española. Dos Españas se enfrentan, cada una a su manera, a aquel momento histórico.

			Franco ha muerto. Y el enemigo revive. Esa es la sensación que tienen, tras las cuatro paredes de su oficina en el Paseo de la Castellana, los agentes del SECED, para quienes a partir de ahora será prioridad máxima vigilar, entender y adivinar los movimientos de la oposición, a la que cada semana dedicarán una decena de páginas en su sección de «Actividades clandestinas». La legión de colaboradores tiene que estar ahora más ávida que ­nunca:


			Boletín de Situación.— Núm. 148

			ACTIVIDADES CLANDESTINAS DE ORDEN GENERAL.— IMPRESIÓN DE CONJUNTO

			Se observa un importante incremento de la propaganda clandestina en la que, junto a la dirigida contra la instauración monárquica y lanzando consignas ya conocidas, aparece una cantidad creciente destinada a la agitación del ámbito laboral con abundantes convocatorias de huelga, dispersas en lugares y fechas, con tendencia a coincidir en el día 11, principalmente en los sectores de la Universidad. Todo ello parece obedecer a una decisión del PCE para crear un clima de agitación que, por una parte, dificulte la situación de transición y, por otra, dé satisfacción a su base militante, siempre desconfiada con respecto a la política de altura mantenida por la dirección del partido. 

			
Esta resurrección del antifranquismo se produce al calor de la primera decisión que adopta ese Gobierno de políticos expectantes —«perezosos», se les llega a llamar—: un indulto general que causa «un fuerte eco negativo» al ser considerado «muy limitado». Ciertamente, la medida de gracia benefició solo al 30 % de la población reclusa, en su mayoría presos comunes. De entre los presos políticos salieron a la calle 235 de un total de 4.000[91]. Entre ellos están los dirigentes de CC.OO. condenados por el proceso 1.001 y su líder, Marcelino Camacho, el primero de los símbolos de la oposición que sale «al exterior» con el cadáver del Generalísimo aún en la mente de todos. «Muchos funcionarios, que ya no eran los mismos que en el pasado y entre los que había incluso militantes de Comisiones Obreras, nos despedían y felicitaban», relata el dirigente comunista, que recoge una anécdota que ilustra hasta qué punto su figura se hizo emblemática, cuando se puso de moda el «marcelino», el característico jersey con media cremallera en el cuello, «tricotado con punto grueso y basto», que le hacía su mujer. «Un “marcelino” es el obsequio más preciado de estas merry Christmas of democracy —escribió el diario Arriba—. Se han puesto a fabricar “marcelinos” como descosidos, y demócratas “progres”, muchachos de Serrano, universitarios y hasta algún otro miembro del “búnker” se han pasado al “marcelino”»[92].

			Muy pronto, sin embargo, la atención pasa de lo que ha ocurrido a lo que está por venir a este lado del régimen. Los resúmenes semanales se hacen eco de la expectación ante las dos primeras decisiones políticas. Una, la continuidad de Arias como presidente, es valorada en su justa medida. A la otra, la designación de Fernández-Miranda como presidente de las Cortes y del Consejo del Reino, no se le dará, tampoco en el confidencial del SECED, la relevancia que tendrá después, en una prueba de que no se acertó a adivinar la importancia que tendría este nombramiento en la «hoja de ruta» que se marcó don Juan Carlos.

			Un día después de la misa por el Espíritu Santo que recibe al nuevo rey y a su proclamación, recibida con indisimulado optimismo por los hombres de Cassinello, la primera gran mano que debe jugar don Juan Carlos es la continuidad o no de Carlos Arias Navarro. Aunque la versión oficial dice que este presentó su dimisión al monarca como mera formalidad, pues estaba dispuesto a cumplir como fuese el mandato franquista que le permitía estar cinco años en el cargo, las notas personales que tomó Fernández-Miranda sostienen que no llegó a poner su cargo a disposición, para irritación del rey. Don Juan Carlos tiene poco margen de maniobra, y Arias lo sabe. Desde días antes de la muerte de Franco, el rey había barajado la posibilidad de nombrar presidente del Gobierno a López de Letona, en lo que se conoció como la «Operación Lolita» (que Pilar Fernández-Miranda ha detallado asomándose a las anotaciones del futuro presidente de las Cortes)[93], pero pronto se comprobó que la jugada tenía pocas posibilidades de salir adelante, por lo que el jefe del Estado tendrá de conformarse con mantener al último presidente de Franco. Alfonso Osorio sostiene que la verdadera prioridad del nuevo jefe del Estado era asegurarse la lealtad en el Congreso, «porque las Cortes eran, en definitiva, las que tenían que dar el sí o el no, la aceptación o el rechazo, a cualquier tipo de reforma política»[94]. El 4 de diciembre, un día después de que se cierre el presente Boletín de Situación, Arias será confirmado por el monarca, aunque la noticia no se hará oficial hasta el día 5. Para los autores de los confidenciales, la ratificación es «lógica». En cuanto a la elección de Fernández-Miranda, no hay atisbo alguno, ni abiertamente ni entre líneas, de cuál es la opinión de los responsables del SECED ante su nombramiento.

			Para muchos historiadores, el rey decidió dar la batalla por la presidencia de las Cortes cuando comprendió que le sería muy difícil ganar también la de la presidencia del Gobierno, aceptando a Arias como un mal menor. El presidente, por su parte, «comprendió el “trato” y se apresuró a dar satisfacción al soberano». La situación se desbloquea a las 20.30 horas del 28 de noviembre, cuando el rey recibe en La Zarzuela a Arias Navarro. El monarca le comunica que quiere a su antiguo mentor al frente del Consejo del Reino y le insinúa que a él le confirmará como presidente del Gobierno. El caramelo basta para que Arias se comprometa a hablar «con quien sea necesario» para que la candidatura de Fernández-Miranda salga adelante sin que el rey tenga que mover un dedo («dígame, mande, yo le sirvo…», le dice)[95]. El nuevo jefe del Estado había pedido a Rodríguez de Valcárcel que no incluyera su propio nombre en la terna, para indignación de este («¿Es que los que hemos servido al general Franco no podemos servir a la monarquía?», le preguntó al monarca)[96]. Después de una tensa deliberación en el Consejo del Reino (y larga, casi siete horas), el 1 de diciembre se consiguió que los tres candidatos fueran Licinio de la Fuente, Emilio Lamo de Espinosa y Fernández-Miranda, que el 3 de diciembre juró en La Zarzuela como presidente de las Cortes y del Consejo del Reino[97].

			La vía de prescindir de Arias quedará, por el momento, completamente cerrada. Comienza un pulso entre el presidente y el jefe del Estado, que terminará medio año después con la victoria de este último.

			La nueva semana informativa (4 al 10 de diciembre) será frenética para los agentes del Sector Político del SECED, que mantienen decenas de reuniones con otros tantos «ministrables». Con su primer Gabinete, el rey compensaba la apariencia de ser un Gobierno «franquista» con la presencia de algunos de los reformistas más notorios, encabezados por el vicepresidente para Asuntos Políticos y ministro de Gobernación, Manuel Fraga, y el titular de Asuntos Exteriores, José María de Areilza, y secundados por el monárquico liberal Antonio Garrigues en la cartera de Justicia; Alfonso Osorio, de la Asociación Católica de Propagandistas, en Presidencia; Rodolfo Martín Villa, en Sindicatos, y el propio Adolfo Suárez como ministro del Movimiento. Como ha hecho notar Powell, aquel Gabinete, llamado el primero de la monarquía y el segundo de Arias, no fue ni lo uno ni lo otro, porque ni el rey podía considerar suyo un Ejecutivo con un presidente al que no quería, ni el presidente podía defender la paternidad de un Gobierno con demasiados ministros impuestos[98]. 

			
LA OPOSICIÓN LE DA LA VUELTA AL PARTIDO


			Boletín de Situación.— Núm. 150

			ACTIVIDADES CLANDESTINAS DE ORDEN GENERAL.— IMPRESIÓN DE CONJUNTO

			El primer acontecimiento de la semana ha sido el fracaso del llamamiento subversivo. Cuesta entender que los grupos que lo han protagonizado, después de esperar cuarenta años este momento, hayan carecido de planes de actuación adaptados a sus posibilidades reales. Posiblemente hayan incurrido en el error de creerse su propia propaganda y haber pretendido, así, un movimiento de masas que no tenía más base que el delirante triunfalismo de sus panfletos.

			
Mientras los nuevos ministros recorrían los medios de comunicación haciendo un rosario de declaraciones, los partidarios de la ruptura hablaban a su manera, con el resultado que con tanta euforia exprimen los autores de los Boletines de Situación. Euforia solo aparente: 


			No han arrastrado masa y han fallado en el planteamiento de sus objetivos políticos, pero sería imprudente olvidar que los éxitos parciales que obtuvieron han sido basados en problemas reivindicativos generales, unidos a la congelación salarial y al alza del coste de la vida. Se hace necesaria una solución de gobierno, porque mientras subsistan estos problemas, permanecerán las amenazas de nuevas y más graves alteraciones. 

			
Y es que, como consecuencia de este primer fracaso, los agentes de inteligencia perciben un «cambio de actitud» en el PCE, que «vuelve a la explotación de los problemas naturales del mundo laboral», aprovechando sobre todo su importante presencia en el metal, la banca y los transportes[99]. Dicho y hecho. El lunes 5 de enero, cuatrocientos trabajadores del suburbano madrileño se reúnen para reclamar una paga extra de quince mil pesetas, una reducción de la jornada laboral de cuarenta y cuatro a cuarenta horas semanales y que el Impuesto sobre el Rendimiento del Trabajo y la Seguridad Social corriera a cargo de la empresa. La dirección se niega hasta esperar a la revisión del convenio en junio, y entonces ocurre lo inesperado: el 6 de enero, día de Reyes, el metro está cerrado a cal y canto[100]. La mitad de la plantilla, dos mil de los cuatro mil empleados, acude a la iglesia de Nuestra Señora de Luján, en el barrio de El Pilar, para un encierro reivindicativo. Al día siguiente, un número aún mayor de operarios se reúne en la iglesia del Dulce Nombre de María, en Vallecas, para mostrar su intención de no dar un paso atrás. Pero el Gobierno juega sus cartas. Un Consejo de Ministros extraordinario declara la huelga ilegal y ordena que los militares, acompañados por agentes de la Policía Armada, conduzcan los trenes, con la oposición, por cierto, del vicepresidente de Defensa, que entendía que el Ejército no debía intervenir en asuntos laborales. Los soldados se desplegarán en dos líneas del suburbano (la 1 y la 5, que cruzan la ciudad de norte a sur y de este a oeste) después de un cursillo de solo una hora. Tres días después, el 9 de enero, el Gobierno consigue poner fin al paro con la promesa de negociaciones «de carácter económico» con los empleados, contra quienes no adoptará represalias, pero pone mucho empeño en distinguir entre reivindicaciones económicas y políticas, en un intento por evitar que la estrategia de agitación dé resultados. Lo más preocupante para el Gobierno es el efecto contagio, y, de hecho, la huelga se extendió al sector del metal, con el resultado de sesenta mil obreros de la construcción fuera del tajo, además de paros masivos en teléfonos y correos. En total, entre el 10 y el 19 de enero hubo en Madrid más de trescientos mil trabajadores en huelga, que se extendieron a otras ciudades, de los novecientos cincuenta mil que habrá a lo largo de todo el año. Resultado: el mes más conflictivo de la historia en la capital[101].

			Sin embargo, pese a la repercusión que tuvo este conflicto en Madrid y en toda España, es llamativo el perfil bajo que se le da desde los boletines. En este número 151, que se cierra el 8 de enero, no hay mención alguna a lo ocurrido en la «Panorámica general», aunque, a la hora de buscar culpables, en páginas interiores se hace una crítica velada a los ministros afectados, que quizá no la recibieron de buen grado cuando tuvieron el informe en sus manos: «Ha destacado la actitud pasiva de la autoridad ante hechos atentatorios al orden institucional, junto con un ambiente de confusión, motivado por demasiadas declaraciones parciales, de diferentes enfoques, y la falta de un programa de gobierno coherente y difundido, que establezca cuál vaya a ser el alcance de las reformas pendientes». Se refieren los agentes al aluvión de declaraciones que han ido haciendo en días anteriores los nuevos ministros, aunque se guardan la bala más certera para el discurso ante las Cortes del titular de Hacienda, el vicepresidente Juan Miguel Villar Mir, en el que menciona la posibilidad de una congelación salarial que algunos observadores consultados consideran «impolítica y socialmente peligrosa» y que ha calentado —admite el boletín— las protestas de estos días. A este anuncio («globo sonda», en el argot del periodismo actual) se une la intención de hacer un reparto progresivo de la renta muy poco concreto[102]. Entre otras medidas, el Gobierno anuncia el 9 de febrero una depreciación de la peseta, desmentida hasta el último momento para evitar la especulación. El boletín, a diferencia de otros precedentes, considera que la medida ha proyectado una imagen de coherencia dentro del Gobierno, pero una semana después vuelve a dar un toque de atención a Villar Mir: 


			Contradictoria está siendo considerada por algunos comentaristas la política económica española, quienes no conceden de momento ningún crédito a las razones aducidas para una depreciación tan fuerte y en solitario de la peseta. Todo ello ha creado un clima de desconcierto e incertidumbre del que se hace preciso salir cuanto antes, y que se verá mitigado con la promulgación urgente de las nuevas medidas del Gobierno en materia económica. 

			
Otro ejemplo de que, en muchas ocasiones, los boletines no estaban destinados a regalar los oídos.

			El país vive esos meses una crisis económica desconocida por la población (crecimiento desbocado de los precios del petróleo a partir del otoño de 1973, déficit del sector público, inflación —18,4 % en 1976, 22,4 % en 1977—, y un desempleo —aperitivo de lo que vendrá después— que se llevará por delante 1,7 millones de empleos en una década). Y crisis política. El 13 de enero de 1976 se constituye en Barcelona el Consell de Forces Politiques de Catalunya, que aglutina a una decena de organizaciones, desde los socialistas hasta los independentistas, en demanda de amnistía, libertades públicas y la restitución de la Generalitat, y que es complementario con la Assemblea de Catalunya, nacida en 1968 con la presencia, además de políticos, de organizaciones sindicales y otras entidades. Es el actor que faltaba para una obra que los hombres de Cassinello intentan interpretar, desmenuzar, entender. Lo harán en un resumen de más de una página en su «Panorámica general», u «hoja verde», del primer boletín del año, en el que hay un vehemente llamamiento al Gabinete Arias —«es urgente clarificar, definir los límites de la legalidad y, después, defender esos límites frente al asalto»— y cuyo contenido puede resumirse en cinco ideas clave. Así afrontaba España su futuro político un mes después de la muerte del Generalísimo, según su servicio de inteligencia:


			— El PCE no puede, en solitario, montar una huelga general que derribe el régimen, pero la unión de varios factores sí puede hacerlo tambalear. A saber: crisis económica, alza de precios y renovación de convenios colectivos en varios sectores clave.

			— Cualquier imprudencia por parte del Gobierno (en este caso, la «mal explicada congelación salarial») echa gasolina en el incendio.

			— El poder ha perdido la censura, y ya no sabe cómo «formar la opinión». La oposición, por el contrario, difunde sin cortapisas sus mensajes en los periódicos, que los acogen con entusiasmo. Comunistas, socialistas y nacionalistas «gritan más» que el Gobierno y, por tanto, se les escucha más.

			— El Gobierno se tiene que «organizar» de una vez por todas, «vertebrar», y dar respuesta a todas estas consignas desestabilizadoras.

			— El Estado no puede caer en la trampa de mezclar las demandas laborales con las de la más pura agitación. Las primeras requieren soluciones políticas. Las segundas, policiales.

			
Y a modo de resumen, dos titulares. Uno, que los grupos que defienden la ruptura democrática han recuperado la iniciativa y han colocado al Gobierno a la defensiva. Y dos, que el futuro de la monarquía se está jugando estos días, estas semanas, estos primeros momentos del reinado de don Juan Carlos. Por eso la oposición juega ahora todas sus bazas, consciente de que si no derriba el sistema «en breve plazo», habrá perdido definitivamente su oportunidad.

			Así ocurrió, ni más ni menos. El Gobierno aguantó el contragolpe de la oposición. También los que vinieron después. Y la ruptura dio paso a la reforma. Los agentes de inteligencia del Gobierno dieron en el clavo.

			
EL PRESIDENTE NO ES UN DICTADOR, PERO SÍ UN CONTINUISTA


			Cuatro días después de que el secretario de Estado norteamericano, Henry Kissinger, y el ministro de Exteriores español, José María de Areilza, firmaran en Madrid el tan anhelado Tratado de Amistad y Cooperación («el primer jalón importante» de unas relaciones exteriores «totalmente diferentes» que abren la puerta al fin del aislamiento internacional, celebra el Boletín de Situación), Arias Navarro pronuncia el esperado discurso ante las Cortes, el 28 de enero, que vendrá a poner un poco del orden que le reclamaban desde sus servicios de Presidencia. El SECED elogia el «tono prudente» del mensaje y percibe una «intención reformadora desde la continuidad» que se va a traducir en reformas «prudentes y parciales»[103], aunque admite que «no es definitivo en las metas que se persiguen», sino que se traslada a las instituciones la responsabilidad de llevarlo a cabo. «No se arroga el presidente el posible papel de dictador que marcase el qué, cómo y cuándo de cada cambio», escriben los agentes. Resulta extraordinariamente llamativo, por cierto, que se emplee justo ahora un término —«dictador»— que hasta ahora no se ha utilizado para referirse a Franco, quien ha sido general, caudillo o jefe del Estado para unos redactores de los confidenciales que, tal y como han reconocido en conversación con este autor, debían tener especial cuidado en que no se les deslizara este término. 

			El objetivo que parece pretender Arias Navarro es hacer de la continuidad y la reforma conceptos complementarios, algo así como un término medio entre el inmovilismo y la ruptura. El plan, como resume Juliá, consistía en reformar tres Leyes Fundamentales (Cortes, Sucesión y Orgánica del Estado), además de las de Reunión y de Asociación, aprobar una nueva Ley Sindical y llevar a cabo una reforma del sistema tributario[104]. «El discurso es recibido como corresponde a su contenido: una de cal y una de arena», resume Fraga en sus memorias. «Fue farragoso en la forma, concreto en lo instrumental, impreciso en los objetivos últimos y, en el terreno de lo sindical, decepcionante», apostilla Martín Villa.

			La transición que tenía Arias en la cabeza se irá poniendo en marcha, a cámara lenta, con idas y venidas, a la vista de la opinión pública. Mientras, Torcuato Fernández-Miranda va desplegando en la sombra, según un plan perfectamente trazado, su propio modelo reformista. Se irá sustanciando en torno a las distintas reuniones de la Comisión Mixta Gobierno-Consejo Nacional, un órgano de dieciocho miembros que él preside y en el que estaban ministros como Fernando de Santiago, Adolfo Suárez o Alfonso Osorio, exministros como López-Bravo, representantes del «búnker», como José Antonio Girón o el propio Arias, y que se convertirá en la auténtica «cocina» de la Transición. Los boletines serán también un buen vehículo para seguir el desarrollo de las once reuniones, desde la primera, el 11 de febrero, hasta la última, el 21 de abril. En ellas se fueron acordando, no sin muchas discusiones[105], la Ley de Sucesión, la reforma de las Cortes (que acepta el sistema de dos cámaras y el sufragio universal) y el compromiso de someter a referéndum las reformas. 

			
LA «PALIZA» DE VITORIA Y EL PERFIL BAJO DE MONTEJURRA


			Pese a la importancia de todas estas reformas, la atención de la opinión pública y de los receptores de los boletines está, sobre todo, en una conflictividad laboral ya fuera de control (el primer trimestre de 1976 cerrará con 17.731 huelgas, seis veces más que el año anterior, y el ejercicio terminará con 150 millones de horas perdidas, frente a las 14,5 millones de 1975)[106]. El nuevo régimen se levanta sobre una permanente bomba a punto de estallar…, hasta que el 3 de marzo, miércoles de ceniza, explota en Vitoria. Las fábricas de la ciudad llevaban ya casi dos meses de huelga en busca de mejoras laborales y salariales en los convenios, y, de hecho, a Fraga le habían advertido algunos ministros que en la ciudad se estaba gestando una acción subversiva, pero el titular de Gobernación entendió, según Osorio, que solo eran problemas laborales[107]. En su relato de los hechos, Martín Villa se lamenta también de que las Fuerzas del Orden se inhibieran ante la celebración, en cuestión de semanas, de trescientas asambleas ilegales, y sostiene que «algunos colaboradores de Fraga vivían en el mejor de los mundos por lo que a Vitoria se refiere»[108].

			La primera mención de lo que va a ocurrir se puede encontrar en el Boletín de Situación 159 (que se cierra el mismo día en que estalla el drama) en forma de una «gran asamblea en San Francisco de Asís, organizándose a continuación una manifestación de 3.000 personas». Será solo el aperitivo, porque los sucesos de Vitoria colapsarán la siguiente entrega. El relato de los hechos es conocido por todos (bombas de gas dentro del templo para forzar su desalojo, salida en estampida, piedras contra los policías que cierran la salida, órdenes por radio de actuar «a palo limpio» y cinco muertos por los disparos de los agentes). El resultado es «una masacre» y «la paliza más grande de la historia», como admite uno de los agentes por la emisora policial. En el análisis que se hace en el confidencial, salpicado de expresiones como destrozos, desórdenes o vandalismo, quedan claros los intentos por justificar la actuación de unos agentes en «legítima defensa» ante «una masa de manifestantes agresivos»[109], pese a lo cual el SECED admite que los grupos subversivos comparten celda de culpabilidad junto a Villar Mir: «En ese panorama, provocado y dirigido, incide la discutida actitud del ministro de Hacienda que no logra convencer a la mayoría de los españoles de la oportunidad y conveniencia de la política económica emprendida», centrada, entre otras cosas, en una devaluación de la peseta.

			Como no podía ser de otra forma, Fraga ha juzgado en términos muy duros el órdago de Vitoria, que en sus memorias define como el intento de «una ocupación de la ciudad, como la de Petrogrado en 1917», protagonizado por unos radicales «de inspiración entre los soviets de 1917 y el 68 parisino». Políticamente, fue el gran perdedor de aquel órdago. El ganador, el ministro del Movimiento, Adolfo Suárez, para quien aquella jornada fue importante. Muy importante. Se pasó la noche del 3 de marzo y todo el día 4 pendiente del teléfono. En el Consejo de Ministros del viernes 5, en el que se acordó no ordenar el regreso de Fraga para no transmitir más alarma, tranquilizó a un Arias tremendamente irritado, detallando las medidas adoptadas para recuperar la calma. Y eso pese a que a mitad de la reunión, como relata Osorio[110], el capitán general de Burgos llamó al vicepresidente de Defensa para advertirle de que el cortejo fúnebre que debía llevar los féretros al cementerio tenía intención de dirigirse al Gobierno Civil, ante lo que había dado orden al Ejército de intervenir ante la menor provocación. Suárez cogió el teléfono y le dijo al capitán general que mantuviera las tropas acuarteladas y que él asumía la responsabilidad. Finalmente, el entierro transcurrió sin incidentes. Suárez se ganó el crédito personal de sus compañeros y, sobre todo, la consideración del rey, que horas después le preguntó a Osorio: «Noche dura la de anteayer, Alfonso. ¿Estuvo Suárez tan bien como dice?». «Estuvo muy bien, señor, anteayer y hoy también ha estado bien», respondió el ministro de Presidencia.

			El tratamiento que se da a los sucesos de Vitoria contrasta vivamente con el que recibirán los incidentes de Montejurra, el 9 de mayo, también con Fraga fuera de España. Ese día, el acto que tradicionalmente celebran los carlistas en la colina de Montejurra, en Navarra, para celebrar sus victorias sobre los liberales, se salda con dos muertos después de que los partidarios de don Carlos Hugo, responsable de haber orientado el Partido Carlista hacia el socialismo y haberle integrado en la JD, fueran tiroteados por seguidores de don Sixto Enrique de Borbón-Parma, líder de la ultraderechista facción Comunión Tradicionalista, que pretendía recuperar la esencia del movimiento carlista y retomar el control de un acto que consideraban les habían arrebatado. Al grito de «¡Montejurra roja, no!» y «¡Viva Cristo Rey!» irrumpieron en el acto acompañados de grupos de extrema derecha españoles y pistoleros de varios países, con el resultado de dos muertos y varios heridos. Los partidarios de Carlos Hugo acusaron a Gobernación de haber alentado y armado a los agresores, e incluso algún seguidor de don Sixto admitió que el Gobierno les ayudó indirectamente a montar la operación, lo que avivó las dudas en torno a la supuesta pasividad de las fuerzas del orden[111]. Los autores materiales fueron absueltos por la Ley de Amnistía de 1977, pero la implicación del Gobierno Arias, interesado en debilitar el movimiento carlista, no llegó a esclarecerse del todo. Algunos investigadores van más allá y sostienen que no solo el Gobierno, sino, más en concreto, el SECED, prepararon la irrupción de los carlistas tradicionalistas, a quienes reclutaron, trasladaron al monte y proporcionaron bastones para la ascensión, pero que debían servir también como arma[112]. Fraga admite que los sucesos «fueron muy oscuros», pero cree que tanto las responsabilidades personales, juzgadas posteriormente, como las políticas quedaron claras, y defiende que ni el Gobierno ni la Guardia Civil tuvieron responsabilidad[113].

			En las semanas precedentes, el SECED ya había advertido de que la presencia de dos facciones rivales podría derivar en enfrentamientos, por lo que, cuando estos se producen, los interpreta como «producto de la improvisación del acto», la presencia de «elementos incontrolados» y, sobre todo, «las inadecuadas medidas de seguridad, que fueron superadas por los hechos». Conclusión: se «ha deteriorado la imagen del Gobierno en un momento inoportuno»[114]. Más allá de esta valoración en su «hoja verde», en páginas interiores dedica una página a narrar los incidentes y aporta su valoración política de lo ocurrido: 


			Como consecuencias inmediatas aparecen la descalificación total de D. Sixto como revitalizador de la Comunión Tradicionalista, la práctica anulación de las posibilidades de esta como futuro grupo político y la campaña de propaganda, ya iniciada por los grupos clandestinos y por la oposición al Gobierno, en contra de este, al que consideran culpable.

			
Sin embargo, junto a la crítica al ministro Fraga, hay una toma de postura muy sorprendente. El SECED se afana en darle un perfil bajo a lo ocurrido y rebaja a la categoría de secundarios los incidentes de Montejurra, en un plano inferior a otros hechos que considera de gran importancia, como un «festival de la canción de Pueblos Ibéricos» celebrado en Madrid, en el que se exaltaron pueblos como el saharaui, u otros «tan ibéricos como la muy celta Galicia», o una «intensificación de la agitación en los barrios», que «es más importante» que lo ocurrido en Montejurra, «aunque se note menos». Parece obvio que ni la memoria histórica de los españoles ni la bibliografía sobre la Transición han colocado en planos siquiera semejantes los incidentes de Montejurra con ese «festival de la canción» que ha caído en el olvido, o con una semana especialmente «agitada» en los barrios. Que la comparación que hace el SECED sea solo un error de cálculo o tenga relación con las acusaciones de haber sido el instigador de los enfrentamientos es algo que, por supuesto, queda a la libre interpretación del lector.

			
DOBLE CERCO AL PRESIDENTE: LOS «SEDICENTES ORTODOXOS»
Y LA «PLATAJUNTA»


			Los sucesos de Vitoria, por un lado, y el ritmo de las reformas, por el otro (exasperadamente lento para muchos, demasiado rápido para algunos) tienen la rara virtud de atrapar a Arias entre dos frentes, lo que los redactores del SECED definen, con gran tino, como un «doble cerco». El primero de los enemigos es criticado por el equipo de Cassinello con la vehemencia acostumbrada: la «oposición desleal de siempre», de cuyos intentos de unidad, por cierto, se va dando cuenta en los confidenciales (otro aviso para los destinatarios), en un adelanto de lo que será la «Platajunta». El segundo adversario es respondido con una inusitada dureza que hace innecesario leer entre líneas: «El otro cerco es el constituido alrededor de los sedicentes herederos de la ortodoxia del franquismo, protagonistas del retraso y la obstrucción, desde dentro del propio cauce institucional, a los proyectos reformistas del Gobierno»[115].

			«Sedicentes herederos de la ortodoxia del franquismo». Y eso en boca de los que hasta hace apenas cuatro meses eran los espías de Franco. Las formas, las actitudes y las palabras cambiaban en aquella España a una velocidad de vértigo. También las de los espías. 

			Según la visión de la agencia de inteligencia, estos dos extremos aprietan, a modo de pinza, para hacer inviable la reforma. Para explicar la estrategia de la oposición, el confidencial recurre a la expresión que acabará haciendo fortuna para explicar la «tercera vía» que comenzaba a abrirse: 


			Boletín de Situación.— Núm. 162

			ACTIVIDADES CLANDESTINAS DE ORDEN GENERAL.— IMPRESIÓN DE CONJUNTO

			Es interesante hacer notar la aparición de un nuevo concepto en el léxico político de los grupos clandestinos: la «ruptura democrática pactada», es decir, negociada con instituciones del Estado, fundamentalmente con las Fuerzas Armadas. Aparecido en los últimos días en boca de Santiago Carrillo y de Felipe González, puede interpretarse como un intento de salvar con beneficio el dilema reforma-ruptura, al tener conciencia, tanto de su imposibilidad para llegar a esta por la fuerza, como de las posibilidades que a plazo corto abre al Gobierno la vía reformista iniciada, siempre que se recorra con realismo y decisión.

			
El 26 de marzo, la Junta Democrática y la Plataforma de Convergencia Democrática confirman los movimientos, cada vez más claros, de las últimas semanas y anuncian su unión en una nueva formación bautizada como Coordinación Democrática (CD), y que sería conocida popularmente como la «Platajunta». El asunto es, por supuesto, el tema de apertura en el boletín del SECED (número 163), que no le resta un ápice de importancia al tema («constituye la acción más espectacular de la oposición desleal») y que adjunta en un anexo el documento programático. Por un lado, a los receptores se les detallan las organizaciones firmantes, manteniendo siempre la etiqueta ideológica con la que están recogidas en cada resumen semanal: una comunista prosoviética (PCE), dos comunistas maoístas (MC y PTE), dos socialistas (PSOE y PSP), dos socialdemócratas (USDE y PSD), el Partido Carlista, una democristiana (ID), una liberal (PDP), dos sindicales (las CC.OO. controladas por el PCE y la socialista UGT) y el «grupo independiente». Por el otro, se extraen conclusiones del documento programático, desde el rechazo frontal a la política reformista del Gobierno hasta la exigencia de amnistía, libertades políticas, sindicales y regionales, la apertura de un período constituyente o la convocatoria de movilizaciones pacíficas. Pero, además, en su habitual forma de analizar los movimientos de los partidos clandestinos, el SECED pone especial empeño en destacar los puntos débiles de la nueva plataforma conjunta:


			No obstante la indudable importancia del documento firmado, en cuanto aglutinador de la oposición, queda flotando la duda de su eficacia virtual. El condicionamiento en las firmas de Izquierda Democrática y del Partido Demócrata Popular pudiera ser decisivo. La falta de cohesión interna que parece mostrar ID, junto al evidente deseo de fusión con la Federación Popular Democrática de Gil-Robles, refractario a toda alianza con comunistas, hacen posible que el próximo congreso de la primera no ratifique lo firmado o culmine en una importante escisión. Si a ello se unen las vacilaciones de los grupos socialdemócratas y los muy probables enfrentamientos que el característico protagonismo del PCE no tardará en hacer surgir, especialmente con el PSOE, en cuanto se trate de descender de los principios generales a los hechos concretos, son previsibles deserciones y disensiones que resten efectividad práctica a «Coordinación Democrática» o su transformación en una nueva versión de Frente Popular. En cualquier caso, por el momento, el grupo más beneficiado parece ser el PCE, que une a los demás en la defensa contra su exclusión legal.

			
Un nuevo Frente Popular. Eso mismo piensa el titular de la cartera de Gobernación, que ese mismo día 26 reúne en un restaurante a seis ministros para anunciarles que el día 29, fecha prevista para la presentación en sociedad de la «Platajunta», va a detener a sus dirigentes. De nada sirven los intentos de disuasión de todos los comensales. El día fijado, la Policía arresta en su despacho de abogados al gran impulsor, Antonio García Trevijano, y a los dirigentes que le acompañaban. La acción policial desató una ola de protestas dentro y fuera de España que llevó a la cárcel, entre otros, al economista Ramón Tamames —con quien Fraga tenía una relación fluida— y al cineasta Juan Antonio Bardem, y que motivó un telegrama de protesta del presidente del Parlamento Europeo dirigido al rey. «Fraga le había asestado un duro golpe a la credibilidad del Gobierno y había comprometido el futuro de la Ley de Asociación y de la reforma del Código Penal, a través de la cual se pensaba que los partidos podían entrar en el juego político», concluye Abella[116]. 

			
DESPUÉS DEL PALO, LA ZANAHORIA PARA UGT


			Sin embargo, ese mismo ministro de Gobernación que tres semanas antes había enviado a la Policía a detener a los representantes de la oposición hará la vista gorda ante el siguiente desafío que se le presenta: la organización del XXX Congreso de UGT. El acto se solicita bajo el eufemismo de «Jornadas sindicales de estudio», pese al hecho de que «los periodistas y corresponsales extranjeros hablaban públicamente del próximo congreso de la UGT a celebrarse en Madrid», recuerda uno de sus promotores, Pablo Castellano[117]. De hecho, nunca fue expresamente autorizado, aunque tampoco denegado, ya que Gobernación argumentó que el permiso correspondía al Sindicato Vertical. «En realidad, era un asunto político de máxima envergadura», se queja Martín Villa[118]. «Fantástico o surrealista», añade Castellano. El ministro de Relaciones Sindicales es consciente de que, con los proyectos de Derecho de Reunión y Acción Política en marcha, no iba a entenderse una prohibición, por lo que defiende su autorización, al igual que Fraga, aunque la decisión, más en la forma que en el fondo, levanta polémica en el Gobierno. «Nos pasamos horas enteras hablando de los problemas de la exportación de los tomates —le espeta Osorio a Fraga—, y algo tan trascendente como la celebración del congreso de la UGT lo hemos sabido casi por los periódicos». «Esta es mi responsabilidad —le responde el ministro de Gobernación—, está dentro de mis competencias y lo he autorizado porque creía que debía hacerlo si de verdad queremos ir a una democracia»[119].

			A los agentes del SECED el acto les provoca sentimientos encontrados. Por un lado, comprenden la decisión gubernativa, con el argumento de que «ante el dilema autorización-prohibición, la actitud tolerante del Gobierno puede resultar positiva». Pero, por el otro, son conscientes de que la «ilegalidad» que supone y los «precedentes» que crea «hacen urgente la revisión de la legislación correspondiente». En cualquier caso, se guardan las críticas más duras para la dirección del sindicato, a quien lanzan un ataque sin matiz alguno:


			Boletín de Situación.— Núm. 165

			ACTIVIDADES CLANDESTINAS DE ORDEN GENERAL.— IMPRESIÓN DE CONJUNTO

			Lamentablemente, esta organización clandestina no ha aprendido nada. Después de 40 años, sus palabras y planteamientos suponen solo un eco de los mantenidos por Largo Caballero en los años de la República, representando, por tanto, una muestra inquietante del más feroz inmovilismo político.

			Así, la UGT, inadaptada a una España distinta, se ve forzada a repetir su dolorosa historia de subordinación al PC, por mucho que ingenuamente pretenda separarse.

			
«Delegados e invitados nos apretujábamos en aquel recinto, atestado de gente y de humo, sin acabar de creer que lo que veíamos estuviese realmente teniendo lugar —recuerda Joaquín Almunia[120]—. Un mar de puños en alto acompañó el canto de La Internacional con el que se inició la reunión. Había lágrimas en muchos rostros, temblor en las voces y la sensación de estar participando en un momento histórico». El símbolo de aquel congreso, y el gesto que más ampollas levantó, fue precisamente ese, ver a tantos militantes cantando La Internacional. La imagen no pasará desapercibida en Castellana, 5. «Llama ciertamente la atención la terminología y simbología utilizadas en el congreso, que demuestran un inmovilismo de difícil encaje en la realidad actual española y contrastan con la tolerancia mostrada por el Gobierno», recoge el confidencial. «El espectáculo, perfectamente explicable, de seiscientos delegados cantando La Internacional puño en alto era todavía muy impactante, a pesar de que hubo que repartir profusamente una octavilla con la letra para evitar que la mayoría del congreso se limitara a tararear la primera estrofa. La Internacional despertaba dormidos ecos que revolvían algunos estómagos. Realmente si los socialistas llevaban cuarenta años oyéndonos cantar el Cara al sol era una mínima contrapartida aceptable una sola Internacional», concluye Martín Villa. «No había otro camino que aceptar el desfogue [de La Internacional con los puños en alto] para evitar otras cosas», se justifica Fraga en sus memorias.

			
EL DÍA EN EL QUE EL SECED PREFIRIÓ NO HABLAR


			Hay contadas ocasiones en las que los agentes de inteligencia, a sueldo del presidente del Gobierno, pero —por vocación y convencimiento— firmes partidarios del rey, callan para no otorgar. Eso es, ni más ni menos, lo que ocurre cuando Cassinello y sus hombres se sientan en su despacho de Castellana, 5 a pergeñar el Boletín de Situación número 166, que cierran el 28 de abril, el mismo día en el que Arias Navarro va a dirigirse a la nación en discurso televisado. Y callan porque lo que ha ocurrido dos días antes es difícilmente plasmable en uno de sus confidenciales sin herir sensibilidades. El 26 de abril, la revista Newsweek provoca un terremoto político al publicar un reportaje con las opiniones de don Juan Carlos sobre su presidente del Gobierno, escrito por su periodista estrella, Arnaud de Borchgrave. En el texto, el monarca califica a Arias de «desastre sin paliativos» (unmitigated disaster), y dice de él que a todo contesta «Sí, Majestad», pero a cambio no hace nada. «A menos que Arias opte por dimitir, poco es lo que Juan Carlos puede hacer para quitarle el puesto. Lo que más preocupa al rey es el hecho de que las políticas de Arias, o las no políticas, están polarizando la vida política española volviendo tanto a la derecha como a la izquierda contra el Gobierno», recoge el artículo. Al conocerlo, los ministros no salen de su asombro, y su mensaje, ampliamente difundido en el exterior, es apenas desmentido. Y el SECED… nada. El tema se obvia en el boletín de esa semana, y cuesta incluso encontrar la más mínima alusión velada a tan delicado asunto. Como mucho, se podría leer entre líneas en el siguiente párrafo, aunque queda ya a gusto de cada uno sacar conclusiones:

			Boletín de Situación.— Núm. 162

			ACTIVIDADES DE CARÁCTER ABIERTO.— RESUMEN DE NOTICIAS

			Se aprecia cierta desorientación y sorpresa en el «hombre de la calle» que, como consecuencia de tanto comentario político discordante, se pregunta adónde vamos y para qué tanta inexplicada reforma. La prensa se hace eco de ese pensamiento popular y alguno de sus comentaristas más relevantes especula sobre discrepancias entre Gobierno, Cortes y Consejo Nacional, que están dando la imagen de un Gobierno débil que no sabe o no puede imponer sus criterios para legalizar las pretendidas reformas. El modo de potenciar al Gobierno, según algunos, sería que este consiguiera «carta blanca» para instrumentar las modificaciones constitucionales, por medio de la «autorización popular» que reflejará el referéndum.

			
Solo una semana después, en el resumen del 5 de mayo, hay una somera mención a la polémica, aunque meramente informativa: «A raíz de la crónica del Newsweek, han continuado en la prensa extranjera los comentarios sobre el alejamiento entre el rey y el presidente, al hacerse eco de un editorial prohibido de Cambio 16 y de algunas otras informaciones tendenciosas». En lugar de dimitir, Arias asume el reto, no se da por aludido y se centra en preparar un discurso en TVE que no consulta con nadie, ni siquiera con el rey, para indignación de muchos de sus ministros, que advierten de que sin conocerlo no están dispuestos a respaldarlo. En consecuencia, después de pronunciarlo, ninguno de ellos le va a felicitar, según Areilza[121]. El SECED, que en el confidencial que se cierra el día del discurso percibe un «generalizado estado de ansiedad» ante las palabras de Arias, resume a la semana siguiente las «opiniones contradictorias» que ha generado, desde las críticas de la oposición, que «se ha sentido marginada en las palabras del presidente», al respaldo de la «clase política más afecta», que «acepta en general el contenido esencial de la reforma expuesta». Entre medias, un elogio muy generoso a Arias Navarro («la opinión popular, cuya credibilidad en el presidente es notoria, vio tranquilizadas sus inquietudes al observar cómo cualquier idea de ruptura era ciertamente rechazada») y un recuerdo al punto más «vulnerable» del discurso, el de la reforma sindical[122].

			Al margen de la tormenta por el reportaje de Newsweek, esa semana el Gobierno acuerda remitir al Consejo Nacional, para su preceptivo informe, los anteproyectos de Ley de Reforma de la Ley Constitutiva de las Cortes y de la Ley Orgánica del Estado. El Ejecutivo pretendía guardar el secreto sobre su contenido, pero saltarán a la prensa por alguna «fuga no deseada», como lo califica el confidencial del SECED. Además, dentro de esa huida hacia adelante —más por inercia que por otra cosa—, esa primavera las Cortes votan y aprueban la Ley de Regulación del Derecho de Reunión, el primero de los proyectos legislativos de la «reforma Fraga», que autoriza las reuniones para fines lícitos, entendidos como «los que no están sancionados por las leyes penales». La norma, constata desde Barcelona su gobernador, causará un «boom de manifestaciones» en toda España[123].

			
TIERNO GALVÁN NO ES LO MISMO QUE CARRILLO


			Este primer escalón en la «reforma Fraga» será despreciado por la oposición, que, a través de un comunicado de la «Platajunta», negará cualquier legitimidad a concesiones «otorgadas», pero, desde la óptica de los espías de Arias, las demandas de la izquierda se siguen viendo como «una ilusión propagandística». ¿Dónde está el supuesto «aperturismo» del SECED? ¿Eran los responsables del Sector Político, los mismos que cuarenta años después presumen de haber ido tendiendo los puentes a la democracia, proclives a la oposición ilegal? Mientras escribían los Boletines de Situación, mantenían reuniones, cada vez más habituales, con miembros destacados de la clandestinidad. Han establecido ya un contacto fluido con los principales líderes socialistas y, por supuesto, democristianos. ¿Se traslada eso a los confidenciales que enviaban cada semana a las autoridades? Parece claro que no. O no en todos los casos. Un boletín interno que tiene semejantes destinatarios no parece, desde luego, el vehículo más apropiado para hacer apología de las virtudes del «enemigo». Por ello, muchas veces lo importante no está en lo que cuenta, sino en lo que no cuenta. O en cómo lo cuenta.

			Un mes antes de que se ponga fin a la carrera política del último presidente de Franco y primero de don Juan Carlos, cercado por los ataques feroces de la oposición, la desconfianza de su Gobierno y el desprecio, incluso, del jefe del Estado, parece clara la postura de Cassinello y sus hombres. Sí al reformismo de Arias. Apoyo, con matices, a su política. Y rechazo, esta vez sin matices, al terrorismo y al comunismo. ¿Y en medio de ambos? Salvo excepciones concretas, como el despiadado ataque a UGT (con los ecos aún sin apagar de esa Internacional cantada a coro que tanto ha escocido), se aprecian dos lenguajes claramente diferentes cuando se analiza la actuación de los grupos socialistas, por un lado, y de los comunistas y de extrema izquierda, por el otro. La frontera es evidente, y repetida con reiteración: debe haber apertura, pero hasta el umbral del PCE. Tomaremos una semana especialmente simbólica de esta doble vara de medir para comprobarlo. Los primeros días de junio, a las puertas de la aprobación de la Ley de Asociaciones Políticas, el Gobierno autoriza al PSP de Tierno Galván su congreso, como ya hiciera con UGT y como hará con el PSOE, mientras prohíbe a CC.OO. organizar el suyo, previsto para finales de mes. Al SECED no le incomoda este doble rasero, y trata con condescendencia el cónclave del PSP, sin juicio moral alguno, más allá de la apostilla de que un partido socialista haya elegido un hotel «lujoso» para la ocasión. El hecho de que el PSP se defina como «marxista y no anticomunista» —¡ahí es nada!— no merece comentarios críticos. Y para justificar que aquí se haya cantado La Internacional puño en alto se da por buena la versión de Tierno Galván de que no es una «amenaza»:


			Boletín de Situación.— Núm. 172

			ACTIVIDADES CLANDESTINAS DE ORDEN GENERAL.— RESUMEN DE NOTICIAS

			Durante los días 5 y 6 se ha celebrado en un lujoso hotel madrileño el III Congreso del Partido Socialista Popular (PSP). […] Del contenido conocido hasta el momento destaca por su interés el informe del presidente del PSP, Tierno Galván, quien definió a su grupo como partido de trabajadores, marxista, revolucionario en sus objetivos, no anticomunista, partidario de una autogestión real, defensor de la socialización de los medios de producción y de la consecución más rápida posible de la sociedad socialista […]. Los actos fueron clausurados con el canto de La Internacional puño en alto, no como amenaza, sino como «ademán de solidaridad de la clase trabajadora», en palabras de Tierno Galván.

			
El tono, como veremos, es muy distinto al que se emplea para los partidos a la izquierda de los socialistas. La prohibición del congreso de Comisiones Obreras se despacha en solo una frase, sin más comentarios («El Ministerio de la Gobernación ha desautorizado la asamblea de CC.OO. anunciada para finales del presente mes, así como la ya iniciada venta de bonos a beneficio de dicha organización»). Pero lo verdaderamente importante de este número está en su «hoja verde», que es más que nunca el editorial del SECED ante la reforma política y sus límites:


			BOLETIN DE SITUACION.— Núm. 172

			(Período del 3 al 9 de junio de 1976)

			PANORÁMICA GENERAL

			Parece como si desde la izquierda no se hubiera aprendido nada o muy poco. Se repiten planteamientos, gestos y actitudes que se corresponden con situaciones de hace cuarenta años. Se insiste en la marxistización revolucionaria, en el internacionalismo y en el separatismo jaleados desde unos medios de comunicación social más atentos a los extremismos disonantes que a la necesaria moderación de actitudes, cuyo eco no se corresponde con la representatividad real de cada uno de esos grupos. Se oculta así, frente a una derecha reformista, la posible aparición de una izquierda también reformista y no radicalizada.

			Con ello, se asiste a una creciente confusión frente al comunismo, buscada premeditadamente para justificar la aceptación de alguna de sus fracciones más sugestivas, así como por la aparición de múltiples grupos que, bajo apariencias muy diversas, ocultan la verdadera estrategia del PC, que ha de entenderse como un conjunto de tendencias en pugna, coordinadas por la aparición común a unas mismas metas y por la utilización simultánea de líneas de acción distintas. Se puede afirmar que el comunismo es uno, aunque coexistan los pseudodemócratas y reformista-liberales, con los maoístas, trotskistas y leninistas. Distinguir y separar a unos de otros es prescindir de la visión de conjunto y olvidar la complejidad de la maniobra por ella mantenida.

			Cuando el PSUC, el PTE, etc., se presentan, no se puede prescindir de la idea del enorme cuerpo de doctrina común que une a todos los comunistas, frente al que las diferencias se refieren más a prioridades de procedimiento para alcanzar las mismas metas o a simple adaptación geográfica.

			
En resumen: el comunismo es uno solo, más allá de la ensalada de siglas, y no ha variado en cuarenta años. Será interesante comparar este «editorial» con el que redactarán los agentes de Andrés Cassinello cuando el Gobierno de Suárez legalice el PCE.

			O han cambiado mucho en pocos meses los espías o lo han hecho los comunistas.

			O las dos cosas.

			
VÍA LIBRE A LAS ASOCIACIONES Y TRASPIÉS CON EL CÓDIGO PENAL


			Más allá de opositores y adeptos, de comunistas, socialistas o ministros del Gobierno, los confidenciales del SECED hacen un repaso, que es también historia, de los pasos que va dando el rey. Sus visitas oficiales (Cataluña, Asturias) han sido jaleadas como éxitos para él y para la monarquía, y la más importante de todas, la que realiza la primera semana de junio a Estados Unidos (con escala en República Dominicana) se considera «el mayor éxito que cabía esperar para nuestra política exterior», pese a que los agentes no están especialmente generosos en el espacio que le otorgan. Pocos días antes, Henry Kissinger había trasladado al presidente Ford un informe en el que proponía demostrar su apoyo al rey como la «mejor esperanza» para la evolución democrática de España, y elogiaba al monarca por haber logrado un punto intermedio entre inmovilistas y rupturistas. Unas horas antes de la visita, además, secretario y presidente tuvieron una breve charla en la que Kissinger le dijo a Ford que los Borbones «habían jodido las cosas durante trescientos años», pese a lo cual había que «tratar al rey como si tuviera autoridad, aunque eso ponga nervioso al ministro de Asuntos Exteriores». El día 2, en la entrevista que mantuvieron Ford y don Juan Carlos, este se mostró «ligeramente impaciente» con Arias, aunque admitió que «se está moviendo, aunque las cosas podrían haber ido más deprisa», según Powell[124]. En su intervención en el Congreso de Estados Unidos, el rey proclamó que «la monarquía española se ha comprometido desde el primer día a ser una institución abierta en la que todos los ciudadanos tengan un sitio holgado para su participación política sin discriminación de ninguna clase y sin presiones indebidas de grupos sectarios y extremistas». Asimismo, aseguró que «la Corona hará que, bajo los principios de la democracia, se mantengan en España la paz social y la estabilidad política, a la vez que se asegure el acceso ordenado al poder de las distintas alternativas de gobierno, según los deseos del pueblo libremente expresados». La declaración de intenciones fue recibida con una cerrada ovación, correspondida por un don Juan Carlos visiblemente satisfecho. «Éxito total», juzga Areilza[125].

			Una semana después, España vive otro acontecimiento relevante con la aprobación de la Ley de Asociaciones Políticas, aunque, curiosamente, y al igual que ocurre con la visita a Washington, tampoco está mencionado en el «editorial» del confidencial de esa semana (3-9 de junio), dedicado en exclusiva al análisis de la oposición, a quien los espías de Arias no le quitan un ojo de encima. En ello influye, posiblemente, el hecho de que la ley de partidos se aprueba el mismo día en el que se cierra el informe, y es sabido que los agentes del SECED necesitan cierto poso de reflexión para hacer sus valoraciones. En el resumen interno de noticias, los oficiales del Sector Político comentan, una a una, las intervenciones a lo largo de algo más de un folio, y exhiben un voto de confianza en los procuradores, con la esperanza de que aparquen su lealtad en el antiguo régimen y caminen hacia un «nuevo talante»: 


			Por encima de aplausos y disconformidades, la dignidad de la Cámara está muy por encima de trivialidades y los comentaristas señalaron que, si bien el deseo profundo de una buena parte de los procuradores sería pronunciar su voto negativo, esto no será así, juzgando con talante político el momento actual español y confiando que la viabilidad del proyecto sea un paso firme para la convivencia de todo el pueblo español.

			
El Proyecto de Asociación Política había sido redactado por Manuel Fraga, pero Arias Navarro no quería que el titular de Gobernación tuviera demasiado protagonismo y, tras intentar que el orador fuera Osorio, aceptó que Suárez subiera a la tribuna. Como ha señalado algún historiador[126], el hecho de que la defensa del texto recayera en el ministro del Movimiento era en sí mismo una contradicción. Tampoco están claros los motivos de la negativa de Osorio, aunque se ha apuntado que, sabedor de que no estaba ya en la carrera sucesoria, optó por cederle el caramelo a Adolfo Suárez, dentro de un pacto mutuo de apoyarse políticamente. Sea como fuere, el orador preparó su discurso a conciencia, elaborando varios borradores con un reducido grupo de colaboradores compuesto por Eduardo Navarro, Manuel Ortiz, Fernando Ónega y Rafael Anson, quien le recomendó que hablara a los procuradores como si fueran «viejos amigos». Para asegurarse de que se entendía, el ministro del Movimiento se lo pasó a lectura previa a uno de sus más «viejos amigos», José Cassinello, el Chino de Paraca, hermano de Andrés y artífice de su relación con el director del SECED[127]. Suárez sabía que del resultado de esta prueba dependerían en gran medida sus aspiraciones políticas, y su intervención —aquel ya célebre «vamos, sencillamente, a quitarle dramatismo a nuestra política. Vamos a elevar a la categoría política de normal lo que a nivel de calle es normal»— recibió el elogio generalizado.

			En su discurso, Suárez apeló al «compromiso histórico» para culminar la reforma, e instó a los procuradores a no caer en la «ceguera absurda» de negar la existencia de fuerzas, «llámense partidos o no», que «se ven en los medios de comunicación, están presentes en los niveles intelectuales y en la base trabajadora e influyen incluso en las organizaciones más típicamente profesionales». Y recurrió a un argumento práctico: el Gobierno necesita saber con quién ha de pactar «entre las trescientas siglas que menudean en los periódicos y de los que apenas se sabe algo más que los nombres de sus promotores». Su corolario es también una de sus intervenciones más recordadas: «Permitidme para terminar que recuerde los versos de un gran autor español: “Está el hoy abierto al mañana / Mañana, al infinito. / Hombres de España: ni el pasado ha muerto, / ni están el mañana, ni el ayer escrito”».

			La ley salió aprobada por 338 votos a favor, 91 en contra y 24 abstenciones, con la ausencia de casi un centenar de procuradores que el boletín tilda de «imposible de explicar». «Aprobados los partidos políticos», tituló sin rodeos ABC en portada. Pero más allá de las repercusiones legales, está la consecuencia política de esta ley para su defensor. Con su discurso, Suárez «presentó su tarjeta de visita como candidato a la presidencia del Gobierno», proclama Osorio. Cuatro días después, el diario de su mano derecha, Carmen Díez de Rivera, recoge una reseña clave, correspondiente a una de las frecuentes llamadas del rey: «8.15 noche: me habla de la crisis. Suárez candidato y me explica el cómo»[128].

			Y todo ello a pesar de que la primera consecuencia es un sonado tropiezo. Para tener efectos jurídicos, la nueva ley necesita la reforma de los artículos del Código Penal que tipifican como delictiva la afiliación a partidos, una modificación que debe votarse en esa misma sesión por la tarde. Nada más terminar el debate matinal, Suárez se da cuenta de que el ambiente está enrarecido, una intuición que se confirma cuando comprueba la oposición de los procuradores a la reforma que les propone desde la tribuna el ministro de Justicia, Antonio Garrigues, que fue devuelta a la Comisión sin ni siquiera ser votada, ante el convencimiento por parte del Ejecutivo de que sería rechazada. El debate coincide además con la noticia del asesinato por parte de ETA del jefe local del Movimiento de Basauri, Luis Carlos Albo de los Llanos, lo que enturbia los ánimos. Además, deja al descubierto una supuesta «laguna» en la ley que los procuradores más derechistas identifican a la primera: no queda clara la imposibilidad de legalización para los partidos comunistas.

			
FRÍA DESPEDIDA A ARIAS NAVARRO


			Esas dos pruebas ante las Cortes franquistas —una de cal, otra de arena— serán el penúltimo trago que deberá pasar Arias Navarro como presidente. El último, el más amargo de todos, llegará el 1 de julio. Minutos antes de una ceremonia de entrega de credenciales a embajadores en el Palacio Real, don Juan Carlos dice al ministro Areilza[129]: «Esto no puede seguir así, so pena de perderlo todo. El oficio de rey es a veces incómodo. Yo tenía que tomar una decisión difícil, pero la he tomado. Lo pondré en ejecución de golpe, sorprendiendo a todos. Ya estás advertido y te callas y esperas». A continuación, le anuncia que ha convocado a Arias a última hora de la mañana, lo que le hace sospechar que el jefe del Gobierno ha dimitido, máxime después de hacer una ronda por los ministros buscando una decisión de gravedad que justifique el anuncio (De Santiago le dice que no se va a declarar el estado de guerra; Villar Mir, que no se devalúa la peseta, y Fraga, que no hay estado de excepción). A esa inesperada e inusual cita, a la que se le ha convocado horas antes, acude Arias, quien, desde el momento en el que entra en el despacho de don Juan Carlos, comprende lo que se va a producir: el monarca quiere arrancarle su dimisión. Según la versión del presidente dimisionario, el rey le recibió con un «gesto apesadumbrado» y un silencio que eran la prueba de lo mucho que le costaba transmitirle su decisión. Para «ahorrarle el disgusto», Arias se adelantó: «Señor: tenga la certeza de que no me causa amargura alguna este momento, sino, por el contrario, muy honda alegría y que ahora mismo, si el protocolo y el profundo respeto que debo a S. M. no me lo impidieran, se lo expresaría con un gran abrazo»[130]. A las seis de la tarde, Europa Press adelanta la noticia. A las ocho, el presidente saliente se reúne con sus ministros en Castellana, 3. El fresco que ha dejado Areilza no tiene desperdicio:

			La gente está tensa y expectante. Le saludo cortésmente y por decirle algo le sugiero que nos dio una sorpresa con la dimisión. «¡Tú ya lo sabías! Y sabrás por qué…», me contesta entre violento y desabrido, pero guardando las formas. Arias supone, por lo visto, que yo he sido el autor de la operación. Como anoche despaché con el rey y esta mañana estuve con él en las credenciales —y me marché de palacio casi a la misma hora, una de la tarde, en la que él llegaba—, su temperamento receloso y perenne sospecha le hizo seguramente pensar en atribuirme esa intriga última que nunca existió […]. Encontró al rey agobiado, con aire embarazoso y con titubeo al tratar de explicarle por qué le llamaba. Se adelantó entonces al Monarca y le dijo que comprendía lo que quería y que ofrecía su dimisión inmediatamente y sin dificultad ninguna […]. Evocó Arias la escena histórica que en 1908 se produjo en aquel mismo lugar cuando, al entrar don Antonio Maura para despachar con Alfonso XIII, este le salió al encuentro abrazándole con efusión y diciendo: «Gracias, don Antonio, por tu gesto patriótico. ¿Qué te parece Moret como sucesor?». Arias aclaró que no hubo abrazo y que sí, en cambio, corrección exquisita por parte de ambos. Y que le pidió el rey que siguiera yendo a La Zarzuela a verle. Después dijo unas palabras de agradecimiento y despedida, en tono incómodo y cortante. Se levantó y dio la mano y abrazó a los ministros. Al llegar a mí, me vaciló y me extendió la mano. Como había gente delante, yo inicié un abrazo que resultó incompleto y forzado[131].

			
El SECED «entierra» a Arias con una página en la que repasa el cómo, el quién y el cuándo de lo ocurrido, aunque deja en el aire el porqué:


			Boletín de Situación.— Núm. 176

			ACTIVIDADES DE CARÁCTER ABIERTO.— RESUMEN DE NOTICIAS

			Todos los comentarios especulaban sobre las razones que podrían haber justificado tan inesperada decisión. En el pueblo llano se recogía una sensación de intranquilidad y —en cierto modo— de tristeza. Por el contrario, la clase política, en general, acogió la noticia con satisfacción, que fue compartida por la prensa intuyendo que el relevo del presidente significaría una aceleración en la reforma política, que en el momento actual parecía encontrarse ante dificultades […]. Aunque en algunos comentarios de prensa y de círculos políticos se citaban presuntos motivos inmediatos a la crisis, tales como la espectacular subida del índice de vida en mayo, la diferencia de criterios respecto al previsto Concordato con la Santa Sede, etc., la mayor parte de los observadores políticos entendían que el planteamiento del relevo de Arias se remontaba a meses atrás, y que por razones, de momento desconocidas, el rey había decidido ponerlo en práctica.

			Los ámbitos más politizados habían venido difundiendo la presunción de que el relevo de Arias traería como consecuencia la designación de Areilza como presidente del Gobierno, quien aceleraría la reforma y pactaría con la oposición. Este rumor tuvo un eco desfavorable en otros ambientes más populares que imaginaban una fuerte influencia del conde de Barcelona en tal operación.

			
Primera conclusión: para los espías del SECED, la marcha de Arias ha causado cierta tristeza en los ciudadanos, de esas que es necesario apostillar entre guiones con un elocuente «en cierto modo», pero alivio en los políticos; el origen no está en reveses económicos ni políticos de última hora, sino a una crisis de más largo alcance; y la elección de Areilza como sucesor habría supuesto, es cierto, reformas más profundas y un acercamiento a la oposición, pero el futuro presidente no habría podido desprenderse de la sombra de don Juan, marcado por sus años como secretario del Consejo Privado del conde de Barcelona. Su aséptica despedida al presidente es la consecuencia, entre otras cosas, de un télex que el director del SECED había enviado a todas las delegaciones del Servicio para que mantuvieran «una postura profesional, esperando el nombramiento del nuevo presidente». 

			¿Cuándo tomó el rey la decisión de prescindir de Arias? Historiadores como Abella fijan en los sucesos de Vitoria el momento en el que el monarca concluye que la disyuntiva es «la Corona o Arias», y comienza a preparar el terreno para sustituirle por un verdadero reformista. ¿Fue también en ese momento cuando se decantó por Suárez? «Esa actuación mía, que fue muy comentada, lo que probablemente hizo fue reafirmarlo [al rey] en una decisión que, a mi juicio, ya tenía tomada», responde con prudencia el aludido[132]. En cualquier caso, don Juan Carlos pide a Fernández-Miranda que vaya mentalizando del cambio al Consejo del Reino y juntos comienzan a hacer su «lista». «En abril se inició resueltamente la búsqueda de sustituto», concreta el entorno de Fernández-Miranda[133], que apunta que en ese momento los candidatos de don Juan Carlos son, por este orden: Areilza, Fraga, López de Letona, Pérez de Bricio, Silva, López-Bravo y —solo en último lugar— Adolfo Suárez. En función de sus conversaciones con el rey, Villalonga[134] concluye que, cuando toma la decisión, no tiene claro quién debe ser el sucesor, más allá de que debe ser joven, moderno y de su propia generación. En este sentido, Suárez admite que el famoso comentario que el monarca le hizo a él y a Osorio en el palco del estadio Santiago Bernabéu, en la final de la Copa del Rey entre el Atlético de Madrid y el Zaragoza («qué bueno es tener presidentes jóvenes», afirmó en referencia a los presidentes del Real Madrid y el Zaragoza, ambos mayores) lo interpretó como «un mensaje» dirigido a él, que «alimentaba sus esperanzas»[135]. ¿Por qué eligió el rey a Suárez? El testimonio más directo lo tenemos de boca del propio monarca: «Me incliné en su favor porque era un hombre joven y moderno. Porque procedía del franquismo y, por tanto, no se le podía hacer sospechoso de pretender cambios demasiado radicales […]. Adolfo Suárez, el franquista, logró convencer a los franquistas de que depositaran en él su confianza para poner el cambio en marcha»[136]. 

			Según ha recordado también el propio don Juan Carlos, al primero al que le había ofrecido la presidencia de su primer Gobierno fue a Torcuato Fernández-Miranda, en agradecimiento a la fidelidad que le había mostrado su antiguo profesor durante todos esos años. Sin embargo, el interesado no dudó su respuesta: «Al hombre político que soy le gustaría más ser presidente del Gobierno, pero puedo seros más útil como presidente de las Cortes». A partir de ese «hermoso gesto», Fernández-Miranda fue «tejiendo pacientemente su tela de araña conversando en privado con los procuradores más reticentes al menor cambio», continúa don Juan Carlos, así como con los miembros del Consejo, con los que, como hemos visto, se reunía cada dos semanas. Hasta que un día se presentó ante él en La Zarzuela y le dijo: «Majestad, decidme el nombre del hombre que debe sustituir a Arias Navarro y me comprometo a hacer que le voten»[137]. En junio, afirma, el elegido estaba ya totalmente decidido en la persona de Suárez. Ante el debate sobre de quién fue la iniciativa de ofrecer la presidencia a Suárez, si de don Juan Carlos o de Fernández-Miranda, el monarca ha confesado a Ónega que «de ambos», lo que da una idea de que llegaron a la misma conclusión por distintos caminos[138].

			
LO QUE EL REY HA PEDIDO


			Es claro que a la primera sorpresa de la dimisión del presidente del Gobierno le sigue una aún mayor, la del nombre de su sucesor. Las circunstancias en las que se produjo esta elección han sido profusamente abordadas por los historiadores, pero hagamos un resumen de cómo transcurrieron los hechos. Desde el punto de vista del presidente del Consejo, la inclusión del candidato del rey en la terna presentaba dos dificultades: el «búnker»intentaría rearmarse, por lo que había que actuar con celeridad; y don Juan Carlos no tenía aún ni la autoridad ni el control jurídico que tuvo Franco, por lo que la elección a dedo, disfrazada bajo la fachada de una terna, era impensable. Durante la primera sesión, el 2 de julio, los consejeros van expresando sus preferencias sin directriz alguna de los deseos de La Zarzuela y el presidente va anotando las características «previsibles» que debe tener ese candidato ideal, según lo que van transmitiendo: anticomunista, bien visto en el exterior, con capacidad de diálogo, aceptado por el Ejército y las instituciones y con capacidad física y juventud, aspecto este último que Fernández-Miranda fue exprimiendo al máximo. En la primera ronda se alternan exigencias totalmente opuestas al perfil de Suárez como otros muchos «tópicos» que sí podían encajar. No hubo indicaciones ni sugerencias por parte del presidente, lo que transmitió la sensación de que se elegía con libertad. «Cinco nombres posibles para el nuevo jefe de Gobierno: Areilza, Fernández-Miranda, Fraga, Gutiérrez Mellado y Vega Rodríguez», titulaba esa mañana El País. Ni rastro de Suárez. El día 3, Fernández-Miranda propone hacer una primera lista con el resultado de los tres nombres que cada consejero debía escribir en una papeleta. Resultado: treinta y dos aspirantes, entre los que están todos los previsibles y mucho fiel al Movimiento. A partir de ese momento, se fueron leyendo uno a uno los nombres, y si ningún consejero lo avalaba en voz alta, se eliminaba. Cada uno de los electores jugó a sacrificar a los débiles y apostarlo todo a su favorito, con lo que en esta segunda criba, y sin que la prensa pudiera sospecharlo, cayeron ya Fraga y Areilza, sin apoyos en un Consejo receloso de su aperturismo. Tras este segundo escalón, la lista se ha reducido a nueve: Fernández de la Mora, Rodríguez de Valcárcel, García Hernández, López Rodó, Silva Muñoz, López-Bravo, Suárez, Álvarez de Miranda y Pérez de Bricio. Cuarta ronda: caen Pérez de Bricio, García Hernández y López Rodó. De entre los seis restantes se entresaca la terna final, con dos candidatos aparentemente fuertes, como López-Bravo y Silva, y uno supuestamente «de relleno», como es el ministro del Movimiento. A la salida, la célebre frase de Fernández-Miranda que tanto dio que hablar: «Estoy en condiciones de ofrecer al rey lo que me ha pedido».

			A partir de ahí, las filtraciones interesadas o no de la composición de la terna. La agencia Cifra ofrece a las 4.50 horas de la tarde una primera en la que están Areilza, Suárez y Silva. Otras versiones apean a Suárez, pero mantienen a Areilza, como la que le llega a monseñor Tarancón, e incluso quien se la lee por teléfono, un gobernador civil, le dice que la había recibido del Ministerio de Gobernación[139]. A las seis, un teletipo de Europa Press corrige a Cifra y da ya la composición exacta de la terna, uno por cada tendencia: López-Bravo por los tecnócratas, Silva por los propagandistas/democristianos y Suárez por los azules (porque, de hecho, así era considerado por entonces). Para muchos, y entre ellos los propios consejeros del reino, el tercero en el orden alfabético es también el último en posibilidades. De hecho, es probable que a cualquiera que en los días previos le hubieran asegurado que el próximo presidente habría de ser el ministro del Movimiento habría reaccionado como en la anécdota que narra Leopoldo Calvo-Sotelo, cuando le preguntaron si el sucesor de Arias sería Fraga o Areilza, y él respondió con un «no olviden a Adolfo Suárez». «Una muy sonora carcajada acogió mi salida, que más de uno debió entender en clave de coña galaica», recuerda[140].El hecho de estar incluido en esa primera —e inexistente— terna llevó a Areilza a «celebrar» su designación, incluso con algún brindis[141]. En sus diarios, el conde de Motrico no hace mención alguna a brindis precipitados, aunque sí admite que se reunió con varios políticos en su casa. Pero sostiene que tenía el «pálpito» de que no estaría en la terna. A las siete le comunican que el elegido es Suárez: «¡Qué sorprendente decisión! Pero, analizando bien, la operación completa se empieza a adivinar en su compleja maraña. La salida de Arias estaba planeada por el rey con la ayuda de Torcuato y su reconocida capacidad de maniobra».

			También Silva, este sí miembro de la terna, niega haber tenido esperanzas previas y reacciones precipitadas, y sostiene en sus memorias que el mismo día en el que se reunió por primera vez el Consejo del Reino le llamó Enrique de la Mata para decirle que estaba en la terna, pero que estaba seguro de que el elegido sería Suárez, lo que le lleva a colegir que la decisión final se sabía —o barruntaba— ya de antemano, en contra de la versión oficial. El que fuera llamado «ministro eficacia» volvió a quedarse a las puertas del palacete de Castellana. El domingo 4 recibió la llamada del rey comunicándole su pesadumbre por haber tenido que optar entre dos «amigos tan queridos». Pero lo más llamativo está en que el monarca le dijo que el de Suárez era un gobierno para ocho o doce meses, hasta unas elecciones, y que no era conveniente que él se «gastase»[142].

			Fraga, a quien la noticia le sorprende de visita oficial en Zaragoza, afirma que desde el primer momento descartó ser el elegido, consciente de que no era bien considerado en el Consejo del Reino, y que tampoco dudó en qué debía hacer a continuación. «No tenía confianza alguna en Adolfo Suárez, ni en su capacidad de dirección de la crisis», confiesa para justificar su negativa a continuar en algún Ministerio, un sentimiento que parecía mutuo. Lo que es evidente es que el político gallego no dejaba indiferente a nadie. Este es el elocuente recuerdo que le ha dejado a Cassinello cuatro décadas después: «Despachar con Fraga era un espectáculo tremendo. Si le interesaba el tema, se volcaba, cuándo, dónde, cómo, si no le interesaba, se echaba para atrás, cerraba los ojos, se metía el dedo en la nariz. Le daba todo igual».

			¿Y el elegido por el rey? ¿Tenía la seguridad, o al menos la sospecha, de que podía estar en la terna? El comentario más explícito lo encontramos en una de sus conversaciones con Victoria Prego: «Yo soy consciente de que puedo entrar en la terna. Desde luego, sabía que el rey había encargado a Torcuato Fernández-Miranda […] que hiciera lo imposible para que entrara»[143]. Por eso, la enigmática frase de Torcuato le da esperanzas de que así va a ser. Dos llamadas del rey después (una primera simplemente para saber «cómo estaba») acude a La Zarzuela. Para restar seriedad al momento, según la versión del ministro del Movimiento, el rey se escondió detrás de la puerta al entrar antes de pedirle que sea el presidente del Gobierno. Y Suárez respondió con un «¡Por fin, ya era hora!»[144].

			En una buena parte de la prensa, el nombramiento se vivió con un gran sobresalto. Es célebre el «¡Qué error, qué inmenso error!» de Ricardo de la Cierva, en El País, aunque mucho más ácido fue el director de Pueblo, quien aseguró que la elección de Suárez había sido otro milagro de Santa Teresa, que por algo era de Ávila, como el presidente. Posteriormente completó su juicio asegurando que la santa se había pasado, y que elegir a Suárez había sido «como si hubieran hecho a La Chelito madre abadesa de Las Descalzas». Cambio 16, la cabecera más influyente del momento, no es más complaciente, y concluye que la elección ha causado «estupor absoluto y profunda decepción». En París, Le Figaro cree que el nombramiento de Suárez es una revancha del «búnker», que ha logrado «cambiar un caballo tuerto por otro ciego». «Suárez carece de todas las cualidades que se creía estaba buscando el rey cuando decidió desafiar al “búnker” franquista», resume el The Times desde Londres.

			Este es, en cualquier caso, el resumen que hacen los encargados de redactar aquel Boletín de Situación histórico:


			Boletín de Situación.— Núm. 176

			ACTIVIDADES DE CARÁCTER ABIERTO.— RESUMEN DE NOTICIAS

			La reacción de la prensa fue desigual, según las tendencias políticas que sustenta cada órgano de opinión. Mientras algunos comentaristas, en postura de oposición, han querido ver en Adolfo Suárez excesiva juventud, un claro origen falangista, una carrera política ligada al Movimiento y poco relieve internacional, factores poco favorables para imprimir a la reforma la velocidad y el talante que aquellos deseaban, otros de distinto signo y mayoritarios han resaltado en cambio que la juventud del presidente significa un nuevo estilo en la gestión gubernamental, a la que imprimirá su empuje y entusiasmo. Se ha recordado especialmente su discurso ante las Cortes Españolas con ocasión de su defensa del proyecto de Ley de Asociación Política, como muestra de su decidido ánimo de actualización de la legislación vigente. Asimismo se ha destacado la confianza que el caudillo tenía depositada en él en la última etapa de su vida, y la amistad y adhesión de Suárez a la persona del rey, lo que facilitará la estrecha relación entre ambos. Entre sus cualidades se citan su talante abierto, y su habilidad y flexibilidad en la negociación. Los observadores políticos ven en Adolfo Suárez el deseo del rey de contar con colaboradores directos más jóvenes y capaces de introducir en la vida nacional cuantas modificaciones y actualizaciones sean precisas, sin rupturas con los fundamentos de la España actual.

			
EL NUEVO GOBIERNO VA PERDIENDO ANTES DE EMPEZAR


			El jefe de Gobierno recién nombrado no pierde un solo segundo. El 6 de julio se dirige a la nación en un discurso de seis minutos muy sintomático por la forma y por el fondo, porque muestra un nuevo estilo de hacer política de un presidente que habla desde el salón de su casa —desde el salón de cualquier casa— y porque es una inequívoca profesión de fe democrática. Entre otras cosas, se compromete a que los Gobiernos sean a partir de ahora «el resultado de la libre voluntad de la mayoría de los españoles», para lo cual solicita el apoyo de la oposición. El mejor obsequio de bienvenida que pueden hacer Cassinello y sus hombres a Suárez es el de decir de él que está en sintonía con la realidad y con lo que el tiempo político demanda: 

			Ha tenido especial significación la oportuna alocución del presidente Suárez en RTVE. Su intención expresa de apoyar el contenido del discurso de la Corona, de acelerar la reforma política, como exige la realidad actual, y de asegurar el talante de diálogo y colaboración para todos, ha creado un ambiente de profunda esperanza, con un amplio y favorable eco en la opinión pública. 

			
Los agentes del Sector Político, especialmente activos esos días en reuniones, contactos y sondeos políticos, tienen muy claro que, ante un nuevo presidente, nuevas tácticas. O al menos así se lo transmiten a los destinatarios de su confidencial, en el que aventuran que la presión en la calle bajará con la llegada de Suárez, en una especie de voto de confianza a sus prometidas reformas, mientras el mito de la «unidad de la oposición» se convierte en anhelo prioritario. Los redactores del boletín perciben en la oposición, como en el resto del país, una primera sorpresa inicial por el nombre del sustituto de Arias, ya que esperaban la designación de «una personalidad de indudable sello liberal». «No sé cuál es el propósito de este nombramiento», expresa desde la oposición moderada Joaquín Garrigues Walker. «El país no está para bromas ni para inseguras piruetas», escribe Ignacio Camuñas en ABC. Desde la «Platajunta», García Trevijano atribuye el nombramiento al propio «instinto de supervivencia» del franquismo. El más prudente de todos será Santiago Carrillo, que declara a El País: «Si se tiene en cuenta su pasado, hay poco que esperar. Pero me reservo el juicio definitivo hasta que se conozca el nuevo Gobierno y su programa». «Todos nos equivocamos —reconocerá años después Alfonso Guerra—. Suárez sabía lo que quería hacer y contaba, al menos contó durante un tiempo, con el apoyo del rey»[145]. 

			El siguiente elemento de valoración en los boletines es el de la formación del Gabinete. El análisis en el confidencial 176 queda inacabado, ya que las gestiones para encontrar ministros se alargan más de lo previsto, se atascan en Educación y Comercio, y obligan a emplearse a fondo al nuevo vicepresidente segundo y ministro de Presidencia, Alfonso Osorio, e incluso al rey, que fue el encargado de convencer a Marcelino Oreja para que aceptara la cartera de Asuntos Exteriores. La prensa no ayuda, desde luego, con titulares como este de El País: «Renuncias a ser ministro. Sin precedente en la historia del régimen». Primero, la versión del que más trabajó entre bastidores. «El nombramiento de Adolfo Suárez ha caído como una bomba», anota Osorio en su diario, donde contabiliza cinco «calabazas» en pocas horas de otros tantos candidatos (Fraga, Areilza, Robles Piquer, Garrigues y Martín Gamero) y una «operación sin cuartel» de Pío Cabanillas, que le obligan a emplearse a fondo nombre por nombre[146]. El miércoles está casi cerrado el Gabinete, pero a última hora Enrique Fuentes Quintana renuncia a ser ministro, después de haberse comprometido. El Ejecutivo no se pudo cerrar hasta las diez y media de la noche, cuando se pasó la lista a TVE. Al día siguiente, los nuevos ministros juraban sus cargos ante el rey. La columna vertebral eran los vinculados al grupo Tácito, junto a hombres de confianza de Suárez, como Abril Martorell o García López. Además, continuaban los cuatro militares heredados, a petición de don Juan Carlos, del Gabinete Arias. Sin contar a estos últimos, la medida de edad era de cuarenta y tres años. La misma que la de Adolfo Suárez. José Antonio Novais, corresponsal de Le Monde en Madrid, llegó a escribir que aquel era «un Gobierno Osorio presidido por Adolfo Suárez». Pero la definición que más fortuna hizo de aquel Gabinete fue la de un «Gobierno de penenes», acuñada por Fernández Ordóñez, quien, como algún que otro crítico de primera hora —véase De la Cierva— acabaría formando parte de él. 

			En cuanto a la reacción de la izquierda, los agentes de información encuentran a los grupos ilegales en una «actitud de espera» que se prolongará hasta la declaración programática, pero constatan un notable aumento de la propaganda clandestina y las acciones callejeras. Este hecho responde, casi en exclusiva, a las movilizaciones en demanda de una amnistía, organizadas en diversos puntos del país, y promovidas y capitalizadas por el PCE, «explotando las concentraciones masivas para la exhibición de banderas republicanas, puños en altos, hoces y martillos y gritos revolucionarios. Pedir la unión de todos los españoles desde su único camino es una constante de la inconsecuencia revolucionaria», denuncian los redactores del informe. Por lo que se ve, el golpe es para los espías del Gobierno más moral que otra cosa, porque se dice que, a efectos prácticos, la «semana de la amnistía ha pasado prácticamente desapercibida, con la excepción de las incidencias en las fiestas de San Fermín y de las manifestaciones finales, desarrolladas casi todas el día 11», como expone el confidencial 177 (14 de julio). Sin embargo, lo realmente interesante está en el análisis de fondo que se hace en la «hoja verde» de esa semana, porque en él vemos la primera crítica al presidente y Gobiernos salientes, que han perdido la «batalla psicológica» con la oposición: 


			La campaña ha sido rodeada de una hábil acción psicológica, en la que los objetivos humanitarios han hecho digeribles los más recusables del grupo revolucionario promotor. Desde el poder, simultáneamente, el problema ha sido afrontado como si se tratase tan solo de un problema de orden público, por ello la batalla política y la de la propaganda ha sido ganada por el único bando que la planteó.

			
El «editorial» del SECED —para muchos ministros el primero que podrán recibir y leer con detenimiento— incluye también una descripción somera de ese mundo comunista al que, forzosamente, habrán de enfrentarse los nuevos miembros del Gobierno. Es algo así como una toma de posición en la que se hace una llamativa mención, sin que la actualidad la haya propiciado, a una eventual legalización del PCE. De momento, la alusión es para dejar claro que, desde el partido de Carrillo hasta los terroristas del FRAP, estamos ante distintos perros con collares, si no iguales, al menos similares.


			Boletín de Situación.— Núm. 177

			(Período del 08 al 14 de julio de 1976)

			PANORÁMICA GENERAL

			Sobre la legalización del PC hay que tener en cuenta que el comunismo constituye un conjunto variado, en el que las distintas tendencias difieren en los procedimientos a utilizar, pero son coincidentes en los objetivos a alcanzar. Pasar del grupo de Carrillo al FRAP es posible y fácil obviando cuestiones de procedimiento.

			En segundo lugar, la clandestinidad de estos grupos es doble. Por un lado, la pura organización del partido, sus células, radios, etc., pero junto con ella subsiste la de sus «correas de transmisión», movimientos socio-políticos u organizaciones pantalla: CC.OO., movimiento ciudadano, movimiento estudiantil, etc., presentados siempre como únicos representantes válidos del grupo humano en que se insertan, ya sea un barrio, una universidad o una empresa.

			Tampoco es previsible que esos grupos acepten una legalización «otorgada». Un problema difícil que solo podrá ser resuelto cuando las fuerzas políticas comprometidas en el apoyo del orden institucional alcancen la cohesión y la organización de las que actualmente carecen.

			
La primera encrucijada en este camino la tendrá el nuevo Gobierno el miércoles 14 de julio, cuando el Pleno de las Cortes se reúne para debatir la reforma del Código Penal que el Ejecutivo acaba de aprobar con la opinión en contra del general De Santiago, nada menos que el número dos del Gabinete, porque no había una alusión expresa a la imposibilidad de legalizar el PCE, y que permitirá al Gobierno poner en marcha la tan demandada amnistía. La norma salió adelante, pero con una resistencia tal (249 votos a favor, 174 en contra y 57 abstenciones) que Suárez pudo adivinar hasta qué punto le iba a resultar difícil llevar a su terreno a esas Cortes heredadas del franquismo. El boletín interpreta que con la aprobación parlamentaria «se completa la legalización de los partidos políticos». Dos días después, el Consejo de Ministros se reunía hasta la noche para cerrar, otra vez con los recelos de Fernando de Santiago, su declaración programática, un ejercicio que en la práctica política de la época tenía una significación similar a la de un debate de investidura en los usos parlamentarios actuales. En ella el presidente manifestó su convicción de que la soberanía residía en el pueblo para, a continuación, detallar una batería de compromisos: legalizar los partidos políticos, proponer al rey una amplia amnistía para delitos políticos, garantizar los derechos y libertades democráticos y el regreso a España de los exiliados tras la Guerra Civil, convocar una consulta popular sobre la reforma constitucional y celebrar elecciones generales antes del 30 de junio de 1977. El mensaje es bien recibido por la ciudadanía, como lo demuestra una encuesta de urgencia encargada por el Gobierno, según la cual al 51 % de los españoles le gustó el mensaje y solo al 12 % le desagradó[147]. Lo es, también, por una buena parte de la oposición, con los oportunos matices («excluidos los grupos políticos extremistas, la declaración de intenciones del Gobierno ha despertado un positivo eco en la oposición ilegal, si bien la mayor parte de los grupos matizan sus comentarios con un carácter de provisionalidad hasta ver traducidos en disposiciones oficiales los propósitos gubernamentales», informa el boletín del SECED)[148]. Incluso los periódicos conceden un respiro: «Una declaración prometedora», reseña El País. El presidente desborda esos días optimismo: «Vamos a ganar y a gobernar veinte años», le dice a Osorio[149]. Cumplió su propósito reformista a velocidad de vértigo con casi treinta reformas y transformaciones políticas en un año[150]. Una media de una cada dos semanas (siete en 1976, entre ellas la modificación del Código Penal, la amnistía, el fin del Sindicato Vertical o la Ley para la Reforma Política, y otras veinte en 1977, como la supresión del Tribunal de Orden Público, la regulación de la huelga, una segunda amnistía o la disolución del Movimiento Nacional). Con cierta razón ha proclamado después el ministro Martín Villa que fue en esos años cuando se produjo «el cambio», y no el que llevaría años después a su cartelería electoral el PSOE[151].

			
UNA HISTORIA DE AMOR CON FELIPE Y UN CAMIÓN DE DINERO 
PARA ARZALLUZ


			En un país en plena reconstrucción política como era aquel, las obras ni podían ni debían interrumpirse en verano. Ni las del Gobierno ni las de la oposición, que aprovecha el momento para resituarse. En el mes y medio que transcurre desde la declaración programática hasta la primera semana de septiembre, CC.OO., UGT y USO se unen en la Coordinadora de Organizaciones Sindicales (COS), la oposición remata su salida a la superficie, el Estado se reconcilia con el Vaticano y el Gobierno aprueba una amnistía bien recibida por la población, pero interpretada por los boletines como un «signo de debilidad». Y, mientras tanto, gracias a los confidenciales (que también para esto son útiles) sabemos que en las calles se han celebrado en siete semanas cincuenta y siete manifestaciones, ha habido sesenta y dos avisos falsos de bomba, seis atracos a mano armada a bancos, ocho asaltos similares a empresas, cuatro bombas colocadas por el PCE (r) [reconstituido], tres policías heridos por secuestradores, tres motines consumados y uno frustrado en cárceles. Y, por supuesto, dos muertos y varios heridos por las Fuerzas de Orden Público.

			Pero los movimientos más interesantes se producirán sin notas de prensa ni declaraciones públicas. Sin cámaras. Y sin micrófonos.

			Sin tiempo que perder, Suárez aprovecha para cumplir otro de los puntos de su «contrato» e inicia los contactos con la oposición moderada (José María Gil-Robles, Fernando Álvarez de Miranda, Antonio García López, Joaquín Ruiz-Giménez y Jordi Pujol) y con la socialista, entre ellos Luis Gómez Llorente, Raúl Morodo, Enrique Tierno Galván y Felipe González (el que está considerado como primer encuentro entre Suárez y González, por cierto, en el domicilio de Abril Martorell, no lo es tal, ya que, como ha revelado Manuel Ortiz, subsecretario de despacho de Suárez, antes hubo una primera reunión en casa de Rafael Anson a la que el propio Ortiz asistió)[152]. Alfonso Guerra escribió en 2004: 


			Para Suárez, Felipe González representaba el componente que a él le faltaba para la culminación personal, interior, de su proyecto: la recuperación democrática. Para González, Adolfo Suárez poseía lo que él quería alcanzar, el poder para cambiar la España gris en un país moderno, alegre y democrático. El enamoramiento mutuo fue inmediato y a mi parecer duró siempre, sobrevive todavía […]. Se despidieron alborozados por haber descubierto que eran hombres de la misma generación que se entendían en un lenguaje común. Los dos estaban felices y esperanzados acerca de la marcha que tomarían los acontecimientos en la transición política[153]. 

			
Posteriormente, Suárez matizará en una entrevista: «La conversación funcionó bastante bien, aunque con resistencia por su parte»[154]. En cualquier caso, y como ha resumido Medina, «algunos hoteles de lujo en Madrid y en otras grandes ciudades se convirtieron en aquella época en una especie de segundo Parlamento español»[155].

			Pero, con flechazo o sin él, aún queda mucho por hablar con la oposición, y es aquí donde los agentes de inteligencia entran en acción. Tras la segunda reunión con González, el presidente encarga a Cassinello que se reúna con los líderes socialistas para tratar los asuntos con mayor profundidad. Dicho y hecho. El 23 de octubre, en la habitación 404 del Hotel Meliá Princesa de Madrid, el director del SECED y el agente Faura se reúnen con Felipe González y Alfonso Guerra, con Peñaranda como improvisado chófer del líder socialista. Guerra ha dejado una interesante descripción de un encuentro que los políticos socialistas acogían «con gran prevención» y que arrancó con Cassinello y Faura, sin uniforme, sacando sus pistolas y dejándolas sobre la mesa: 


			Desde el principio habló de forma distendida, con desparpajo, como si ya nos conociéramos […]. A partir del momento en el que les revelamos algunas cosas que sabíamos del Servicio, la relación cambió; estaban muy interesados en nuestras opiniones. Nosotros habíamos recibido la información de que los Servicios estaban en precario, y que para medir su eficacia ellos mismos habían intentado introducir, en el edifico de Presidencia, una moto Vespa cargada con un saco de arena (que en un caso real podría serlo de explosivos), y lo habían conseguido, dejando desairado al Servicio. Cuando se lo contamos, quedaron impresionados y empezaron a tratarnos con más respeto. 

			
La entrevista duró tres horas, fue de «extremada cordialidad» y sirvió para tranquilizar a los agentes del servicio de documentación, que salieron «reconfortados» cuando Felipe les aclaró que no defendía ningún tipo de régimen autoritario, se negaba a que el concepto de España fuese patrimonio de la derecha y daba a entender que, aunque republicanos, aceptaban la Corona como mal menor. «Se quería un Partido Socialista fuerte que se convirtiera en el rival del Partido Comunista. O mejor aún, un Partido Socialista que devorara al Partido Comunista. Era esta una vieja consigna, por cierto. De los tiempos en que mandaba San Martín en el Servicio y en el Gobierno el almirante Carrero», escribe Ángel Ugarte en sus memorias. Después vendría una segunda reunión, en febrero de 1977, en la que el jefe del SECED sacó una conclusión que trasladó al día siguiente al presidente: el PSOE está dispuesto a participar en un proceso de reformas. «Felipe González tenía magnetismo, como lo tenía Adolfo Suárez», confiesa Cassinello. 

			Mucho más complicado será tirarle los tejos al PNV. En junio hay una primera reunión, a la que acude el encargado de lidiar con este toro, Ángel Ugarte, Ubieta, y que termina en fracaso. La segunda se produce el 19 de septiembre de 1976 en el Hotel Carlton de Bilbao, en la que Juan Ajuriaguerra y Javier Arzalluz le transmiten al agente del SECED sus prisas por que se legalice la ikurriña y la Guardia Civil salga del País Vasco. Sin embargo, los nacionalistas debieron de encontrar otras vías más directas de colaboración, como lo demuestra el comentario que dos meses después hizo a Ubieta uno de sus contactos en el PNV: «Tu jefe [Adolfo Suárez] nos ha mandado un camión de dinero»[156]. «El Gobierno dio mucho dinero al PNV bajo cuerda, le ayudó bastante. A Arzalluz se le dio demasiado, se le hicieron demasiadas concesiones. La política del Gobierno con los nacionalistas vascos fue desastrosa», se lamenta Ugarte en conversación con este autor.

			
¿ESPIARON EN EL SECED AL PRESIDENTE SUÁREZ?


			Ese verano hay una última decisión política que tiene una gran significación para esta investigación. Suárez designa al jefe de la División de Operaciones del SECED, Andrés Cassinello, como nuevo director del Servicio, siguiendo la costumbre de que cada presidente coloca como director de tan sensible organismo a un hombre de su más estricta confianza. Suárez le conocía por tres vías. Una, a través del hermano del militar, José, alias el Chino, teniente en el Regimiento de Infantería de Melilla, donde el ahora presidente hizo las prácticas de alférez, en lo que fue el inicio de una amistad que se prolongó en el tiempo. La segunda, a través de los contactos que estos últimos años había mantenido Suárez, primero como líder de la UPDE y luego como ministro, con los oficiales del SECED. Y tercera, y lo que es más importante, gracias a los Boletines de Situación que en los últimos meses habían ido cayendo en sus manos como responsable del Movimiento. «Suárez tenía sus propias referencias de él desde anteriores cargos públicos, a través de las periódicas evaluaciones de la situación que Andrés Cassinello redactaba en el Servicio en los célebres “Boletines verdes”, de muy restringida difusión y de gran influencia entre la clase dirigente», escribe Peñaranda[157].

			Poco después de designarle, el presidente le anuncia que el despacho entre ambos sería diario, no semanal como le proponía el nuevo director del Servicio y, además, el primero de la mañana, lo que supone un salto cualitativo muy importante en el papel que el nuevo presidente concede a los informes y actuaciones de la agencia de inteligencia. En el momento del relevo, el SECED está formado, según las cifras que aporta Peñaranda, por casi cuatrocientos miembros, de los cuales 142 son jefes y oficiales de los tres ejércitos y 195 auxiliares (7 suboficiales, 135 guardias civiles y 53 agentes de la Policía Armada). Y contaba con unos tres mil colaboradores externos, cuyas informaciones nutrían los informes internos del Servicio y los Boletines de Situación que se remitían a las autoridades.

			Como prueba de que las formas habían cambiado, el 24 de septiembre, tres días después de que el vicepresidente Fernando de Santiago haya presentado su dimisión en protesta por la Ley de Reforma Sindical y haya sido sustituido por Manuel Gutiérrez Mellado, Suárez visita el SECED y se convierte en el primer presidente del Gobierno que explica a los jefes de inteligencia su proyecto, algo impensable en Carrero Blanco y Arias Navarro (que solo visitó la sede para conocer las instalaciones y para despedirse). Allí hizo gala de su don de gentes y admitió preguntas, algo que agradó mucho a los militares, y confesó, según Peñaranda, que, tras tomar posesión de su cargo, abrió la caja fuerte del despacho con la esperanza de encontrar documentos secretos importantes, y que por el contrario encontró solo el recipiente, una anécdota que, según les dijo, elevaba a la categoría de símbolo. Sin embargo, es muy llamativa la valoración que hace Suárez de su relación con el SECED. En respuesta a una pregunta que años después le hace la periodista Sol Alameda sobre si se fiaba del CESID[158], a cuenta del golpe del 23-F, el presidente responde que «como fuente de información no me fiaba. Me fiaba de alguno de sus miembros». «¿Era una fuente intoxicadora?», repregunta la reportera. «En algunos momentos podía ser intoxicadora, en otros la información no se correspondía con la realidad y en otros era correcta —añade Suárez—. Ahora, al cabo de tantos años, nos enteramos de que en una visita que hacemos al CESID el general Gutiérrez Mellado y yo, nos grabaron. Era nuestra primera visita». Ante la segunda acusación, la de que se grabó al presidente, Peñaranda asegura a este autor que prefiere no entrar en el asunto. Ante la primera, muestra una indisimulada indignación: «¿Cómo puede decir eso Suárez, si le pide a Cassinello que se reúna con él todas los días, a las 8.30 de la mañana, si le cuenta todos los problemas, si es el único con el que despacha a diario, si le encarga que se reúna con Felipe o con Tarradellas, si devoraba los Boletines de Situación? ¿Cómo puede decir que no se fiaba del SECED si a su director le contaba todos sus problemas y le pedía ayuda para todo? ¡Por supuesto que se fiaba del “gran jefe”!».

			
EL MILAGROSO CAMBIO DE ACTITUD DE LOS OBISPOS


			Como hemos visto, la política no lo es todo en los Boletines de Situación, y también a través de los otros apartados se puede seguir su relato de la Transición. El Sector Religioso era, sin ninguna duda, el más resistente a introducir la palabra «apertura» en su vocabulario. La consecuencia es el análisis, casi obsesivo, de todas las manifestaciones, desde la del cura de pueblo hasta el cardenal, que cuestionan la ortodoxia, y un tono de juicio constante del que no escapa ni el mismísimo papa. Pero, coincidencia o no con el documento doctrinal «El Servicio ante el momento», antes mencionado, que Cassinello ha presentado a los delegados del SECED en diciembre, lo cierto es que en enero hay en los Boletines de Situación un radical cambio de actitud ante el Episcopado español. Tras la reunión plenaria de los obispos españoles, los responsables del Sector Religioso dibujan este cuadro tan esperanzador en el resumen del 7 de enero[159]: «En poco tiempo se ha producido un positivo cambio, sustancial y profundo, aunque poco visible externamente, en las relaciones Iglesia-Estado […]. Los resultados dependerán en gran medida de que la Conferencia Episcopal esté a la altura de las actuales circunstancias, abandonando actitudes anteriores». Entienden los espías del Gobierno que ha habido un repentino y profundo «cambio de actitud» en la Conferencia Episcopal, que ha variado «el enfoque de sus declaraciones desde una exigencia clerical al Gobierno a una exigencia moral a los ciudadanos católicos», ha iniciado un «proceso de introversión» para «enfrentarse con sus graves problemas internos», y, por último, ha hecho gala de un «cambio de talante» de las jerarquías preocupadas por los problemas reales. El optimismo llega incluso a adelantar que descenderán las protestas en los templos.

			Como mar de fondo está la dificultad de cerrar, tan pronto, la herida abierta entre las autoridades españolas y el papa. Es cierto que Pablo VI era antifascista, desde muy joven, pero eso no quiere decir que no amara a España, aclara monseñor Tarancón, que pone mucho empeño en diferenciar el régimen franquista, que al pontífice no le gustaba, con España[160]. Y será con ese nuevo Estado español con el que se tenderán los nuevos puentes. El instrumento será la XXIV Asamblea de la Conferencia Episcopal Española, que se inaugura el 23 de febrero. La «previa» del cónclave merece una página completa en el confidencial 158, y las conclusiones otra página y media en el resumen de la semana siguiente. El análisis que hace el Sector Religioso del SECED es muy sintomático de cuál es la nueva actitud de los espías ante la jerarquía. Y la argumentación, cuanto menos curiosa: las relaciones han cambiado, pero quien ha movido ficha no son las autoridades políticas (que son distintas respecto a las de hace unos meses), sino las eclesiásticas (que, por otra, siguen siendo las mismas). Hay, sostiene el SECED, «una nueva política eclesial que ha evaporado tensiones», como si tal cosa. Y hay una «nueva etapa» de la Iglesia «en su camino hacia la independencia responsable». Este camino de la curia, poco menos que hacia la luz, ha sido posible gracias a que «los obispos han ampliado enormemente su campo de acción, antes muy reducido a un contencioso con el Estado y empiezan a actuar sin condicionamientos ni presiones exteriores». Dicho de otra forma: ha sido esa Iglesia la que se ha caído del caballo, sin aparentes signos de contrición por la otra parte.

			Con este escenario, los espías del Gobierno escrutan cualquier síntoma que apunte en esta dirección. El siempre temido Primero de Mayo es una buena prueba:


			Boletín de Situación.— Núm. 167

			ÁMBITO RELIGIOSO.— IMPRESIÓN DE CONJUNTO

			Contrasta vivamente la ecuanimidad, no exenta de exigencias, de los documentos episcopales sobre el tema, con las crispaciones y veladas insinuaciones de los de años anteriores, los cuales aparecían mediatizados por un clima enrarecido de tensión. Con la excepción de un funeral en Vitoria con numerosa asistencia —por otra parte, celebrado en calma y sin homilía, aunque posteriormente diera lugar a manifestaciones— ha existido una sorprendente ausencia de actos religiosos conflictivos. No obstante, el sector minoritario de la Iglesia que ha identificado su fe con las luchas del movimiento obrero es evidente que habrá participado en los escasos conflictos callejeros, aunque solo se tienen noticias de algunos líderes conocidos.

			
La mejor forma de sellar esta celebrada paz será el acuerdo para actualizar el Concordato de 1953. En el primer Consejo de Ministros del nuevo Gobierno, que se reúne en La Zarzuela, se anuncia de forma unilateral la renuncia al privilegio de presentación de obispos. La iniciativa tiene «una acogida extraordinariamente favorable, tanto nacional como internacional», ya que ha sido considerada, recoge el boletín de esa semana, como una «muestra de realismo político que incrementará el crédito a los deseos democratizadores del rey». Será, además, la piedra mágica que desbloqueará las negociaciones y permitirá la firma del nuevo Concordato, el 28 de julio. «Se terminaba lo que alguien había llamado el nacionalcatolicismo», pontifica Osorio. 

			
CORTA VIDA PARA EL PAÍS Y «PASIVIDAD» EN LA UNIVERSIDAD


			En el relato que de la Transición hacen los Boletines de Situación, y en la Transición misma, la prensa juega un papel trascendental. Uno de sus protagonistas, Juan Tomás de Salas, editor de Cambio 16, la ha definido como el «microcosmos» que adelantó, con su información sobre los partidos políticos ilegales, la «España que vendría después»[161]. Y no le falta razón. Así lo entienden los boletines, que cada semana se hacen eco de los «movimientos» en este sector. Pero la relación del SECED con los medios está llena de reproches por el hecho de que sirvan de «altavoz» a la oposición (en alguna ocasión se llega a incluir a TVE en la nómina de medios «tendenciosos»[162]) mientras silencian a las asociaciones políticas creadas a la sombra del régimen. Con esta queja «bombardean» los políticos conservadores a Peñaranda y sus hombres durante los almuerzos «en zapatillas», y el resultado son párrafos como este:

			Boletín de Situación.— Núm. 171

			ACTIVIDADES DE CARÁCTER ABIERTO.— RESUMEN DE NOTICIAS

			El juego dialéctico que desarrolla principalmente la prensa es cada día más intenso, observándose que esta resulta cada vez menos imparcial y más dirigida a crear un estado de opinión favorable al sector que goza de sus simpatías o que la patrocina o domina. Es de destacar que los grupos políticos pertenecientes al Sistema se consideran los más desatendidos en materia informativa, lo que está desvirtuando claramente su imagen en la nación, motivando su impaciencia y malestar, y siendo en gran medida causa de la radicalización progresiva de alguno de ellos, al considerar que el Gobierno no favorece la equidad informativa tan necesaria en los momentos actuales.

			
En el confidencial que cierran un día antes de la dimisión de Arias, de hecho, hablan ya de un «divorcio» entre la opinión pública y la publicada: «La prensa, atenta a la proliferación de declaraciones, pactos, escisiones, etc., se ve forzada, por un simple sentido de no verse desbordada por la competencia, a publicar noticias de todo tipo, en ocasiones sensacionalistas, con lo que se ha entrado en una fase de claro divorcio entre la realidad y lo que expresan los medios».

			Para más inri, a partir de mayo hay tres nuevas cabeceras que leer. Por un lado, el primer diario en catalán desde el fin de la Guerra Civil, Avui, que tiene asombrados a los redactores del boletín: 


			Han causado gran extrañeza en ámbitos nacionales las tendenciosas declaraciones, tanto del director José Fauli como del subdirector José M. Cadena, a la revista Sábado Gráfico, en las que manifestaron que piensan dedicar una sección del diario a los «Países Catalanes» y otra denominada «Mon» (Mundo), a información del extranjero —incluido el «Estat Espanyol»— considerando por tanto al resto de España como una realidad ajena por completo a Cataluña[163].

			
Por el otro lado, la irrupción de El País en el mercado, ante el que los agentes no pudieron estar más desafortunados en su vaticinio: 


			En medios periodísticos solventes se señala un tanto incierto el futuro de este periódico, que va a tropezar con dos grandes escollos: la excesiva juventud y afán de protagonismo de todos sus profesionales, lo que indudablemente dará lugar a graves tensiones, y los cuantiosos medios económicos, que van a necesitar exigir de ese medio millar largo de accionistas[164].

			
Y, por último, Diario 16, que se estrena el 18 de octubre de 1976, pero en este caso sin merecer una atención especial en los boletines.

			En cuanto a la protesta en las aulas, a golpe de «jornadas de lucha», los grupos opositores, y particularmente el PCE, la JGR, PTE y el MCE, convirtieron en rutina las proclamas contra el nuevo rey, en quien personalizan todas sus protestas en contraste con el resto del país, que pareció conceder una tregua al nuevo soberano. El SECED advierte a quien corresponda, y desde el primer momento, que hay en marcha una campaña para «desprestigiar la figura del rey», y hace votos para que se tomen las medidas oportunas. Su relato, en ocasiones, es puramente «de inteligencia», interpretando conflictos internos como los de la Joven Guardia Roja y la Organización Universitaria del PCE. En muchas otras, prima la descripción detallada de los altercados. A los hombres de Cassinello poco se les escapa y eso parece otorgarles la virtud de la omnipresencia. Tan larga debía ser la línea de contactos que los agentes se permitían el lujo de detallar si había o no altavoces para las asambleas[165] y hasta cuántas puertas del recinto universitario habían sufrido la violencia de manifestantes: 


			Como hecho más destacado, la marcha, el jueves 19, de un grupo procedente de Económicas (Autónoma) que arrancó una puerta del rectorado, disuelta por las FOP, la asamblea, el viernes 20, de otro grupo en Derecho (Autónoma) en la que se arrancó otra puerta y la marcha, el lunes 23, de unos 250 estudiantes procedentes de varios centros de la Complutense que se manifestaron por las calles cercanas al rectorado[166].

			
Respecto a las Fuerzas del Orden, el confidencial no se hace ilusión alguna:


			Boletín de Situación.— Núm. 155

			ÁMBITO EDUCATIVO.— IMPRESIÓN DE CONJUNTO

			En la Universidad se está creando un ambiente de hostilidad hacia las Fuerzas Armadas […]. Claro ejemplo es la recientemente celebrada, sin autorización, en la Facultad de Geografía e Historia de la Universidad de Santiago, en la que se ha hecho referencia a unos llamados CRS (Comités Revolucionarios de Soldados), «a través de los cuales hay que aprender a usar las armas y organizar la revolución, en el propio cuartel y a poder ser ganándose a los Oficiales». Respecto a las FOP, se exhortó a «nada de aplaudir a las FOP. Hay que enfrentarse y, si no ceden, matarlos»[167].

			
No tan violentas, pero sí igual de persistentes, son las protestas de los PNN, que cada vez con más frecuencia toman la cabecera de las huelgas. Su lucha está presente en todos los informes de los espías, y los gestos aislados del Gobierno, que los boletines van detallando (entre ellos, aumentos salariales), no frenan las amenazas de boicot de los profesores y acaban con la paciencia de los siempre críticos, al menos en este campo, agentes de inteligencia, que acusan al Gobierno de «pasividad» y le apremian para que resuelva cuanto antes todos los problemas abiertos y releve a algunos rectores al finalizar su mandato: «La falta de una política coherente y responsable por parte de las autoridades ministeriales y académicas es causa de que la conflictividad en el ámbito general de la enseñanza adquiera una potencialidad sumamente preocupante cara a un futuro inmediato»[168]. La culpa, por tanto, es del Gobierno. 

			
LA DICTADURA HA CAÍDO; LOS PROBLEMAS LABORALES CRECEN


			La llegada de la monarquía ha cambiado unas cuantas cosas; ha aplacado los ánimos en las iglesias y en algunos colegios profesionales beligerantes, pero no tanto en las universidades, donde el alumnado ha aprovechado el cambio de régimen para actualizar sus demandas. Tampoco ha habido alivio en una envalentonada clase obrera, cada vez más impaciente, más susceptible, más desconfiada ante una Transición que traía —eso dicen— más libertad, pero también más paro, inflación e injusticias sociales. Para los agentes del Sector Laboral del SECED, el cambio de régimen no es un cambio en el ritmo de trabajo. La dictadura ha acabado, pero los problemas laborales subsisten.

			El primero en pasar a la acción, con Franco muerto y enterrado, es CC.OO. Los confidentes del SECED advierten, en el resumen del 3 de diciembre, de su «redoblado esfuerzo y energía» para promover una campaña de agitación laboral en Madrid aprovechando la puesta en libertad de la dirección del sindicato, con una agenda de quejas de lo más completa: congelación salarial, carestía de la vida, falta de libertades sindicales. Y con otras tantas exigencias: amnistía, readmisión de despedidos,seguridad en el trabajo y revisión de los convenios. «Tratan de originar huelgas en el sector del metal y la construcción, donde cuentan con más posibilidades por el momento, sin descartar banca y transportes, para más adelante», advierten. El aviso para navegantes no puede ser más atinado. La cadena de paros del mes de enero en Madrid, con esos vagones de metro conducidos por soldados como imagen más mediática, es analizada con profusión en las páginas del ámbito laboral de los boletines, con una foto fija de lo más desalentadora —«el mundo laboral ha entrado en abierta efervescencia con una orquestada avalancha de conflictividad, centrada fundamentalmente en Madrid»—. La estrategia, que se ha venido en llamar presión popular «desde abajo», será un elemento fundamental en la Transición. Maravall le otorga cuatro méritos: favoreció la crisis del franquismo, hizo inviable una democracia «limitada y otorgada», predispuso a la «derecha civilizada» a negociar y ayudó a la izquierda a lograr sus conquistas sociales[169]. Tras los paros de enero, el boletín constata: 


			Es muy significativo que la cifra de pretendidos manifestantes sea muy inferior al número de los obreros en huelga en Madrid […]. El hecho prueba que en el ámbito laboral los grupos subversivos son capaces de arrastrar masa a través de la explotación de reivindicaciones salariales, pero que la pura y simple convocatoria política es siempre minoritaria[170].

			
Así lo corrobora Andrés Cassinello cuatro décadas después: «Solo una parte de los que hacían una huelga con CC.OO. era del PCE. El resto se apuntaba para que le subieran el sueldo o mejoraran las condiciones de trabajo. Pensar que todos los que participaban eran miembros del PCE era una sandez». Era estrategia habitual aprovechar la mecha laboral para encender un fuego con trasfondo político. El entonces ministro de Relaciones Sindicales pone como ejemplo el paro en el metro de Madrid: las causas (subida salarial) eran laborales; la estrategia (6 de enero, huelga salvaje, ruptura de las negociaciones), netamente política.

			Tras ese convulso enero, a lo largo de las siguientes semanas se irá detallando, con la minuciosidad acostumbrada, la relación de provincias, sectores y empresas en conflicto. En su actitud vigilante, los espías del Sector Laboral señalan dónde puede encenderse la mecha, se explican los motivos de las protestas, con profusión de anexos en los que se recogen sus reivindicaciones, y se resumen las horas perdidas. Su lectura permite comprobar cómo la mancha de protestas, que tanto ocupa y preocupa al Gobierno, va oscilando de un punto a otro del mapa de España, de uno a otro sector, con mayor o menor virulencia, pero sin secarse nunca:


			Boletín de Situación.— Núm. 154

			ÁMBITO LABORAL.— RESUMEN DE NOTICIAS

			Cansada la masa trabajadora madrileña, al igual que otros sectores que, a nivel nacional, se habían caracterizado por su conflictividad en las últimas semanas (Banca), el PCE, ante la progresiva normalización de la situación laboral de esos sectores, desplaza su actividad a otras zonas geográficas y a otros ámbitos, prosiguiendo así su «ensayo general», tal como lo calificó el propio Carrillo en este reto al Gobierno y a la nueva situación política.

			Salta a la escena de la conflictividad Valencia, Barcelona, Valladolid, Álava y Zaragoza, en los sectores del metal y de la construcción, principalmente, y, a nivel nacional, el personal sanitario y docente. Los pretextos y reivindicaciones siguen siendo esencialmente económicos, acompañados solapadamente de los ya conocidos de índole político. La agricultura es un sector donde acaba de hacer su aparición la conflictividad.

			
A principios de abril, por ejemplo, el resumen que los agentes transmiten a las autoridades es el de un recrudecimiento de los incidentes —otra vez— en Forjas Alavesas, la combativa empresa que encendió la espita en Vitoria. También se advierte de que las protestas van a más en compañías como Telefónica o Michelin, pero menos en Roca[171]. Los agentes escriben con una mezcla de sensaciones, dominadas por el optimismo ante una situación que parece ir quedando bajo control y el temor al siguiente fantasma en asomar por la puerta. Pero en ningún caso levantan el pie en el juicio que tienen ante Comisiones Obreras. Por eso no hay crítica alguna al Gobierno por prohibir su congreso, previsto del 27 al 29 de junio, a diferencia de lo que había ocurrido con el de UGT. El sindicato socialista se sitúa «a este lado» de la frontera. El comunista, más allá, en la franja a la que aquel segundo Gobierno de Arias no estaba dispuesto a ­asomarse.

			Ya lo harán otros por él.

			



		
			6
LA LEY PARA LA REFORMA POLÍTICA


			
«NO HAY QUE TENER MIEDO A NADA»


			El nuevo curso político tras el verano llega con un acontecimiento de extraordinaria importancia: la presentación del proyecto de Ley para la Reforma Política (LRP), que marca el salto al otro lado del Rubicón de la Transición, y que se cocina mientras los agentes del SECED están de vacaciones. Después de varios intentos fallidos, entre el 9 y el 12 de agosto, por dar con un texto aceptable, al presidente Suárez se le acaba la paciencia, descuelga el teléfono y llama a Torcuato Fernández-Miranda a su casa de Asturias para, según algunas versiones, decirle que no aguanta más y que se marcha. El presidente de las Cortes regresa a Madrid el día 16, se encierra en su casa de Navacerrada y en un fin de semana redacta en solitario el nuevo borrador, que le entrega el lunes 23 a Suárez[172]. «Aquí te entrego esto… que no tiene padre»[173], le dice. El jefe del Gobierno lo presenta en el siguiente Consejo, el día 24, sin mencionar quién es el autor, ante unos ministros sorprendidos por el conejo que se ha sacado de la chistera. A los miembros del Gabinete les pareció bien el texto, aunque se constituyó una comisión para estudiarlo en profundidad, presidida por el propio Suárez, que aplicó algunos cambios y añadidos, el más importante de ellos el de la composición del Senado, que acabará siendo elegido, como el Congreso, cada cuatro años por sufragio universal (ya sin reminiscencia ninguna de una cámara corporativa). La versión final incluirá, además, un detalle que es mucho más que un matiz: es una ley para la reforma política, no de reforma política, con lo que la última decisión quedaban en manos de los ciudadanos. No es, por tanto, una reforma otorgada «desde arriba».

			La ley es breve (cinco artículos, tres disposiciones transitorias y una disposición final), con el objetivo de que, evitando entrar en detalles conflictivos, se impida así que pueda ser cuestionada. La clave, sin embargo, está en la disposición final, que otorga al texto el rango de Ley Fundamental y tiene la precaución de no incluir una cláusula derogatoria. Esto supone que, si es aprobada, quedan derogadas automáticamente todas las leyes que se opongan a ella, como las Leyes Fundamentales, en el punto y hora en el que la LRP se basa en la soberanía popular (hasta la aprobación de la Constitución no quedarán formalmente derogadas las Leyes Fundamentales del franquismo). Además, la reforma se debate cumpliendo las vías y requisitos de las leyes franquistas. En una palabra: cumple la máxima de reformar «de la ley a la ley».

			El texto es aprobado por el Consejo de Ministros el 10 de septiembre, y esa tarde Suárez comparece en TVE desde su despacho para explicarlo con sus habituales dotes de persuasión. «No hay que tener miedo a nada —proclama—. El único miedo racional que nos debe asaltar es el miedo al miedo mismo». Entre líneas de su discurso hay dos defensas antes de ser atacado: el Gobierno no opta por redactar la reforma, sino que encomienda esta misión a unas Cortes elegidas democráticamente; y no consensúa con la oposición porque no quiere caer en el error de «cocinar» un texto con fuerzas políticas «de presunta representación» que solo puede ser ratificada por las urnas. Al día siguiente, 11 de septiembre, el ministro de Información, Andrés Reguera, explica a los periodistas el contenido de la ley. Una hora antes se ha presentado la reforma ante la Comisión Permanente del Consejo Nacional para que la estudie y ha retirado todos los proyectos reformistas elaborados por el anterior Gabinete.

			
MUCHAS DUDAS EN LOS AGENTES DE INTELIGENCIA


			Este es el punto de partida que se encuentran los responsables del SECED, que en el boletín 180 ya auguran que sacar adelante la ley será «tarea difícil, aunque necesaria», ya que perciben «una menor adhesión al contenido de la ley que al texto de la alocución del presidente Suárez», y ven a una clase política legal e ilegal «más remisa que en otras ocasiones» a posicionarse a favor o en contra del proyecto gubernamental, a la espera de cómo transcurran los acontecimientos. Tras conocer el contenido de la ley, el PCE expresa su total rechazo, el PSOE lo considera «un avance» insuficiente y la «Platajunta», como representante de la oposición, emite un comunicado en el que rechaza la convocatoria de un referéndum y las posteriores elecciones generales por tres motivos: antes de convocar al pueblo, hay que devolverle sus libertades, no se puede excluir del proceso a una parte de la sociedad y es imprescindible poner en marcha un auténtico proceso constituyente. Una semana después, esta misma «Platajunta» sustancia sus demandas en una serie de puntos: un Gobierno de consenso, legalización de todos los partidos y sindicatos, reconocimiento de las libertades de reunión, manifestación y expresión, amnistía total y libertad para los presos políticos, estatutos de autonomía, un plan económico contra el paro y la inflación, y elecciones para un Parlamento Constituyente que decida la forma del Estado.

			La ley tampoco entusiasma en la acera de enfrente. La intuición de los espías de Presidencia se confirma en el primer trámite realmente importante, cuando el 8 de octubre se celebra la sesión plenaria del Consejo Nacional, con la presencia de todos los ministros y un discurso del presidente del Gobierno que fue recibido con frialdad y tímidos aplausos. El informe es aprobado con holgado margen, pero el dictamen del Consejo Nacional, que no es vinculante pero sí muy significativo, rechaza íntegramente el preámbulo y propone enmiendas a más de la mitad del articulado. El preámbulo había sido uno de los añadidos que había hecho el Gobierno al texto y en él se afirmaba de forma inexcusable que «la ley es la expresión de la voluntad mayoritaria del pueblo». Suárez sacrifica con gusto esta parte del texto, que no es ley en sentido estricto (ya ha cumplido su función ante la opinión pública, la de lanzar el mensaje del verdadero contenido político de la norma, resalta Prego)[174], y optará por elevar la apuesta: retira el preámbulo, sí, pero no aceptará ninguna enmienda y envía el texto a las Cortes para su debate y tramitación el 15 de octubre. Aquí se la juega el Ejecutivo, porque su opinión es, esta vez sí, vinculante. El día 21, el proyecto de LRP se publica en el BOE, sin el preámbulo, junto al informe del Consejo Nacional y la apertura del plazo de presentación de enmiendas, que finalmente serán diecinueve. Pero esa misma fecha otro pequeño terremoto sacude al Gobierno Suárez: dos días antes de que el Consejo de Ministros debata el Proyecto de Reforma Sindical que estaba preparando el ministro Enrique de la Mata, el vicepresidente Fernando de Santiago presenta su dimisión ante Suárez como forma de protesta por la deriva reformista que se había emprendido (otras fuentes, entre ellas el propio Suárez, señalan que el presidente cesó al ministro[175]), y en concreto por el hecho de que se hagan coincidir las reformas política y sindical. En el Boletín de Situación de esa semana se intentan limar asperezas, se avala el relevo por Gutiérrez Mellado y se critican las «declaraciones y comentarios partidistas o apasionados, que en nada benefician la unión de las Fuerzas Armadas». Y se añade: «En cualquier caso, parece existir una gran mayoría de opiniones favorables a la decisión adoptada». No obstante, para una parte del «búnker», la marcha del combativo ministro y lo que ocurrirá después serán la excusa que se necesitaba para plantar cara, de una forma seria, a la deriva reformista[176]. El momento histórico ofrece una inusual estampa que retrata con cierto asombro el confidencial:


			Boletín de Situación.— Núm. 186

			ACTIVIDADES DE LAS INSTITUCIONES.— RESUMEN DE NOTICIAS

			Llegado a este punto del proyecto de la reforma política, el Gobierno, las Instituciones, la clase política, los m.c.s. [medios de comunicación social], la oposición y los observadores políticos exponen insistentemente sus respectivos criterios, ofreciendo al ciudadano medio un verdadero contraste de pareceres ante el que puede encontrarse perplejo, ya que no está acostumbrado a poder matizar entre los diferentes criterios que unos y otros defienden.

			
MINISTROS Y ESPÍAS PARA CONVENCER A LOS PROCURADORES


			La gran pregunta en la prensa y entre los políticos con los que se reúnen Peñaranda y sus hombres es si el Gobierno cuenta con los apoyos suficientes o tendrá que emplearse a fondo para obtenerlos en los treinta y nueve días que transcurren desde su aprobación a su refrendo en las Cortes aún franquistas. El presidente tiene información fluida de cómo marchan las gestiones por varias vías, entre otras sus despachos diarios con Cassinello. En los días previos al debate parlamentario, el director del SECED se reúne un día sí y otro también con Martín Villa en el despacho del ministro, junto a sus colaboradores, para darle cuenta de cómo van las gestiones. Juntos repasan una y otra vez la lista de procuradores. Uno por uno. Los «sí». Los «no». Los dudosos. Los imposibles de convencer. Los seguros. Los inseguros. Los que pueden dar la sorpresa y los que ya están «en el bote». «Cogíamos la lista y decíamos: “A ver, fulano de tal, ¿qué va a votar? Que no. ¿Por qué? ¿Cómo se le puede convencer?” —recuerda Cassinello—. Teníamos una idea de lo que iba a votar cada uno por los contactos de Peñaranda en Madrid y por lo que nos decían los delegados del SECED». Según el jefe del Sector Político de «la Casa», sus hombres «llevaron el peso de la operación ordenada por el presidente», que les encomendó la tarea principal de convencer, con sus artes de persuasión, a los procuradores. «Los directivos del SECED no daban abasto», recuerda. Para Martín Villa, la clave estaba en llegar a un acuerdo con el grupo de AP, que se había constituido formalmente el 24 de septiembre empujado por sus «siete magníficos» (Fraga, López Rodó, Silva, Martínez Esteruelas Fernández de la Mora, Licinio de la Fuente y Thomas de Carranza), y «que había estado hábil al no oponerse a la reforma, pero al exigir, al tiempo, la adopción del sistema mayoritario frente a la representación proporcional propugnada por el Gobierno». Por ello, el ejecutivo negoció hasta alcanzar un pacto por el cual las elecciones al Congreso seguirían ese criterio proporcional, pero se convertiría a la provincia en circunscripción electoral y se fijaría un mínimo de diputados para cada una. La campaña desplegada por los ministros del Gobierno es relatada de forma muy diplomática en el boletín 188, que se cierra el 10 de noviembre: «El Gobierno Suárez está completando sus gestiones de cara a lograr el máximo apoyo al proyecto de Ley de Reforma Política. Parece ser que su estrategia con los diversos grupos políticos con representación en las Cortes ha sido eficaz, pudiendo confiarse en su aprobación».

			Según ha narrado Abril Martorell, durante varias semanas los ministros desayunaron, tomaron el aperitivo, almorzaron y cenaron con todo aquel procurador que no se había ganado aún para la causa y que era susceptible de ser convencido. «Menos acostarnos con ellos, hicimos de todo», recuerda  Martín Villa. A Osorio, por ejemplo, le «tocaron» en suerte sesenta procuradores, aunque eran «los más fáciles de convencer». Frente a ellos, un grupo de procuradores sindicales fue enviado a un viaje al otro lado del charco que, como es natural, coincidía en el tiempo con la celebración del debate, como reconoce Cassinello. Una de las «conversiones» más llamativas fue la de Pilar Primo de Rivera, hermana del fundador de la Falange asesinado por los republicanos. De materializarla se encargó —no podía ser otro— su sobrino Miguel, uno de los ponentes que defendió la reforma (y el «colaborador necesario» en quien se apoyó Fernández-Miranda para lograr la inclusión de Adolfo Suárez en la terna de candidatos a la presidencia). Sostiene el procurador que su tía no aceptó la LRP porque le quisiera mucho, como se dijo, o porque él la manipulara, sino que le dijo que como joseantoniana no se podía quedar anclada en el pasado. «Me dijo que su conciencia política le impedía votar a favor. Yo le respondí que se abstuviera si se lo permitía su conciencia. Y así lo hizo», recuerda[177].

			Entre otras cosas, los procuradores más ultras están molestos no solo por el fondo de la ley, sino también por la forma en la que se tramita, y en concreto por el recurso del procedimiento de urgencia pergeñado por Fernández-Miranda, que, como hemos visto, es una de las claves de la reforma política del rey y Adolfo Suárez, al evitar que los proyectos se enquisten en interminables debates parlamentarios y en comisión. Uno de los portavoces de este malestar es José María Fernández de la Vega, uno de los más duros ponentes contra la LRP, quien envía una carta a Fernández-Miranda en la que denuncia que el trámite de urgencia persigue «metas oscuras y confusas» y deja a las Cortes en una situación de «indigencia política». Fernández de la Vega pone incluso en duda «la idea de democracia que tanto se invoca», que «carece en absoluto de objetividad, porque se mueve bajo el arbitrio personal y subjetivo de sus intérpretes». Y añade: «De la reforma política se está haciendo un mito, porque se están recreando imágenes de democracia y liberalismo cuando los hechos —como en el caso concreto de la implantación del Procedimiento de Urgencia— tienen más brío de acción autoritaria que de autoridad o voluntad legislativa»[178].

			
UN SUSPIRO PARA CELEBRAR LA APROBACIÓN DE LA LEY


			Con semejantes mimbres, cuando llega la semana de la votación el SECED vuelca en sus informes confidenciales el pronóstico de que la LRP saldrá adelante («recientes informaciones recogidas permiten prever un resultado favorable al proyecto») y se atreve a hacer una «quiniela» de votos afirmativos, negativos y abstenciones, que está en línea con el optimismo del que también se ha contagiado la prensa, que casi da por seguro el «sí»: «En círculos políticos se señala que los votos favorables podrían incluso sobrepasar los 400, cifrándose los negativos alrededor de los 80, y distribuyéndose los restantes entre ausencias y abstenciones que equivalen a votos negativos». El pronóstico va bien encaminado, pero la realidad le superará en optimismo. Los debates se celebran los días 16, 17 y 18 de noviembre. La primera intervención por parte de la ponencia corresponde a Miguel Primo de Rivera, que repasa y defiende uno por uno los artículos de la LRP, aclara que el objetivo es «crear una nueva Constitución partiendo de la legalidad vigente», proclama que «es la hora de la consulta» y sitúa la reforma en una «postura intermedia» en la que —asegura— se encuentra la mayoría de los españoles. Asimismo, cierra su intervención con un medido guiño a la Cámara: «Desde el emocionado recuerdo a Franco, y por nuestra lealtad al rey, os pido vuestro voto favorable». Tras su discurso se da paso a las posturas más radicales, resumidas en un rechazo frontal a la ley. Blas Piñar y José María Fernández de la Vega defienden enmiendas a la totalidad, a la que se une otra del procurador Escudero Rueda. La defensa del proyecto corresponde a Fernando Suárez, que protagonizará el duelo más relevante con el líder de Fuerza Nueva. Piñar fue directo y dijo a los procuradores lo que, posiblemente, muchos de ellos no querían escuchar: la ley que se somete a votación supone «la liquidación de la obra de Franco», ya que rompe los principios del Movimiento, que eran «inalterables por su propia naturaleza», a lo que Fernando Suárez replica que si estos principios eran «permanentes e inalterables», no había problema alguno en que se derogasen. «Si son inalterables, lo serán siempre, del mismo modo que no se puede alterar o modificar la existencia de los Pirineos, aunque el pueblo español aprobase que habían dejado de estar donde están». La postura de esa parte de la Cámara quedará reflejada en la sentencia de Raimundo Fernández-Cuesta, cuando asegure que el «después de Franco, las instituciones» iba a ser sustituido por un «después de Franco, las instituciones contrarias a él y vencidas por él». Y ratificada posteriormente por este «epitafio» que Girón de Velasco dejó escrito en sus memorias, al asegurar que el Movimiento Nacional cayó «abatido por los propios procuradores en Cortes y consejeros nacionales» y «se suicidó sin que ningún código de honor se lo exigiera»[179]. Más quebraderos de cabeza planteó a Fernández-Miranda la petición de Martínez Esteruelas en nombre de AP (recordemos, crucial para la aprobación de la LRP) de que se votaran una a una, por mayoría simple, las enmiendas, un «órdago táctico» con el que AP pretendía condicionar la votación, y que se unía a su exigencia de fijar un sistema mayoritario en la ley electoral, en aras de la gobernabilidad. Finalmente, AP aceptó la representación proporcional a cambio de que la circunscripción electoral fuese la provincia y se fijase un número mínimo de diputados por cada una.

			En el momento de la votación final, de los 540 procuradores que formaban las Cortes estaban presentes 497 (entre los ausentes, los que Cassinello y sus hombres habían enviado «de crucero»). La norma será aprobada por 425 votos a favor, 59 votos en contra y 13 abstenciones. El resultado fue correspondido con una cerrada ovación de aquellos procuradores que acababan de hacerse el harakiri y con un espontáneo suspiro del presidente del Gobierno, que cierra los ojos y apoya su cabeza hacia el respaldo de su escaño. La imagen se ha convertido en uno de los símbolos de esa otra transición —la de los gestos, las miradas, la comunicación no verbal— que también tiene su importancia.

			De la votación, cuatro décadas después Cassinello destaca tres escenas. La primera de ellas, la de los procuradores militares votando «no» («para mí, no representan al Ejército, sino a los generales de la Guerra Civil», dice). La segunda, la de Nieto Antúnez, amigo personal de Franco y uno de los candidatos a suceder a Carrero Blanco, que se va cuando llega el momento de la votación. «No quiere votar que no y no quiere votar que sí, tiene un dilema entre su lealtad personal y lo que le manda su conciencia», opina el director del SECED. Y la tercera, la de Martínez Esteruelas, que «vota “sí” llorando a lágrima viva». «Algunos lo vivieron como una tragedia», añade Cassinello.

			
EUFORIA EN EL SECED: LA TRANSICIÓN YA ES «IRREVERSIBLE»


			La votación en las Cortes obliga a los partidos políticos, a este lado o al otro de la legalidad, a resituarse en el asiento más cómodo para sus intereses. El Boletín de Situación de esa semana desgrana, a lo largo de siete páginas, las reacciones y, sobre todo, las próximas estrategias. Este es su resumen en el que, como siempre, hay un relato de lo ocurrido, pero, sobre todo, una aproximación de lo que va a ocurrir:

			Boletín de Situación.— Núm. 190

			ACTIVIDADES DE LOS GRUPOS POLÍTICOS.— RESUMEN DE NOTICIAS

			Falangistas y extrema derecha se han opuesto, en general, al proyecto pero, una vez aprobado, participarán en el sistema ­resultante.

			Alianza Popular y otros grupos procedentes del régimen lo han aceptado con complacencia, una vez aceptadas en parte las enmiendas de AP.

			Los grupos liberales centristas también han mostrado su aceptación de la reforma. Tanto Areilza como el grupo Tácito, en nombre del Partido Popular, se han expresado en este sentido en los m.c.s.

			Los grupos de la oposición moderada prosiguen sus contactos con vistas a lograr un plan definitivo y acorde para su participación electoral. No obstante, la amplia diversidad de idearios, puntos de vista y objetivos hace difícil la realización de ese propósito. Por otra parte, una abstención efectiva podría descalificarlos frente al electorado. Las primeras declaraciones de sus dirigentes acerca de la reforma son en general positivas pero con ciertas reservas para poder justificar posibles decisiones no comprometidas.

			El PSP, FPS y otros grupos regionales relativamente moderados no aprueban la reforma, en cuanto se declaran eminentemente demócratas, pero la consideran un importante avance y están dispuestos a aceptarlo, tratando, junto a la oposición moderada, de negociar con el Gobierno unas condiciones aceptables para todos.

			El PCE y, últimamente, el PSOE presentan unas condiciones para aceptar la reforma que, aún notablemente rebajadas e incluso expresadas en términos ambiguos para facilitar una eventual negociación, no parece posible sean admitidas. El próximo congreso del PSOE pudiera originar un cambio en la postura actual.

			La extrema izquierda rechaza por completo la reforma, conscientes de que no cambiará su situación de ilegalidad.

			
¿Y cómo digieren los agentes de inteligencia el resultado de la votación? Cassinello, Peñaranda, Atienza y algún que otro espía del SECED se han remangado en los días previos para que la reforma salga adelante. Han respondido a la llamada del Gobierno para conmover a los que parecían inconmovibles. Han acompañado a los ministros en sus reuniones de persuasión. Y han seguido en despachos diarios, en el caso del director Cassinello, cómo iba engordando la lista de los «síes» y adelgazando la de los «noes». Por eso, cuando el miércoles 24 de noviembre se sientan a redactar la «hoja verde» de su Boletín de Situación número 190, a grapar las páginas que han mecanografiado en los distintos sectores y a enviarlas a todos los centros de poder del país, a duras penas esconden su alborozo (la naturaleza del oficio militar obliga): «Los procuradores han dado una gran lección de realismo, sensatez y patriotismo», escriben en el «editorial» para, a continuación, proclamar que «la aprobación del proyecto de Ley de Reforma Política ha supuesto un paso importante en la reafirmación del proceso político iniciado, que ya puede considerarse irreversible, con lo que ello supone de anulación de las tesis rupturistas». En su análisis hay, además, dos matices que a buen seguro los Osorio, Martín Villa y compañía leerán dos veces. Uno tiene que ver con la forma en la que el Gobierno ha desplegado sus «artes de persuasión», que se mencionan de forma muy diplomática: 


			Boletín de Situación.— Núm. 190

			ACTIVIDADES DE LAS INSTITUCIONES.— RESUMEN DE NOTICIAS

			El Gobierno se dedicó desde semanas antes a exponer y defender sus criterios a grupos sucesivos de procuradores no regateando el menor esfuerzo. Durante el mismo desarrollo de las sesiones del Pleno, fueron continuos sus contactos con los grupos parlamentarios, sus dirigentes y los enmendantes, apreciándose en la Cámara un ambiente de «tira y afloja» hasta la última tarde, en que, tras abandonar posturas tenidas por intransigentes, se llegó a una honrosa distensión que condujo a la conocida votación final.

			
El otro es un inesperado toque de atención para que al Gobierno no se le suba el éxito a la cabeza:


			Boletín de Situación.— Núm. 190

			(Período del 18 al 24 de noviembre de 1976)

			PANORÁMICA GENERAL

			Otros círculos políticos comentan que al indiscutible triunfo conseguido por el Gobierno no debería seguir un triunfalismo que parece apuntar en determinados medios de comunicación social. La credibilidad que ha sabido ganarse debe mantenerse dentro de la sencillez que encierra una de las frases más comentadas del presidente del Gobierno: «Elevar a la categoría de normal lo que a nivel de calle es normal», añadiéndose que la confianza que rodea al presidente del Gobierno y su Gabinete debe mantenerse, para atacar los múltiples y serios problemas que aún quedan por resolver.

			
«UN CHEQUE EN BLANCO EN MANOS DEL GOBIERNO»


			Demos ahora un pequeño salto de casi un mes (cuatro Boletines de Situación) para ver cómo los confidenciales abordan el resultado del referéndum de la LRP. Durante los 27 días que transcurren entre el harakiri de las Cortes y la consulta, el tema ha sido central en los resúmenes semanales, que siguen muy de cerca la «confusa definición de frentes y posturas», que incluyen la creación de una «Comisión de los nueve» que pretenderá ser recibida en audiencia por el presidente para, así, ser elevada a la categoría de interlocutor válido, algo que Suárez se negará a hacer hasta después del referéndum, con el objetivo, precisamente, de no concederle ese pequeño triunfo. La unión de todo el frente antifranquista ha cristalizado en una cumbre celebrada el día 27 de noviembre en la que la oposición al completo, aglutinada en torno a una Plataforma de Organismos Democráticos (POD), hace públicas sus exigencias para formar parte del proceso de reforma, resumidas en siete condiciones al Gobierno que, como reconoce Tierno Galván, «costó Dios y ayuda redactarlas»[180]. Para los autores de los boletines, la iniciativa, en contra de lo que muchos han interpretado, es una muestra de que las posturas se están moderando, en un intento por desviar el foco de la atención solo en el PCE. 

			Por doquier surge el tema de la legalización del PC —se lamentan— como pretendido termómetro de democratización, pero se olvida que esto, con no ser deseable, es aún menos posible en el contexto actual del país. Persistir en su dirección desde el recuerdo de las fosas de Paracuellos solo es explicable desde su cerrado dogmatismo. 

			
Otra vez Paracuellos. Otra vez un Partido Comunista que no tiene cabida en el tablero. 

			En el boletín que se cierra el primer día de diciembre, los agentes infiltrados en los grupos de la oposición dan ya por «iniciada la campaña propagandística preparatoria» y dan cuenta de que «se detecta ya un fuerte incremento de propaganda clandestina —en especial, carteles y pintadas de los grupos comunistas— en contra del referéndum y en favor de la abstención»[181]. No son, por cierto, los únicos que recurren a las hojas volanderas y las pintadas de brocha gorda para hacer campaña. Los agentes del Sector Educativo del SECED aprovechan esos días, y sobre todo las noches, para esparcir por la calle octavillas y hacer pintadas a favor del «sí», con acciones tan directas como la de añadir un «no» a las pintadas de «No votes», de tal manera que el mensaje se transformaba en un «No votes no», una acción que, según Peñaranda, fue ideada por la agencia de inteligencia[182].

			Por supuesto, los acontecimientos políticos de esos primeros días de diciembre (la constitución de la «Comisión de los nueve», la rueda de prensa clandestina de Carrillo y el secuestro del presidente del Consejo de Estado, Antonio María de Oriol) vendrán a sacudir, hasta límites insospechados, el ambiente político. Pero el Gobierno conseguirá sacar adelante su reforma con el apoyo de la ciudadanía. El resultado final es más rotundo de lo que muchos esperaban: la LRP es apoyada en referéndum por el 94,2 % del electorado, frente a un exiguo 2,6 % de votos en contra, y con una abstención que, pese a los esfuerzos de la oposición, se quedó en el 22,6 %. 16.573.180 españoles han votado a favor de la reforma y solo 450.102 lo han hecho en contra. Adolfo Suárez puede, también ahora, respirar tranquilo. 

			Para los agentes de inteligencia, el resultado es el cierre a un trabajo arduo, del que destacan que la abstención real (descontados los impedimentos físicos, el desinterés o los problemas en el voto por correo) es apenas del 7 %, «una proporción muy inferior a la que esperaban llegar los grupos de izquierda que la propugnaron», y que el voto negativo defendido «por algunos partidos políticos calificados de extrema derecha» ha sido también ínfimo. Conclusión: «El pueblo español, demostrando con su refrendo un sentido común y un olfato político nada despreciable, ha puesto en manos del Gobierno un cheque en blanco para que actúe hasta las próximas elecciones generales». El reto será ahora saber administrarlo. Y todo con la vista puesta en el siguiente escalón de la Transición, las primeras elecciones generales en cuatro décadas, que el Gabinete Suárez deberá subir el mes de junio de 1977. Pero esa será otra historia. Con ella terminará, por cierto, el trabajo de estos agentes de inteligencia que cada miércoles se sientan frente a una máquina de escribir, ante una hoja en blanco (o verde, según el caso) para redactar sus Boletines de Situación. Y con ella terminará, también, el presente libro.

			



		
			7
TERCERA ETAPA: DE LA REFORMA 
A LAS ELECCIONES


			
UN PSOE «CONFUSO, AGRESIVO E INCIERTO»


			Hemos visto cómo los agentes de inteligencia del Gobierno han ido reflejando en sus informes los cambios producidos en el último año del franquismo aún con su fundador en vida. También el primer año exacto de la nueva monarquía, con dos presidentes y dos velocidades de reforma. Veamos ahora cómo se sustancian los últimos seis meses hasta las elecciones de junio de 1977. La cita estará presente en todos y cada uno de los boletines, bien porque marca la agenda de la oposición, bien porque subyace en el trasfondo de las movilizaciones sociales, laborales o religiosas, o bien porque será una mención recurrente en los periódicos que cada semana desentrañan los hombres de Cassinello. «Entre los grupos políticos lo que reviste verdadera importancia no es el referéndum de la Ley para la Reforma Política, al que consideran un mero trámite legal prácticamente resuelto, sino las próximas elecciones generales», escriben los redactores del boletín 191, que constatan cómo el resultado ha empujado a la oposición a apostar por el plan B de la reforma negociada.

			El primer paso será aunar la voz en la Plataforma de Organizaciones Democráticas (POD), creada el 23 de octubre y que, sometida también por la opinión pública a la tradicional ceremonia de «bautismo», será conocida popularmente como la «Superplatajunta». La plataforma agrupa a todas las fuerzas políticas de la oposición, desde socialdemócratas y liberales hasta socialistas, pasando por comunistas, nacionalistas y regionalistas, y de ella saldrá —después de arduas discusiones— una comisión que tendrá la misión de sentar al presidente del Gobierno para transmitirle sus «condiciones». En ella están Felipe González y Enrique Múgica, del PSOE; Enrique Tierno Galván (PSP); Simón Sánchez Montero (PCE); Marcelino Camacho (CC.OO.) —que se desmarcará posteriormente—; Francisco Fernández Ordóñez (FSD); el democratacristiano Antón Cañellas (EDC); Joaquín Satrústegui (AL); Jordi Pujol (CDC), en representación de la oposición de Cataluña; Luis Jáuregui, por el País Vasco, y Valentín Paz Andrade, por Galicia. Su misión: negociar con Suárez las condiciones en las que se convocan las elecciones, para lo cual exigen el reconocimiento de todos los partidos y sindicatos, libertades políticas y sindicales, la disolución del aparato político del Movimiento, una amplia amnistía, igualdad de trato en los medios de comunicación del Estado, negociación de las normas de procedimiento del referéndum de la LRP y las elecciones, y reconocimiento de las distintas nacionalidades del Estado español. Es decir, negociar nada menos que la reforma política, la Transición, la llegada de la democracia, para que sea el fruto del consenso y no una gracia otorgada por un Gobierno levantado sobre los ladrillos del franquismo.

			Adolfo Suárez solo acepta los encuentros cuando la LRP está ya aprobada en Cortes y refrendada en las urnas, con lo que algunos de los puntos (incluido el fin del Movimiento, que ya tiene decidido) quedan superados por los acontecimientos. Por escrito se negocian la amnistía, las reglas electorales y la legalización de partidos, pero Suárez aplaza tras las elecciones el tema de las regiones. Desde Castellana, 5 se transmite la imagen de un presidente que lleva las riendas, marca la agenda, decide los plazos y domina la escena. 


			Los observadores no esperan amplias cesiones por parte del presidente Suárez: ni la amnistía total que predica alguna prensa, ni la legalización de todos los partidos. Son fuertes las razones oficiales para no acceder a esas peticiones. Sin embargo, y en aras de no radicalizar la situación, pudiera ser que el Gobierno reconsiderase algunos extremos de los dos temas tratados[183].

			
Pero ningún movimiento de la oposición tuvo tanta repercusión en la recta final de 1976 como el XVII Congreso del PSOE, el primero en España desde 1932, que se celebró en Madrid entre los días 5 y 8 de diciembre tras obtener la autorización por parte del Gobierno. En el boletín de turno (192) vemos la misma «línea editorial» y los mismos patrones que ya advertimos en el congreso de UGT o en los fallidos intentos del PCE. Importa el fondo de lo que allí se dice, pero también, y mucho, las formas. Y en algunas de ellas, por lo que se ve, la sensibilidad sigue estando a flor de piel:


			Boletín de Situación.— Núm. 192

			(Período del 2 al 9 de diciembre de 1976)

			PANORÁMICA GENERAL

			Han predominado los gestos y los símbolos hostiles. La presencia de Palme y Nenni, los puños en alto (algunos partidos comunistas los han suprimido), el canto de La Internacional y la exhibición final de la bandera republicana, pesan más, emocionalmente, que la posible moderación de las ponencias aprobadas, e incluso incurren en contradicción total con el propósito esbozado del pacto constitucional.

			

			Boletín de Situación.— Núm. 192

			ÁMBITO POLÍTICO.— IMPRESIÓN DE CONJUNTO

			Las conclusiones del congreso sitúan al partido en la misma línea que anteriormente venía manteniendo. Como único signo de moderación puede señalarse que dentro de la no aceptación del régimen existente se manifiesta dispuesto a intervenir en las próximas elecciones, lo que condiciona su entrada en la legalidad. El margen de maniobra de que dispone la Comisión Ejecutiva, que en su mayor parte ha sido reelegida, pudiera ser utilizado para dirigir al partido hacia una línea de moderación. Resulta preciso reconocer que una presión excesiva para moderar las conclusiones del congreso hubiera hecho peligrar la elección del secretario general que, de esta forma, dispone de un amplio plazo para orientar al partido en la dirección de un socialismo moderno de corte europeo, que es la que parece desprenderse de ciertos signos externos.

			
Interpretemos, por tanto, la postura de los agentes del SECED. El líder socialista no puede tensar más la cuerda para moderar al partido, so pena de causar un cisma interno, y por ello —ampliará el confidencial en páginas interiores— su «necesidad de no perder la clientela radicalizada» le empuja al «verbalismo revolucionario». En conclusión, «entre el pasado y su posible futuro, ofrece ahora una imagen confusa, agresiva e incierta». El punto de vista de los espías es un extraordinario cuadro del dilema interno que atrapaba a aquel PSOE:


			Se han apreciado signos externos que presuponen una dirección del partido hacia un socialismo de corte europeo […]. Pero, si esto es deseable, los resultados del congreso en sí no dan esa impresión:

			— El PSOE (r) [renovador] se define como partido de clase, marxista y democrático y rechaza de plano la socialdemocracia, toda vez que propugna la desaparición de cualquier vestigio de estructura capita­lista.

			— El mero hecho de dar cierta importancia a la supresión de los términos «dictadura del proletariado» da idea del tiempo en que viven algunos de sus componentes […].

			— La existencia [sic], sospechosa ya, en seguir sus actuales relaciones con el PCE sin definirse de una vez por una independencia total de actuación necesariamente ha de causar recelos.

			Todas estas circunstancias no inclinan en absoluto a ver en el PSOE (r) un partido homologable al socialismo moderno que impera en Europa, que es donde parece querer insertarse.

			De otra parte:

			— El PSOE (r) se define por la República Federal como forma de estado en estos momentos en que la monarquía se asienta en España […].

			— Por último, hay que hacer notar que se ha perdido una buena ocasión para propiciar la unidad socialista y conseguir así uno de los bloques del espectro político español, que podría ser fundamental para la estabilidad interna del país.

			Estas consideraciones, unidas a las anteriores, no permiten vislumbrar la aceptación del PSOE (r) por la actual sociedad española como el catalizador de una transformación profunda, pero sin riesgos de esa sociedad hacia fórmulas de mayor justicia social y li­­bertad.

			
En el fondo, el congreso ha dejado un poso agrio en los agentes del Sector Político, que dan la sensación de haber esperado otro desenlace, quizá porque así se lo habían prometido sus fuentes en el partido, y que no esconden que «son de dominio público las tensiones existentes dentro del propio partido». Y, mientras tanto, ¿qué hace Felipe González? Este es el retrato que de él hace el confidencial número 193: 


			Desmiente tales rumores [de crisis interna] y trata, de cara a la opinión pública, de suavizar con sus declaraciones las resoluciones tomadas en el congreso. Sigue navegando entre dos aguas, contando a cada cual aquello que desea oír. Esta postura, que puede ser rentable durante un cierto período de transición, será perjudicial si se empeña en no definirse claramente en breve plazo.

			
LOS ESPÍAS ADIVINAN EL «FINAL FELIZ» DEL SECUESTRO DE ORIOL


			En cualquier caso, González apenas tendrá tiempo para rentabilizar informativamente el congreso, pues será devorado por esa frenética sucesión de sobresaltos que fue la Transición. Dos días después, Santiago Carrillo «contraprograma» la estrategia del PSOE con una rueda de prensa clandestina en Madrid que deja sin respiración a todo el país y, cosas del destino, tan solo un día después el líder comunista recibirá la misma medicina: el sábado 11 de diciembre, el presidente del Consejo de Estado, Antonio María de Oriol, es sacado de su Fundación a punta de metralleta e introducido a la fuerza en un coche por varios individuos. La noticia contamina el referéndum del día 15 de la LRP, y sume en la consternación a Suárez, que sospecha de ETA hasta que, al atardecer, el GRAPO, el brazo armado del PCE (r), se responsabiliza del secuestro y exige la puesta en libertad de una quincena de terroristas presos de varias organizaciones. Martín Villa pide la ayuda de Cassinello, que tira de sus contactos habituales y opta por el que más fiabilidad le ofrece, el presidente de Europa Press, José Mario Armero, mientras Peñaranda pide ayuda a Joaquín Ruiz-Giménez, que le dice que tirará del hilo del FRAP, ORT, el PTE, e incluso de jueces de izquierdas en busca de la más mínima pista. En su reseña semanal, los hombres de Cassinello enmarcan la retención de Oriol «dentro de la estrategia revolucionaria de obstáculo al referéndum» y admiten que «es un problema difícil y de futuro incierto, en el que la cesión a los propósitos de los autores supondría el desencadenamiento de numerosos hechos de naturaleza semejante». Pero lo más llamativo es que se apuntan a la teoría de que detrás del secuestro «subyace una intencionalidad internacional que lleva la trama lejana hasta otros países»[184]. De esta sospecha participa también el Gobierno, a quien le ha inquietado que el comunicado exija que los presos liberados sean trasladados a Argelia. En contra del pesimismo generalizado, la agencia de inteligencia hace un esperanzador vaticinio que se cumplirá al pie de la letra: «Aunque es difícil realizar predicciones cuando están en juego grupos irracionales y fanáticos, parece probable que, una vez pasada la fecha del referéndum y vista la firmeza del Gobierno, el hecho tenga un desenlace feliz». Semejante optimismo sorprende a muchos, y entre ellos a un lector ocasional de este confidencial. Peñaranda tiene anotado en su diario que, unos días después, el socialista Luis Solana, contacto habitual del SECED, llamaba para interesarse por las investigaciones en torno a los GRAPO, ya que «había tenido acceso a un Boletín de Situación del SECED en el que se trataba el secuestro de Antonio Oriol». Y añade el agente de inteligencia que el socialista «sacaba la impresión de que se daba por segura su liberación y que el triste episodio supondría un impulso al voto afirmativo al referéndum y un hecho que venía a restar publicidad a Carrillo». «Solana —agrega Peñaranda— recelaba de las referencias oficiales con esta grave duda: “¡A ver si son ultras los que juegan detrás de este numerito! ¿Quién maneja a los GRAPO? ¡Estos señores de la CIA son unos tales!”»[185].

			Durante varios días, el grupo terrorista irá depositando mensajes con distintos ultimátums que desesperan a la opinión pública y angustian al Gobierno, en lo que Osorio ha definido como la «guerra psicológica de los comunicados». En uno de ellos, la dirección del GRAPO anuncia que solo renunciaría a sus exigencias si el Gobierno hace público antes de las once de la noche del 17 de diciembre «un anuncio claro y oficial de una próxima amnistía total». A las 22.57 horas de ese día, el ministro de Gobernación comparece en TVE, interrumpiendo el concurso Un, dos, tres… responda otra vez, para decir que «el Gobierno no puede aceptar el chantaje o coacción», pero que «ha sido y es propósito de este Gobierno llegar a un uso generalizado de la clemencia». La promesa a medias surte efecto y, al día siguiente, los terroristas dejan un nuevo mensaje en el que afirman que aplazan la ejecución. El secuestro entra entonces en un exasperante stand by que se prolongará durante días y días. La psicosis es tal que las cartas que Oriol envía a su mujer son escudriñadas en busca de pistas y, en el colmo de la paranoia, entran en juego incluso las ciencias ocultas. «Miguel Primo de Rivera [yerno de Oriol] me perseguía con notas del padre Pilón, parapsicólogo que pretendía encontrar con un péndulo el lugar donde estaban encerrados», escribe Cassinello en la tesis doctoral de Peñaranda. 

			En los días posteriores al secuestro se debatirá también mucho sobre la verdadera identidad de los GRAPO y se pondrá en duda que sea realmente el brazo armado del PCE (r), una sospecha que ha permanecido hasta nuestros días. El día 15, por ejemplo, Diario 16 publica que este grupo terrorista es de ultraderecha o está movido por ella, según la opinión de un ministro del Gobierno. En el último confidencial del año, el SECED despeja balones fuera y descarta teorías conspiratorias que «carecen de todo fundamento»[186]. No obstante, autores como Sergio Vilar se aferran a algunas declaraciones de aquellos días para defender que sigue habiendo muchas dudas al respecto. El día 19, Martín Villa sostiene con rotundidad, en una comparecencia en televisión, que está seguro de que Oriol está vivo, un convencimiento que renovará a principios de febrero, poco después de que el GRAPO suba el órdago al Gobierno con el secuestro del presidente del Consejo Supremo de Justicia Militar, el teniente general Emilio Villaescusa. La liberación de ambos se realiza con «sorprendente facilidad». El propio vicepresidente, Gutiérrez Mellado, cuestiona la versión oficial de que el GRAPO era una rama violenta de ultraizquierda, sino un comando de ultraderecha que quería hacer naufragar la Transición, y siembra a su vez las dudas en el propio presidente y algunos ministros[187]. «Aquí hay una manipulación evidente. ¿CIA? ¿Ultraderecha? ¿Gobierno?», se pregunta en su diario Carrillo, que constata que «el Gobierno y la familia Oriol dan pruebas de una calma y una tranquilidad bien extrañas, como si el desenlace estuviese previsto. La tele igual. Los raptores, aparentemente, lo mismo. Muy sospechoso»[188]. 

			Las siglas del GRAPO están, en cualquier caso, en boca de todos, y volverán a estarlo a finales de enero, cuando el país se sumerja de cabeza en la «semana trágica». Pero entre un terremoto y otro, el 19 de enero el Gobierno causa otro temblor al legalizar la ikurriña, lo que lleva a la dimisión a los gobernadores civiles de San Sebastián y Bilbao. La «Panorámica general» del boletín 196 es un monográfico sobre el asunto que desprende un poco del habitual patriotismo, mucho pesimismo y una velada crítica al Gobierno por una decisión que es «difícil de entender»: 


			Boletín de Situación.— Núm. 196

			(Período del 13 al 19 de enero de 1977)

			PANORÁMICA GENERAL

			Para las FOP, que han sufrido bajas sensibles por impedir su exhibición [de la ikurriña], va a ser penoso contemplarla. Para otros muchos vascos, que honrada y lealmente hicieron profesión de fe española en su lucha frente a ella, también va a ser difícil entender la decisión. Por todo ello, cuando en el resto de España la distensión y la desdramatización es perceptible, en ese otro trozo entrañable de la patria la crisis es clara.

			
Especialmente dolido está el agente Ángel Ugarte, que culmina cuatro meses de negociaciones con ETA con cierto complejo de prestidigitador y sin as alguno en la manga. La bandera vasca, le han prometido, no está en el menú de concesiones. «Martín Villa me engañó con el tema de la ikurriña. Me dijo que no la iba a aceptar bajo ningún concepto, pero cuando me decía esto ya había acordado que lo haría», denuncia en la entrevista con este autor.

			
LA «SEMANA TRÁGICA» SE SALTA FASES ENTERAS DE LA GUERRA SUBVERSIVA


			Los esfuerzos por capear el temporal del secuestro de Oriol o la polémica en torno a la bandera vasca no serán nada en comparación con lo que llegará en la última semana de enero. En unas horas frenéticas, la opinión pública tendrá la sensación de que unos y otros han colocado al país al borde del precipicio. El domingo 23 de enero, el estudiante Arturo Ruiz, que participaba en una manifestación proamnistía en Madrid, es asesinado por ultras de derechas. El día siguiente, en una de las protestas que se organizan por esta acción, la joven Mari Luz Nájera fallece por el impacto de un bote de humo lanzado por un policía. Mientras, el GRAPO secuestra a Emilio Villaescusa, presidente del Consejo Supremo de Justicia Militar, que se une en su cautiverio a Oriol. Por la noche, un grupo de ultras irrumpe en un despacho de abogados laboralistas de la calle Atocha de Madrid y asesina a tiros a cinco letrados. El día 28, el GRAPO —de nuevo el GRAPO— asesina en Madrid a un guardia civil y dos policías. El juicio entre los historiadores es casi unánime: la Transición española vivió aquellos días su momento de mayor debilidad, en una concatenación de hechos que no es casual, sino el intento de los extremistas de izquierdas y de derechas por hacer naufragar la democracia. ¿Cómo lo vive el SECED, con esa mezcla de sensibilidad a flor de piel y el intento de mantener la cabeza fría? Este es el «editorial» que se cierra el 26 de enero, dos días antes del triple atentado del GRAPO:

			Boletín de Situación.— Núm. 197

			(Período del 20 al 26 de enero de 1977)

			PANORÁMICA GENERAL

			Puede que las acciones realizadas por los extremismos de uno y otro signo nos hayan conducido a las jornadas más tensas vividas en nuestra Patria durante los últimos años […]. De un golpe se han saltado fases enteras de la guerra subversiva, para raptar a un teniente general. La ETA no llegó nunca a hacer objetivo de sus ataques al Ejército y en la larga historia del terrorismo hispano-americano este hecho no se ha producido hasta después de largos años de inestabilización del país y cuando aquel ya se había hecho cargo del poder político.

			Hay que pensar, entonces, en la existencia de un plan distinto, por el que el GRAPO salta a la calidad sin haber superado la fase de cantidad, buscando la ruptura del sistema en el punto más sensible, como es el ataque directo al Ejército, para acelerar el proceso clásico que lleva a la revolución desde la dictadura.

			Lo difícil es explicar coherentemente los asesinatos de la extrema derecha o los secuestros del GRAPO, desde una lógica que pone su énfasis en el proceso de la normal evolución política, porque romperlo es precisamente lo que pretenden los partidarios de su propia revolución […]. Resulta ingenuo esperar una inmediata solución policial al problema. Ningún país lo ha resuelto sin largos años de lucha y de esfuerzo y todos los que han buscado un atajo al mismo, mediante el recurso a medidas fuertemente restrictivas, no han incidido más que en una dictadura de mucha más difícil salida.

			De los grupos de oposición, el PCE, saldrá reforzado. Su énfasis, especialmente reiterado, por ganar una imagen de partido civilizado y de orden se ha encontrado gratis con el espectáculo del entierro de las víctimas inocentes que necesitaba. Sus asesinos jamás entenderán eso.

			
En este sentido, resulta muy llamativo cómo el boletín de la semana siguiente recoge el funeral en honor a las víctimas del atentado de Atocha, el recorrido de los féretros por el centro de Madrid, en escrupuloso silencio, y la demostración de autocontrol que hizo la dirección del PCE en aquellas horas, que logró que ninguno de sus militantes entrara o fomentara las provocaciones, tal y como había pedido el Gobierno. Durante toda la manifestación sobrevoló la zona un helicóptero sin distinción alguna. Al poco circuló el rumor de que en su interior viajaba el rey. «Sí, era yo quien estaba en ese helicóptero —le ha confirmado don Juan Carlos a Ónega—. Quise ver con mis propios ojos aquella expresión de duelo popular y aquella manifestación de civismo»[189].

			Con todo, para los autores de los confidenciales del SECED no es aún motivo suficiente para suavizar el juicio que todavía tienen de los comunistas: 


			El asesinato y posterior entierro de los abogados laboralistas ha puesto de manifiesto, una vez más, la gran habilidad del PCE para capitalizar a su favor cualquier hecho de cierta resonancia. Su habilidad para sacar partido de la situación le permite, por un lado, presentarse como un grupo de orden que condena firmemente los hechos que deterioran la situación y pide la acción del Gobierno, mientras que, por otro, protesta enérgicamente por la detención de extremistas de izquierda. 

			
El tono del comentario se ve ratificado por lo que después dirá Cassinello a este autor: «El crimen de Atocha fue una gran derrota para el SECED, porque fortaleció la imagen de seriedad del PCE».

			El sábado 29 se vive un desagradable incidente en el hospital Gómez Ulla, durante el traslado de los cadáveres de los agentes asesinados el día anterior, cuando ultras de Fuerza Nueva increpan a Gutiérrez Mellado, Álvarez-Arenas y Martín Villa entre gritos de «¡Gobierno, dimisión!» y «¡Ejército al poder!». El relato que hace el boletín se cuida mucho de responsabilizar a los autores de los gritos: 


			La falta de una adecuada organización de las honras fúnebres, el retraso en el comienzo de los actos, la emoción y la natural tensión ambiental provocaron en el momento de la aparición de los féretros que algunos de los asistentes expresaran públicamente su descontento ante la situación que ha podido dar origen a los asesinatos cometidos[190].

			
Ese mismo día, Adolfo Suárez comparece en TVE para resaltar que los «profesionales del terror» buscan provocar al Ejército y a las Fuerzas de Seguridad y torcer la Transición, promete que el Gobierno no va a «perder los nervios» y emplaza a los españoles a que mantengan la calma, con el argumento de que los terroristas conseguirán sus objetivos «si ustedes se atemorizan, si se dejan manejar consciente o inconscientemente en beneficio de las intenciones extremistas». En contra de lo que los extremistas, de izquierdas y de derechas, podían esperar, ni el Gabinete Suárez ni la oposición responderán a las provocaciones. Pero la «semana trágica» ha dejado su huella, que el confidencial que reparte el SECED también reconoce: «Para algunos sectores de la sociedad, el Gobierno ha perdido parte de la credibilidad, detectándose una gran intranquilidad traducida en numerosas y agudas críticas». Solo la liberación de Oriol y Villaescusa por la Policía a mediados de febrero restablecería plenamente la autoridad del Gobierno a ojos de los más reticentes.

			La feliz noticia que la opinión pública estaba esperando se produce el 11 de febrero. A las dos y media de la tarde, la Policía entra en un piso de Alcorcón, donde le han llevado las investigaciones, y en su interior encuentra, efectivamente, a Villaescusa. Poco después, la operación se repite en un domicilio de Vallecas. Oriol es también liberado sin imprevistos. El primero ha estado privado de libertad dieciocho días. El segundo, dos meses justos. Como no podía ser de otra forma, en las páginas del confidencial hay un agradecimiento sin límites al servicio «de gran trascendencia» prestado por la Policía[191].

			
EL GOBIERNO FIJA LAS REGLAS, ETA IMPONE LAS SUYAS


			La liberación de los dos secuestrados eclipsa cualquier otra noticia que se produzca. La más importante de esa semana es que se aprueba un decreto ley que establece la libre inscripción de partidos, aunque el Gobierno se guarda la prevención de remitir al Tribunal Supremo la decisión sobre los casos que puedan incurrir en ilegalidad. En el boletín de la semana siguiente (10-16 de febrero) se da cuenta de una «avalancha hacia la legalización de todos los partidos», un desfile permanente por la «ventanilla» de la Administración (que, por cierto, no era tal, sino una pequeña oficina con tres funcionarios en sus respectivas mesas)[192], que se traduce en que esa semana solicitan su legalización desde el PSOE histórico, de Llopis, hasta el PSP, pasando por la ORT, el PSUC o las Juventudes Socialistas. Y, por supuesto, el PCE, aunque no aún el PSOE, aquel al que más esperaba el Gobierno, consciente de que, sin su concurso, la credibilidad de las elecciones quedaría tocada de muerte. Y este es, precisamente, el argumento que explotará el partido de González, que adoptó la postura de negarse a pasar por la «humillación» de la dichosa «ventanilla», con el argumento de que unas siglas de su solera no necesitaban someterse a semejante trámite. A finales de marzo, el Registro de Asociaciones Políticas del Ministerio de la Gobernación recogía 96 asociaciones, de las cuales 28 lo hicieron en el estatuto de 1974 y las 68 restantes según la nueva normativa, en apenas un mes y medio, lo que ilustra a la perfección la constatación de que, esta vez sí, el procedimiento de legalización era creíble para la oposición. El número de candidatos, reconoce Martín Villa, superó todas las expectativas. Acababa de nacer la «sopa de letras». Y también la obsesión por conseguir un antídoto que filtrase semejante despliegue de partidos y los dejase, por la vía de la coalición electoral, en la mínima expresión. A ello se embarcaron en sus entrevistas políticas los agentes del SECED, que resumieron su empeño de una forma muy elocuente: había que pasar de cien siglas a solo doce. 

			La primera quincena de marzo será uno de esos momentos de la frenética Transición en los que se acumulan las reformas del Gobierno, con una sucesión de anuncios que se superponen. Se regula el derecho de huelga, se declara la segunda amnistía y se fijan las normas electorales (desde un régimen de incompatibilidades hasta el sistema D’Hont para elegir a los diputados). Las tres iniciativas estaban en el «menú» de la «Comisión de los nueve», aunque tienen recibimientos distintos. La que tiene más carga emocional es la esperada/temida amnistía, que ampliaba la de julio de 1976 incluyendo a quienes no hubieran participado en acciones que causaran efectos lesivos y a los autores de delitos de carácter político y de opinión cometidos hasta el referéndum de la LRP. Como resumirá años después Julio de Jáuregui, veterano resistente nacionalista vasco, la prioridad era aprobar una amnistía total que incluyera «tanto a los que mataron al presidente Companys como a quienes mataron al presidente Carrero; a García Lorca y a Muñoz Seca; al ministro de la Gobernación Salazar Alonso y al ministro de la Gobernación Zugazagoitia; a las víctimas de Paracuellos y a las de Badajoz»[193]. Sin embargo, dos días después de la aprobación de esta medida de gracia, ETA pondrá sus condiciones sobre la mesa al asesinar a un guardia civil en Mondragón en respuesta a la muerte de dos etarras en un control policial. Argumento suficiente para la protesta airada de los hombres de Cassinello: «No puede concebirse una aplicación generosa de la amnistía si no existe una respuesta paralela por parte de ETA»[194]. En el fondo, lo que los espías están pidiendo a Adolfo Suárez es que no vaya más allá en los indultos, y que estos no incluyan a terroristas que tengan manchadas las manos de sangre mientras sus compañeros sigan asesinando. Su deseo no se cumplirá. Visto lo visto, cobra todo el sentido lo que dos meses después, el 24 de mayo de 1977, manifestará en una reunión de cabecillas de ETA el terrorista Argala, uno de los asesinos de Carrero Blanco: «Nosotros vamos a dar unas cuantas bofetadas para conseguir la amnistía. Porque la experiencia nos dice que sin lucha no se consigue nada»[195]. Cuatro décadas después, el poso que le queda a Cassinello le hace reafirmarse en lo que dejó escrito en los boletines: «ETA no ha querido la paz nunca. Las reuniones que autoricé en Ginebra con las dos ramas de la banda no salieron adelante. Se hizo una amnistía, pero ETA siguió matando. La paz hay que buscarla siempre, pero no a cualquier precio».

			En cualquier caso, a partir de ese mes de marzo los partidos ya conocen las reglas del juego. Faltan por despejar tres incógnitas: la fecha de las elecciones, si el presidente Suárez será candidato y, por último, si concurrirá el PCE. Este último dilema, que concluirá con el rostro de Santiago Carrillo y Dolores Ibárruri en los carteles electorales que adornan vallas, farolas y pasquines por toda España, con la hoz y el martillo en la propaganda electoral de RTVE, con la palabra «comunista» en las papeletas de los colegios electorales, será la tercera y última encrucijada de aquellos casi tres años.

			Y, quizá, el más llamativo de los relatos que de la Transición española hicieron los espías de Franco. Y también de su propia «transición».
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LA LEGALIZACIÓN DEL PARTIDO COMUNISTA


			
¿SABE EL SECED QUE CARRILLO ESTÁ EN ESPAÑA?
(FELIPE GONZÁLEZ DA EL SOPLO)


			Señoras y señores, hace unos momentos, fuentes autorizadas del Ministerio de Gobernación han confirmado que el Partido Comunista… [pausa], perdón… el Partido Comunista de España ha quedado legalizado, e inscrito en el… [cinco segundos de silencio con respiración entrecortada]. Repetimos la noticia, eh: hace unos momentos fuentes autorizadas… [silencio y sintonía]. Repetimos, pues: el Partido Comunista de España ha sido legalizado por el Gobierno español. La resolución ocupa ocho páginas e indica que la legalización del Partido Comunista se ha adoptado una vez oído el fiscal del Reino y la Junta de Fiscales. Pedimos perdón a nuestros oyentes. 

			
El 9 de abril de 1977, Sábado Santo, la voz entrecortada del locutor de RNE Alejo García interrumpía con este sobresalto el descanso de los españoles. Sus jadeos y respiración atropellada se debían a que había subido a la carrera las escaleras que separan la redacción de informativos del estudio para transmitir cuanto antes tan importante anuncio, algo que un periodista radiofónico nunca debe hacer si no quiere que el esfuerzo le pase factura. Pero en el imaginario colectivo quedó para siempre que la relevancia de la noticia había paralizado incluso al locutor encargado de darla a conocer. Y que contenía la respiración al igual lo hacían todos y cada uno de los españoles.

			Alejo García tardó cincuenta y un segundos, con frases vacilantes y el auxilio de la sintonía, en dar la información. El anuncio marcó un nuevo rumbo en la Transición, provocó una protesta sin precedentes en las Fuerzas Armadas, alentó entre los más pesimistas el eco de un ruido de sables, otorgó un prestigio inesperado al presidente del Gobierno y sirvió para templar al PCE y sus dirigentes. Fue, sin duda, uno de los hitos que ayudaron a consolidar la democracia. 

			Carrillo había tenido en octubre de 1975 las primeras pistas de que tarde o temprano el futuro régimen legalizaría su partido. Se las proporcionó el aún príncipe de forma indirecta, a través de su intermediario, Manuel Prado y Colón de Carvajal, quien transmitió al dictador rumano Nicolae Ceaucescu la voluntad de don Juan Carlos de legalizar el PCE cuando accediera al trono, para que este, a su vez, se lo hiciera llegar al líder comunista. Pero el recado llevaba una condición implícita: debía confiar en él y no desestabilizar el proceso[196]. La respuesta de Carrillo fue que «no movería un dedo» hasta su proclamación, pero que después habría que «concertar un plazo no demasiado largo» para que se haga efectiva la promesa. Ese plazo «no demasiado largo» será un año y medio. Excesivo para algunos, extremadamente precipitado para otros, incluida una parte de los ministros de Suárez. Quizá porque pensó que el rey no cumpliría su palabra, o por una mera cuestión de estrategia política, o porque la impaciencia es un pecado humano como otro cualquiera, Carrillo pronto decidió entrar de incógnito en España. La persona elegida para ayudarle será su amigo Teodulfo Lagunero, un millonario que simpatizaba con las ideas comunistas. Él compró el chalé en la calle Leizarán de Madrid en el que se escondería. «Era la persona ideal para organizar mi estancia en España con todas las garantías —admite Carrillo— y para pasar la frontera sin que los aduaneros pudieran imaginar que en su magnífico Mercedes viajaba yo»[197]. Así, el 7 de febrero de 1976 cruza los Pirineos sin contratiempos en el coche conducido por Lagunero, con la esposa de este en el asiento de atrás. Nada más dejar atrás la aduana se hará la famosa foto, bajo su peluca y con una sonrisa, y unos kilómetros más allá el histórico momento tendrá un ingrediente tragicómico cuando un guardia civil les detenga en un control y registre minuciosamente su vehículo junto a un camión, también parado, con el nombre de Transportes Carrillo[198]. Durante su estancia en la capital, el líder del PCE se paseará por el barrio en el que vivió; tentará a la suerte comiendo en restaurantes junto a ministros o exministros franquistas; hará continuas entradas y salidas de España, generalmente en avión y con identidad falsa, entre otras cosas para mantener la impresión de que seguía en el exilio, e incluso, el 19 de marzo, hará una entrada sorpresa en la conferencia del partido en Madrid, que se celebraba en un hangar bajo la consigna de no aplaudir. La estupefacción de los asistentes fue mayúscula.

			¿Y qué hizo aquellas semanas el SECED? ¿Qué contó en sus documentos internos? Resulta curioso comprobar cómo en las dieciocho líneas que se dedica a este partido esa semana no se menciona al líder comunista, que, por lo que se ve, no hizo ninguna declaración digna de mención. Imposible adivinar por qué. Pero en el resumen de la semana siguiente (12-18 de febrero) encontramos algunas alusiones reveladoras. «Se observan indicios de un progresivo traslado de la dirección del partido al interior de España, tanto en forma legal como clandestina», adelanta el boletín[199]. Se dan nombres, pero, por supuesto, Carrillo no está entre ellos: 


			Boletín de Situación.— Núm. 157

			ACTIVIDADES CLANDESTINAS DE ORDEN GENERAL.— RESUMEN DE NOTICIAS

			Han regresado a España, provistos de sus correspondientes pasaportes, varios miembros del Comité Central del Partido Comunista de España, entre ellos Ignacio Gallego y Federico Melchor. No está confirmado, aunque parece probable, el regreso de Juan Manuel Azcárate. Todo ello —unido a las entradas clandestinas de otros miembros, como el secretario general del PSUC, Gregorio López Raimundo— indica un progresivo desplazamiento de la dirección del PCE desde Francia a España.

			
¿Sospechaban, intuían, conocían los espías del SECED, los mismos que presumían de tener los mejores contactos en el PCE, que el más temido de los enemigos del régimen había entrado en España? Si lo sabían, huelga decir que un Boletín de Situación no es el conducto más lógico para hacerlo saber. La interpretación de estos párrafos, por tanto, quedará al libre albedrío de cada uno. También la versión que nos ofrece el agente Faura: 


			Sabíamos que Carrillo estaba a punto de venir. Después, en una de las reuniones que tuvimos con Felipe González, el líder socialista nos preguntó por él. Le dijimos que estábamos intentando localizarle y él nos dijo que estaba en Madrid, y con peluca y todo. No sé cómo se enteró. También podría ser que la Policía, en contra de lo que dijo, lo supiera y no nos dijera nada a nosotros, porque había celos entre ambos servicios. Mejor dicho, ellos tenían celos de nosotros.

			
Preguntado al respecto, Peñaranda responde: 


			No recuerdo comentario alguno al respecto en «la Casa», pero estoy seguro de que Gobernación lo sabía. Era parte del juego. Su detención le sorprendería, quizás, al policía de turno, el que estaba en la comisaría. Pero por aquellos tiempos todo el mundo seguía la pista a Carrillo, en Italia, en Rumanía… aunque oficialmente no se dijera nada.

			
LA PARTIDA DE AJEDREZ CON EL GOBIERNO


			Durante sus meses en la clandestinidad, el secretario general del PCE irá moviendo sus piezas como si de una partida de ajedrez se tratara, acorralando cada vez más al «búnker» y al presidente tras sus peones. La metáfora es utilizada, entre otros, por Osorio, y resume muy bien lo que ocurrió aquellos meses. Con este símil, según la versión del propio Carrillo, arrancó Suárez la reunión secreta que ambos mantuvieron el 27 de febrero de 1977, un año después de su entrada en España: «Señor Carrillo, usted y yo hemos estado jugando una partida de ajedrez en la que yo he tenido que mover mis piezas siguiendo las iniciativas de usted»[200]. Esas iniciativas serán diversos golpes de efecto y un rosario de pistas, fotos y declaraciones hasta confirmar que, efectivamente, estaba en Madrid. En julio de 1976, por ejemplo, la cúpula del partido se exhibe, con nombres y apellidos, en Roma en el Pleno del Comité Central del partido. Carrillo se jacta de ello en su diario:

			Luego volverán al país. ¿Qué va a hacer el Gobierno, encarcelarnos? ¡Menudo escándalo! […]. Saldremos, pues a la superficie con tanta publicidad como si nos hubiéramos reunido en Madrid y resultará un serio golpe a los intentos de frustrar los anhelos del pueblo español con una minidemocracia […]. Si en algún período hemos sentido que tenemos el viento en popa es en éste. El Gobierno y el «búnker» libran un combate en retirada; les ganamos terreno día a día.

			
Después del cónclave, se mostrará aún más eufórico: ha sido «un gol político extraordinario»[201]. La reunión sorprende a los redactores de los Boletines de Situación del SECED de vacaciones, pero el resumen que hacen a su término confirma punto por punto la impresión de Carrillo. Sí, ha sido una sorpresa. Sí, el partido está saliendo a la superficie. Y sí, da la impresión de que unos juegan al ataque y otros «en retirada». Resulta llamativo contrastar cómo se interpretaba un mismo hecho a uno y otro lado, en las páginas del diario privado del líder comunista o en las del informe confidencial de los espías, sin que ninguno de sus redactores sepa de la existencia del otro escrito.


			Boletín de Situación.— Núm. 179

			ACTIVIDADES CLANDESTINAS DE ORDEN GENERAL.— IMPRESIÓN DE CONJUNTO

			La campaña propuesta por S. Carrillo de salida a la superficie ha tenido su culminación con la reunión del Comité Central del PCE en Roma, los pasados días 27 a 30 de julio. Lo más notable ha sido el hecho de su celebración, como claro desafío al Gobierno y demostración de su intención de luchar hasta lograr ser reconocido. La pertenencia a dicho C.C. de Marcelino Camacho y de García Salve ha constituido una sorpresa de mayor incidencia que las declaraciones que en el mismo se han hecho, puesto que se han repetido los conocidos postulados de Carrillo referentes a la independencia del partido y su voluntad negociadora […].

			
Además de estos mensajes «oficiales» difundidos, los espías hacen gala de tener un eficaz confidente en la reunión, que proporciona la siguiente información confidencial:


			Otros puntos tratados en las reuniones, aunque no difundidos en comunicados y discursos fueron: «La monarquía es inviable, pero hay que seguir la táctica de trabajar y esperar; la pretendida huelga general (defendida por Camacho) no fue aceptada por Carrillo para el próximo mes de octubre por temor a las Fuerzas Armadas y de Orden Público, que están al lado del rey; el PCE está en condiciones de colapsar las comunicaciones en cualquier momento; al partido no le interesa entrar en el Gobierno, aun cuando fuera llamado para ello.

			
No obstante, el confidente no estará tan acertado en su juicio sobre el paradero de sus dirigentes, al menos en lo que respecta al secretario general: «No se descarta la posibilidad de que, pese a los riesgos que ello entraña, intenten ambos [Carrillo y Dolores Ibárruri] la entrada en España de manera clandestina».

			Mientras se aproxima al presidente, el líder del PCE irá dejando cada vez más «pistas» de que se encuentra en Madrid, como si quisiera suministrar poco a poco la «medicina» a la opinión pública para evitarle un shock. El 18 de noviembre su familia es fotografiada por las calles de la capital y El País titula que Carrillo «se encuentra en Madrid desde hace al menos 48 horas». Doce días después, Diario 16 abre a toda página con «D. Santiago en el Bernabéu» y una foto suya en la que a través de la ventanilla del coche se advierte el contorno del estadio. Esas mismas fechas, envía una carta al Gobierno de México excusándose por no poder ir a la toma de posesión del nuevo presidente porque España no le concede el pasaporte «de salida». «¡Vale! Sigue la campaña de legalización. La prensa sigue sin reaccionar contra mi presencia. El Gobierno tampoco dice ni pío. Suárez no hizo ningún aspaviento cuando le dijeron que estaba aquí. ¿Se irán acostumbrando a la idea?», escribe Carrillo en su diario. Como telón de fondo, la aprobación de la LRP en Cortes y los dos golpes más osados de Carrillo: sendos reportajes de las televisiones francesa y sueca en los que aparece paseando por Madrid (4 de diciembre) y, sobre todo, la rueda de prensa clandestina a la que los hombres del partido han trasladado a setenta periodistas (10 de diciembre). El resumen confidencial que envía el SECED apela a las emociones:


			Boletín de Situación.— Núm. 193

			(Período del 10 al 15 de diciembre de 1976)

			PANORÁMICA GENERAL

			[La rueda de prensa de Carrillo] es el acto más espectacular de la campaña comunista de aparición pública. Desde el pasado otoño el PC marcó una táctica de negación de la tolerancia clandestina. Para sus dirigentes la ruptura estaba en la aparición pública, forzando así a su reconocimiento de hecho o a una vuelta a las pasadas represiones. De ahí la proliferación de actos, declaraciones y, como colofón, la aparición de Carrillo.

			Pero Carrillo representa un problema emocional, más que racional. La responsabilidad por los crímenes de Paracuellos está prescrita y, frente a esta, los posibles cargos de asociación ilícita, uso de documentación falsa, paso ilegal de fronteras, etc., constituyen solo aspectos de menor cuantía. La importancia es el peso emocional de lo primero, que no tiene solución jurídica, lo de menos es el peso de lo segundo, que es lo que le sitúa al margen de la ley. De todas formas, la orden de búsqueda y captura demuestra la inexistencia de pacto con el Gobierno, como se había expuesto en algunos sectores de opinión.

			
Estamos a solo cuatro meses de la legalización del PCE, algo de lo que ni siquiera el propio Suárez —ni, por supuesto, Carrillo— son conscientes. Quedan tres actos previos que tendrán su influencia en la decisión final del presidente. Dos de ellos (la detención del líder del PCE y los asesinatos de Atocha) fueron públicos, y de su trascendencia dejaron constancia los boletines del SECED. El tercero, la mencionada reunión Carrillo-Suárez de finales de febrero de 1977, se mantuvo en el más absoluto de los secretos.

			
CARRILLO, EN LA CALLE, Y EL PCE, EN LA «VENTANILLA»


			Empecemos por la detención de Carrillo. Doce días después de la rueda de prensa, con el país convulsionado por el secuestro de Oriol y expectante tras la aprobación de la Ley para la Reforma Política, el líder comunista es detenido a la salida de una reunión en la madrileña calle Padre Jesús Ordóñez, 14, el mismo portal, por cierto, en el que vive Carmen, una de las hijas del ministro del Ejército, Félix Álvarez-Arenas[202]. Va ataviado con la peluca, que se quitará en el coche patrulla. Suárez se ha enterado de la detención durante una comida ofrecida al personal de Presidencia. Uno de los asistentes es Ángel Lossada, miembro del gabinete de Manuel Gutiérrez Mellado, que lo describe así en conversación con este autor: 

			Estábamos comiendo en el restaurante José Luis el presidente y su esposa, Gutiérrez Mellado y su mujer y los cinco de su gabinete con nuestras respectivas mujeres cuando apareció un camarero con un teléfono que le entrega a Suárez. ¡Era la primera vez que yo veía un teléfono inalámbrico! «Me llama el ministro de la Gobernación —nos dijo el presidente— para decirme que han detenido a Carrillo. Señores, se acabó la comida». Menos mal que estábamos ya en los postres. 

			
El Gobierno da a elegir al arrestado entre ser juzgado en España o ser expulsado al extranjero (a lo que Martín Villa se opone, entre otras cosas porque un dictamen jurídico demuestra que la medida es ilegal). Carrillo elige lo primero. Pero ocho días después, el juez de Orden Público ordena la libertad provisional bajo fianza. El líder del PCE había ganado el pulso.

			Los espías del Gobierno parecen estar incómodos con el desarrollo de la partida. Sorprende la dureza con la que los redactores del boletín tratan al líder comunista, muy distinto al tono que emplearán en confidenciales posteriores:


			Boletín de Situación.— Núm. 195

			(Período del 23 de diciembre de 1976 al 12 de enero de 1977)

			PANORÁMICA GENERAL

			Un PCE dirigido por el responsable de los asesinatos de Paracuellos y de la actuación de las checas madrileñas, es mucho más vulnerable que si fuera dirigido por los militantes de la nueva generación de la posguerra. Con él es mucho menos verosímil la filiación democrática del partido y mucho mayor su vulnerabilidad.

			
A partir de este momento, como reconoce Carrillo en sus Memorias, las autoridades le tratarán con una especie de tolerancia controlada que le permite dar mítines, con límite de tiempo, en Asturias o Valencia, o asistir a una cena en Barcelona con autoridades civiles y militares. Allí, la jefa de gabinete de Suárez, Carmen Díez de Rivera, forzó un encuentro, aparentemente casual, con él. El líder comunista lo interpreta en su momento como un intento de Díez de Rivera de «forzar la mano» de su jefe. El «encontronazo» tendrá continuación con una reunión el 31 de enero entre Díez de Rivera y Carrillo, en el que aquella asegura que el control de Suárez sobre las Fuerzas Armadas es «muy relativo», que no se puede descartar un golpe de Estado y que en la Policía había apenas doscientos agentes en los que confiar[203], lo que pone aún en más valor la fe que el presidente tenía en Andrés Cassinello, por mucho que públicamente dijera lo contrario. 

			El 11 de febrero (el mismo día en el que Oriol y Villaescusa son liberados) el PCE da el siguiente paso con la entrega de sus estatutos ante el notario[204] y el Registro de Asociaciones, pero la Asesoría Jurídica del Ministerio de Gobernación presupone que el PCE ha incurrido en una responsabilidad penal que hace imposible su legalización. El SECED, notario del momento, cuestiona la credibilidad de los estatutos presentados y da en el clavo en las dudas que asaltan al Gobierno: «El problema es político por excelencia», pero se puede trasladar a los tribunales de justicia[205]. Exactamente lo que intentará Suárez. En páginas interiores, los agentes son aún más explícitos: 


			Los estatutos ahora presentados por el Partido difieren notablemente de los aprobados en 1972 por el VIII Congreso. La modificación de los mismos sin la celebración de un Congreso constituye una vulneración del artículo 23 de los estatutos aprobados en 1972. En ellos se han eliminado todos los aspectos conflictivos, destacando la desaparición de las formas de lucha, propugnándose el establecimiento de una democracia auténticamente representativa.

			
Como reconoce Manuel Ortiz, los estatutos entregados son «más patrióticos, más democráticos y más moderados que los que presenta el PSOE»[206], o, como dice Alfonso Osorio, «tan asépticos como los de una sociedad anónima». Hay media docena de alusiones a la palabra «democracia» y otras tantas a «reconciliación» o «convivencia». En el artículo 2, el PCE se presenta como un partido que busca «la contribución democrática a la política española con objeto de conseguir la plena democratización del sistema político». Además, se reafirma en su «plena independencia nacional en la elaboración de la línea política» (artículo 3), es decir, marcando distancias con Moscú, y dice que su meta es la «búsqueda de una vía a la democracia socialista». Y más: sus objetivos son la «reconciliación nacional», la consecución de una «democracia auténticamente representativa» y el fin de la «opresión y explotación» de la clase obrera (artículo 6). Y, por último, la «transformación socialista de la sociedad», pero, eso sí, «por medio de procedimientos democráticos, y con el mantenimiento de una sociedad pluralista que consolide y profundice la democracia representativa» (artículo 7). Además, y para acallar cualquier acusación de falta de libertad interna, una de las sombras que perseguía a Carrillo, los estatutos aclaran que el partido se regirá por el «principio del centralismo democrático», que incluye entre otras cosas el carácter electivo de todos los dirigentes[207]. En el congreso que el PCE celebrará un año después, el primero que tiene lugar en España como partido legal en cuarenta y seis años, los estatutos del partido añadirán un matiz que se había escamoteado en la versión de 1977. Sus artículos primero y segundo, presentados ante el mismo notario que los anteriores, tienen ahora poco que ver:


			Artículo 1: El PCE es una organización política de vanguardia de la clase obrera y de las fuerzas progresistas de los pueblos de España, cuyo objetivo es la consolidación y desarrollo de la democracia y la transformación socialista de la sociedad española, para llegar a la sociedad comunista.

			Artículo 2: El Partido Comunista se basa en el marxismo revolucionario. Aprende críticamente en las experiencias del proceso de revoluciones socialistas que inauguró la Revolución de octubre dirigida por Lenin, y del movimiento obrero y de liberación[208].

			
Pero los agentes de inteligencia ya advirtieron que esto iba a ocurrir. En su boletín del 24 al 30 de marzo alertaron al Gobierno de «la distinta utilización que puedan hacer de los estatutos presentados y autorizados», siguiendo el precedente del PNV, que los modificó a los pocos días de ser legalizado: 


			Modificar estos estatutos tan pronto el grupo esté legalizado, o desarrollar acciones o actitudes más allá de este marco, daría origen a una posible ilegalidad que puede y debe ser corregida por la autoridad, ya que la legalización jamás debe ser entendida como una patente de corso, sino como el reconocimiento formal de una conducta que promete ajustarse a determinados límites. 

			
Pese a la «limpieza» de sus estatutos de 1977, el Partido Comunista recibe un primer traspiés once días después de presentarlos, cuando Gobernación suspende la inscripción y traslada la competencia a la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo (Sala Cuarta) para que sea quien tome la decisión. Suárez quiere que sean los jueces quienes tomen la decisión por él. 

			Cuatro décadas después, Cassinello continúa pensando que «el verdadero problema no era lo que decían Carrillo o unos estatutos que adaptó para legalizarse y luego los volvió a cambiar. Los estatutos de Carrillo eran de ida y vuelta, en cuanto estuvo legalizado… ¡Viva la Revolución de Octubre y viva Lenin! El problema oculto del PSOE y el PCE era cuántos militantes tenían».

			
EL «ABURGUESAMIENTO» DEL LÍDER DESPIERTA RECELOS


			La tensa espera ante el futuro del PCE es, sin duda, el tema de conversación de aquellos días en los círculos militares y políticos, y así lo perciben los agentes de información —los espías— del Sector Político del SECED. De su ronda de contactos y de las declaraciones públicas entresacan una composición de lugar (boletín 201, 17-23 de febrero) en la que dibujan a unas Fuerzas Armadas soliviantadas que «no verán con agrado» la legalización, «no siendo aventurado —añaden— afirmar que su aceptación se haga en base a su sentido innato de la disciplina», como realmente así ocurrió, y a un PCE con «grandes tensiones internas por la prentendida imagen de Carrillo y por la inoportunidad de la vuelta de La Pasionaria, cuya presencia puede debilitar sus esfuerzos por crearse una fachada democrática». Al líder, otra vez, le quieren mover la silla por culpa, según los autores de los confidenciales, de sus «excesos verbales moderadores», o, dicho más directamente, su «aburguesamiento». O su indisimulado anhelo por ser «casta», que diríamos en lenguaje actual. Los agentes de inteligencia le airean tres puntos débiles:

			Boletín de Situación.— Núm. 201

			ACTIVIDADES DE LOS GRUPOS POLÍTICOS

			Ningún dirigente del PCE presenta tantas vulnerabilidades como Carrillo, lo que es extensible con más razón a Dolores Ibárruri.

			Si continúa el secretario general con la misma línea de actuación, aumentarán las tensiones internas, adquiriendo mayor consistencia el bloque de oposición, que podría estar capitaneado por Ballesteros [uno de los más fieles colaboradores de Carrillo en el proceso de contactos con Suárez y acciones en la clandestinidad]. Además, se incrementará el riesgo de deserciones hacia grupos más radicales.

			La actitud moderada de Carrillo facilita el trasvase de los militantes del socialismo que también se encuentran descontentos con su propia línea de moderacion, pero este trasvase no adquiriría grandes proporciones. Lo verdaderamente importante es que el PCE, por mucho que modere su línea actual, no conseguirá los votos del «socialismo difuso» (siempre que el PSOE cuente con cierto prestigio), y únicamente podrá alcanzar un número de escaños muy reducido.

			
Uno de esos días (domingo 27 de febrero), sin confidenciales, ni cámaras, ni declaraciones de por medio, Suárez y Carrillo se reúnen en casa de José Mario Armero, una cita que muy pocos conocían y que no gusta, por ejemplo, a Osorio. Basándose en el testimonio que aportaron el líder comunista y el entorno de Suárez se puede resumir el contacto en los siguientes términos:

			— La reunión fue de lo más cordial. El presidente hizo gala de su acreditado don de gentes («nos saludamos como viejos conocidos», resume Carrillo).

			— Acuerdan hablar de política «con P mayúscula»: es imprescindible alcanzar un acuerdo nacional.

			— Suárez reconoce su preocupación por la reacción de algunos mandos del Ejército ante la legalización del PCE, y propone a Carrillo concurrir a las elecciones como «independientes», a lo que este se niega. 

			— A cambio de la legalización, Carrillo deberá cumplir dos compromisos: moderar las muestras de júbilo y, sobre todo, que el partido asuma la bandera rojigualda, la monarquía y la unidad de la patria.

			Después de seis horas, Suárez vuelve a la Moncloa y telefonea al rey para decirle que Carrillo le ha parecido un interlocutor «serio»[209]. El monarca le confiesa que se siente esperanzado con el resultado. La llamada es otra prueba de que la legalización se hace por iniciativa del presidente, pero con el apoyo del rey[210]. Como gesto de buena voluntad, Suárez permite la cumbre eurocomunista convocada por el PCE en Madrid para los días 2 y 3 de marzo, con la asistencia de los secretarios generales del PC francés e italiano. La convocatoria es el tema principal en los boletines durante quince días (confidenciales 202 y 203), ya que se percibe como «un hábil y potente montaje propagandístico», del que los comunistas sacan petróleo. «Ha servido para afianzar el liderazgo de Carrillo», hasta el punto de aplazar por un tiempo la posibilidad de un relevo, admiten con humildad los agentes. 

			
LA TÁCTICA DEL «ANGELISMO MODERADO» DEL PCE


			Un día después del cónclave, con la euforia del momento, el Partido Comunista presentará ante la Sala Cuarta del Supremo un escrito de alegaciones[211] en el que sostiene que la decisión de ser legalizado o no «debe abordarse atendiendo exclusivamente a los estatutos presentados». Es decir, nada importa el pedigrí (o la ausencia de él) de los convocantes. Tampoco hay que juzgar, recuerda, delitos pasados, porque «lo que se somete a inscripción es un proyecto de futuro y no unos antecedentes, no una historia». Sin embargo, en la copia que se conserva en el archivo del PCE hay un detalle sumamente llamativo, a modo de improvisado (o no) desliz. En una nota manuscrita en el margen derecho, alguien ha dejado patentes las dudas sobre la presente redacción de los estatutos: «No [son] los del PCE aprobados en congreso. ¿Qué partido se ha legalizado?». Y añade: «Ver artículo 1 de estatutos (auténticos) y confrontar». Frente a la abundante documentación que, recordaba el SECED, incrimina al PCE en su vocación revolucionaria, el recurso de los comunistas incide en que los estatutos «no son un documento artificiosamente redactado para aparentar la adecuación a las condiciones impuestas por la ley para la inscripción de Asociaciones Políticas, sino que se corresponde con el resto de sus declaraciones programáticas». El intento suscita otro comentario con algo de sorna escrito, también al margen y con la misma letra que los anteriores, y cuya autoría es, por supuesto, imposible de determinar, pese a estar en la copia que figura en el archivo inventariado del PCE: «¿Táctica, eh?».

			Los agentes de Cassinello y Peñaranda están convencidos de ello, pero tienen los pies en el suelo. Comienzan a partir de entonces un viraje que da vértigo visto con la perspectiva del tiempo. Cuarenta años de discurso anticomunista se hunden, como un trasatlántico, en un suspiro de cuatro semanas. Es, en definitiva, el ascenso de Carrillo y su gente de los fuegos del infierno a las puertas del purgatorio.

			En la segunda mitad de marzo, y como si de un inversor bursátil se tratara, el SECED da ya por «descontada» la «probable y próxima» legalización, pero marca unas líneas rojas: aplicación estricta de la ley, defensa de la unidad de España y orden público. Y todo ello combinado con un «reforzamiento de los procedimientos reversivos», un término extraído de la pluma del director del Servicio. Los oficiales del SECED tiran de sus «fuentes políticas» para avanzar a las autoridades la estrategia inmediata: «Está manteniendo reuniones con dirigentes de partidos situados entre la extrema izquierda menos radical y el centro democrático para establecer un “pacto de no agresión” durante las próximas elecciones. Este acuerdo pretende ser el embrión de una formación parlamentaria». Asimismo, se deja constancia de un proyecto de Acuerdo Institucional, un borrador de una posible Constitución, que el PCE ha enviado a algunos grupos de la oposición democrática para que les sirva de guía. «Está redactado en un tono de relativa moderación», hasta el punto de que «no se cuestiona la figura del rey»[212], una premonición que se cumplirá días después. Con ese lenguaje tan castrense que define a sus confidenciales, los agentes de información acuñan un término para definir la actitud del PCE: «angelismo moderado». Y hacen al presidente una muy útil composición de lugar: 


			Boletín de Situación.— Núm. 206

			ÁMBITO POLÍTICO

			Una vez decidido a buscar votos «por millones», [al PCE] todavía le queda un largo camino a recorrer hasta limpiar una imagen situada aún «bajo mínimos». Durante un largo período su obsesión será la de demostrar continuamente su capacidad de civismo, lo que condicionará su acción, impidiéndole otro tipo de decisiones que pudieran hundirle todavía más en su actual imagen. Su línea política no es reversible sino a muy largo plazo, porque en la sociedad actual «los millones de votos» no aceptan radicalismos.

			
La cuestión es: ¿qué le conviene a la Transición? ¿Un Partido Comunista legal o ilegal? O, por qué no, una tercera vía: legal, pero solo después de las elecciones. Este es el dilema en el que se movía aquellos días la opinión pública, indecisa entre el ahora, el después o el nunca, pero cada vez más inclinada hacia la postura más tolerante[213]. El tiempo corre en contra de los militares y de algunos ministros, con Osorio a la cabeza, contrarios a la entrada de Carrillo en la legalidad. Y a favor del dirigente comunista e, indirectamente, Suárez, Gutiérrez Mellado y alguno de sus fieles, como el titular de Gobernación. En las comunicaciones internas que hace el director del SECED al presidente, que ha recogido Peñaranda, se empieza ya a ver un cambio de actitud. Así, se pasa de unos primeros informes en los que se considera inviable la legalización (febrero de 1977) a una nota interior de Cassinello en la que se prepara el camino ante una posible legalización, hasta llegar a un «Estudio sobre las ventajas e inconvenientes de la legalización del PCE y su incidencia en las Fuerzas Armadas», que el director del Servicio entrega a Suárez el 6 de abril, en el que se concluye que, «desde el punto de vista del SECED y con una finalidad contrasubversiva, resulta evidente por todos los conceptos la conveniencia de legalizarlo».


			
LA SEMANA DE PASIÓN


			En este estado de cosas llega la Semana de Pasión, y no solo en el campo religioso. El viernes 1 de abril, el Tribunal Supremo se declara incompetente y devuelve el expediente al Gobierno, con lo que empuja a Suárez a buscar una alternativa. El presidente encarga a Armero que transmita dos recados a Carrillo: que la legalización es posible y que, cuando se produzca, sus militantes deben contener el júbilo. El Gobierno no quiere ni manifestaciones, ni provocaciones, ni cánticos ni coches celebrando con los cláxones la «victoria». El 4 de abril, Lunes Santo, el presidente reúne a sus dos vicepresidentes y a tres ministros (Landelino Lavilla, Justicia; Rodolfo Martín Villa, Gobernación, e Ignacio García López, Movimiento) para anunciarles que ha tomado la decisión de legalizar el PCE. Suárez no quiere compartir el peso de la medida con nadie más, pero, sobre todo, no quiere debates que hagan perder tiempo. Cassinello se pone en su piel e intuye qué pensó: «Si reúno al Consejo de Ministros para contarlo y se me levanta un ministro militar, y luego otros ministros, al final no lo hago. Lo hago con nocturnidad, alevosía y lo que se quiera, pero lo hago». Gutiérrez Mellado recibe el encargo más engorroso de todos: hacer tragar al Ejército tan indigesta decisión. Osorio pide caminar con pies de plomo, que el tema se debata en el Consejo de Ministros, que se disponga de un dictamen jurídico incuestionable, que se aplace la decisión a después de las elecciones y que se explique bien, pero que muy bien, a los militares. Demasiados rodeos para un Suárez que ha decidido ir por el camino más corto. De improviso, Suárez se topa con una buena noticia después de que el magistrado del Supremo Jerónimo Arozamena le comente a Martín Villa, durante una cena informal, que, tras la inhibición del Tribunal Supremo, existe la posibilidad de pedir a la Junta de Fiscales un dictamen y dejar con ello la decisión en manos del Ministerio Fiscal. Lavilla llega a la misma conclusión. El presidente tiene ya, por fin, el resquicio que buscaba. El plan B del Gobierno está en marcha. El 6 de abril, miércoles, con la Semana Santa a las puertas y trabajando a contrarreloj, la Dirección General de Política Interior emite un informe favorable a que la solicitud del PCE se remita al Ministerio Fiscal. El fiscal del reino, Eleuterio González Zapatero, suspende sus vacaciones y convoca la Junta de Fiscales para el Sábado Santo, 9 de abril. A las doce está ya preparado el dictamen, que los fiscales envían al Ministerio de Gobernación, y que concluye que los estatutos presentados «no se desprende ningún dato que determine de modo directo la incriminación del mencionado partido en cualquiera de las formas de asociación ilícita que define y castiga el artículo 172 del Código Penal en su reciente redacción». El PCE queda inscrito como la Asociación Política número 126 en el folio número 156 del libro I del Registro.

			Los españoles se enterarán por el atropellado comunicado que lee Alejo García o la noticia emitida por Televisión Española. Entre ellos, la mayoría de los miembros del Gobierno de Suárez, incluidos los ministros militares. La noticia sorprende de vacaciones también a Carrillo en la mansión que Lagunero tiene en el sur de Francia, su habitual «refugio». «Llamamos a Armero a Alicante y nos dicen que ha salido para Madrid. Lo interpretamos como buena señal», anota Lagunero en su diario. Y así relata la reacción del día siguiente: «¡Este es el día! Llama Armero y da la ansiada noticia: ¡EL PARTIDO HA SIDO LEGALIZADO! [En mayúsculas en el original] Villa Comète es una fiesta. Abrazos, copas que brindan y puros que se encienden. El teléfono no deja de sonar». El presidente del Gobierno, por boca de Armero, le ha hecho a Carrillo una petición: que en su declaración pública diga que Suárez es anticomunista, que no es un amigo de los comunistas. Curioso requiebro político: «El secretario del Partido Comunista que acaba de ser legalizado se mete —civilizadamente— con el presidente que le ha legalizado, porque se lo pide el propio presidente», resume Lagunero. 

			Se iniciaba entonces uno de los momentos más tensos vividos durante la Transición española. De él darán buena cuenta los informes confidenciales del SECED.

			
«LEGALIZARLO NO ES EXTENDERLE UNA PATENTE DE CORSO»


			Boletín de Situación.— Núm. 207

			(Período del 31 de marzo al 13 de abril de 1977)

			PANORÁMICA GENERAL

			La legalización del PCE constituye, sin duda, el hecho de mayor importancia de los últimos años. Legalizarlo no es extenderle una patente de corso, es reconocer como lícitas aquellas actividades que puedan ser comprendidas dentro de los estatutos presentados, pero mantener ilegales y, por tanto, sujetas a la acción judicial y gubernativa, todas aquellas otras que trasciendan de tan estrechos límites.

			También supone sacar la dialéctica comunismo-anticomunismo del exclusivo marco policial o gubernativo, y llevarla al marco político. Será necesario ser anticomunista por la adopción de esta postura ideológicamente diferente y ser beligerante en ella dentro de las posibilidades de todo ciudadano, sin esperar que la persecución policial lo resuelva todo.

			Hay un comunismo histórico que trasciende del estatuto presentado. Hay otro dudoso, limitado por este documento y, por fin, muy probablemente, un comunismo real, síntesis de los anteriores, en el que se dan posibles factores de permisividad, junto con otros de peligrosidad para el orden institucional.

			Llevar la defensa por otros medios en lo permisible, sin menospreciar los anteriormente ejercidos cuando la transgresión de la ley se produzca, es el camino que se ofrece. Sería inútil ocultar la peligrosidad de esta situación, pero también es difícil negar el carácter inevitable de la decisión adoptada, así como los riesgos inherentes a la continuación de la situación anterior.

			Ha quedado abierto un frente en la legalización pretendidamente aceptada, y otro simultáneo si aquella va acompañada de las acciones ilegales clandestinas que preconizara Lenin y que tan consustancial han sido a ese partido a lo largo de su historia.

			
Una legalización «inevitable», pero «peligrosa». Estas dos palabras resumen los malabarismos que aquel 13 de abril, recién llegado de unas vacaciones que no han sido tales, debe hacer Cassinello ante su máquina de escribir y su «hoja verde». Su informe debe medir cada palabra, cada coma, cada esperanza y cada miedo. Cada silencio. El confidencial lo van a leer, lo están leyendo ya, el presidente y Gutiérrez Mellado, que apoyan la arriesgada medida que se ha tomado. Pero también el otro vicepresidente, Alfonso Osorio, que tiembla en su despacho por las consecuencias. Y los tres ministros militares. Uno de ellos ya ha hecho las maletas. El segundo se ha pasado el día anterior en la cama. El tercero, pendiente del teléfono temiendo la reacción airada de sus subordinados. 

			«La decisión es de Suárez, pero yo le recomiendo que legalice porque llego a la conclusión de que los comunistas no son tantos como dicen que son. Y se vigila mejor a un partido legalizado que a uno clandestino», explica Cassinello. «Si te paras a pensar en lo que dirán terceras personas, el cambio de mentalidad no es fácil, porque sabes que la medida enfadará a sectores de las Fuerzas Armadas. Pero para nosotros variar el criterio no era difícil; te abres al mundo y saltas por encima de las diferencias. Nuestra finalidad era servir al Estado», apostilla Juan de Peñaranda. En aquellos momentos, sin embargo, el quiebro no parece sencillo y, quizá por ello, aquel día, los hombres del SECED descargarán toda su bilis aporreando con rabia las teclas de una máquina de escribir. La cabeza va por un lado. Las tripas, por otro:


			Boletín de Situación.— Núm. 207

			ÁMBITO POLÍTICO.— IMPRESIÓN DE CONJUNTO

			Se ha situado al PCE en el terreno de la realidad en la que, para alcanzar el poder, debe convencer a una mayoría de españoles para que libremente le voten. Ahora deberá medir sus pasos y avanzar en un largo camino limpiando poco a poco su imagen, en vez de lanzarse a un ataque desestabilizador, corrosivo e irresponsable. Con la clandestinidad ha perdido el privilegio de la primera plana y el apoyo de muchas fuerzas políticas para pasar a sufrir los ataques de todos los partidos, pues de todos, en una u otra forma, es enemigo electoral. Tendría que desarrollar su acción ante la mirada vigilante de una sociedad que conoce su sucia historia, la degradante realidad de los países marxistas, sus métodos subterráneos y su cinismo.

			
«Sucia historia». «Degradante realidad». «Cinismo». La legalización del PCE se acepta, pero duele en Castellana, 5, donde, sin embargo, se aventura que los comunistas se comportarán en los próximos días con «moderación». Acertaron.

			
«SE ESPERA ALGUNA REACCIÓN DE LOS MANDOS MILITARES»


			Sin embargo, para todo el mundo estaba claro que el riesgo estaba en cómo caería la legalización —cómo lo había hecho ya— en los cuartos de banderas. El SECED asume que «la opinión pública espera alguna reacción de los mandos militares». El mismo lunes 11 de abril, el ministro de Marina, almirante Gabriel Pita da Veiga, presenta su dimisión irrevocable. La del titular del Ministerio del Aire, Franco Iribarnegaray, no se produce pese a los rumores en contrario; y el titular del Ejército, Félix Álvarez-Arenas, comunica a Suárez su intención de dejar el Gobierno, pero dará marcha atrás después de hablar con el rey. Curiosamente, en sus boletines el SECED obvia las heridas abiertas en el seno del Ejército, pese a que hay páginas y páginas sobre la reacción de los partidos y la prensa. No hay una sola mención, por ejemplo, a la dimisión de Pita da Veiga y se pasa de puntillas por las tensiones con el resto de ministros militares. Esta actitud obedece a dos motivos: uno, porque es cierto que el SECED, un cuerpo civil, no se ocupaba, salvo de forma superficial, de los asuntos del Ejército, competencia del otro gran servicio de inteligencia del Estado, el Alto Estado Mayor. Y dos, porque ese mismo SECED era un cuerpo civil, sí, pero estaba integrado por militares, entre los que es de suponer que una decisión de este tipo levantaba ampollas, y los propios ministros militares y autoridades castrenses eran receptores habituales u ocasionales de estos boletines. Aún así, tanto Cassinello como Peñaranda insisten en que, a esas alturas de la Transición, dentro del servicio de información la mayoría era ya consciente de que la legalización del PCE era imprescindible. Cassinello explica:

			El cambio no se produce de un día para otro, muere Franco y al día siguiente está el PCE legalizado. Nos dimos cuenta de que el Movimiento era un fiasco, que no había nadie que pudiese hacerse cargo del poder cuando muriese Franco, que era imposible colocar a otro general. Sea como fuere, la impresión que quedó es que la reacción del Ejército fue contundente. 

			
Leopoldo Calvo-Sotelo nos ha dejado una muestra, con nombre, apellidos y adjetivos, de la indignación en el Ejército, al recoger en sus memorias las protestas, subidas de tono, que le transmitió el secretario de la Casa del Rey, Alfonso Armada, quien llegó incluso a culpar al Ejecutivo «de lo que suceda». «Me estremece la poca información que tenéis. Se puede hacer cualquier cosa con las bayonetas menos sentarse encima. Del Gobierno será la responsabilidad de lo que suceda», aseguró Armada[214].

			Como es sabido, al hecho de que el Gobierno se sentara en tan comprometida postura delante de una bayoneta contribuyó un controvertido episodio ocurrido ocho meses antes. El 8 de septiembre, cuarenta y ocho horas después de que el Consejo de Ministros aprobase el Proyecto de LRP, Suárez convocó a los Consejos Superiores de los tres ejércitos para darles a conocer el contenido del texto, preguntas incluidas. Pero lo más importante, y que tanto dará que hablar después, estuvo en la charla informal que se produjo tras sus palabras. A la pregunta de si se legalizaría el PCE, el presidente dio a entender que con los estatutos que tenía el partido no ocurriría bajo ningún concepto. Los asistentes lo interpretaron como la promesa de que los comunistas no serían legalizados, y de ahí su enfado con la decisión adoptada medio año después. La frase ha perseguido, y perseguirá siempre, a Suárez. Hay multitud de versiones sobre qué es exactamente lo que dijo, pero parece, como sostiene Miguel Platón, que el presidente «jugó al equívoco» y que a los militares «les dijo una verdad a medias». Puell de la Villa, biógrafo de Manuel Gutiérrez Mellado, pone sus palabras en contexto: 


			Es después de su discurso, en el vino posterior, donde habla con bastantes generales, cuando en tono totalmente informal le preguntan qué ocurre con el PCE. «Hombre, con estos estatutos que tiene es imposible», responde Suárez, pero lo hace de forma coloquial, en conversación informal. Hay que ponerse en esa situación, con una copa de vino en la mano. Seguramente en ese momento no tiene pensado legalizar el PCE. La frase se sacó después de contexto[215].

			
Según Gutiérrez Mellado, la frase exacta fue que el PCE no sería legalizado «mientras mantuviera una actitud revolucionaria». Un matiz importante. «Distorsionar luego una frase sobre el Partido Comunista —que, por cierto, supo adoptar una postura patriótica e inteligente— para utilizarla como arma arrojadiza contra el presidente del Gobierno es la mejor demostración de que quienes así se movían no solo estaban en contra de una legalización concreta, sino de todo lo que se estaba haciendo para lograr un sistema democrático de convivencia», afirmará años después el general[216]. El caso es que, para los militares que asistieron a la reunión, el presidente les había dado su palabra de que el PCE no se legalizaría. Y la había incumplido. De ahí su enfado por enterarse el Sábado Santo de la decisión adoptada. «Cualquiera sabe lo que dijo —afirma Cassinello—. Conociendo a Suárez, que es un osado, pienso que dijo que nunca legalizaría el PCE, pero es una interpretación personal, yo no lo sé. Si no hubiera sido tan osado, no habría salido adelante la Transición. Hacía falta una pizca bastante alta de osadía, y él la tenía».

			
DOS VERSIONES DE LA LLAMADA A LOS MINISTROS MILITARES


			La promesa (o no) de mantener al PCE en la ilegalidad está acompañada por otro episodio crucial para interpretar la reacción de los militares, el de la forma en la que el presidente anunció la legalización a sus propios ministros. No ahondaremos en las distintas versiones y nos centraremos en los hechos probados y en la valoración recabada de dos testigos directos. Una vez decidido que legalizará al PCE, Suárez llama, el Martes Santo, a Gutiérrez Mellado para que comunique a los tres ministros militares que la decisión sobre la legalización estaba en manos de la Fiscalía, y que si esta daba el visto bueno se legalizaría. Como miembro de su gabinete, el general Ángel Lossada fue testigo de esa llamada: 

			Yo estaba despachando con el vicepresidente cuando sonó el teléfono al que solo llamaban el rey y el presidente del Gobierno, ese al que llamaban «teléfono rojo». Me levanté para irme, como solía hacer en estos casos, pero Gutiérrez Mellado me hizo una seña para que me sentara. Le oí decir: «Presidente, a tus órdenes, ahora mismo lo hago». Me comentó que le pedía que llamara a los ministros militares para decirles que habían mandado a la Junta de Fiscales el requerimiento para la legalización del PCE, porque el Supremo se había quitado de en medio, y que si la Junta de Fiscales decía que no había inconveniente, el PCE se legalizaría. Y que les dijera que el presidente iba a estar en su despacho toda la mañana y la tarde para que, si necesitaban alguna aclaración, le llamaran o fueran a verle. El general llamó a los tres ministros militares y les transmitió exactamente esa conversación, y les aclaró que si tenían alguna objeción Suárez estaría en su despacho. Que yo sepa, ninguno de ellos fue o llamó[217].

			
La reacción más airada tras conocer la noticia será la del ministro de Marina, Gabriel Pita da Veiga, quien dimite sin ni siquiera convocar al Consejo Superior porque no se le ha informado de la decisión definitiva ni se ha reunido al Consejo de Ministros. El ministro del Aire, Carlos Franco Iribarnegaray, se entera en Burgos y regresa a Madrid por si hay protestas, pero no detecta ninguna, por lo que no toma ninguna decisión. Por último, el ministro del Ejército, teniente general Félix Álvarez-Arenas, se encuentra en el Ministerio, de vuelta de sus vacaciones por problemas de salud, cuando, en compañía de su hija Carmen, escucha la noticia por la televisión. La única información previa que tenía era la mencionada llamada de Gutiérrez Mellado. Carmen Álvarez-Arenas describe cómo fue la conversación al otro lado del teléfono: 


			Tras preguntarle si se iba a ir fuera de Madrid esos días, a lo que el ministro contestó que iba a salir por los alrededores pero que iba a dormir todos los días en el Ministerio, el vicepresidente le dijo que no se preocupara, que descansara tranquilo y que probablemente a lo largo de la Semana Santa le haría llegar un informe que el ministro de Justicia, Landelino Lavilla, estaba preparando para que el Gobierno conociera si los estatutos presentados por el PCE cumplían con la legalidad vigente. […] El ministro le contestó que estaba preocupado por la reacción que se pudiera producir y que necesitaba ese informe de legalidad, para inmediatamente convocar el pleno del Consejo Superior del Ejército[218].

			
El sábado, el ministro conoció la legalización del PCE por televisión y llamó a Suárez. Su hija Carmen, también presente, transcribe sus palabras: 


			Presidente: acabo de ver en la televisión que se ha legalizado el PCE. Desde luego, yo no lo he hecho como parte del Gobierno ni tenía conocimiento de que fuera a hacerse de una manera inmediata y sin que hubiera podido valorar el informe de legalidad. Por tanto, creo que debo presentarte mi dimisión porque no cuento con tu confianza en las decisiones que toma el Gobierno. Y porque no tengo explicación ninguna para mis compañeros a los que iba a convocar para explicarles, como me había comprometido, que se iba a proceder por el Consejo de Ministros a la legalización del PCE después de comprobar su legalidad. 

			
Al otro lado del teléfono, Suárez pidió al ministro que se tranquilizara y le dijo que le llamaría en un rato. En su lugar, Álvarez-Arenas recibió una llamada de La Zarzuela convocándole a una reunión para el día siguiente con el rey. Don Juan Carlos logró frenar la dimisión, y Álvarez-Arenas permaneció en el cargo por disciplina. El martes 12 se reunió el Consejo Superior del Ejército, sin la asistencia del ministro por recomendación médica. A juzgar por los testimonios de los asistentes, el encuentro, que duró cinco horas, fue «tormentoso». Tras él hubo una «guerra de notas» con una primera, durísima, filtrada a la prensa, en la que se expresa la «profunda y unánime repulsa» y la «profunda preocupación del Consejo del Ejército», matizada después en la nota «oficial» en la que, como en la primera, se asegura que la medida se acepta disciplinadamente, pero se atemperan los términos de rechazo[219].

			En la polémica, por tanto, parece claro que ambas partes tienen su parcela de razón. Suárez avisó a los ministros militares de que había una decisión inminente para legalizar al PCE, pero no hubo la confirmación definitiva. «Lo que más disgustó a los ministros militares no fue la legalización, sino el procedimiento, las formas», sostiene Carmen Álvarez-Arenas en conversación con este autor. El general Lossada no cree que faltara una llamada de confirmación: «Si estaban tan preocupados por la decisión, que se hubieran quedado en Madrid, que hubieran llamado al presidente o le hubieran visitado, como les dijo». 

			
EL PCE «SE VENDE» AL GOBIERNO A CAMBIO DE SU LEGALIZACIÓN


			A duras penas, el Gobierno conseguirá que las aguas vuelvan a su cauce en los cuarteles, no sin dejarse a su paso una crisis de confianza mutua que no llegará a cicatrizar. Pero, al margen de la reacción de los militares, ¿qué efecto tuvo la legalización del PCE en la actividad cotidiana, en el día a día, del resto de los partidos? ¿Siguieron las formaciones políticas su labor de hormiga, piedra a piedra, mitin a mitin, afiliado a afiliado, para hacerse un hueco en la parrilla de salida de las inminentes elecciones? El paisaje que dibujan los relatores del SECED es que la vida política continuó. Pero cambió el paso. Siguió habiendo declaraciones, mítines, reuniones más o menos explícitas, pero, con el PCE en escena, ya nada sería igual. «El interés político centrado en la legalización del PCE ha minimizado la actividad del resto de los partidos legales», reconoce el boletín 207, que desgrana las distintas posturas, desde los que se han tomado la medida «como una flagrante traición al pasado hasta los que entienden que es la más adecuada en las circunstancias actuales». Uno de los más críticos en un primer momento —después aceptará que la decisión era inevitable— fue Manuel Fraga. «Habéis contraído una gravísima responsabilidad legalizando el PCE —le dijo al ministro Calvo-Sotelo, con quien coincide ese día en el tren de Lugo camino de Madrid—. La Historia os pedirá cuentas». Con la ironía que le caracteriza, el futuro sucesor de Suárez describe hasta qué punto llegaba la indignación de Fraga, a quien invitó a su compartimento del tren con el ánimo de templar su ira. «Nos encerramos, pues, con él, mi mujer, mi madre, mis ocho hijos y yo por un plazo mínimo de hora y cuarto. Durante ese tiempo Fraga descargó sobre mi persona la vehemencia jupiterina que iba a hacerle famoso en la tribuna del Congreso»[220].

			En la izquierda, el PSOE optó por moderar sus planteamientos, en un indisimulado intento por demostrar que ellos no eran los «peligrosos» comunistas de Carrillo, lo que el boletín analiza en clave interna: el PSOE está haciendo un nuevo «desplazamiento a la moderación» que ha generado ya tensiones en la Ejecutiva[221]. Pero el cambio más evidente fue, por supuesto, el que se produjo en el propio PCE con la imposición al partido, en el primer Comité Central tras la legalización, de la monarquía y la bandera nacional, un «golpe de efecto», como la ha definido el propio Carrillo, que costó mucho imponer y que el SECED traduce en una fuerte contestación interna porque el partido «se ha vendido» al Gobierno a cambio de su legalización. Los redactores del boletín desmenuzarán los síntomas de esa «crisis interna», que resumen en tres: pérdida del espíritu revolucionario, falta de democracia interna al haber impuesto la bandera y la monarquía, y nulo apoyo a la legalización de los grupos de la izquierda. Pero lo que más sorprende a los servicios de inteligencia es cómo, a pesar de que pisa arenas movedizas dentro de su partido, Carrillo conserva aún mando en plaza: «La disciplina del partido y su versatilidad se han hecho patentes en el eficaz servicio de orden organizado en el mitin de Valladolid por sus militantes que, disconformes internamente o no, impidieron de modo contundente la exhibición de banderas republicanas, cosa absolutamente impensable hace solo un mes». ¿Hasta qué punto es representativa la oposición interna a Carrillo? Saberlo es fundamental para el presi­dente del Gobierno: si está asentado en el cargo su estrategia será una. Si es un «cadáver político», el plan de actuación deberá ser, forzosamente, otro. En su informe, los responsables del Sector Político describen un partido profundamente «carrillista» en su cúpula y díscolo en sus bases, con dos flancos delicados en Cataluña y Vascongadas, e incluso se atreven a cifrar este grado de apoyo: más del 30 % de los afiliados está disconforme con su dirección, especialmente en Cataluña y Vascongadas por el asunto de la aceptación de la bandera rojigualda[222]: 


			Frente a esta marejada, el Comité Central ha cerrado filas en torno a Carrillo y éste por su parte ha pasado a la ofensiva […]. La notable disciplina del partido ha facilitado que, en general, se acepten «oficialmente» las órdenes de apaciguamiento del Comité Central. Sin embargo, en Vascongadas no se ha colocado la bandera nacional que ha sido sustituida por la «ikurriña» por el temor de que el PC de Euskadi se quedara sin apoyo. 

			
El líder del PCE aguantará en su puesto todas las acometidas. Será el candidato a las elecciones generales. Y recibirá un varapalo que pocos esperaban. La pregunta que esos días se hacía todo el mundo es cómo iba a afectar la legalización a las aspiraciones electorales de los partidos. Los espías del SECED demuestran caer en un lugar común que el tiempo demostró ser erróneo: «AP incrementará su cosecha de votos, ante el miedo racional por el recuerdo de sus actividades».

			



		
			EPÍLOGO
LAS ELECCIONES GENERALES DEL 15 DE JUNIO


			
EL SECED RELLENA LAS LISTAS DE AP (Y DEL PSOE)


			Con Santiago Carrillo. Con Felipe González. Con Enrique Tierno Galván. Con Manuel Fraga. Con algún que otro político de renombre que, apenas unas semanas después, quedará solo en eso, en un nombre. Y con la gran incógnita, por supuesto, de Adolfo Suárez. Con estos mimbres, y aún con mucho por hilvanar, se irá construyendo la historia política de aquella primavera en España. Hasta la celebración de las elecciones que marcan el fin de los Boletines de Situación, las negociaciones para crear coaliciones atraerán la atención máxima de los confidenciales del SECED. Con un ojo puesto en el PCE, y más aún después de su legalización, los oficiales del Sector Político irán desgranando contactos oficiales o extraoficiales, acuerdos y desacuerdos, uniones y deserciones, divorcios esperados y matrimonios de conveniencia electoral, rumores, declaraciones y estrategias que irán dibujando el mapa electoral. Es el relato que pone fin a esta investigación con las urnas en el horizonte.

			Empecemos por la derecha. Dos días después de la exitosa cumbre eurocomunista de Carrillo, AP celebra su I Congreso en Madrid, para después presentarse en un acto multitudinario presidido por la euforia. Federico Silva, uno de los «siete magníficos», saca una curiosa conclusión de este éxito: «Nos equivocamos, porque, a causa de la sensación de fuerza que dimos, nuestros adversarios políticos de todos los colores se lanzaron contra nosotros»[223]. La virulencia de las críticas causará estupefacción también entre los agentes del SECED, que exigen al Gobierno una suerte de «código ético», porque «si bien esos grupos pueden considerar a AP como enemigo electoral, este hecho no puede conllevar el atacar a esa alianza por la vía del desprestigio y de la ofensa personal». Y eso que, como ocurrió con otras formaciones, la implantación del partido en algunos puntos de España fue muy complicada, tanto que los espías, según revela Ugarte a este investigador, tuvieron que buscar candidatos con los que completar las listas. Este pequeño empujón puede resultar relativamente lógico en un partido como AP. Pero no fue el único. «Fuimos buscando socialistas pueblo por pueblo, por todos los ayuntamientos, para convencerles de que se presentaran por las listas del partido. Jamás pensé que llegaría a tener que hacer eso. Con el PNV no fue necesario, porque el partido tenía una estructura sólida. Con la excepción del PCE, a prácticamente todos los grandes partidos tuvimos que ayudarles a completar las candidaturas», añade Ugarte.

			A la caza de ese espacio de centro al que parecían haber renunciado Fraga y sus seis «magníficos» se lanzará el PP de Areilza, Cabanillas y Pérez-Llorca, que había celebrado su primer congreso en febrero. Su estrategia pasa por atraer a liberales, democristianos y socialdemócratas en torno a una coalición electoral que recibirá el nombre de Centro Democrático (CD), aunque los problemas surgen en el preciso momento en el que Suárez inicia la operación para hacerse con el control de ese espacio político, lo que concluirá con la marcha del conde de Motrico.

			En cuanto a la izquierda, ya es nítido que tres fuerzas destacan por encima del resto. Por un lado, el PCE. Por el otro, el PSOE y el PSP, incapaces de ponerse de acuerdo, ante el asombro de los hombres de Cassinello, que no aciertan a dar una explicación. «Es difícil creer que dos grupos ideológicamente afines y convencidos ambos de la necesidad de unirse no lleguen a un acuerdo por el mero hecho de que uno de ellos se aferre a unas siglas y el otro no quiera aceptarlas», escriben[224]. Y, entre medias, los nacionalistas, donde el panorama se empieza a aclarar en el País Vasco con la legalización del PNV en marzo de 1977, y en Cataluña, con el acuerdo entre el PSOE y el PSC (Congrés), y un océano de tendencias, matices, siglas, ideologías y oportunismos que estos meses empieza a tomar forma. O al menos lo intentan. De todo ello van informando puntualmente los boletines, que cada semana detallan cómo ha transcurrido la semana de todos estos partidos, cada uno con su epígrafe correspondiente, que sirve al lector para hacer un seguimiento que no se puede realizar, o al menos no de forma tan nítida, en la prensa diaria. El runrún es agotador y seguirlo a través de los periódicos, cada uno con su enfoque, con sus vicios y sus virtudes a la hora de magnificar a unos, empequeñecer a otros, no debía de ser tarea fácil. A finales de marzo, los agentes del SECED se sientan delante de la máquina de escribir para ordenar el puzle y marcar, sobre una «hoja verde», las líneas rojas que los nuevos partidos, sean los que sean, no podrán pisar: 


			Urge una readaptación de los procedimientos, porque existen objetivos irrenunciables y necesidades de defensa que no pueden dejar de ser atendidas […]. Se hace entonces necesario un reforzamiento de los procedimientos reversivos o, lo que es lo mismo, una intensificación de la acción política […]. Impedir el establecimiento de una dictadura totalitaria roja, así como defender la unidad de la patria, son actitudes permanentes.

			
Defensa de la patria con firmeza y por «otros medios». Freno a la «dictadura totalitaria roja». Pero, a la vez, más política y menos represión. La receta que envía el SECED a su Gobierno es, desde luego, difícil de cocinar.

			
«NO ME PIDAS NADA COMO PRESIDENTE DE UN PARTIDO»


			Con todo, unos y otros saben que toda esta estrategia es papel mojado mientras no se despeje la gran incógnita: ¿se presentará Adolfo Suárez como candidato al frente de la gran coalición centrista que se está gestando? Un mes antes del anuncio, los redactores del SECED siguen proclamando que no («parece seguro, a juicio de los expertos, que el presidente no va a concurrir, ni directa ni indirectamente, en el proceso electoral»), pero dos semanas después ya no lo tienen tan claro. ¿Es posible que Cassinello, con quien el presidente se reunía cada mañana, no estuviera enterado de los planes de Suárez? La lógica apunta a que el director del SECED supo —o cuanto menos intuyó— y calló, como buen agente de inteligencia. «Yo supongo que Cassinello lo sabía, pero a mí no me dijo nada —explica Peñaranda—. Y habría sido absurdo contarlo en los Boletines de Situación». Suárez despejará la incógnita el 3 de mayo en una intervención en TVE que el confidencial recibe de buen grado, ya que «se ha producido una clarificación del panorama político, en el que por fin se ha definido un importante bloque de centro, reforzado a última hora por su izquierda». Cambia el escenario, por tanto, que en el SECED se traza ahora con calificativos como «estabilidad» y «moderación». Ese mismo día se firma en el despacho profesional de Calvo-Sotelo el acta fundacional de UCD. Al nombre con el que muchos esperaban concurrir a las elecciones, Centro Democrático, se había agregado «Unión», una metáfora de lo que sus ideólogos anhelaban conseguir y que nunca llegaron a obtener del todo.

			Sorprendentemente, la decisión tiene una inesperada víctima colateral: el propio SECED. Su director llega a la conclusión de que el Servicio tiene, ante todo, que mantenerse en la neutralidad, lo que le impide seguir cumpliendo con su función informativa. Así se lo transmite Cassinello al propio presidente que, según la versión de Peñaranda, no se lo tomó muy bien. Pese a ello, el responsable del SECED elabora un último documento doctrinal, titulado «El Servicio ante las elecciones», en el que, entre otras cosas, pide que se supriman sus labores de información, anticipando así el fin de los boletines que llegará mes y medio después. «Para nosotros la presentación de Suárez suscita un grave problema de conciencia —sostiene Cassinello—. Tenemos que ser neutrales en todo el proceso electoral y ante todos los grupos legales». El origen de esta postura está, posiblemente, en una conversación entre presidente del Gobierno y director del SECED que ahora recrea Peñaranda, que es lo suficientemente gráfica de la importancia que tenía la agencia para Suárez. Y que no necesita apostilla alguna: 


			Cuando empezaron ya a perfilarse los grupos políticos, Suárez le dijo un día en el despacho a Cassinello: «Que tus delegados se pongan en contacto con mi gente en las provincias para ir haciendo las listas». Y Cassinello le dijo: «Presidente, pídeme lo que quieras como presidente del Gobierno y yo lo haré. Pero no me pidas nada como presidente de un partido político, porque no puedo hacerlo». Y Suárez se cabreó muchísimo. Era plenamente consciente de que el conocimiento que sus hombres tenían de los posibles candidatos valiosos en cada provincia no podía ni compararse con el que podían tener nuestros delegados.

			
El diálogo no necesita apostilla, pero aún así sería conveniente hacer una: el futuro candidato, como Arias Navarro o Carrero Blanco, era consciente del valor de la información que manejaban los servicios secretos y de sus tentáculos, más numerosos y extensos que ninguno. Suárez, que recibe los Boletines como presidente del Gobierno, los lee también como posible-futuro-hipotético candidato que actuará en función de la composición de lugar que se haga. Como es imposible separar ambas identidades, es obvio que dispuso, a través del SECED, de información «privilegiada» de lo que hacían sus rivales o compañeros semanas antes de que se decidiera a presentarse. Y que la información oficial que le proporcionaron los servicios secretos le sirvió para tomar decisiones y hacerse una exacta composición de lugar. Como han hecho y harán otros muchos presidentes del Gobierno.

			
«FINALIZADO EL TEJER Y DESTEJER DE ALIANZAS…»


			Será porque el nuevo escenario ha alimentado la inspiración incluso en aquellos poco dados a dejarse seducir por las musas, en el análisis del Boletín de Situación hay un espacio para la literatura que no tiene cabida en el habitual estilo «castrense» de redactar. Veamos cómo resumen el momento los comedidos agentes del Sector Político:
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			ÁMBITO POLÍTICO.— IMPRESIÓN DE CONJUNTO

			Finalizado, por fin, el tejer y destejer de las alianzas, la realidad electoral ha pasado su guadaña sobre los dos centenares de partidos existentes. El juego de los personalismos ha sido cercenado, aunque todavía está presente en la decena de opciones a nivel nacional, entre las que cada ciudadano deberá escoger. De ellas, la derecha, incluyendo en este concepto la alianza de centro, presenta solamente tres, mientras que la izquierda, que ha demostrado una mayor incapacidad para la fusión, presenta siete diferentes opciones. Entre todas ellas solo seis (AP, Centro, Equipo DC, PSP, PSOE y PCE) darán lugar a representaciones apreciables. Dentro de los límites conocidos, cualquiera de ellas puede sorprender con resultados muy por encima o por debajo de lo previsto, dado el especial carácter de estas elecciones.

			El período que falta hasta las elecciones será por su propia naturaleza trepidante y no exento de fuertes tensiones. Los grupos terroristas pueden hacer acto de presencia potenciando una situación ya de por sí electrizada.

			Después de las elecciones se producirá probablemente en la sociedad un movimiento profundo de solidaridad y esperanza colectiva volcada hacia el futuro, que podría operar milagros en España si las fuerzas políticas aciertan a asumirlo y darle cauce con imaginación y confianza[225].

			
De los seis «elegidos» por el SECED solo uno de ellos, la Democracia Cristiana, fallará a los pronósticos. El desliz, por supuesto, es de lo más habitual aquellas semanas. «Batalla de alto nivel por Madrid», titula la agencia Cifra un despacho del 27 de abril que cita la lista de candidatos «con posibilidades»: Suárez, González, Carrillo, Fraga, Tierno… y José María Gil-Robles. Pese a que Suárez ha irrumpido en la precampaña con toda su fuerza, a La Moncloa llegan mensajes contradictorios. Una encuesta de Cambio 16 barrunta en abril que será derrotado en Madrid, pero lo más importante es que el 49 % no sabe a quién votar, mientras el 13 % opta por el PSOE, el 12 % —¡apenas uno de cada ocho votantes!— por CD, el 7 % por el PCE y el 6 % por AP. Sin embargo, el 10 de mayo, dos días después de la presentación de candidaturas, UCD lidera las encuestas con un 19 % de intención de voto frente al 12,4 % del PSOE, el 5 % del PSP y el PCE y el 4,5 % de AP. Un mes después, coincidiendo con el inicio de la campaña, un sondeo de El País otorga ya al presidente el 20,1 %, frente al 13,4 % del PSOE, el 5,8 % el PCE y el 5,7 % de AP. Los indecisos son el 25 %. Pero no todos se creen los sondeos. «Cuesta trabajo creer, dada la composición actual de la sociedad española, que Alianza Popular vaya a obtener un porcentaje tan bajo de votos como el PCE», señalan los agentes de información. Sea como fuere, y en contra del tono, cargado de optimismo, que ha presidido los confidenciales anteriores, la «impresión de conjunto» que transmite el boletín que se cierra el 11 de mayo, cuando se da por concluida la presentación de candidaturas, es muy pesimista. «La curva de la situación política pasa por momentos de desconcierto, desazón y preocupación colectivos», se lamentan. La culpa, sostienen, es de 


			[…] la irrupción pública de la izquierda marxista con sus símbolos, levantando rechazos emocionales en amplios sectores todavía no habituados; el temor intuitivo a una escalada terrorista […], la proliferación de candidaturas que se abren ante una sociedad que desconoce la mayoría de sus nombres; el fantasma permanente de la crisis económica; y, en fin, el escándalo de las múltiples facetas de una descarnada lucha por el poder a través de una sociedad desacostumbrada a los usos normales de una campaña electoral. 

			
Bienvenidos, pensarán algunos, a la nueva democracia.

			A lo largo de las tres semanas que durará la campaña, los agentes del SECED retransmitirán la actividad con escasas alusiones a UCD (neutralidad obliga) y un peso desproporcionado de la izquierda, y en especial la comunista. A modo de ejemplo, en el boletín 214 se dedican solo dos párrafos a repasar la actividad de AP y UCD, frente a veinticinco a la izquierda. Y, como siempre, Carrillo en tribuna preferente, con un presupuesto muy claro: el líder comunista se ha salido con la suya, pese a la presión que supone para él la llegada a España, ya en plena campaña, la Pasionaria: 


			La mayor parte de los militantes del partido han terminado por identificarse con la línea de moderación impuesta por Carrillo. La táctica utilizada por el secretario general ha producido sus frutos. Carrillo ha mantenido numerosas reuniones con los dirigentes y elementos más influyentes del partido para exponerles las razones que aconsejaron su decisión y, salvo un núcleo de disconformes, ha logrado convencerles. 

			
Y desgrana en seis puntos, que son en el fondo seis elogios, las «pruebas» de que el partido se ha moderado: aceptación de la bandera bicolor, ausencia de incidentes callejeros, pérdida de influencia entre los extremistas de la universidad, cambio de actitud ante Ceuta y Melilla, moderación en el País Vasco y ausencia de incidentes en el Día de las Fuerzas Armadas.

			
NO TODOS LOS AGENTES DE INTELIGENCIA
TIENEN EL MISMO TRABAJO


			Semejante actividad política ha obligado a los redactores de los boletines —a la fuerza ahorcan— a reducir la atención que prestan a esa otra Transición (la de las universidades, las fábricas, las iglesias, los colegios profesionales) que también es importante. Pero su empeño por retransmitir día a día, en directo, cómo fue cambiando España en la trastienda los convierte en testigos privilegiados. Primera conclusión: no hubo una Transición, sino muchas. Y no todas al mismo ritmo.

			En estos últimos meses se hará menos necesario vigilar los colegios profesionales. La prensa prácticamente desaparece como enemigo a seguir y, salvo episodios puntuales, como la «semana trágica», a los agentes les ocupan y preocupan los problemas cotidianos. En marzo hay un momento para detenerse en la «guerra de los tractores», y, de paso, pedir al Gobierno que dedique al campo la atención que merece. En mayo para acordarse del gremio de los panaderos, que amenaza con paros. Pero lo más curioso es el enfoque que se da al cierre del pequeño comercio en Madrid para protestar por la construcción de un centro comercial, hoy perfectamente integrado en los hábitos de los madrileños, y el primero de tantos que poblarán la capital. Detrás de las protestas, por supuesto, están los comunistas:
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			ÁMBITO SOCIO-PROFESIONAL. RESUMEN DE NOTICIAS

			El cierre de comercios en Madrid el pasado día 27, por solidaridad con los comerciantes de La Vaguada (Barrio del Pilar) ante la futura instalación de un gran centro comercial privado, ha tenido una extensión inesperada. La aparición de PYMECO (Pequeños y Medianos Comerciantes), propiciada por el PCE, nos pone de manifiesto que han logrado incidir en el pequeño comerciante de los barrios. El cierre masivo fue conseguido con la acción violenta de piquetes, que actuaron impunemente a primeras horas de la mañana por la casi ausencia de Fuerza Pública.

			
Desciende asimismo la intensidad ante las protestas universitarias, pese a que la subida de tasas, las continuas peticiones de mejoras laborales y de referéndum, acompañadas de paros, mítines o encierros en contra de la Monarquía, son considerados como «problemas incurables» por los agentes, que siguen quejándose, por cierto, de la «pasividad» de los responsables del Ministerio. Mucha menos tensión se percibe también en las páginas del Sector Religioso (reducidas ya a un simple epígrafe en el apartado político), aunque aquí con un enfoque muy llamativo. La Iglesia española y el Estado han dejado de colisionar por casi todo, pero la explicación es exclusivamente porque los prelados ya no tienen presiones externas (en alusión al papa), se han enfrentado a sus propios problemas y, a partir de ahí, han derribado la barrera que le separaba del Estado, con una «renuncia tácita al papel desempeñado en otras épocas». Curiosa interpretación, sin duda, que enlaza con la que los boletines hacían ya en el período anterior. Quien se ha movido es la Iglesia, no el Gobierno.

			Pero mientras los agentes del Sector Educativo tienen la sensación de hacer, cada semana, el mismo informe, y a los del ámbito religioso ya no les llaman feligreses indignados por las salidas de pata de banco de curas insurrectos, a los espías que se mueven entre las fábricas se les acumula el trabajo. Tienen menos que antes, pero tienen. La Transición, para ellos, no ha llegado todavía. Se pasa de una conflictividad tasada en 250.000 horas diarias (última semana de noviembre de 1976), a 330.000 a finales de año, unas «cotas satisfactorias» teniendo en cuenta que hay muchos convenios colectivos en negociación, sostienen los confidenciales. El cielo comienza a nublarse a finales de enero, cuando las horas perdidas son de una media de 730.000 diarias, lo que supone una «conflictividad elevada». Una semana después se dispara a las 1,5 millones de horas perdidas por dos jornadas de lucha tras el crimen de Atocha, aunque el confidencial admite que no puede achacarse la responsabilidad al PCE o a CC.OO., que han dado muestras de «prudencia y dolor resignado» sin alentar las algaradas[226]. Lo peor, en cualquier caso, ya ha pasado.

			
«LAS RATAS SE VAN PORQUE EL BARCO NO SE HA HUNDIDO»


			El 14 de junio, un día antes de las elecciones, el rey recibe a Cassinello durante una hora y media, más tiempo que nunca. El director del SECED encontrará al monarca «serenamente preocupado, sin exteriorizarlo, con gran firmeza en una idea central: no había otra solución para el país que seguir el camino emprendido»[227]. De vuelta a su despacho en Castellana, 5, se sienta delante de una máquina de escribir y de una «hoja verde» para dar forma al último Boletín de Situación que, al día siguiente, mientras toda España vota, será leído con especial detenimiento por sus receptores. Así se escribe la Transición, según el SECED:
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			(Período del 9 al 15 de junio de 1977)

			PANORÁMICA GENERAL

			Existe la conciencia clara de haberse consumado una etapa. A posteriori, es fácil determinar aciertos y errores, aplaudir y recusar. Son innegables las dificultades encontradas y las posibilidades dejadas en el camino. Ahora se inician opciones distintas, nuevas resistencias y nuevos peligros.

			Hemos asistido a una moderación formal de las actitudes. Desde el marxismo, las contradicciones entre la militancia radical y la clientela electoral moderada se han decantado a favor de la segunda, porque pesa más el futuro que el pasado, por muchas emociones que este entraña.

			Hay una esperanza incontenible en ese futuro y van a producirse inevitables frustraciones. Ni las revoluciones, ni las reformas comienzan con milagros y el esfuerzo se hace tan necesario como la imaginación.

			Persisten el terrorismo y los riesgos separatistas. Hay motivos políticos conciliables y otros que no pueden aceptarse de ninguna forma. La política puede favorecer el clima más apropiado para una acción policial, pero ni una ni otra, aisladas, pueden resolver un problema que será largo, desgraciadamente cruento y muy difícil.

			Alrededor del tema de las pretendidas autonomías regionales puede generarse otra situación conflictiva. Es difícil la síntesis, ante planteamientos encontrados, de lo mínimo y lo máximo admisible, entre la posible impaciencia de unos y el deseo de aplazar decisiones de otros.

			También seguirá siendo difícil la síntesis entre un generoso deseo de clemencia y la exigencia del necesario mantenimiento de la autoridad.

			
Los agentes de inteligencia del Gobierno echan la vista atrás y comprenden que han vivido tres semanas que son historia presente. ¿Mejor o peor de lo esperado? Ni una cosa ni otra: «La agresividad dialéctica en los mítines buscando el voto a través del desprestigio del contrario y los incidentes violentos también han sufrido una ligera alza, pero, básicamente, la campaña se desarrolla en un clima sorprendentemente sereno por debajo de todo lo previsto». Mas hay un pero: 


			Se sigue observando falta de contenido programático en todos los grupos. El tópico y la demagogia típicos de estas campañas alcanzan niveles preocupantes. Si bien de esa forma pueden lograr algunos votos en la mayoría del electorado está produciendo escepticismo y cansancio, sin que a estas alturas buena parte de los electores hayan despejado su duda de a quien otorgar su voto.

			
Han bastado tres semanas, solo tres semanas, para que a los españoles se les vea escépticos y cansados ante la «demagogia» de los políticos. Ha llovido mucho desde entonces, no hay duda.

			Finalmente, las encuestas estarán en lo cierto. Adolfo Suárez gana las elecciones (165 diputados, 34,4 % de los votos), seguido por el PSOE (118 diputados, 29,3 %) y, muy por detrás, PCE-PSUC (20 escaños, 9,3 %), AP (16 diputados, 8 %) y PSP (6 escaños, 4,5 %). Y llegan también los nacionalistas y regionalistas, tanto en Cataluña (Pacte Democrátic de Catalunya, 11 escaños; ERC, 1 escaño) como en el País Vasco (PNV, 8 escaños, EE, 1 escaño), pero también en Aragón (Candidatura Aragonesa Independiente de Centro, CAIC, 1 escaño). Y con todos ellos, el espectáculo de un Congreso en el que exministros franquistas comparten hemiciclo con algunos de los que han sido sus «fantasmas» durante décadas. La democracia es un hecho. La Transición, para muchos, ha terminado.

			Una de las señales de que esto es así es que algunos medios extranjeros comenzaron a cerrar sus ediciones en Madrid, visto que las noticias no generaban titulares. Es el caso de The Angeles Times, cuyo veterano corresponsal, Stanley Meisler, dijo en broma en su comida de despedida que «todas las ratas se van porque el barco no se ha hundido»[228].

			En ese barco van también los espías del presidente del Gobierno.

			

			



		
			16 DE JUNIO DE 1977

Rojos en «la Casa» y la metáfora
del río de la Transición


			La jornada electoral, la primera en cuarenta y un años, se ha hecho muy larga. Es ya madrugada del 16 de junio de 1977 y a esa hora Adolfo Suárez se ha ganado su presidencia también en las urnas.

			Antes de cerrar la puerta, Andrés Cassinello gira la cabeza para echar un último vistazo a su despacho. A esa suerte de «redacción» de periódico en la que ha ido contando cómo ha sido —cómo está siendo— la Transición de España a la democracia. A esa máquina de escribir de nombre rimbombante y extranjero. A ese juego de folios verdes que acaba de guardar en el cajón, y que ya no volverá a utilizar. Porque el de ayer ha sido el último Boletín de Situación. O no.

			«La Casa» prestará ese día, y también el siguiente, un último servicio redactando seis «mini Boletines de Situación» que irán a parar, estos sí, al Archivo General de la Administración de Alcalá de Henares. Tres de ellos se han escrito ese miércoles que ahora termina. Otros tres lo serán al día siguiente. En ellos se recoge una «impresión de conjunto» y se detallan los «leves incidentes» que han acompañado a los españoles a las urnas, con algún que otro llamamiento al boicot, paros en algunas empresas y un encierro. La normalidad es total, aunque «se detecta en varias ciudades el intento del PCE de influenciar en los votantes, ya sea repartiendo sus propias papeletas, como con otros subterfugios más o menos descarados». Hasta en la última línea de los boletines están citados los comunistas.

			La misión, en cualquier caso, está cumplida. 

			Cassinello echa un último vistazo a su despacho.

			Apaga la luz.

			Y cierra la puerta.

			Camino a casa, echa la vista atrás. Dentro de dieciocho días, la agencia dejará de existir como tal y dará paso al CESID. También él dejará su cargo. Es, sin duda, un buen momento para hacer balance de lo que ha ocurrido estos cinco últimos años en España, desde aquel lejano 1972 en el que el almirante Carrero Blanco creó el SECED.

			Casi cuatro décadas después, Cassinello hará memoria también, a petición de este autor, como también el resto del equipo que le acompañó en aquella aventura.

			La aventura de los espías que hicieron la Transición.

			Los Boletines de Situación son una prueba de que los agentes de inteligencia, como el Gobierno, como la mayoría de la sociedad, fueron adaptándose a unos cambios que se sucedían en ritmo trepidante, hasta llegar a recomendar la legalización del PCE, el partido de las «checas» y Paracuellos. ¿Qué ha pasado en este tiempo? ¿Sufrió el SECED una repentina conversión? ¿Cambió de opinión al albur de los acontecimientos? ¿Cómo es posible que sus hombres sirvieran primero a un dictador y luego a un rey empeñado en traer a España la democracia? La respuesta más certera a estas preguntas podría ser la de que el servicio de inteligencia, como la mayor parte de las autoridades del país, se fue adaptando a las circunstancias. Lo hizo también el director del SECED, Andrés Cassinello. La reflexión —de hondo calado personal— que hizo en la entrevista mantenida con este autor es el mejor reflejo de ello, y posiblemente extrapolable a otros muchos que se encontraron en la misma situación que él:


			El primero que tenía un drama interno era yo. Los comunistas eran los asesinos de mi padre, pero una cosa eran mis sentimientos personales y otra lo que me dictara la razón. Había una lucha interna indudable. Recuerdo muchos ratos de soledad mirando a la ventana mientras rumiaba qué debía hacer. A mi padre le asesinaron en la zona republicana en mayo de 1938; mi abuelo murió al día siguiente de salir de la cárcel en julio de 1938, a mi tío Andrés, que había sido diputado de la CEDA, lo mataron en 1936. Yo para ir a un colegio tuve que ir con un nombre supuesto, en Almería, y cuando me quise examinar en el instituto me pidieron el aval político de mi padre, al que acababan de asesinar. Pero mi compañero de toda la vida de banca era hijo de un asesinado por Franco, fusilado por sus tropas cuando entraron en Almería. A mí esa amistad me dio una visión distinta de España. A eso se añade la visión del régimen desde dentro: teóricamente era el Movimiento la fuerza política que informaba al régimen, pero ni los ministros ni los gobernadores civiles eran todos de camisa azul. Ministros falangistas habría tres… Además, cada militar tenía luego su propia ideología. La visión que se ofrecía desde dentro del régimen era mentira, se sostenía por el respaldo de la Guerra Civil, pero no por otra cosa.

			
Cassinello resume este viaje vital con una metáfora de lo más gráfica:


			Llegué a la conclusión de que el cambio, la revolución, había que hacerlos desde dentro; ir a favor de la corriente, pero más despacio que la corriente, como una barca remando en un río hacia abajo pero no tan rápido como el agua por donde pasa.

			
¿Remar a favor de la corriente aperturista? ¿Con un presidente como Arias, y meses después del «gironazo» que enterró el espíritu del 12 de febrero? Lo cierto y verdad es que es Valverde, el hombre de Arias en el SECED (el «muy falangista» director, como le ha descrito el general Marchante), quien le pide a Cassinello que se reincorpore, y es él quien acepta el documento «Ante el cambio». Lo que no parece claro es si el presidente lo leyó: 


			Me llamó Valverde y le dije que sí, pero sobre la base de este documento, porque no podíamos seguir así. «¿Quién se pondría en lugar de Franco? ¿Girón? ¡Eso es un disparate!», le dije a Valverde. Lo que no sé es si le dieron el documento a Arias. Él era la duda permanente, del «Espíritu del 12 de febrero» al «gironazo», pero tenía mucha confianza en Valverde, se fio de él y dio el visto bueno.

			
Este autor ha realizado una misma pregunta a todos los responsables del SECED entrevistados: ¿había más «rojos» en este servicio que en el resto del Ejército? ¿Explica esto por qué aquí, y no en ningún otro estamento del Ejército, se rompieron amarras con el «búnker»? «Frecuentemente nos preguntaban si en el SECED teníamos rojos dentro. Les respondíamos que los mismos que en el resto del Ejército», responde Peñaranda. «En el Servicio había gente muy ultra, pero no sacaban la cabeza porque si no se les trasladaba —añade Faura—. Sí hubo cierta resistencia, pero supongo que los que se opusieran se marcharían». Faura deja entrever que los agentes del Servicio tenían un «sello» distinto que no se advertía en otros estamentos militares: «La gente que entraba nueva en el SECED era como si le hubieran lavado el cerebro, no parecían militares, íbamos de paisano y teníamos un mote por el que nos llamaban». Era importante el punto de partida, la mentalidad con la que se entraba en «la Casa», pero también el saber adaptarse a las circunstancias (ese contrato a modo de «mini estatuto» del que hablaba Peñaranda). «Yo nunca había sido muy político ni muy franquista, pero le dije a San Martín que cómo es posible que en Guinea la gente fuera con taparrabos y tuviera una Constitución y aquí nosotros estuviéramos con los principios del Movimiento», añade Faura, que traslada todo el «mérito» al último director del Servicio: «Valverde era hijo de Arias, navegaba entre dos aguas, pero la forma de pensar de Cassinello la conocíamos todos. Tenía mucha mano izquierda y le cantaba las cuarenta a quien fuera necesario. Fuimos poco a poco cambiando de mentalidad».

			Marchante Gil, a quien su paso por el SECED y el transcurso de los años no le rebajó un ápice su lealtad a Franco, distingue entre un sector mayoritario en el servicio de inteligencia, al que él se adscribe, centrado en la lucha contra la subversión que marcó su génesis y que tenía muy claro que había que luchar por la pervivencia del régimen, y el Sector Político en el que estaban Faura, Peñaranda o Atienza, que «habían convencido a San Martín de que la lucha contra la subversión estaba perdida, que Franco se moría y que la apuesta debía ser el rey. Por tanto, pensaban que había que pactar con la oposición, que era el futuro. Ese grupo le tenía comido el seso a San Martín». 


			En el SECED nos dábamos cuenta de que el régimen tenía los días contados, que el Movimiento era una entelequia que solo se mantenía en pie por la figura de Franco. Si Franco hubiese cumplido cuarenta años en lugar de ochenta, no habría discusión, porque la oposición estaba totalmente controlada y su único horizonte era para cuando Franco muriese. El único enemigo era el PCE, porque el PSOE no existía, pero al ver el declive físico del Generalísimo los democristianos comenzaron a mover el rabo.

			
Por tanto, lo que para unos fue un saludable paso hacia la democracia y un impagable servicio a la Transición, para la mentalidad más ligada al Movimiento fue una traición en toda regla. Conviene también tener en cuenta este planteamiento para entender el contexto y la evolución de estos Boletines de Situación. Lo resume, de nuevo, Marchante Gil, quien considera que esta «diplomacia en zapatillas» de la que se alimentan los boletines dio unas alas inesperadas a la oposición y restó esfuerzos y atención a la lucha contra ETA. «Convertían a sus protagonistas en zascandiles y correveidiles con cierto alborozo de los miembros de la oposición que daban a tales gastronómicos encuentros una gran importancia, dado el carácter militar de sus protagonistas y la representación que se atribuían», escribe[229]. Y añade: «Nada nuevo en la historia de España, pues en las páginas de Galdós ya encontramos, cuando describe, durante el reinado de Fernando VII, un ejemplo de “cambio de chaqueta” como el del cortesano Juan de Pipaón que pasó de servil a liberal en cuanto vio que sus intereses estaban en el otro bando».

			¿Rojos en el SECED?, se pregunta Ángel Ugarte, el responsable de las provincias del norte. «No. Éramos gente más preparada, la mayoría diplomados en el Estado Mayor. Pero lo que está claro es que no éramos franquistas». Por ello, prefiere dibujar a los servicios de inteligencia como «la punta de lanza que estaba contribuyendo a la llegada de la Transición». Ugarte asegura que desde 1972 estaba entre aquellos que remaron a favor de esa corriente: 


			Sabíamos que el régimen de Franco no sería eterno y que había que preparar la monarquía constitucional y la democracia parlamentaria. Para ello había que convencer a las dos partes: a los del régimen para que aceptaran que aquello terminaba con Franco y que el único capaz de sucederle era el rey, que además era a quien había designado Franco; y a la parte contraria para que aceptaran participar en el proceso. Tuvimos que captarles, siempre teniendo en cuenta que la línea a no traspasar era la del PCE y ETA. Con ellos no contábamos.

			
El comandante Atienza rememora:


			Trabajábamos con limpieza de miras, no solo Peñaranda y yo, sino todo el equipo, no se buscaba medrar… Yo, un comandante de Infantería y con siete hijos, hablando con Termes, con Álvarez de Miranda… Nosotros le presentábamos los datos al Gobierno, pero es el Gobierno quien manda, él decide qué hace con esas claves que le hemos facilitado.

			
En el fondo, este reciclaje, este cambio de mentalidad, permitió que los mismos agentes, disciplinados militares que sirvieron a los intereses de la dictadura, lo hicieran después en la democracia. Cumplieron, en ambos casos, con la legalidad vigente. «Yo no recuerdo momentos en los que me sintiera un incomprendido cuando transmitía este mensaje en el SECED. El que no estuvo de acuerdo con las nuevas directrices se marchó y no pasó nada. A mí nadie se me levantó y me llamó traidor, ninguno», recuerda Cassinello. Otras versiones, sin embargo, sostienen que ese cambio de criterio fue mucho más traumático de lo que su máximo ejecutor sostiene. Medina cifra en «decenas» los oficiales que fueron abandonando la agencia por el rumbo que iba tomando, a los que se unen algunos que lo combatieron desde dentro[230]. Un ejemplo de esta marejada interna es una «Nota informativa» enviada a El Pardo el 10 de octubre de 1974, sin firma, en la que «en ampliación de nota anterior sobre divergencias en el seno del Centro de Documentación de Presidencia» se asegura que «estas divergencias se están haciendo más acusadas cada día» por culpa de las «infiltraciones de elementos rojos» en el SECED[231]:


			Hace unos días se presentó al director del centro el comandante García Mouriño, tal vez uno de los elementos más valiosos del mismo, para decirle que existía un profundo descontento ya que las filtraciones de elementos rojos eran ya patentes y que información valiosa salía del mismo con destino más o menos a áreas de oposición al régimen.

			El director se indignó muchísimo y dijo que eso no era cierto y que el que no estuviese de acuerdo con el servicio podía marcharse, a lo que contestó García Mouriño que «eso era lo que los rojos querían pero que no se marcharían más que en bloque y dando campanillazo». 

			Nos informan que militares afectos a García Mouriño han elevado un escrito confidencial al jefe del Alto Estado Mayor y particularmente han hablado con el príncipe sobre este asunto, aun cuando se desconoce la posición del mismo sobre el caso.

			
Con traumas o sin ellos, por las buenas o por las malas, con convencimiento, por oportunismo o por simple disciplina, lo cierto es que hubo que adaptarse a la nueva realidad. Desde su privilegiada posición, la mayoría de estos informantes del SECED, jóvenes militares, españoles de la generación del príncipe y Suárez, vieron antes que nadie que aquel tren era imparable. Tuvieron claro desde el principio que lo que querían era llegar a la siguiente estación, pero en ningún caso cambiar de vía. Y en esa misión se embarcaron.

			O quizá la senda por la que transcurrió la España de aquellos años no fue una vía de tren, sino un río, el río de la vida de Heráclito en el que uno jamás se volverá a bañar. Y el río en el que tantos agentes de los servicios de inteligencia, tantos españoles, remaron, como dice Cassinello, a favor de la corriente.

			Sin dar una palada de más. Sin ir demasiado rápido. Pero, sobre todo, asegurándose de no ir demasiado lento.

			«Existe la conciencia clara de haberse consumado una etapa», ha escrito el director del SECED en el Boletín de Situación. Y en esa etapa han participado activamente los agentes de inteligencia del Gobierno. Los espías que escribieron la Transición.
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